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Toda vez que mediante el ACUERDO PCSJA20-11581(27 de junio de
2020), el C.S.J.  ratificó que a partir del miércoles 1º de julio se levantaríá la
suspensión de términos judiciales. y determinó que debido a las medidas
excepcionales adoptadas como elemento de prevención y establecimiento de
los protocolos de bioseguridad y el fortalecimiento preeminente de la labor
virtual en los procesos de presentación de demandas y memoriales a través
de medios virtuales, previamente concordados acorde con las posibilidades
que para ello estaban preestablecidos en  la legislación vigente, incluidos los
diferentes códigos procesales y el Decreto 806 de 2020, Articulos 2 al 11, me
permito por el presente medio presentar Escrito de Contewstación de
Demanda  de Divorcio de Matrimonio Civil con Radicado No. 2020-00120-
00., en el cual funge como demandante el señor JUAN CARLOS
MADERA ORTEGA y como demandada mi prohijada  JENNIFER GÓMEZ, y
conjuntamente presento Escrito de Demanda de Reconvención en contra del
señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA.
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SR. 

JUEZ DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN. 

E.S.D. 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA DE DIVORCIO CONTENCIOSO DE 

MATRIMONIO CIVIL Y PROPOSICIÓN DE DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

DEMANDANTE: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

DEMANDADO: JENNIFER GÓMEZ. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

 

JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA, abogado en ejercicio, identificado civilmente con 
C.C.71.642.040 de Medellín, y T.P. 303.562 del C.S.J., obrando en calidad de 
representante legal de la señora JENNIFER GÓMEZ, identificada civilmente con C.C. 
1.128.415.161 natural de Itagüí (ANT.), y residente en la Pintada (ANT.),  :, actuando 
conforme al  poder especial a mi otorgado para el efecto, dentro del término procesal, me 
permito destrabar la Litis en el presente proceso a fin de CONTESTAR LA DEMANDA DE 
DIVORCIO CONTENCIOSO, instaurada ante su despacho por el señor JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA bajo el radicado 2020-00120-00, y ejercer la defensa de mi prohijada, 

conforme a los hechos y fundamentos de Derecho que a continuación se expone , e 
igualmente interpongo DEMANDA RECONVENCIONAL, que promuevo por separado 
conforme a especiales fundamentos fácticos y jurídicos. 
 

 PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LOS HECHOS. 

FRENTE AL HECHO PRIMERO: Es cierto. 

FRENTE AL HECHO SEGUNDO: Es cierto. 

FRENTE AL HECHO TERCERO: Es cierto. 

FRENTE AL HECHO CUARTO: Es parcialmente cierto, toda vez que la convivencia de la 

pareja perduró - según el demandante-,  hasta el mes de Diciembre de 2017, pero dicha 

separación tuvo como origen la infidelidad del demandante, quien inició un vínculo 

sentimental y una relación paralela a su matrimonio con la señora LEYLA CRISTINA 

VÉLEZ, quien se desempeñaba como enfermera en el Hospital de Remedios (Antioquia), 

lugar donde el demandante prestó en algún tiempo su servicio como agente de Policía. El 

nacimiento de dicha relación extramatrimonial confluyó enormemente en el deterioro de la 

relación, a punto tal que el acá demandante inició incluso actos constantes de maltrato 

físico, pero principalmente psicológico, induciendo en mi prohijada ideas de rechazo y 

sumiéndola incluso en estados de depresión, toda vez que el demandante en forma 

constante acusaba a mi prohijada de no servir como mujer. Para mi prohijada dicho evento 

de la relación extramatrimonial se hizo evidente- a pesar de que ya ella tenía ciertos indicios 

de ello- a partir de Enero de 2020, tras el hecho que el acá demandante se llevó en el mes 

de diciembre de 2019 a su hijo por el período de vacaciones escolares, pero quien retornó 

y entregó el niño a mi prohijada luego de dichas vacaciones, fue la señora LEYLA CRISTINA 

VÉLEZ, lo que aunado a la aseveración del niño en el sentido que su padre estaba 
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conviviendo con esa señora, llevaron a mi prohijada a concluir la existencia inequívoca de 

dicha relación extramarital. Dicha infidelidad y los actos concurrentes desplegados por el 

acá demandante, entonces, se encuentran inmersos y enmarcados dentro de las causales 

1, 2 y 3 del Artículo 154 del Código Civil, contentivo de las causales para solicitar el divorcio 

en Colombia que plasman: 

Artículo 154. Causales de divorcio 

Son causales de divorcio: 

1. Las relaciones sexuales extramatrimoniales de uno de los cónyuges, salvo que el 

demandante las haya consentido, facilitado o perdonado. 

2. El grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los 

deberes que la ley les impone como tales y como padres. 

3. Los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/154.htm 

FRENTE AL HECHO QUINTO: Es parcialmente cierto, la relación y convivencia de la pareja 

se prolongó - según el demandante-,  hasta el mes de Diciembre de 2.017, hecho 

parcialmente cierto, si se tiene en cuenta que el acá demandante poseía dos sitios de 

residencia: el común de la pareja (en la ciudad de Medellín) y el segundo en el lugar 

donde éste prestaba sus servicios como suboficial de Policía, ello es la ciudad de 

Apartadó-Antioquia, o en el que la dirección de Policía a bien tuviera asignarle como sitio 

de labores. 

FRENTE AL HECHO SEXTO: Es parcialmente cierto. La señora JENNIFER GÓMEZ 

ostenta la custodia, cuidado personal, atención y educación del menor. Lo que no es cierto 

es que la pareja haya alcanzado un acuerdo verbal en torno a visitas, alimentos, salud y 

educación de su hijo. Prueba de que tal acuerdo no existe, son las dos citaciones a 

audiencia de conciliación sobre dichos tópicos que mi poderdante ha intentado: el primero 

en fecha Octubre 09/2019 ante la COMISARÍA DE FAMILIA COMUNA 13 DE SAN JAVIER, 

en Medellín (la cual fue desestimada debido al hecho de no ser para ese momento Medellín 

la ciudad de residencia del hijo de mi prohijada); y el segundo, convocado para fecha marzo 

04/2020 ante la  COMISARÍA DE FAMILIA DE LA PINTADA-ANTIOQUIA, y cuya 

conciliación fue fallida. (Prueba de las cuales se anexa copia).  

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES: 

FRENTE A LA PRETENSIÓN PRIMERA: De acuerdo en forma parcial. Mi mandante está 

de acuerdo con que se decrete el divorcio, pero difiere de la causal de solicitud, toda vez 

que se está frente a un cónyuge culpable, el acá demandante JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA, quien incurrió en las causales 1, 2 y 3 del Artículo 154 del Código Civil 

Colombiano, y consecuentemente han de ser estas las razones por las cuales se decrete 

el divorcio, con las consecuencias jurídicas que de ello puedan desprenderse y decretarse.  

FRENTE A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Parcialmente de acuerdo. Toda vez que mi 

mandante en el presente se encuentra cesante, sin contar con los recursos económicos 

necesarios para su sustento y el sustento y cuidado de su hijo, se opone al numeral 1 de la 

segunda pretensión, acorde a lo preceptuado en el Artículo 160 del C.C. (Artículo 160. 

Efectos del divorcio: Ejecutoriada la sentencia que decreta el divorcio, queda disuelto el 

vínculo en el matrimonio civil y cesan los efectos civiles del matrimonio religioso, así mismo, 

se disuelve la sociedad conyugal, pero subsisten los deberes y derechos de las partes 

respecto de los hijos comunes y, según el caso, los derechos y deberes alimentarios de los 

cónyuges entre sí. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/160.htm), y se acoge a los 

numerales 2 y 3 de la PRETENSIÓN SEGUNDA. 

https://leyes.co/codigo_civil/154.htm
https://leyes.co/codigo_civil/160.htm
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FRENTE A LA PRETENSIÓN TERCERA: De acuerdo con la TERCERA pretensión, 

realizando eso sí la salvedad de que al interior del escrito de demanda ha existido por parte 

del demandante ocultación de bienes, que requieren ser incluidos en dicha disolución y 

liquidación de Sociedad Conyugal, los cuales el acá demandante dolosamente ha ocultado, 

en acción tendiente a defraudar los haberes de la sociedad conyugal. 

FRENTE A LA PRETENSIÓN CUARTA: Mi mandante no se opone a dicha pretensión, 

siempre y cuando ella se decrete en forma posterior a los trámites legales y pertinentes, y 

luego de pronunciada y ejecutoriada la Sentencia que ponga fin al presente proceso. 

FRENTE A LA PRETENSIÓN QUINTA: Mi mandante se opone radicalmente a la 

pretensión QUINTA, toda vez que el acá demandante es el cónyuge culpable, y como tal 

es quien debe asumir los costos y el pago de las agencias en derecho que el presente 

proceso conlleve y genere. 

Ahora bien, toda vez que el Artículo 156 C.C. prevé que el cónyuge no culpable es el 

facultado para presentar demanda de divorcio cuando se está frente a las causales  1 y 7 

del Artículo 154 idem, o respecto de las causales 2, 3, 4, y 5 del mismo Artículo 154, cuando  

plasma:  

Artículo 156. Legitimación y oportunidad para presentar la demanda 

 El divorcio sólo podrá ser demandado por el cónyuge que no haya dado lugar a los 

hechos que lo motivan y dentro del término de un año, contado desde cuando tuvo 

conocimiento de ellos respecto de las causales 1a. y 7a. o desde cuando se sucedieron, 

respecto a las causales 2a., 3a., 4a. y 5a., en todo caso las causales 1a. y 7a. sólo podrán 

alegarse dentro de los dos años siguientes a su ocurrencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/156.htm,  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I.- En cuanto a los fundamentos de derecho procesal, nada que objetar a los invocados por 
el accionante, excepto en lo concerniente a la causal que posibilita decretar el divorcio y 
conjuntamente con ello la disolución y liquidación de la sociedad conyugal, toda vez que 
dicha ruptura de la unidad familiar tuvo como origen el establecimiento y continuidad de 
relaciones extramatrimoniales adelantados por el acá demandante JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA con la señora LEYLA CRISTINA VÉLEZ, y en consecuencia el acá 
accionante debe ser declarado cónyuge culpable y asumir las responsabilidades jurídicas 
que ello conlleva. 
II.- A contrario sensu los alegados en cuanto al fondo. 
 En su virtud, SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, y copia 
de todo ello, se sirva admitirlo, tener por contestada la demanda de Divorcio Contencioso 
del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y  la señora JENNIFER GÓMEZ, promovida 
por éste, y previos los trámites legales, incluso el recibimiento a prueba, que desde ahora 
se solicita, se sirva dictar, en su día, sentencia desestimatoria de la demanda, absolviendo 
de ella a mi representado, con expresa imposición de costas a la parte actora. 
En cuanto a la DEMANDA DE RECONVENCIÓN y toda vez que el acá demandante incurrió 

en las causales 1a, 2a, y 3a del Artículo 154 del C.C.; con base en lo establecido en el 

Artículo 371 del C.G.P., se tenga por formulada DEMANDA DE RECONVENCIÓN, y tras 

el recibimiento a prueba que desde ahora se solicita, se sirva estimarla y dar lugar al 

DIVORCIO Y LA CESACIÓN DE LOS EFECTOS CIVILES del matrimonio formado por el 

acá demandante, el  Señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y mi prohijada la señora 

JENNIFER GÓMEZ. 

 

 

https://leyes.co/codigo_civil/156.htm
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Señor 

JUEZ  DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  
E.         S.         D. 

 

               

REF. EXPEDIENTE PROCESO CON RADICADO NO. 2020-00120-00. 

 

ASUNTO: DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

 
DEMANDANTE: JENNIFER GÓMEZ. 

 DEMANDADO: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

 

JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA, abogado en ejercicio, identificado civilmente con 
C.C.71.642.040 de Medellín, y T.P. 303.562 del C.S.J., obrando en calidad de 
representante legal de la señora JENNIFER GÓMEZ, identificada civilmente con C.C. 
1.128.415.161 natural de Itagüí (ANT.), y residente en la Pintada (ANT.), con base en el 
poder especial a mi otorgado para el efecto, me permito presentar demanda de 
Reconvención dentro del proceso referenciado, con base en la existencia de los siguientes: 

HECHOS 

PRIMERO: El señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y mi prohijada JENNIFER 

GÓMEZ, contrajeron matrimonio Civil el día 11 de Diciembre del año 2009, en la Notaria 
Primera del Circulo Notarial de Inírida (Guainía), acto que fue protocolizado mediante la 
Escritura Publica No. 2009-260 de la misma fecha, e inscrita en la REGISTRADURÍA 
NACIONAL DEL ESTADO CIVIL bajo el Indicativo Serial No.03454086 en fecha Enero 
04/2.010. 

SEGUNDO: Los ahora cónyuges fijaron su domicilio y sitio de residencia en la ciudad de 
Medellín. 

TERCERO: La pareja procreó durante su vínculo marital al menor JUAN MIGUEL MADERA 

GÓMEZ, nacido en fecha Diciembre 05/2013 en la ciudad de Envigado (ANT.), quien fue 
inscrito en el Registro Civil en la Notaría Veinticinco del Círculo Registral de Medellín, en 
fecha Diciembre 11/2013, bajo el NIUP No.1025899707, y el Indicativo Serial No. 52982587. 

CUARTO: Relata mi mandante que su convivencia se extendió, por lo menos, hasta 

mediados del mes de junio del año 2.018,  su cónyuge dejo de retornar al hogar, fecha en 
la cual el acá demandado en reconvención decide instalarse en forma definitiva en el 
Municipio de Apartadó (Antioquia), lugar donde él mismo prestaba en ese momento sus 
servicios como suboficial de la Policía Nacional, Seccional Antioquia, razón por la cual en 
dicha fecha retiró de la vivienda común de la pareja sus efectos personales. 

QUINTO: Así las cosas, a partir de junio del año 2018, la pareja cesa su convivencia en 

común, sin que pueda predicarse que a partir de dicho momento sostengan vínculo afectivo, 
ni lazo de unión  diferente a ser padres del menor JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ. 

SEXTO: Las causales de separación de la pareja las constituyeron básicamente los 

problemas sobrevinientes al parto mediante el cual mi prohijada dio a luz el hijo común de 
la pareja, tras el cual le sobrevinieron a ella traumas psicológicos relativos a una depresión 
post-parto, motivo por el cual el acá demandado en reconvención inicio en contra de mi 
mandante una paulatina y sistemática práctica de maltratos físicos, psicológicos y 
económicos, expresándole el acá demandado en reconvención a mi prohijada en forma 
constante: que no servía como mujer, que no servía para nada, que no era una mujer 
completa, y ocasionalmente infringiéndole maltrato físico, consistente en golpes en su 
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espalda a fin de no dejar evidencia mayor en su rostro o partes visibles que hicieran 
evidente dicho maltrato físico (vale la pena resaltar que al ser el señor MADERA ORTEGA 
persona adscrita a la Policía, tiene por fuerza conocimiento acerca de las formas de 
evaluación y reconocimiento forense de maltrato físico y violencia intrafamiliar y la forma de 
eludirlas.). En forma adicional, mi mandante aduce que otra causal de distanciamiento y 
separación, y por consiguiente ruptura del vínculo marital y el vínculo afectivo, la constituyó 
el hecho de que el señor MADERA ORTEGA inició una relación extramarital con la señora 
LEYLA CRISTINA VÉLEZ, quien se desempeñaba como enfermera en el Hospital de 
Remedios (Antioquia), lugar donde el demandante prestó en algún tiempo su servicio como 
agente de Policía. Dicha relación extramatrimonial con la citada dama, se hizo evidente y 
adquirió para  mi prohijada un grado de plena certeza y conocimiento de existencia, en 
Enero de 2020, cuando tras pasar vacaciones decembrinas el menor JUAN MIGUEL con 
su padre, quien vino a entregarle el niño a su madre, fue la citada señora LEYLA CRISTINA 
VÉLEZ. El nacimiento de dicha relación extramatrimonial confluyó enormemente en el 
deterioro de la relación, a punto tal que el acá demandado en reconvención inició incluso 
actos constantes de maltrato físico, pero principalmente psicológico y económico, 
induciendo en mi prohijada ideas de rechazo y sumiéndola incluso en estados de depresión. 
Dicha infidelidad y los actos concurrentes desplegados por el acá demandado en 
reconvención, se encuentran inmersos y enmarcados dentro de las causales 1, 2 y 3 del 
Artículo 154 del Código Civil.  

 
SÉPTIMO:  En forma concomitante con el hecho SEXTO anteriormente reseñado, el hijo 

de la pareja también ha sufrido constantes afectaciones y traumas psicológicos, 

expresándole en múltiples ocasiones  a su madre- mi mandante- que su padre no lo quiere; 

que el ve que policías hay en todos lados, pero que su padre no quiere trabajar cerca de 

donde el niño se encuentra, lo que ha desencadenado en el menor episodios diversos de 

depresión y aislamiento, e incluso diciéndole a su madre que él recuerda que el papá 

maltrataba a la mamá, y que la tomaba con las manos a la espalda. Con dichos actos, el 

señor MADERA ORTEGA ha venido paulatina y sistemáticamente violentando los derechos 

prevalentes de su hijo, violando de contera con ello el mandato constitucional del artículo 

44 Superior; CON LO CUAL EL Estado se ve abocado a salir en  defensa de esos derechos 

fundamentales transgredidos del menor, en virtud de cuyas violaciones toda vez que: el 

Estado Social de Derecho asigna al aparato público el deber de adoptar acciones “que 

permitan a los menores de edad alcanzar un desarrollo armónico e integral, en los aspectos 

de orden biológico, físico, síquico, intelectual, familiar y social. La población infantil es 

vulnerable y la falta de estructuras sociales, económicas y familiares apropiadas para su 

crecimiento agravan  su indefensión” cuando quiera que el Estado identifique puntos 

de posible vulnerabilidad. 

OCTAVO: Mi prohijada, la señora JENNIFER GÓMEZ, ostenta la custodia, cuidado 

personal, atención y educación del hijo común de la pareja, quien es menor de edad. 

NOVENO: Tras la separación, mi mandante, en aras de evitar mayores traumatismos, y en 
procura de no infligir  mayores traumatismos psicológicos al hijo común de la pareja, y ante 
la precariedad de los ingresos económicos que el acá demandado en reconvención JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA les proveía,  mi mandante, tras quedarse cesante 
laboralmente en el mes de Mayo de 2019, decide en el mes de Agosto de 2019, trasladarse 
a vivir temporalmente al Municipio de Valparaíso (ANT.), a una finca propiedad de un tío de 
ella, el señor BENJAMÍN ALIRIO GÓMEZ, y posteriormente en el mes de septiembre de la 
misma calenda, se instaló en un apartamento en arriendo en el mismo municipio,  a fin de 
procurarle a su hijo mejores posibilidades para que continuase sus estudios en la escuela 
del citado Municipio; y dado el hecho que el niño venía padeciendo déficit de atención y 
trauma psicológico que requirió incluso que su madre tuviese que hacerle acompañamiento 
constante en el Aula de estudio entre los meses de Septiembre y Noviembre de 2019, lo 
que le impedía a mi prohijada pensar siquiera en procurar ubicarse laboralmente. Dichos 
eventos constitutivos de violencia Intrafamiliar por parte del señor  JUAN CARLOS 
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MADERA ORTEGA, en contra de mi prohijada  y de su hijo, han dejado secuelas 
psicológicas en mi prohijada, que no tenía el deber de soportar y que deben ser resarcidos 
por el acá demandado en reconvención, el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

 
DÉCIMO: En virtud y como consecuencia jurídica de su matrimonio, la pareja estableció 

una sociedad conyugal, en vigencia de la cual, la pareja adquirió un bien inmueble, en fecha 
16 de Febrero de 2018, ubicado en el municipio de Medellín, en la Carrera 51B, #88A-41  
de la nomenclatura de ésta ciudad, consistente en una propiedad que si bien está registrada 
como un apartamento y fue adquirida como cuerpo cierto, en realidad consta de dos 
apartamentos o unidades habitacionales con acceso común, pero con independencia 
estructural y servicios independientes, que conforman en la realidad dos apartamentos- 
segundo y tercer piso- sin cumplir en la actualidad con el requisito legal de desenglobe ante 
planeación municipal (como puede evidenciarse en fotos que se adjuntan), identificado con 
Matrícula Inmobiliaria Nro. 01N-5236221, y protocolizada mediante Escritura Pública No. 
654 de la Notaria Diecinueve del Círculo Registral de Medellín, de fecha 16/02/2018, con 
un costo a fecha de adquisición de  $130.000.000, propiedad adquirida en parte con dineros 

provenientes del anticipo de cesantías y el ahorro forzoso que el acá demandado en 
reconvención poseía en el FONDO DE LA CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y 
DE POLICÍA, y parte con subsidio de la misma entidad, amén de un préstamo con garantía 
de Hipoteca con cuantía Indeterminada por un total inicial de $40.000.000 sobre el mismo 
bien Inmueble, otorgado por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-
BBVA COLOMBIA, según consta en las Anotaciones 3, 4 y 5 de la  Matrícula Inmobiliaria 
Nro. 01N-5236221 (copia de la cual se adjunta). Ambos apartamentos se encuentran al día 
de hoy bajo contrato de arrendamiento por montos de canon supuestos de $500.000 y 
$550.000 mensuales; el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA es quien está al 
momento cobrando y percibiendo los montos de dichos cánones de arrendamiento en un 
monto de al menos $1.050.000 mensuales, que contados desde el mes de marzo de 2018 
a marzo de 2020, serían 24 meses, lo cual arrojaría un monto recaudado por concepto de 
arriendos a fecha marzo de 2020 de al menos $25.200.000, más las sumas que se recauden 

hasta la fecha de declaratoria mediante sentencia del divorcio que se tramita mediante el 
presente proceso, que son parte de réditos y frutos civiles de la sociedad conyugal, al tenor 
de lo estipulado en el numeral 2 del Artículo 1781 del Código Civil Colombiano.  
Dicha propiedad está afectada a vivienda familiar, en virtud de la LEY 258 DE 1996 (Enero 
17), que en su Artículo 1 plasma: ¨Artículo 1.  Modificado por el art. 1, Ley 854 de 2003. 
Definición. Entiéndese afectado a vivienda familiar el bien inmueble adquirido en su 
totalidad por uno de los cónyuges, antes o después de la celebración del matrimonio 
destinado a la habitación de la familia¨, hecho que refuerza y evidencia que a Febrero 
de 2018, fecha para la cual fue adquirida, la pareja aún sostenía su convivencia y 
persistía el vínculo marital. Toda vez que dichos bienes fueron adquiridos en la 
vigencia de la sociedad conyugal, y no fueron fruto de herencia o donación, sino 
adquiridos a título oneroso, pertenecen a los haberes de la misma, según lo prescribe 
el Artículo 1781 del Código Civil Colombiano.  
 
UNDÉCIMO: Así las cosas, y toda vez que tanto demandante como apoderado 
incurrieron en la presentación de la demanda de divorcio con Radicado 2020-00120-
00 y objeto de Reconvención en la presente demanda, en sendas falsedades, por 
decir- sin ser cierto- que se había llegado a un acuerdo verbal sobre cuota 
alimentaria, y por el hecho de no incluir (al momento de solicitar la declaratoria de 
disolución y liquidación de la sociedad conyugal en la pretensión tercera de dicho 
proceso estos bienes inmuebles como parte del haber social de dicha sociedad 
conyugal, en un acto doloso tendiente a defraudar el haber social de la sociedad 
conyugal) información alguna acerca de la existencia de bienes inmuebles comunes 
adquiridos en el curso de la sociedad conyugal, les son aplicables las sanciones 
establecidas en el Artículo 86 del C.G.P. que en su tenor literal plasma: ¨ARTÍCULO 
86. SANCIONES EN CASO DE INFORMACIONES FALSAS. Si se probare que el 

demandante o su apoderado, o ambos, faltaron a la verdad en la información suministrada, 
además de remitir las copias necesarias para las investigaciones penal y disciplinaria a 
que hubiere lugar, se impondrá a aquellos, mediante incidente, multa de diez (10) a 
cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y se les condenará a indemnizar los 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=10793#1
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perjuicios que hayan podido ocasionar, sin perjuicio de las demás consecuencias 

previstas en este código¨. 
 
DUODÉCIMO: En forma concomitante, para poder acceder al crédito de hipoteca otorgado 

por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-BBVA COLOMBIA, y en 
razón a que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA tenía algunas deudas pendientes, 
mi prohijada acudió y accedió a un préstamo de consumo con la COOPERATIVA 
FINANCIERA JHON F. KENNEDY, del cual incluso el señor JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA fungió como deudor solidario y/o  aportante por un valor inicial de $13.800.000, y 
del cual aún se adeuda un monto por concepto de capital e intereses  de $5.207.228 
(verificable en constancia adjunta de fecha marzo 13/2020), deuda que igualmente hace 
parte como pasivo del haber social de la sociedad conyugal. 
 
DÉCIMO TERCERO: Para poder suplir los pagos de la deuda contraída por mi prohijada 

con la COOPERATIVA FINANCIERA JHON F. KENNEDY, y en razón a que ella se 
encuentra cesante laboralmente desde mayo de 2019, y los recursos que el señor MADERA 
ORTEGA aporta para el sostenimiento del hijo común de la pareja son insuficientes, y 
concurrentemente para procurarse el bienestar y manutención de ella y del hijo común de 
la pareja, y ante la precariedad de los dineros aportados por el acá demandado en 
reconvención, mi prohijada ha  debido acudir a préstamos sucesivos, desde el mes de julio 
de 2019, concedidos. El primero en fecha julio 18/2019 por un monto de $1.500.000, uno 
más en fecha septiembre 09/2019 por un monto de $1.500.000, un tercero en fecha 04 de 
enero de 2020 por un monto de $1.000.000, y un cuarto préstamo en fecha febrero 28 de 
2020 por un monto de $1.000.000,factores que sumados se elevan a un monto total  de 
$5.000.000, deuda que igualmente hace parte como pasivo del haber social de la sociedad 
conyugal, y el cual debe ser tenido en cuenta como  créditos que afectan el haber social de 
la sociedad conyugal al momento de iniciarse la disolución y liquidación de la misma.. 
El acá demandado en reconvención JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, en su demanda 
de divorcio no declaró ninguna deuda pendiente que de su parte o a su cargo afecte o deba 
ser incluida en la sociedad conyugal.  
No obstante mi prohijada reconoce que debe aún existir un saldo pendiente del crédito 
hipotecario otorgado por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-
BBVA COLOMBIA, cuyo monto es desconocido por ella, dado que,  no obstante ella haber 
solicitado verbalmente al mismo banco en fecha marzo13/2020 dicha información, no fue 
posible obtenerla en razón de las leyes de privacidad de información y habeas data que 
rigen en nuestro país, por lo cual se solicita encarecidamente al señor Juez, solicitar dicha 
información al acá demandado en reconvención , o en su defecto, emitir Auto que ordene 
al banco compulsar copia de dicha información para ser tenida en cuenta dentro de los 
créditos o pasivos que afectan el haber social, para efectuar la debida disolución y 
liquidación de la sociedad conyugal. 
 

DÉCIMO CUARTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, ha estado percibiendo y quedándose para sí, en forma contraria a 
derecho, el subsidio familiar correspondiente y de pertenencia del hijo de la pareja. 
El monto de dicho subsidio, al tenor de lo estipulado en el Artículo 82 literal C del Decreto 

1212 DE 1990 (ARTICULO 82. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto los 

Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho al pago de un 

subsidio familiar que se liquidará mensualmente sobre el sueldo básico, así: a. Casados el treinta 

por ciento (30%), más los porcentajes a que se tenga derecho conforme al literal c. de este 

artículo.  

  b. Viudos, con hijos habidos dentro del matrimonio por los que exista el derecho a devengarlo, el 

treinta por ciento (30%), más los porcentajes de que trata el literal c. Del presente artículo.  

  c. Por el primer hijo el cinco por ciento (5%) y un cuatro por ciento (4%) por cada uno de los demás, 

sin que se sobrepase por este concepto del diecisiete por ciento (17%).), que rige actualmente el 

estatuto y el régimen prestacional Especial del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional, 

asciende y que asciende en forma mensual, a un 34% del ingreso mensual que por concepto 

de sueldo percibe JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 
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DÉCIMO QUINTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA, quien se desempeña como intendente de la Policía Nacional, por dicha calidad 
de suboficial ejecutivo, y por el hecho de prestar servicio en zona de orden público, percibe 
al año, al menos, las siguientes primas, establecidas en el Decreto 1212/1990 que rige su 
régimen prestacional: 
 ARTICULO 68. Prima de actividad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio 

activo, tendrán derecho a una prima mensual de actividad, que será equivalente al treinta y tres por 

ciento (33%) del respectivo sueldo básico.  

ARTICULO 69. Prima de servicio anual. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en 

servicio activo, tendrán derecho al pago de una prima equivalente al cincuenta por ciento (50%) 

de la totalidad de los haberes devengados en el mes de junio del respectivo año, la cual se 

pagará dentro de los quince (15) primeros días del mes de julio de cada año.  

  ARTICULO 70. Prima de navidad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo, tendrán derecho a recibir anualmente del Tesoro Público una prima de navidad, 

equivalente a la totalidad de los haberes devengados en el mes de noviembre del respectivo 

año, de acuerdo con su grado o cargo.  

  PARÁGRAFO 1o. Cuando los Oficiales y Suboficiales no hubieren servido el año completo, tendrán 

derecho al reconocimiento de la prima de navidad a razón de una duodécima (1/12) parte por cada 

mes completo de servicio, liquidada con base en los últimos haberes devengados.  

  ARTICULO 71. Prima de antigüedad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, a partir 

de la fecha en que cumplan quince (15) y diez (10) años de servicio, respectivamente, tendrán 

derecho a una prima mensual que se liquidará sobre el sueldo básico, así:  

  a. Oficiales:  

  A los quince (15) años, el (10%) y por cada año que exceda de los quince (15), el uno por ciento 

(1%) más.  

  b. Suboficiales:  

  A los diez (10) años, el diez por ciento (19%0 y por cada año que exceda de los diez (10), el 

uno por ciento (1%) más.  

  ARTICULO 72. Prima de orden público. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en lugares donde se desarrollen operaciones policiales para restablecer 

el orden público, tendrán derecho a una prima mensual de orden público equivalente al 

veinticinco por ciento (25%) del sueldo básico. El Ministerio de Defensa Nacional determinará las 

zonas y condiciones en que debe pagarse esta prima.  

   Dichas primas, por ser parte de los ingresos del acá demandado en reconvención 
constituyen parte del haber social de la sociedad conyugal, al tenor de lo estipulado en el 
numeral 1 del Artículo 1781 del Código Civil Colombiano. 
ARTICULO 80. Prima de instalación. Los oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo que sean trasladados o destinados en comisión permanente dentro del país y tengan 

por ello que cambiar de lugar de residencia, tendrán derecho, si fueren casados o viudos con 

hijos a su cargo, a una prima de instalación equivalente a un (1) mes de los haberes 

correspondientes a su grado.  

  Esta prima se reconocerá cuando el Oficial o Suboficial lleva a su familia al sitio al que haya sido 

trasladado. En casos especiales cuando las exigencias del servicio impidan el traslado de la 

familia a la nueva sede, se reconocerá dicha prima aun cuando el Oficial o Suboficial no 

efectúa el traslado de aquélla.  

   
DÉCIMO SEXTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, tiene acumulados unos montos por concepto de pensiones y cesantías por 
concepto del tiempo de servicio prestado a la Policía Nacional, de los cuales, al conformar 
los mismos parte del haber social de la sociedad conyugal que establecieron por efecto y 
como consecuencia del matrimonio contraído por él y mi poderdante en fecha Diciembre 
11/2009, conforme lo estipulado en el numeral 2 del Artículo 1781 del Código Civil 
Colombiano, deben ser tenidos como parte del haber social los montos correspondientes a 
lo por el señor MADERA ORTEGA  percibidos por tales conceptos, hasta la fecha en que 
se decrete la cesación de los efectos civiles de Matrimonio Civil y la Disolución y Liquidación 
de la sociedad conyugal. 
 

DÉCIMO SÉPTIMO: Entre mi poderdante y el acá demandado en reconvención, JUAN 

CARLOS MADERA ORTEGA, no se han estipulado acuerdos o conciliaciones en torno a 
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los montos a aportar por concepto de cuota alimentaria, ni respecto del hijo común de las 
partes de esta Litis, ni respecto de mi poderdante.  

Reconoce si mi poderdante que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA ha venido 
consignado a su arbitrio propio montos variables de dinero a mi prohijada, a fin de que ella 
brinde cuidados, educación y manutención al hijo de la pareja, no sin antes infringir  y ejercer 
mediante su coacción constante y sistemática y su accionar presiones psicológicas y 
económicas, aduciendo que mi poderdante no tiene derecho a nada; que debe conciliar con 
él en los términos y condiciones que él disponga; que él no va a mantenerla ni tiene por qué 
hacerlo, pues solo tiene obligación para con su hijo y esta se cumplirá en los términos, 
condiciones y momentos que él mismo disponga, dado que los jueces le darán la razón, 
puntualizándole que el mismo monto que él aporte lo debe aportar ella independientemente 
de que ella trabaje o no, que ella verá en que forma ella conseguirá esos recursos (actos 
constitutivos de violencia psicológica y económica acentuados por el hecho que mi 
poderdante se encuentra cesante laboralmente desde el mes de mayo de 2019, fecha 
desde la cual no ha logrado ubicarse laboralmente) consignaciones que se han realizado 
desde el mes de Octubre de 2019 a marzo 28 de 2020, en las siguientes cantidades y 
fechas, resaltando que dichos montos se transfieren o consignan en fechas similares o 
cercanas a las fechas en que el acá demandado en reconvención percibe el pago de su 
sueldo por parte de la Policía Nacional: 

 $850.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 27/10/2019. 

 $800.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 28/11/2019. 

 $750.000 consignados a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 03/01/2020. 

 $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 30/01/2020. 

 $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 01/03/2020. 

 $350.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 28/03/2020. 

 $350.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 29/04/2020. 

 $400.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 29/05/2020. 

 $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 30/06/2020. 

(Se anexa copias como pruebas de lo anterior). 

La violencia económica desplegada por el acá demandado en reconvención en contra de 
mi mandante, se exacerbó en el mes previo a la presentación de la demanda de divorcio 
por parte del acá demandado en reconvención, además de exacerbarse la violencia 
psicológica arguyendo que mi prohijada tenía que aceptar los términos y condiciones que 
el acá demandado en reconvención quisiese imponer. 

 

DÉCIMO OCTAVO: Durante el lapso de tiempo transcurrido desde el mes de Septiembre 
de 2019 al presente, el acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA, no ha cumplido con su obligación legal de proveer a su hijo con el vestuario y 
elementos necesarios para su estudio y educación, ni en subsidio ha proveído los recursos 
económicos necesarios a mi prohijada para dichas necesidades del menor. 

 

DÉCIMO NOVENO: La demandante en reconvención me ha otorgado Poder Especial para 

representarla en el presente proceso. 

 

Con base en la existencia de los hechos anteriormente enunciados, me permito 
solicitarle señor Juez, se conceda a mi prohijada las siguientes 

 

PRETENSIONES: 

 

DECLARATIVAS: 
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PRIMERA: RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN DE PROVEER ALIMENTOS: Que se 

declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA ORTEGA es 
responsable de proveer alimentos por el hecho que es cónyuge responsable, por haber este 
aportado las causas de «culpabilidad en la ruptura de la unidad matrimonial», dado su 
abandono del hogar, concomitantemente con haber iniciado una relación extramatrimonial 
paralela a su matrimonio, con lo cual incurrió en lo estipulado en el numeral 1 y 2 del  Artículo 
154 del Código Civil Colombiano, de la que nace su obligación legal de proveer 
alimentos en favor y beneficio de su esposa. 

SEGUNDA: Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 

MADERA ORTEGA es responsable de violencia Intrafamiliar, principalmente,-pero no 
exclusivamente-de corte psicológico y económico, y adicionalmente se declare que dichos 
eventos constitutivos de violencia Intrafamiliar por parte del señor  JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, en contra de mi prohijada  y de su hijo, han dejado secuelas 
psicológicas en mi prohijada, que no tenía el deber de soportar y que deben ser resarcidos 
por el acá demandado en reconvención, el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, con 
las consecuencias jurídicas que a nivel civil ello conlleva en lo concerniente al resarcimiento 
del daño, ello es, que se declare que mi prohijada tiene derecho a ser "resarcida, 
reparada y compensada por el daño que le causó" vulnerando su derecho a vivir libre 
de violencia, discriminación de género y violencia intrafamiliar dado que "cualquier 
afrenta cometida en contra de las mujeres debe ser condenada y reparada, con mayor 
razón la cometida al interior del seno familiar", por lo que en estos casos "debe 
concluirse, forzosamente, la posibilidad de establecer medidas indemnizatorias en 
procesos de divorcio"(Sentencia SU080/2020), y que adicionalmente se declare que con 

dicho acto él incurrió en las causales de divorcio que enumera el numeral 3 del Artículo 154 
del Código Civil Colombiano. 

TERCERA: Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 

MADERA ORTEGA, se ha apropiado en forma ilegal y dolosa de los subsidios familiares 
correspondientes a su hijo JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ, desde la fecha del  
nacimiento del menor en fecha Diciembre 05/2013, hasta la fecha de presentación de la 
presente demanda de reconvención. 

 
CUARTA: Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, conforme se ha expresado en el HECHO DÉCIMO de la presente 
demanda de reconvención, y toda vez que tanto demandante como apoderado 
incurrieron en la presentación de la demanda de divorcio con Radicado 2020-00120-
00 y objeto de Reconvención en la presente demanda, en sendas falsedades, por 
decir- sin ser cierto- en el HECHO SEXTO de la demanda por ellos presentada con 
dicho radicado, que se había llegado a un acuerdo verbal sobre cuota alimentaria, 
deben ser sujetos de las sanciones establecidas en el ARTÍCULO 86 C.G.P. 

 
QUINTA: Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, al no aportar documentación ni declarar la existencia de bienes 
inmuebles comunes adquiridos en el curso de la sociedad conyugal, (por el hecho de 
no incluir al momento de solicitar la declaratoria de disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal en la pretensión tercera de demanda de divorcio con Radicado 
2020-00120-00 y objeto de Reconvención en la presente demanda, estos bienes 
inmuebles como parte del haber social de dicha sociedad conyugal) incurrió en 
ocultación de bienes de la sociedad conyugal, amén de ser sujeto de las sanciones 
establecidas en el ARTÍCULO 86 C.G.P. 
 
SEXTA: Que conforme a lo enunciado en los HECHOS DÉCIMO QUINTO Y DÉCIMO 
SEXTO de la presente demanda de reconvención, se declare que el  acá demandado en 

reconvención, JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, adeuda a la sociedad conyugal los 
montos correspondientes  a la proporción legal que a dicha sociedad corresponde por 
concepto de las primas anuales y las primas mensuales de orden público, y todas las sumas 
adicionales al sueldo básico a que el mismo tiene derecho en su calidad de sub-oficial de 
la Policía Nacional, desde la fecha del establecimiento de la separación por el estipulada, 
ello es, Diciembre de 2017 hasta la fecha de culminación del proceso, y concomitantemente 
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y toda vez que mi prohijada, con la declaratoria de divorcio o cesación de efectos 
civiles de matrimonio civil, va a perder derechos como beneficiaria (conforme a lo 
establecido en el artículo 12 específicamente el numeral 12.3 del mismo) del decreto 
4443/2004, así como los montos correspondientes al porcentaje de las pensiones y 

cesantías por el señor MADERA ORTEGA acumuladas por dichos conceptos hasta la fecha 
de declaratoria de divorcio y disolución y liquidación de la sociedad conyugal. 

 
SÉPTIMA: Que conforme a lo enunciado en el HECHO DÉCIMO de la presente demanda 

de reconvención, se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, adeuda a la sociedad conyugal los montos correspondientes  a los 
ingresos por él percibidos como cánones de arrendamiento de los inmuebles adquiridos en 
vigencia de la existencia de la sociedad conyugal, contados a partir del mes de Marzo de 
2018 y hasta la fecha de declaratoria de divorcio y disolución y liquidación de la sociedad 
conyugal, a razón de $1.050.000 por mes, montos que deberá aportar debidamente 
indexados. 
 
OCTAVA: Que, toda vez que entre los cónyuges no se ha establecido convención, acuerdo 

o conciliación en torno a las obligaciones alimentarias del acá demandado en reconvención 
para con su hijo y para con su cónyuge, en observancia de las garantías prevalentes 
esenciales de los menores de edad, acorde con los artículos 44 y 45 de la 
Constitución Política, y específicamente, en cuanto a su derecho a los alimentos, de 
conformidad con el canon 24 de la Ley 1098 de 2006; y en igual sentido para mi 
prohijada, en consonancia con el Parágrafo 1 del Artículo 281 del C.G.P., y en razón a 
que el hijo común de ambos es menor de edad,  se declare la obligación del señor JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA de proveerle a su hijo alimentos, en la proporción que la ley 
establezca, acorde a los ingreso del mismo, como responsable del pago de aportes por 
concepto de obligaciones de alimentos para con su hijo hasta el tope máximo que estipula 
la ley acorde con los ingresos por el acá demandado en reconvención percibidos, y hasta 
el tiempo que la Ley obligue, acorde a los requerimientos para ello establecidos en nuestra 
legislación, cuyo monto mi prohijada solicita sea establecido por Su Excelencia dentro de 
la sentencia que ponga fin al presente litigio, y que adicionalmente solicita que su despacho 
ordene que el monto y porcentaje del mismo sea deducido directamente del pago nominal 
percibido por el señor MADERA ORTEGA, y puesto a disposición en la cuenta de depósito 
del juzgado, a fin de evitar hacer nugatorio el derecho prevalente del menor JUAN MIGUEL 
MADERA GÓMEZ en su calidad de beneficiario de dicho pago. 
 
NOVENA: Que, luego de ingresados a la sociedad conyugal los montos que por concepto 

de multas, sanciones y dineros adeudados por el señor  JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA a la misma, y acreditadas las deudas o débitos en que mi prohijada ha incurrido 
a fin de satisfacer el pago del crédito con la COOPERATIVA FINANCIERA JHON F. 
KENNEDY, y los adicionales que para efectos de ofrecer manutención, educación y 
sustento al hijo común de la pareja se ha visto forzada a adquirir y que conforman parte del 
haber social de la sociedad conyugal, además de reconocer la existencia del bien inmueble 
identificado con Matrícula Inmobiliaria Nro. 01N-5236221, como bien propiedad y parte 
conformante del haber social de la sociedad conyugal, se inicie el proceso correspondiente 
y se declare en liquidación y disolución la sociedad conyugal correspondiente al presente 
proceso. 
 
  
DE CONDENA: 
 
DÉCIMA: Que consecuencialmente con la declaratoria de las PRETENSIONES 
PRIMERA, SEGUNDA y OCTAVA de la presente demanda de reconvención, se declare 
y condene al pago de alimentos del acá demandado en reconvención, en favor del 
hijo menor de la pareja y de mi prohijada, en los montos que la Ley establece acorde 
a los ingresos del acá demandado en reconvención, teniendo en cuenta adicionalmente 
para ello que mi prohijada en la actualidad está desempleada  y dedicada al cuidado, 
atención y protección del hijo común de la pareja, y por tanto es evidente su necesidad 
de recibir cuota alimentaria y legal y jurisprudencialmente la imposición de alimentos se 
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funda «en un estado de necesidad para su beneficiaria, en atención a los deberes de 
socorro y ayuda mutua que se originan por el vínculo matrimonial, y dado el hecho 
adicional que acorde a los ingresos percibidos por el señor MADERA ORTEGA en su 
calidad actual de INTENDENTE DE POLICÍA, se hace evidente de forma fehaciente y 
certera, no solo que la demandada necesita de los alimentos sino también que el 
accionante cuenta con la suficiente capacidad para suministrárselos, allende que la 
característica indemnizatoria de ese rubro es incontestable, todo lo cual encuentra 
respaldado en el Código Civil artículos 411-4,  (modificado por la ley 1ª de 1976, 
artículo 23), 412, 413, 414, 419, 420 a 423 ibídem, y ha de ordenarse adicionalmente que 

el monto y porcentaje de los mismos, sea deducido directamente del pago nominal percibido 
por el señor MADERA ORTEGA, efecto para el cual se le solicita al despacho emitir la orden 
de embargo a la dirección de Tesorería- Coordinación de Nómina de la Policía Nacional 
Seccional Antioquia para que se cumpla con la debida deducción, y puesto a disposición 
en la cuenta de depósito del juzgado, a fin de evitar hacer nugatorio el derecho que a él 
tienen el hijo menor común de la pareja y mi prohijada en su calidad de beneficiarios de 
dicho pago. 
 
UNDÉCIMA: Que consecuencialmente con la declaratoria de la PRETENSIÓN 
SEGUNDA de la presente demanda de reconvención, se declare responsable y se 
condene al acá demandado en reconvención del pago de  INDEMNIZACIÓN POR 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR en favor de mi prohijada, en un monto equivalente a 100 
S.M.M.L.V, ello es, la suma de NOVENTA Y OCHO MILLONES SESENTA Y CINCO MIL 
SETECIENTOS PESOS M.L.C ($98.065.700). 
 
DUODÉCIMA: Que consecuencialmente con la  declaratoria de la PRETENSIÓN 
TERCERA de la presente demanda de reconvención, se ordene y condene al pago 
por parte del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y en favor de su hijo, de todas 

las sumas por el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA recaudadas por concepto de 
subsidio familiar, desde la fecha de su nacimiento hasta la fecha de promulgación de 
sentencia del presente proceso, al igual que todas las sumas futuras por el obligado 
recibidas por el mismo concepto, dinero que podrá ser destinado y consignado por el 

mismo obligado en un fideicomiso que sirva para sufragar en el futuro los estudios 
superiores del hoy menor y titular del derecho. 
 
DÉCIMO TERCERA: Que consecuencialmente con la declaratoria de las 
PRETENSIONES CUARTA Y QUINTA de la presente demanda de reconvención SE 
CONDENE al señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, al pago de las sanciones 
establecidas en el C.G.P.: ARTÍCULO 86, las cuales deberán ingresarse como parte del 

haber social de la sociedad conyugal. 
 
DÉCIMO CUARTA: Que consecuencialmente con la  declaratoria de la PRETENSIÓN 
SEXTA de la presente demanda de reconvención, SE ORDENE el pago por parte del 
señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y en favor de LA SOCIEDAD CONYUGAL, los 

montos que él adeuda a la sociedad conyugal correspondientes  a la proporción legal que 
a dicha sociedad corresponde por concepto de las primas legales, las primas mensuales 
de orden público y todas las demás prebendas económicas que conforman los ingresos por 
él percibidas, desde la fecha del establecimiento de la separación por el estipulada, ello es, 
Diciembre de 2017 y hasta la fecha de culminación del proceso, y concomitantemente se 

le condene a compensar a la sociedad conyugal, los montos correspondientes al porcentaje 
de las pensiones y cesantías por el señor MADERA ORTEGA acumuladas  hasta la fecha 
de declaratoria de divorcio y disolución y liquidación de la sociedad conyugal, monto que 
deberá ser establecido conforme a los ingresos por él devengados y causados en dichos 

lapsos de tiempo, regidos por el Artículo 23 del Decreto 4443/2004 (Artículo 23. Partidas 
computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las 
que se refiere el presente decreto del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según 
corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 

23.1 Oficiales, Suboficiales y Agentes  23.1.1 Sueldo básico. 23.1 2 Prima de actividad. 23.1.3 Prima 
de antigüedad. 23.1.4 Prima de academia superior 23.1.7 Subsidio familiar en el porcentaje que se 
encuentre reconocido a la fecha de retiro.. 23.1.9 Duodécima parte de la Prima de Navidad liquidada 
con los últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 23.2.1 



                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 

13 

Sueldo básico. 23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 23.2.3 Subsidio de alimentación. 23.2.4 
Duodécima parte de la prima de servicio. 23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 23.2.6 
Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes percibidos a 

la fecha fiscal de retiro.). 

 
DÉCIMO QUINTA: Que consecuencialmente con la  declaratoria de la PRETENSIÓN 
SÉPTIMA de la presente demanda de reconvención, SE ORDENE el pago por parte 
del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y en favor de LA SOCIEDAD CONYUGAL, 
de los montos que él adeuda a la sociedad conyugal, correspondientes  a los ingresos por 
el percibidos como cánones de arrendamiento de los inmuebles adquiridos en vigencia de 
la existencia de la sociedad conyugal, contados a partir del mes de Marzo de 2018 y 
posteriormente hasta la fecha de declaratoria de divorcio y disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal, a razón de $1.050.000 por mes, montos que deberá aportar 
debidamente indexados. 
 
DÉCIMO SEXTA: Que consecuencialmente con el cumplimiento del pago de los aportes 
solicitados en la  declaratoria de la PRETENSIÓN OCTAVA de la presente demanda de 
reconvención por parte del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y en favor de LA 
SOCIEDAD CONYUGAL, y la incorporación a la misma de los montos por mi prohijada 
adeudados y enunciados en el HECHO DÉCIMO TERCERO de la presente demanda de 

reconvención como débitos de la sociedad conyugal, se ordene la liquidación y disolución 
de dicha sociedad conyugal, estableciendo los montos correspondientes para cada 
cónyuge dentro de dicha liquidación y disolución. 
 
DÉCIMO SÉPTIMA: Que consecuencialmente con la  declaratoria de la PRETENSIÓN 
QUINTA de la presente demanda de reconvención, SE ORDENE la declaratoria de 
culpabilidad por ocultación de bienes por parte del acá demandado en reconvención, 
con las penalidades que ello implica, acorde al art. 1824 del Código Civil Colombiano. 
 
DÉCIMO OCTAVA: Todos los derechos que Ultra Y extra-petita sean legalmente 
aplicables conforme al artículo 121 (sic) del Código General del Proceso, y que su 
excelencia se digne otorgar, para con el hijo menor de la pareja JUAN MIGUEL 
MADERA GÓMEZ en observancia de las garantías prevalentes esenciales de los 
menores de edad, acorde con los artículos 44 y 45 de la Constitución Política, y 
específicamente, en cuanto a su derecho a los alimentos, de conformidad con el 
canon 24 de la Ley 1098 de 2006; y en igual sentido para mi prohijada, en consonancia 
con el Parágrafo 1 del Artículo 281 del C.G.P. 
 
DÉCIMO NOVENA: Que se condene al demandado en reconvención al pago de las costas 

y agencias en derecho emanadas del presente proceso. 
 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Constitucionales: Sentencia C-738/08: DERECHO PREVALENTE DEL 

MENOR. 

(…) Por último, en materia constitucional, esta Corte ha precisado que el Estado Social de Derecho 

asigna al aparato público el deber de adoptar acciones “que permitan a los menores de edad 

alcanzar un desarrollo armónico e integral, en los aspectos de orden biológico, físico, síquico, 

intelectual, familiar y social. La población infantil es vulnerable y la falta de estructuras sociales, 

económicas y familiares apropiadas para su crecimiento agravan  su indefensión”.[4] 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn4
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Según la Corte, dada su especial vulnerabilidad, los niños integran un grupo humano privilegiado 

porque el Estado tiene como fin expreso el diseño de políticas especiales de protección. Al respecto 

sostuvo: 

“Son considerados como grupo destinatario de una atención especial estatal que se 

traduce en un tratamiento jurídico proteccionista, respecto de sus derechos y de las 

garantías previstas para alcanzar su efectividad. Así, logran identificarse como seres 

reales, autónomos y en proceso de evolución personal, titulares de un interés 

jurídico superior que irradia todo el ordenamiento jurídico y que, en términos muy 

generales, consiste en lo siguiente: 

‘(...) se trata de un principio de naturaleza constitucional que reconoce a los menores 

con una caracterización jurídica específica fundada en sus derechos prevalentes y 

en darles un trato equivalente a esa prelación, en cuya virtud se los proteja de 

manera especial, se los defienda ante abusos y se les garantice el desarrollo normal 

y sano por los aspectos físico, sicológico, intelectual y moral, no menos que la 

correcta evolución de su personalidad (Cfr. sentencias T-408 del 14 de septiembre 

de 1995 y T-514 del 21 de septiembre de 1998).’.”  (Sentencia C-1064 de 2000 M.P. 

Álvaro Tafur Galvis) 

Estas consideraciones hacen concluir que en el panorama jurídico colombiano los niños merecen un 

trato especialmente protector, que debe reflejarse en todos los aspectos de la legislación, cuando 

quiera que el Estado identifique puntos de posible vulnerabilidad. Esta necesidad de considerar, en 

todos los aspectos de la realidad jurídica, que el derecho del menor tiene prevalencia sobre los 

demás, se conoce como el principio de interés superior del menor y constituye principio de 

interpretación de las normas y decisiones de autoridades que pueden afectar los intereses del niño. 

La Convención sobre los Derechos del Niño -Ley 12 de 1991- indica en su artículo 3º: 

“1.  En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 

o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 

interés superior del niño”. 

Según la jurisprudencia constitucional, este principio “condiciona el actuar de la totalidad del Estado, 

así como de las instituciones privadas de bienestar social, a la hora de tomar decisiones en las que 

se vean afectados niñas y niños; siempre se ha de considerar, primordialmente, el interés superior 

del niño.[5]”[6]  En otras palabras, el interés superior del menor “se revela como un principio, el cual 

implica una forma de comportamiento determinado, un deber ser, que delimita la actuación tanto 

estatal como particular en las materias que los involucra, el cual obtiene reconocimiento en el ámbito 

del ordenamiento jurídico internacional como en el nacional.”[7] 

Aunque el concepto puede interpretarse de diversas formas, es claro que el interés superior del 

menor constituye la finalidad de toda política pública en que se regulen aspectos vinculados con los 

menores de edad, por lo que es referente de toda decisión que implique la preservación de estas 

garantías. A este respecto dijo la jurisprudencia: 

“las autoridades administrativas y judiciales encargadas de determinar el contenido 

del interés superior de los niños en casos particulares cuentan con un margen de 

discrecionalidad importante para evaluar, en aplicación de las disposiciones 

jurídicas relevantes y en atención a las circunstancias fácticas de los menores 

implicados, cuál es la solución que mejor satisface dicho interés; lo cual implica 

también que dichas autoridades tienen altos deberes constitucionales y 

legales en relación con la preservación del bienestar integral de los menores 

que requieren su protección – deberes que obligan a los jueces y funcionarios 

administrativos en cuestión a aplicar un grado especial de diligencia, celo y 

cuidado al momento de adoptar sus decisiones, mucho más tratándose de 

niños de temprana edad, cuyo proceso de desarrollo puede verse afectado en 

forma definitiva e irremediable por cualquier decisión que no atienda a sus 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn7
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intereses y derechos.” (Sentencia T-397 de 2004 M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) 

En suma, es claro que los derechos y garantías de los niños son prevalentes en tanto que merecen 

un tratamiento prioritario respecto de los derechos de los demás y que las disposiciones en que se 

involucren dichos intereses deben interpretarse siempre a favor de los intereses del niño, que son 

intereses superiores del régimen jurídico.(…) 

1. LEGALES: 

* CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO: pertinente para determinar sanciones ante 

presentación y declaración de información falsa en demandas; en lo concerniente a 

demandas de reconvención, la posibilidad legal de instaurar dicho tipo de demandas; y en 

lo concerniente a declaración de cónyuge culpable de la ruptura de la unidad matrimonial, 

consecuencias jurídicas de la misma.. 

1.1 ARTÍCULO 86. SANCIONES EN CASO DE INFORMACIONES FALSAS 

Si se probare que el demandante o su apoderado, o ambos, faltaron a la verdad en la 

información suministrada, además de remitir las copias necesarias para las investigaciones 

penal y disciplinaria a que hubiere lugar, se impondrá a aquellos, mediante incidente, multa 

de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y se les condenará a indemnizar 

los perjuicios que hayan podido ocasionar, sin perjuicio de las demás consecuencias 

previstas en este código. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/86.htm 

1.2 ARTÍCULO 371. RECONVENCIÓN: Durante el término del traslado de la demanda, el 

demandado podrá proponer la de reconvención contra el demandante si de formularse en 

proceso separado procedería la acumulación, siempre que sea de competencia del mismo juez 

y no esté sometida a trámite especial. Sin embargo, se podrá reconvenir sin consideración a la 

cuantía y al factor territorial. 

Vencido el término del traslado de la demanda inicial a todos los demandados, se correrá 

traslado de la reconvención al demandante en la forma prevista en el artículo 91, por el mismo 

término de la inicial. En lo sucesivo ambas se sustanciarán conjuntamente y se decidirán en la 

misma sentencia. 

Propuestas por el demandado excepciones previas y reconvención se dará traslado de aquellas 

una vez expirado el término de traslado de esta. Si el reconvenido propone a su vez excepciones 

previas contra la demanda, unas y otras se tramitarán y decidirán conjuntamente. 

El auto que admite la demanda de reconvención se notificará por estado y se dará aplicación al 

artículo 91 en lo relacionado con el retiro de las copias. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/371.htm. 

  
   1.3 “ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en consonancia con los 
hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este 
código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo 
exige la ley. […] 
PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y extrapetita, cuando 
sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, al niño, la niña o adolescente, 
a la persona con discapacidad mental o de la tercera edad, y prevenir controversias futuras de la 
misma índole. […]” (Se subraya por la Corte).(…) 
 

1.4 ARTÍCULO 389. CONTENIDO DE LA SENTENCIA DE NULIDAD O DE DIVORCIO 

La sentencia que decrete la nulidad del matrimonio civil, el divorcio o la cesación de efectos 

civiles de matrimonio católico dispondrá: 

1. A quién corresponde el cuidado de los hijos. 

2. La proporción en que los cónyuges deben contribuir a los gastos de crianza, educación y 

establecimiento de los hijos comunes, de acuerdo con lo dispuesto en los incisos segundo y 

tercero del artículo 257 del Código Civil. 

3. El monto de la pensión alimentaria que uno de los cónyuges deba al otro, si fuere el caso. 

4. A quién corresponde la patria potestad sobre los hijos no emancipados, cuando la causa del 

divorcio determine suspensión o pérdida de la misma, o si los hijos deben quedar bajo guarda. 

5. La condena al pago de los perjuicios a cargo del cónyuge que por su culpa hubiere dado 

https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/86.htm
https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/371.htm
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lugar a la nulidad del vínculo, a favor del otro, si este lo hubiere solicitado. 

6. El envío de copia de las piezas conducentes del proceso a la autoridad competente, para que 

investigue los delitos que hayan podido cometerse por los cónyuges o por terceros al celebrarse el 

matrimonio, si antes no lo hubiere ordenado. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/389.htm.  

1.5  Artículo 523. Liquidación de sociedad conyugal o patrimonial a causa de 

sentencia judicial 

Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover la liquidación de la 

sociedad conyugal o patrimonial disuelta a causa de sentencia judicial, ante el juez que la 

profirió, para que se tramite en el mismo expediente. La demanda deberá contener una relación 

de activos y pasivos con indicación del valor estimado de los mismos. 

Cuando la disolución haya sido declarada por sentencia proferida por autoridad religiosa, a la 

demanda también se acompañará copia de la misma. 

El juez ordenará correr traslado de la demanda por diez (10) días al otro cónyuge o compañero 

permanente mediante auto que se notificará por estado si aquella ha sido formulada dentro de los 

treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia que causó la disolución; en caso contrario 

la notificación será personal. 

El demandado sólo podrá proponer las excepciones previas contempladas en los numerales 1, 4, 

5, 6 y 8 del artículo 100. También podrá alegar como excepciones la cosa juzgada, que el 

matrimonio o unión marital de hecho no estuvo sujeto al régimen de comunidad de bienes o que la 

sociedad conyugal o patrimonial ya fue liquidada, las cuales se tramitarán como previas. 

Podrá también objetar el inventario de bienes y deudas en la forma prevista para el proceso de 

sucesión. 

Si el demandado no formula excepciones o si fracasan las propuestas, se observarán, en lo 

pertinente, las reglas establecidas para el emplazamiento, la diligencia de inventarios y avalúos, y 

la partición en el proceso de sucesión. 

Admitida la demanda, surtido el traslado o resueltas las excepciones previas desfavorablemente al 

demandado, según el caso, el juez ordenará el emplazamiento de los acreedores de la sociedad 

conyugal, para que hagan valer sus créditos. El emplazamiento se sujetará a las reglas previstas 

en este código. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/523.htm 

2. * CÓDIGO CIVIL: Pertinente para determinar las regulaciones legales en torno al 

divorcio, sus causales, los alimentos, separación de cuerpos, y la ocultación de 

bienes y sus consecuencias jurídicas en procesos de disolución y liquidación de 

sociedad conyugal. 

  2.1 Artículo 154. Causales de divorcio 

Son causales de divorcio: 

1. Las relaciones sexuales extramatrimoniales de uno de los cónyuges, salvo que el 

demandante las haya consentido, facilitado o perdonado. 

2. El grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes 

que la ley les impone como tales y como padres. 

3. Los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. 

4. La embriaguez habitual de uno de los cónyuges. 

5. El uso habitual de sustancias alucinógenas o estupefacientes, salvo prescripción médica. 

6. Toda enfermedad o anormalidad grave e incurable, física o síquica, de uno de los cónyuges, que 

ponga en peligro la salud mental o física del otro cónyuge e imposibilite la comunidad matrimonial. 

7. Toda conducta de uno de los cónyuges tendientes a corromper o pervertir al otro, a un 

descendiente, o a personas que estén a su cuidado y convivan bajo el mismo techo. 

8. La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años. 

9. El consentimiento de ambos cónyuges manifestado ante juez competente y reconocido por éste 

mediante sentencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/154.htm  

2.2 Artículo 156. Legitimación y oportunidad para presentar la demanda 

 El divorcio sólo podrá ser demandado por el cónyuge que no haya dado lugar a los hechos que lo 

motivan y dentro del término de un año, contado desde cuando tuvo conocimiento de ellos respecto 

https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/389.htm
https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/523.htm
https://leyes.co/codigo_civil/154.htm
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de las causales 1a. y 7a. o desde cuando se sucedieron, respecto a las causales 2a., 3a., 4a. y 5a., 

en todo caso las causales 1a. y 7a. sólo podrán alegarse dentro de los dos años siguientes a su 

ocurrencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/156.htm. 

2.3 Artículo 160. Efectos del divorcio 

Ejecutoriada la sentencia que decreta el divorcio, queda disuelto el vínculo en el matrimonio civil y 

cesan los efectos civiles del matrimonio religioso, así mismo, se disuelve la sociedad conyugal, pero 

subsisten los deberes y derechos de las partes respecto de los hijos comunes y, según el caso, los 

derechos y deberes alimentarios de los cónyuges entre sí. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/160.htm. 

2.4 Artículo 161. Efectos del divorcio respecto a los hijos 

Sin perjuicio de lo que disponga el juez en la sentencia, respecto de la custodia y ejercicio de la patria 

potestad, los efectos del divorcio en cuanto a los hijos comunes de los divorciados se reglarán por 

las disposiciones contenidas en los títulos XII y XIV del libro I del Código Civil. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/161.htm. 

2.5 Artículo 165. Causales - separación de cuerpos 

Hay lugar a la separación de cuerpos en los siguientes casos: 

1o) En los contemplados en el artículo 154 de este Código. 

2o) Por mutuo consentimiento de los cónyuges, manifestado ante el juez competente. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/165.htm. 

2.6 Artículo 166. Mutuo consentimiento - separación de cuerpos 

El juez para decretar la separación de cuerpos no estará sujeto a las restricciones del artículo 155 

de este código. Los cónyuges al expresar su mutuo consentimiento en la separación indicarán 

el estado en que queda la sociedad conyugal y si la separación es indefinida o temporal y en este 

caso la duración de la misma, que no puede exceder de un año. Expirado el término de la separación 

temporal se presumirá que ha habido reconciliación, pero los casados podrán declarar ante el juez 

que la tornan definitiva o que amplían su vigencia. 

Para que la separación de cuerpos pueda ser decretada por mutuo consenso de los cónyuges, 

es necesario que estos la soliciten por escrito al juez competente, determinando en la 

demanda la manera como atenderán en adelante el cuidado personal de los hijos comunes, la 

proporción en que contribuirán a los gastos de crianza, educación y establecimiento de los 

hijos y, si fuere el caso, al sostenimiento de cada cónyuge. En cuanto a los gastos de crianza, 

educación y establecimiento de los hijos comunes, responderán solidariamente ante terceros, y entre 

sí en la forma acordada por ellos. 

El juez podrá objetar el acuerdo de los cónyuges en interés de los hijos, previo concepto del ministerio 

público. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/166.htm. 

2.7 Artículo 176. Obligaciones entre cónyuges 

Los cónyuges están obligados a guardarse fe, a socorrerse y ayudarse mutuamente, en todas las 

circunstancias de la vida. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/176.htm. 

2.8 Artículo 179. Residencia del hogar 

El marido y la mujer fijarán la residencia del hogar. En caso de ausencia, incapacidad o privación 

de la libertad de uno de ellos, la fijará el otro. Si hubiere desacuerdo corresponderá al juez fijar la 

residencia teniendo en cuenta el interés de la familia. 

Los cónyuges deberán subvenir a las ordinarias necesidades domésticas, en proporción a 

sus facultades. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/179.htm. 

2.9 Artículo 180. Sociedad conyugal 

Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, según las 

reglas del título 22, libro IV del Código Civil. 

Los que se hayan casado en país extranjero y se domiciliaren en Colombia, se presumirán separados 

de bienes, a menos que de conformidad a las leyes bajo cuyo imperio se casaron se hallen sometidos 

a un régimen patrimonial diferente. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/180.htm.  

https://leyes.co/codigo_civil/156.htm
https://leyes.co/codigo_civil/160.htm
https://leyes.co/codigo_civil/161.htm
https://leyes.co/codigo_civil/165.htm
https://leyes.co/codigo_civil/166.htm
https://leyes.co/codigo_civil/176.htm
https://leyes.co/codigo_civil/179.htm
https://leyes.co/codigo_civil/180.htm
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2.10 Artículo 411. Titulares del derecho de alimentos. Se deben alimentos: 

 

1o)   Al cónyuge. 

2o) A los descendientes legítimos. 

3o) A los ascendientes legítimos. 

4o) A cargo del cónyuge culpable, al cónyuge divorciado o separado de cuerpo sin su culpa.(…). 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/411.htm 

2.11 Artículo 412. Reglas de la prestación de alimentos 

Las reglas generales a que está sujeta la prestación de alimentos son las siguientes, sin perjuicio de 

las disposiciones especiales que contiene este Código respecto de ciertas personas. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/412.htm. 

2.12 Artículo 414. Alimentos congruos 

Se deben alimentos congruos a las personas designadas en los números 1o, 2o, 3o, 4o y 10 

del artículo 411, menos en los casos en que la Ley los limite expresamente a lo necesario para la 

subsistencia; y generalmente en los casos en que el alimentario se haya hecho culpable de injuria 

grave contra la persona que le debía alimentos. 

Se deben asimismo alimentos congruos en el caso del artículo 330. 

En el caso de injuria atroz cesará enteramente la obligación de prestar alimentos. 

Para los efectos de este artículo, constituyen injuria atroz los delitos graves y aquellos delitos leves 

que entrañen ataque a la persona del que debe, alimentos. Constituyen injuria grave los demás 

delitos leves contra cualquiera de los derechos individuales de la misma persona que debe alimentos. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/414.htm. 

2.13 Artículo 416. Orden de prelación de derechos 

El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los expresados en el artículo 411, solo 

podrá hacer uso de uno de ellos, observando el siguiente orden de preferencia. 

En primer lugar, el que tenga según el inciso 10. 

En segundo, el que tenga según los incisos 1o. y 4o. 

En tercero, el que tenga según los incisos 2o. y 5o. 

En cuarto, el que tenga según los incisos 3o. y 6o. 

En quinto, el que tenga según los incisos 7o. y 8o. 

El del inciso 9o. no tendrá lugar sino a falta de todos los otros. 

 

Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. 

Sólo en el caso de insuficiencia del título preferente podrá recurrirse a otro. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/416.htm. 

2.14 Artículo 419. Tasación de alimentos 

En la tasación de los alimentos se deberán tomar siempre en consideración las facultades del 

deudor y sus circunstancias domésticas. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/419.htm. 

2.15 Artículo 420. Monto de la obligación alimentaria 

Los alimentos congruos o necesarios no se deben sino en la parte en que los medios de 

subsistencia del alimentario no le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a su 

posición social o para sustentar la vida. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/420.htm. 

2.16 Artículo 422. Duración de la obligación 

 Los alimentos que se deben por ley, se entienden concedidos para toda la vida del 

alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron la demanda. 

Con todo, ningún varón de aquéllos a quienes sólo se deben alimentos necesarios, podrá pedirlos 

después que haya cumplido veintiún años, salvo que por algún impedimento corporal o mental, se 

halle inhabilitado para subsistir de su trabajo; pero si posteriormente se inhabilitare, revivirá la 

obligación de alimentarle. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/422.htm. 

2.17 Artículo 423. Forma y cuantía de la prestación alimentaria 

El juez reglará la forma y cuantía en que hayan de prestarse los alimentos, y podrá disponer 

que se conviertan en los intereses de un capital que se consigne a este efecto en una caja de ahorros 

https://leyes.co/codigo_civil/411.htm
https://leyes.co/codigo_civil/412.htm
https://leyes.co/codigo_civil/414.htm
https://leyes.co/codigo_civil/416.htm
https://leyes.co/codigo_civil/419.htm
https://leyes.co/codigo_civil/420.htm
https://leyes.co/codigo_civil/422.htm
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o en otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentante o a sus herederos luego que cese la 

obligación. 

Igualmente, el juez podrá ordenar que el cónyuge obligado a suministrar alimentos al otro, en 

razón de divorcio o de separación de cuerpos, preste garantía personal o real para asegurar 

su cumplimiento en el futuro. 

Son válidos los pactos de los cónyuges en los cuales, conforme a la ley, se determine por mutuo 

acuerdo la cuantía de las obligaciones económicas; pero a solicitud de parte podrá ser modificada 

por el mismo juez, si cambiaren las circunstancias que la motivaron, previos los trámites establecidos 

en el artículo 137 del Código de Procedimiento Civil. 

En el mismo evento y por el mismo procedimiento podrá cualquiera de los cónyuges solicitar la 

revisión judicial de la cuantía de las obligaciones fijadas en la sentencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/423.htm. 

2.18 Artículo 425. Improcedencia de compensación 

El que debe alimentos no puede oponer al demandante en compensación lo que el demandante le 

deba a él. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/425.htm. y demás normas concordantes. 

2.19 Artículo 426. Libre disposición de las pensiones atrasadas 

No obstante lo dispuesto en los dos artículos precedentes, las pensiones alimenticias atrasadas 

podrán renunciarse o compensarse; y el derecho de demandarlas, transmitirse por causa de 

muerte, venderse y cederse; sin perjuicio de la prescripción que competa al deudor. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/426.htm. 

 

DEL HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL Y DE SUS CARGAS 

  2.20 ARTICULO 1781. <COMPOSICIÓN DE HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. El haber 

de la sociedad conyugal se compone:1. 

1.) De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante 

el matrimonio. 

2.) De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que 

provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges 

y que se devenguen durante el matrimonio. 

3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, 

obligándose la sociedad a la restitución de igual suma. 

4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al 

matrimonio, o durante él adquiere <sic>; quedando obligada la Sociedad a restituir su valor según el 

que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición. 

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, 

designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos domiciliados 

en el territorio. 

5.) De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título 

oneroso. 

6.) <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> De los bienes raíces que la mujer aporta al 

matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero. 

Se expresara así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al 

tiempo del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de venta 

de bienes raíces. 

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta, puede restituirse en dinero a elección de la 

misma mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas. 

2.21 Artículo 1824. Ocultamiento de bienes de la sociedad. Aquel de los dos cónyuges 

o sus herederos, que dolosamente hubiere ocultado o distraído alguna cosa de 
la sociedad, perderá su porción en la misma cosa, y será obligado a restituirla doblada. 

2.22 Artículo 1820. Causales de disolución de la sociedad conyugal 

La sociedad conyugal se disuelve: 
 
1.) Por la disolución del matrimonio. 
 
2.) Por la separación judicial de cuerpos, salvo que fundándose en el mutuo consentimiento de los 
cónyuges y siendo temporal, ellos manifiesten su voluntad de mantenerla. 
 
3.) Por la sentencia de separación de bienes. 

https://leyes.co/codigo_civil/423.htm
https://leyes.co/codigo_civil/425.htm
https://leyes.co/codigo_civil/426.htm
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr055.html#top
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4.) Por la declaración de nulidad del matrimonio, salvo en el caso de que la nulidad haya sido 
declarada con fundamento en lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 140 de este Código. En 
este evento, no se forma sociedad conyugal, y 
5.) Por mutuo acuerdo de los cónyuges capaces, elevado a escritura pública, en cuyo cuerpo se 
incorporará el inventario de bienes y deudas sociales y su liquidación. 
No obstante, los cónyuges responderán solidariamente ante los acreedores con título anterior al 
registro de la escritura de disolución y liquidación de la sociedad conyugal. 
Para ser oponible a terceros, la escritura en mención deberá registrarse conforme a la ley. 
Lo dispuesto en este numeral es aplicable a la liquidación de la sociedad conyugal disuelta por 
divorcio o separación de cuerpos judicialmente decretados. 
Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1820.htm 

2.23 Artículo 1804. Recompensa por perjuicios a la sociedad conyugal 

Cada cónyuge deberá así mismo recompensa a la sociedad por los perjuicios que le hubiere causado 

con dolo o culpa grave, y por el pago que ella hiciere de las multas y reparaciones pecuniarias a que 

fuere condenado por algún delito. Leamás: https://leyes.co/codigo_civil/1804.htm 

2.24 Artículo 1796. Deudas de la sociedad conyugal 

La sociedad es obligada al pago: 

1o.) De todas las pensiones e intereses que corra, sea contra la sociedad, sea contra 

cualquiera de los cónyuges y que se devenguen durante la sociedad. 

2o.)2. De las deudas y obligaciones contraídas durante su existencia por el marido o la mujer, y que 

no fueren personales de aquél o ésta, como lo serían las que se contrayeren por el establecimiento 

de los hijos de un matrimonio anterior. 

La sociedad, por consiguiente, es obligada con la misma limitación, al gasto de toda fianza, 

hipoteca o prenda* constituida por cualquiera de los cónyuges". 

3o.) De todas las deudas personales de cada uno de los cónyuges, quedando el deudor 

obligado a compensar a la sociedad lo que ésta invierta en ello. 

4o.) De todas las cargas y reparaciones usufructuarias de los bienes sociales de cada cónyuge. 

5o.) Del mantenimiento de los cónyuges; del mantenimiento, educación y establecimiento de 

los descendientes comunes, y de toda otra carga de familia. 

Se mirarán como carga de familia los alimentos que uno de los cónyuges esté por ley obligado 

a dar a sus descendientes o ascendientes, aunque no lo sean de ambos cónyuges; pero podrá el 

juez o prefecto moderar este gasto, si le pareciere excesivo, imputando el exceso al haber del 

cónyuge. 

Si la mujer se reserva en las capitulaciones matrimoniales el derecho de que se le entregue por una 

vez o periódicamente una cantidad de dinero de que pueda disponer a su arbitrio, será de cargo de 

la sociedad este pago, siempre que en las capitulaciones matrimoniales no se haya impuesto 

expresamente al marido. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1796.htm 

2.25 Artículo 1795. Presunción de dominio de la sociedad conyugal 

Toda cantidad de dinero y de cosas fungibles, todas las especies, créditos, derechos y 

acciones que existieren en poder de cualquiera de los cónyuges al tiempo de disolverse la 

sociedad, se presumirán pertenecer a ella, a menos que aparezca o se pruebe lo contrario. 

Ni la declaración de uno de los cónyuges que afirme ser suya o debérsele una cosa, ni la confesión 

del otro, ni ambas juntas, se estimarán suficiente prueba, aunque se hagan bajo juramento. 

La confesión, no obstante, se mirará como una donación revocable, que confirmada por la muerte 

del donante, se ejecutará, en su parte de gananciales o en sus bienes propios, en lo que hubiere 

lugar. 

Sin embargo, se mirarán como pertenecientes a la mujer sus vestidos, y todos los muebles de su 

uso personal necesario. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1795.htm 

2.26 Artículo 1783. Bienes excluidos del haber social 

No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, no entraran a componer el haber social: 

1.) El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los cónyuges. 

 

2.) Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las 

capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio. 

https://leyes.co/codigo_civil/1820.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1804.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1796.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1795.htm
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3.) Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges, 

formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1783.htm 

2.27 Artículo 1825. Acumulación imaginaria de deudas con el haber social 

Se acumulará imaginariamente al haber social todo aquello de que los cónyuges sean 

respectivamente deudores a la sociedad, por vía de recompensa o indemnización, según las 

reglas arriba dadas. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1825.htm 

2.28 Artículo 1835. Acciones de reintegro contra el cónyuge 

Aquel de los cónyuges que, por el efecto de una hipoteca o prenda* constituida sobre una 

especie que le ha cabido en la división de la masa social, paga una deuda de la sociedad, 

tendrá acción contra el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de lo que pagare; y pagando 

una deuda del otro cónyuge, tendrá acción contra él para el reintegro de todo lo que pagare. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1835.htm 

3. JURISPRUDENCIALES: Pertinentes para determinar la forma en que 

al mismo respecto se han dirimido en las cortes de cierre litigios 

similares, y la forma como se solicita y espera por parte del demandante 

sea dirimido el proceso en curso en el cual se enuncian como 

precedente jurisprudencial, pretendiendo el respeto y el acceso 

efectivo y real al derecho a la igualdad preconizado por el artículo 13 

Superior de nuestro ordenamiento jurídico. 

RESPECTO DE LAS CAUSALES DE DIVORCIO Y CÓNYUGE CULPABLE E 

IMPLICACIONES JURÍDICAS DE SU DECLARACIÓN. DERECHO A INDEMNIZACIÓN 

ECONÓMICA Y DERECHOS ALIMENTARIOS  POR VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. 

VIOLENCIA PSICOLÓGICA Y DISCRIMINACIÓN DE GÉNERO. (Resaltados y negrillas 

fuera de texto) 

DE LA DECLARATORIA DE CÓNYUGE CULPABLE DE LA RUPTURA DE LA UNIDAD MARITAL 

Y DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Y CONCORDANTE CON ELLO EL DERECHO A EXIGIR POR 

ELLO REPARACIÓN INTEGRAL Y ALIMENTOS PARA EL CÓNYUGE INOCENTE. 

3.1 SENTENCIA SU080/20. Referencia: Expediente T-6.506.361. Acción de tutela instaurada por 

la señora Stella Conto Díaz del Castillo en contra del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

– Sala de Familia. Magistrado ponente: JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS. Bogotá D.C., 

veinticinco (25) de febrero de dos mil veinte (2020). 

Hechos relevantes[1] 

1. La accionante, quien actúa a través de apoderado, interpuso acción de tutela[2] contra la decisión 
que emitió la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el 14 de febrero 
de 2017, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 
emitida dentro del proceso de cesación de efectos civiles de matrimonio católico adelantado 
por el Juzgado Once de Familia de la ciudad de Bogotá. 
Consideró la actora que dicha providencia incurrió en los defectos sustantivo y fáctico, lo que a su 
vez materializó la vulneración de sus derechos fundamentales “…a no ser discriminada por 
razones de género, ni víctima de violencia contra la mujer e intrafamiliar… y ser resarcida, 
reparada y/o compensada por el daño que se le causó con el desconocimiento de su derecho 
fundamental a vivir libre de violencia y discriminación de género y de violencia 
intrafamiliar”.[3] 
 2. Indicó que el 16 de mayo de 2013 presentó demanda de cesación de efectos civiles del 
matrimonio católico en contra de Virgilio Albán Medina, pretendiendo se decretara la disolución 
y liquidación de la sociedad conyugal, la fijación de la cuota alimentaria a favor de su hija 
menor de edad y la condena “...al demandado como cónyuge culpable al pago de alimentos 
con destino a la señora STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO, por la cuantía mínima de TRES 
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MILLONES DE PESOS ($3.000.000)”.[4] Para esos efectos invocó las causales 2ª, 3ª y 8ª del 
artículo 154 del Código Civil[5]. 
3. Mediante sentencia del 15 de septiembre de 2016, el Juzgado Once de Familia de Bogotá, 
decretó la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico y la disolución y liquidación 
de la sociedad conyugal, al haber encontrado probadas las causales 2ª y 8ª del artículo 
154[6] del Código Civil, determinando como cónyuge culpable al demandado[7].   
 Pese a ello, el Juzgado en mención, respecto de los alimentos, concluyó lo siguiente: “Por 
último y teniendo en cuenta que la demandante, pese a que logró probar la culpabilidad del 
demandado al demostrarse la causal 2°, es profesional y percibe ingresos mensuales al 
trabajar como Consejera de Estado, especialista en derecho y cuyos ingresos ascienden 
alrededor de los $25.000.000, de lo que se desprende que no se encuentra acreditada la 
NECESIDAD, elemento esencial para la fijación de la cuota alimentaria a favor de la 
cónyuge…”[8]   
 4. Contra la anterior decisión, la accionante interpuso el recurso de apelación en procura de lograr 
que, de un lado, se declarara probada la causal 3ª del artículo 154 del Código Civil[9] y, de 
otro, según el escrito de tutela, “…se condene a la reparación prevista en el Código Civil para 
el cónyuge inocente, bajo la modalidad de alimentos periódicos”[10]. 
 5. Mediante decisión del 14 de febrero de 2017 la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bogotá accedió a adicionar “el ordinal primero de la sentencia apelada, en el 
sentido de precisar que la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico contraído 
entre Stella Conto Díaz del Castillo… se decrete igualmente con base en la causal de divorcio 
que prevé el numeral 3° del artículo 154 del Código Civil”[11]; sin embargo, el Tribunal confirmó 
la decisión de primera instancia de “abstenerse de fijar una cuota alimentaria a favor del 
demandante y a cargo del demandado”[12] como consecuencia de haberse probado que la 
actora cuenta con “ingresos suficientes para subsistir y también para proveerle alimentos a 
sus hijos en lo que corresponde”[13]. 
 6.  Consideró la accionante que en la mencionada decisión el Tribunal incurrió en un defecto 
sustantivo al “…trazar una distinción discriminatoria que carece de todo sustento…”, pues 
en sus palabras el hecho de que la cónyuge inocente haya logrado superarse al punto 
de “haber conseguido la posición que hoy ocupa… no resulta un criterio admisible para 
privarla de su derecho fundamental a ser resarcida por la violación de sus –sic- derecho 
fundamental a vivir libre de violencia y discriminación de género y violencia 
intrafamiliar”[14]. Dado lo anterior, se aseguró que la postura de la decisión que se 
ataca “…prescinde de elementos imperativos para interpretar la legislación aplicable y llega 
a un resultado abiertamente contrario a los mandatos constitucionales…”[15]. 
 7. Con relación al defecto fáctico,  se indicó que el mismo se concreta dada la omisión de valoración 
de elementos de convicción que corroboran el maltrato que debió soportar la accionante, por lo que 
en su criterio una adecuada valoración de las pruebas habría demostrado además que la 
capacidad económica de quien fue declarado cónyuge culpable siempre fue mayor y que a 
efectos de determinar el “acceso al resarcimiento o reparación del daño u otros medios de 
compensación justos y eficaces”[16] no se deben valorar los ingresos del cónyuge inocente. 
 8. De esta forma, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales “…a no ser 
discriminada por razones de género, ni víctima de violencia contra la mujer ni 
intrafamiliar…”, y así se “…[ampare] su derecho fundamental a ser resarcida en los términos 
del literal g) del artículo 7 de la Convención de Belem do Pará…”[17] y, en consecuencia “se 
disponga la reparación de perjuicios prevista en el numeral 4ª del artículo 411 del Código 
Civil, bajo la forma de prestación alimentaria periódica…”[18] 

(…)III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

(…)Presentación de caso 
  
2. La accionante asegura que en la sentencia de segunda instancia (Sala de Familia del Tribunal 
Superior de Bogotá) en el trámite de la cesación de efectos civiles de matrimonio católico, se 
concretaron los defectos sustantivo y fáctico. Ello al confirmar la decisión de primera instancia, en 
el sentido de no condenar al demandado al pago de la obligación alimentaria de que trata el 
artículo 411.4 del Código Civil[41], pese a que se le encontró culpable en esa sede de la causal 
contenida en el numeral 3º del artículo 145 del mismo Código, esto es, “ultrajes, el trato cruel 
y los maltratamientos de obra”. Todo lo anterior bajo el argumento de que la accionante cuenta 
con capacidad económica para cubrir su subsistencia, lo que permite evidenciar que aquella 
no requiere la mencionada cuota alimentaria. 
 La apelación de la demandante en el proceso ordinario se dirigió a atacar dos puntos específicos a 
saber: el primero, la negativa de la Juez que en esa oportunidad no reconoció la materialización de 
la causal 3ª  de divorcio, al encontrar que era posible que en la relación marital este tipo de actos se 
hayan presentado por parte de ambos cónyuges[42] y, el segundo, la negativa contenida en esa 
primigenia decisión de tasar la cuota alimentaria en favor de la demandante, mecanismo que 
usó el apoderado de la accionante tanto en el proceso ordinario[43] como en el trámite de tutela, para 
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aproximarse al fundamento de su pretensión, esto es, que su representada sea resarcida, reparada 
y/o compensada, con independencia de que se trate de una “profesional [que] percibe ingresos 
mensuales al trabajar como Consejera de Estado”, y ello por cuanto, de la ausencia de necesidad 
de una cuota alimentaria no puede seguirse la inexistencia de medidas de reparación, resarcimiento 
y/o compensación en su favor. 
 Una vez se emitió oralmente la sentencia de segunda instancia la Sala de Familia del Tribunal 
Superior de Bogotá encontró sobre el primero de los reparos: 
  “…que el testimonio de los hijos de las partes, ofrece serios motivos de credibilidad en el sentido 
que el demandado ha ocasionado agresiones verbales que aunque fueron episódicas, 
comportan necesariamente violencia psicológica hacia la cónyuge demandante, por parte del 
demandado, lo que constituye un obrar peyorativo que lleva a una desvalorización del ser 
humano y contiene un trato discriminatorio de género hacia la mujer; plantea una relación de 
inferioridad por esa causa y lesiona la autoestima de la cónyuge... situación que cobra mayor 
veracidad con el dictamen pericial emitido por el Instituto de Medicina legal que concluyó que el 
demandado, tras una “conyugalidad larga y fría de 7 últimos años de ruptura afectiva, se posicionó 
como hombre rígido, replegado emocionalmente…así las cosas, es indudable que, con las 
pruebas del proceso, se permite establecer que…incurrió en agresiones verbales de 
naturaleza grave hacia Stella Conto Díaz del Castillo al dirigirse a ella de manera despectiva 
sobre su apariencia a través de palabras que la degradan y acusándola sin sentido de 
aspectos conductuales reprochables para generarle inseguridad sobre sus propios 
pensamientos, emociones o acciones por lo que, como se advirtió precedentemente este primer 
reparo está llamado a prosperar al encontrarse suficientemente probada la causal tercera de 
divorcio, invocada en la demanda””. (55:40:00 y siguientes del audio de la audiencia) (…) 

Planteamiento de los problemas jurídicos 
  
4. La Sala Plena deberá determinar i) si en el presente asunto se cumplen los parámetros que 
habilitan la procedencia excepcional de la acción de tutela contra una providencia judicial. Y,  ii) de 
resolverse de manera afirmativa el anterior cuestionamiento, la Corte esclarecerá si en un proceso 
de cesación de efectos civiles de matrimonio católico -o en un divorcio-, cuando se da por 
demostrada la causal de ultrajes, trato cruel y los maltratamientos de obra -esto es, violencia 
intrafamiliar- debe el juez de familia pronunciarse sobre la posibilidad de ordenar la 
reparación efectiva, dado que conforme a la Convención de Belém Do Pará[46], “la mujer objeto 
de violencia debe tener  acceso efectivo al resarcimiento, reparación del daño u otros medios 
de compensación justos y eficaces” en concordancia con el art. 42-6 de la Constitución que 
prescribe que “[c]ualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su 
armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley”. 

(…)La protección de la mujer contra cualquier tipo de violencia y particularmente contra la 

violencia intrafamiliar. Fundamentos constitucionales y del bloque de constitucionalidad 

   12. Las discusiones contemporáneas se han esforzado en demostrar cómo es posible 

encontrar una serie de estereotipos que asignan roles preferentemente domésticos a la 

mujer, lo que a su vez ha servido para explicar la generación de variados tipos de violencia 

y discriminación al interior de la organización familiar. Ello precisamente ha sido reconocido 

por el derecho internacional al destacar, entre otras cosas que los fundamentos de protección 

de los Estados, parten de reconocer las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre hombres y mujeres[96]. 

    13. Así, la mujer tradicionalmente se concibió como un sujeto sobre el cual el hombre 

podía ejercer posesión. Igualmente, estas potestades del hombre sobre la mujer lo 

habilitaban para ejercer contra aquella, todo tipo de actos de agresión física o psicológica 

para lograr su obediencia[97]. 

  

        14. La violencia de género sobre la mujer se define entonces como “…aquella violencia 

ejercida contra las mujeres por el hecho de ser mujeres. Pero no por el hecho de ser mujeres 

desde una concepción biológica, sino de los roles y la posición que se asigna a las mujeres 

desde una concepción social y cultural.”[98] Este tipo de violencia se sustenta en las 

concepciones culturales que han determinado y aceptado la asignación de papeles 

delimitados en el desarrollo de la vida de hombres y mujeres, lo que ha llevado a la creación 

y permanencia de los denominados estereotipos de género que pueden tener tanto enfoques 

hacia lo femenino, como hacia lo masculino. Según la Organización de Naciones Unidas “un 

estereotipo de género es una opinión o un prejuicio generalizado acerca de atributos o 
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características que hombres y mujeres poseen o deberían poseer o de las funciones sociales 

que ambos desempeñan o deberían desempeñar”[99]. 

       15. Sobre la definición de la violencia de género contra la mujer, se puede precisar que esta 

implica la existencia de las siguientes tres características básicas: “a) El sexo de quien sufre 

la violencia y de quien la ejerce: la ejercen los hombres sobre las mujeres. b) La causa de esta 

violencia: se basa en la desigualdad histórica y universal, que ha situado en una posición de 

subordinación a las mujeres respecto a los hombres. c) La generalidad de los ámbitos en que 

se ejerce: todos los ámbitos de la vida, ya que la desigualdad se cristaliza en la pareja, familia, 

trabajo, economía, cultura política, religión, etc.”[100] 

     16. Adicionalmente, esta clase de violencia se puede presentar en múltiples escenarios. 

Específicamente en las relaciones de pareja se puede manifestar a través de actos de 

violencia física, bajo los cuales se pretende la sumisión de la mujer a través de la imposición 

de la mayor fuerza o capacidad corporal como elemento coercitivo.[101] De igual forma, se 

puede expresar con actos de violencia psicológica que implican “control, aislamiento, celos 

patológicos, acoso, denigración, humillaciones, intimidación, indiferencia ante las demandas 

afectivas y amenazas.”[102] 

       17. Particularmente la violencia domestica[103] contra la mujer, puede definirse como 

aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo familiar, con independencia 

del lugar en el que se materialice, que dañe la dignidad, la integridad física, psicológica, 

sexual, económica o patrimonial, la libertad y el pleno desarrollo.  

Así entonces, pueden ocurrir actos de violencia contra la mujer en el ámbito familiar cuando 

se ejerce contra mujeres miembros del grupo familiar como consecuencia de los vínculos 

que la unen con la institución.[104]  

(…)   Fundamentos constitucionales de la protección 
  
20. Todo lo anterior fue evidenciado además en las discusiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente, cuando se visibilizó la problemática que histórica y culturalmente ha arremetido 
contra los derechos de las mujeres[110] y destacó el impacto que los “factores de 
violencia” generan en las mujeres, reconociéndolas como un grupo históricamente 
violentado y discriminado[111]. 
  
Fruto del debate, la Constitución en su artículo 43 dispuso que “[l]a mujer y el hombre tienen 
iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación (…)”, pero además reafirmando que la familia es el núcleo fundamental de la 
sociedad, en donde, sin embargo, implícitamente se reconoce que en tal célula no es extraña 
la existencia de actos violentos por lo cual preceptúa conclusivamente (en el inciso 6° del art. 
42) que “Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y 
unidad, y será sancionada conforme a la ley”. 
  
21. Desde el preámbulo, la Constitución de 1991 establece la obligación del Estado de garantizar 
efectivamente a la totalidad de los integrantes de la nación, “la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático 
y participativo que garantice un orden político, económico y social justo”.  En particular, el mandato 
de igualdad se regla en el art 13 de la misma Carta, como un corolario necesario del modelo 
del Estado social. 
  
22. El modelo del Estado social de derecho[112] es una forma de tomarse en serio la 
igualdad, no sólo porque proscribe toda discriminación infundada, sino porque además 
potencia la realización de acciones como una forma de lograr que la igualdad no sea apenas 
un postulado teórico y simplemente programático, sino el camino del alcance de cotas de 
igualdad material, auténticas y reales. En tal norte de entendimiento, el Estado social y la 
igualdad de cara a la problemática relativa a la violencia contra la mujer y a su consecuente 
discriminación, también significa la necesidad de que se implementen políticas públicas que 
contrarresten tan arraigado fenómeno. La idea de intervención necesaria, como fundante del 
dicho modelo de Estado, también se ha de manifestar en la temática que nos ocupa, esto es, en la 
erradicación de todas las formas de violencia contra la mujer, a través de acciones efectivas 
que demuestren una preocupación real y seria sobre tal fenómeno. (…) 

La jurisprudencia constitucional y la protección de la mujer 
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25. La jurisprudencia constitucional ha entendido que históricamente las mujeres han sido 

víctimas de procesos estructurales de discriminación y violencia. Así, en la sentencia C-101 

de 2005 frente a los actos negativos de diferenciación, refirió que “no es para nadie desconocida 

la histórica discriminación que ha padecido la mujer en la mayoría de las sociedades 

anteriores y contemporáneas, en donde el paradigma de lo humano, ha sido construido 

alrededor del varón”. 

26. En cumplimiento de las obligaciones que la Carta Política le ordena, la Corte Constitucional ha 

adoptado diversas medidas encaminadas a eliminar las normas y costumbres sociales que han 

proyectado las posturas que tradicionalmente han visto a las mujeres como inferiores y, en ese 

sentido, han propiciado diferentes escenarios de violencia. Esta Corporación ha visibilizado una 

multiplicidad de nichos de discriminación, que limitan el desarrollo pleno de la vida de la 

mujer en los ámbitos público y privado; y precisamente, una de las formas de discriminación 

contra la mujer más gravemente representativa, es aquella causada a través de actos de 

violencia al interior de la familia[113].   

  

Sobre el particular la Corte ha dicho que esta clase de violencia: “(…) es un fenómeno que suele 

estar relacionado con diversas causas “sociales, culturales, económicas, religiosas, étnicas, 

históricas y políticas, que opera en conjunto o aisladamente en desmedro de la dignidad” 

humana, y que afecta los derechos de un número gravemente significativo de seres 

humanos. Así, se ha identificado que la violencia contra la mujer es “una manifestación de 

las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que conduce a 

perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo.”[114] 

27. Asimismo, ha resaltado que trágicamente uno de los espacios en los que más se presenta 

la violencia contra la mujer, reitérese, es en el seno de la familia. Allí, la violencia encuentra 

un escenario favorable para su ocurrencia, como consecuencia del manto de reserva que 

socialmente cobija a las relaciones familiares. Sobre este tipo de agresiones, esta Corporación 

ha sido especialmente incisiva y ha señalado: 

  

“las mujeres están también sometidas a una violencia, si se quiere, más silenciosa y oculta, 

pero no por ello menos grave: las agresiones en el ámbito doméstico y en las relaciones de 

pareja, las cuales son no sólo formas prohibidas de discriminación por razón del sexo (CP 

art. 13) sino que pueden llegar a ser de tal intensidad y generar tal dolor y sufrimiento, que 

configuran verdaderas torturas o, al menos, tratos crueles, prohibidos por la Constitución 

(CP arts. 12, y 42) y por el derecho internacional de los derechos humanos.”[115] 

De igual manera, se ha descrito que, la violencia de género que se produce al interior de la 

familia puede adoptar distintas formas, entre las que se puede resaltar: 

“- La violencia física es toda acción voluntariamente realizada que provoque o pueda 

provocar daño o lesiones físicas. Al constituir una forma de humillación, también configuran 

un maltrato psicológico; || - La violencia psicológica se refiere a conductas que producen 

depreciación o sufrimiento, que pueden ser más difícil de soportar. ||- La violencia sexual es 

cualquier actividad sexual no deseada y forzada en contra de la voluntad de la mujer, 

mediante fuerza física o bajo amenaza directa o indirecta, ante el temor a represalias. Su 

repercusión incluye tanto daños físicos como psicológicos de gravedad variable. ||- La 

violencia económica se vincula a las circunstancias en las que los hombres limitan la 

capacidad de producir de las mujeres, de trabajar, de recibir un salario o de administrar sus 

bienes y dinero, situándolas en una posición de inferioridad y desigualdad social.”[116] 

28. En efecto, es un imperativo del Estado Constitucional repudiar la  violencia física contra 

la mujer, pero no apenas esto, sino en general todas las formas de ejercer violencia contra 

ella; no puede dejarse de lado que hay formas silenciosas y sin secuelas visibles, en el 

mundo naturalístico, como lo es la violencia psicológica.  Aunque para muchos hoy sea apenas 

una anécdota no sobra recordar que en tiempos pasados, la violación sexual conyugal era impune; 

la redacción del tipo penal de adulterio tenía como sujeto activo a la mujer[117] y el 

uxoricidio[118] honoris causa, estaba relevado de pena[119]. Siendo añosa la cuestión, lo sorprendente 

es que aun hoy día alguien pretenda mantener esas formas de pensar[120].  
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29. Lo anterior se menciona para mostrar que son múltiples y variadas las formas de violencia contra 

la mujer. La sentencia T-967 de 2014 señaló que por violencia han de entenderse todas 

las “acciones u omisiones dirigidas intencionalmente a producir en una persona 

sentimientos de desvalorización e inferioridad sobre sí misma, que le generan baja de 

autoestima”. Y que impactan en “su integridad moral y psicológica, su autonomía y 

desarrollo personal y se materializa a partir de constantes y sistemáticas conductas de 

intimidación, desprecio, chantaje, humillación, insultos y/o amenazas de todo tipo.”  Recalcó 

esa sentencia  que su existencia  no depende de su materialización exterior concreta pues 

también son violencia las “pautas sistemáticas, sutiles y, en algunas ocasiones, 

imperceptibles para terceros, que amenazan la madurez psicológica de una persona y su 

capacidad de autogestión y desarrollo personal” y que se reflejan en “humillación, culpa, ira, 

ansiedad, depresión, aislamiento familiar y social, baja autoestima, pérdida de la 

concentración, alteraciones en el sueño, disfunción sexual, limitación para la toma 

decisiones, entre otros”[121]. 

 La Convención de Belem do Pará y los instrumentos internacionales de protección en 

materia de violencia contra la mujer 

 30. La violencia cometida contra la mujer y la necesidad de su erradicación ha estado en el foco del 

derecho internacional bajo el entendido de que “la violencia contra la mujer es una ofensa a la 

dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre mujeres y hombres.”[122]  De esta forma se puede resaltar el surgimiento de instrumentos 

jurídicos internacionales encaminados a sancionar y eliminar toda forma de discriminación y 

violencia contra la mujer, gracias al trabajo que han desarrollado, entre otras, la Comisión de la 

Condición Jurídica y Social de la Mujer como ente de la Organización de Naciones Unidas[123].  

31. La Convención de Belém do Pará se ratificó por Colombia por medio de la Ley 248 de 

1995. En su preámbulo, los Estados parte, hicieron una serie de manifestaciones todas ellas de 

absoluta relevancia para comprender el contexto, el propósito y el contenido de la convención. Allí 

se entiende que la violencia contra mujer comprende “cualquier acción o conducta, basada 

en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, 

tanto en el ámbito público como en el privado.”[124]y describe tres tipos de violencia[125], la 

violencia física, la violencia sexual y la violencia psicológica; y visibiliza tres ámbitos donde 

se manifiesta esta violencia así: i) en la vida privada cuando la violencia se ejerce dentro de 

la familia, la unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, aun cuando el 

agresor ya no viva con la víctima; ii) en la vida pública cuando la violencia es ejercida por cualquier 

persona, ya sea que esta se lleve a cabo en la comunidad, en el lugar de trabajo, en instituciones 

educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar y finalmente, iii) la violencia perpetrada 

o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra. 

En el artículo 7º de dicha Convención se consagran las obligaciones a las que los Estados Parte se 

comprometieron. En lo que ahora más importa: 

 a) (…) 

c) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de 

otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

d) (…) 

g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 

mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 

medios de compensación justos y eficaces, y (…) 

32. Sobre la aplicación de éste y los demás instrumentos internacionales que vinculan a Colombia 

sobre la materia[126], la Corte IDH ha recordado en términos generales que la efectividad de los 

instrumentos judiciales “significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del 

derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida”[ 

(…)La reparación integral de las víctimas como un imperativo para la protección efectiva de 

sus derecho  

35. Diversas instancias internacionales se han pronunciado sobre las medidas de reparación 
integral en el marco de la violencia de género contra la mujer. En este sentido, la Organización 
de las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos y el Mecanismo de Seguimiento 
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de la Convención de Belem do Pará, han producido documentos para interpretar este concepto. 
Por ejemplo, en el Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias de las Naciones Unidas en 2010 se sostuvo que: 
  
“Dado el impacto dispar y diferenciado que la violencia tiene sobre las mujeres y diferentes 
grupos de mujeres, existe la necesidad de medidas de compensación específicas para 
atender sus necesidades y prioridades particulares. Ya que la violencia perpetrada en contra 
de mujeres individuales generalmente se alimenta de patrones preexistentes y a menudo 
subordinación estructural transversal y marginación sistemática, las medidas de 
compensación requieren conectar la reparación individual y la transformación estructural.”[132] 

  
36. Es por ello que deben buscarse soluciones en dos niveles para las medidas de reparación 
a las mujeres víctimas de violencia de género. En primer lugar, i) la reparación concreta a la 
víctima por los daños recibidos con ocasión de la violencia ejercida en su contra, y, ii) en 
segundo lugar, el hacerlo con un enfoque estructural y transformador para atacar las causas 
sistemáticas de la violencia de género contra la mujer. Esto se sostuvo por la Relatora Especial 
de Naciones Unidas sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, al 
afirmar que las reparaciones deben orientarse, en lo posible, a subvertir, en vez de reforzar, 
los patrones preexistentes de subordinación estructural, jerarquías basadas en el género, 
marginación sistémica y desigualdades estructurales que pueden ser causas profundas de 
la violencia que padecen las mujeres.[133] 
  
Adicionalmente, la Comisión IDH ha establecido que el concepto de reparaciones, desde una 
perspectiva de género, debe ser abordado desde una doble mirada: 
  
“a. Desde la perspectiva del Estado, la reparación es la oportunidad de brindar seguridad y 
justicia a la víctima para que esta recupere la credibilidad en el sistema y la sociedad. Además, 
debe adoptar medidas con el fin de lograr la no repetición de los hechos.     

  
b. Desde la perspectiva de la víctima, la reparación se refleja en los esfuerzos que desarrolle 
el Estado y la sociedad para remediar el daño que ha sufrido.  Siempre existirá una 
subjetividad en la valoración de las medidas de reparación para la víctima y es una obligación 
del Estado respetar y valorar esta subjetividad para asegurar la reparación. Es por ello 
fundamental la participación de la víctima. De esta manera se conoce cuáles son las 
necesidades y percepciones de la víctima en relación a la reparación que esperan.”[134] 
  
37. En sentido similar, en la guía para la aplicación de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la violencia contra la mujer de la OEA y el Mecanismo de Seguimiento 
de la Convención de Belem do Pará, al estudiar el literal g) del artículo 7º del referido 
instrumento, se reconoce que no es suficiente el acceso a la justicia que castigue al agresor, 
sino que la reparación integral es un mecanismo necesario para el restablecimiento de los 
derechos de las mujeres víctimas de violencia. 
  
38. En efecto, “[e]l acceso efectivo a la justicia que lleve a la sanción del agresor, cuando 
corresponda, ya es en sí un medio de reparación para la víctima, pero la compensación a la 
víctima por el daño causado es necesario para el restablecimiento de sus 
derechos.”[135]  Dicho de otro modo, poder visibilizar cada caso de violencia y obtener la atención y 
trámite de una autoridad pública,  para luego  obtener una sentencia,  es ya un fragmento de la 
reparación, pues, la decisión reafirma el pacto constitucional, resignifica a la mujer víctima como 
ciudadana igual en dignidad y derechos, pero además le abre paso para ser reparada de 
muchas otras formas -entre ellas, la económica-. 
  
39. Nótese como los instrumentos internacionales y particularmente la Convención de Belém do 
Pará, exigen de los Estados Parte, la obligación de garantizar el derecho humano de las 
mujeres a vivir libres de todo tipo de violencia y a erradicarla en todos sus contextos, 
reconociendo que como ya se dijera en esta decisión, la violencia contra la mujer es una 
ofensa a su dignidad y es una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre hombres y mujeres. 
  
De allí que se reconozca como una obligación el establecimiento de las herramientas necesarias 
para dicha erradicación, debiendo los Estado parte, establecer mecanismos que permitan a las 
mujeres víctimas de violencia, tener acceso efectivo a la reparación del daño, debiéndose 
adoptar además las medidas legislativas para hacer efectiva la totalidad de los contenidos de la 
convención mencionada. 
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40. Finalmente, debe destacarse que, existen diversas formas de reparar el daño;  la doctrina 
ha avalado las reparaciones pecuniarias, pero también se han planteado diversas formas 
novedosas de reparación unidas a estas, como  las reparaciones simbólicas, las disculpas públicas, 
las medidas de satisfacción,  de rehabilitación y de garantía de no repetición; todas las cuales deben 
analizarse a partir del tipo de daño padecido. A más de ello, dicha reparación debe ser integral, 
en la medida que ello sea posible y necesario, con lo cual se busca el pleno restablecimiento 
de quien ha sufrido el daño y por tanto lograr una justa reparación, en todas las dimensiones 
que fuere menester, sea física, psíquica, moral, social, material y/o pecuniaria, compensatoria 
y de restablecimiento.   
  

La responsabilidad civil al interior de las relaciones familiares 
  
41. La responsabilidad civil, surge como respuesta a la existencia de un daño, definido este 
como “…toda afrenta a los intereses lícitos de una persona, trátese de derechos pecuniarios, 
de derechos individuales o de colectivos, que se presenta como lesión definitiva de un 
derecho o como alteración de su goce pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar 
jurídicamente, es objeto de reparación si los otros requisitos de responsabilidad civil –
imputación y fundamento del deber de reparar- se encuentran reunidos”[136].  
  
Ahora bien, la aplicación del denominado derecho de daños al interior de las relaciones 
familiares, es un tema que la doctrina no ha abordado de forma unánime. Dos posturas se han 
planteado, la primera denominada “doctrina negatoria”[137] que no reconoce dicha posibilidad bajo el 
argumento de que la declaratoria de responsabilidad civil y la consecuente reparación o 
compensación, genera en la familia, contrario a la búsqueda de su unidad, una ruptura o 
distanciamiento de lazos, siendo por éste un escenario libre de intervención del Estado. 
  
42. Precisamente, la doctrina negatoria afirma que, la responsabilidad civil y sus consecuentes 
mecanismos de reparación, resarcimiento o compensación, no es plausible en las relaciones 
familiares dado que, “…la aplicación de las normas referidas a la responsabilidad civil contradicen 
los principios básicos que han de regular las relaciones de familia atentando contra su interés y 
estructura, que no corresponde a la intervención del Estado al habilitar la reparación de daños entre 
miembros de una familia y, básicamente, que en el derecho de familia rige el principio de 
especialidad que importa, por ende, que al no existir normas particulares respecto de la reparación 
de daños, sólo en aquellos supuestos en que el legislador lo normare específicamente (ver por ej., 
reparación de esponsales, nulidad, etc) será admisible el resarcimiento”[138], todo ello además bajo 
el argumento de la imposibilidad de “hiper-judicializar” las relaciones familiares, dado que se alientan 
los derechos individuales y no los de solidaridad, sacrificio y unidad familiar. 
  
43. La segunda postura, no solo reconoce que  la familia es un escenario posible de la 
ocurrencia de toda suerte de daños, sino que, de forma especial, ataca el hecho de impedir a 
uno o a algunos de sus miembros, el derecho a ser reparados, resarcidos o compensados, 
por otro, cuando se cumplen los presupuestos de la responsabilidad civil en términos 
generales, pues ello haría de la familia un escenario impermeable a las reglas de  Derecho y 
por lo tanto, propiciando así un terreno apto para la tiranía y el desconocimiento de los 
derechos fundamentales de sus integrantes. 
  
En consecuencia, es totalmente factible la aplicación de las reglas de la responsabilidad civil 
a este tipo de relaciones[139]; así, se ha dicho que “…es evidente que la protección que 
proporcionan las reglas de responsabilidad civil no pueden negarse porque la víctima y la 
persona responsable sean vinculados por lazos familiares. Encaja perfectamente la reflexión 
anterior acerca de la superación actual de un concepto de familia-comunidad y la transición hacia 
otro, en el que la familia asegura el desarrollo armónico de la personalidad de sus miembros 
y en los que estos ejercitan sus derechos fundamentales y defienden sus intereses frente, 
incluso, a un interés del grupo familiar. Es más, la familia es el ámbito de mayor 
vulnerabilidad de la persona al exponerse en su seno a los intereses más básicos y 
personales de la víctima”[140]. 
  
44. Por ello, de forma conclusiva se ha explicado por la doctrina que “…al hacerse de lado un 
el modelo histórico de familia patriarcal no puede pensarse que las relaciones familiares sean 
inmunes a las normas de responsabilidad civil. La acentuación de la autonomía individual e 
igualdad de los miembros de una familia, relaciones de coordinación en lugar de subordinación y 
atenuación de los poderes que han dado paso a los deberes en la responsabilidad en este marco 
cobre nueva vida. Kemelmajer de Carlicci, en este sentido, han indicado que “la familia de nuestros 
días no es centro de producción sino de consumo; si se trabaja comunitariamente, se organiza en 
forma de empresa. El principio de autoridad ha sido reemplazado, en la órbita de las relaciones 
conyugales, por el de igualdad…”[141] (negrillas fuera del texto original). 
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Finalmente, también se tiene planteado por algunos doctrinantes que, dichas reglas no pueden ser 
absolutas, pero, cuando se trata de daños que tienen origen en actos de violencia 
intrafamiliar “mucho más allá de las acciones de prevención que incumbe al Estado desplegar o de 
las sanciones que también en el derecho penal pueden, la imputación de daños no contaría los 
principios del derecho de familia sino más bien, tienen a otorgar en su justa medida una 
reparación ante un deber antijurídico, el de no dañar aunque, huelga aclarar, no todo conflicto 
familiar puede, claro está, genera un daño indemnizable”[142]. (Negrillas fuera del texto original).   
  
(…)47. Entiende entonces la Sala Plena que el resarcimiento, reparación o compensación de 

un daño, no se encuentra ocluido, limitado o incluso negado, porque la fuente del daño 

comparta con el afectado, un espacio geográfico determinado -el hogar- o porque existan 

lazos familiares. Al contrario, es posible asentar con firmeza, que los daños que al interior 

del núcleo familiar se concreten, originados en la violencia intrafamiliar, obligan la actuación 

firme del Estado para su sanción y prevención, y en lo que dice relación con el derecho de 

familia, es imperativo el consagrar acciones judiciales que posibiliten su efectiva reparación, 

pues, de nada sirve que normas superiores (para el caso, la Convención de Bélem do Pará y 

el art. 42-6° C. Pol.) abran paso a la posibilidad de tasar reparaciones con ocasión de los 

daños que la violencia intrafamiliar genere, si a su vez no se consagran las soluciones que 

posibiliten su materialización. De allí que hoy ya sea lugar común el citar a N. Bobbio y su famosa 

frase “el problema de fondo relativo a los derechos humanos no es hoy tanto el justificarlos, como 

el de protegerlos”[145] 

  
48. A más de ello, los daños que tienen origen en comportamientos de violencia 
intrafamiliar[146], sí merecen un especial entendimiento, no solo por parte del legislador, sino, 
de los operadores jurídicos; todo esto en razón de i) la aplicación del parámetro 
constitucional, ii) la exigencia del derecho internacional y iii) el alcance que posee retirar el 
velo de “impermeabilidad” o “inmunidad familiar.(…) 

  
         Caso concreto 
  
(…)Proceso de cesación de efectos civiles de matrimonio católico -o de divorcio- y su 

ausencia de un mecanismo justo y eficaz para procurar la reparación de daños generados 

por materialización de la causal de los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. 

- art. 42.6 Constitucional y artículo 7 literal g de la Convención Belén Do Pará- 

  
64.  Pero a más de lo anterior, en el escenario constitucional el apoderado destacó que la cuota 
alimentaria se constituye en una medida reparatoria, planteamiento que se encontraba 
limitado para hacer en el proceso de cesación de efectos civiles del matrimonio católico, 
según anotamos párrafos tras.  
  
65. Como se dejó sentado, la Sala Plena entiende por las razones antes descritas, que tanto el 
artículo 42.6 de la Constitución como el artículo 7° literal g) de la Convención de Belém Do 
Pará, obligan al Estado, y en esa misma perspectiva al legislador y a los operadores jurídicos, 
a diseñar, establecer, regular y aplicar mecanismos dúctiles, ágiles y expeditos, con el fin 
de  asegurar que la mujer objeto de violencia intrafamiliar[160] tenga acceso efectivo a la 
reparación integral del daño, de manera justa y eficaz. 
  
66. En Colombia, en los procesos de la jurisdicción de familia antes mencionados, en la vigencia del 
Código de Procedimiento Civil -estatuto procesal aplicable al caso que se estudia- no se tenía 
establecido por el legislador un momento especial dentro del trámite que habilitara al juez o las 
partes, para que, seguida de la declaratoria de la causal de ultrajes, trato cruel y los 
maltratamientos de obra, se pudiera solicitar una medida de reparación integral del daño sufrido. 
Con todo, se reitera, las normas del bloque de constitucionalidad y el art. 42 constitucional sí se 
hallaban vigentes como soportes sustantivos de una eventual condena por violencia doméstica. 

  
67. Hoy día, en vigencia del artículo 281 del Código General del Proceso, puede vislumbrarse 
la existencia de una vía procesal para ello, pero el tono de la norma no es imperativo sino 
apenas dispositivo; ciertamente es una puerta que se abre para posibilitar la reparación de 
la víctima ultrajada, tratada de manera cruel, en fin, que haya sido objeto de maltratamiento 
síquico o material. Con todo, el art. 7°, g) de la Convención de Belem do Pará, y en general 
los instrumentos internacionales tantas veces aquí citados, obligan -no apenas autorizan o 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn142
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn145
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn146
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn160


                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 

30 

permiten- la reparación de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, cuando quiera que 
exista daño. Esto dice la norma aludida del CGP: 

  
“ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos 
y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código 
contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige 
la ley. […] 

  
PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y extrapetita, cuando 
sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, al niño, la niña o adolescente, 
a la persona con discapacidad mental o de la tercera edad, y prevenir controversias futuras de la 
misma índole. […]” (Se subraya por la Corte).(…) 

   
69. De otro lado, debe destacarse que, la reparación integral es un tema que ya el legislador 
colombiano consagró por lo menos desde el año 1998, en la Ley 446, artículo 16. Tal norma dispone: 
  
ARTICULO 16. VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 
atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 
actuariales. 

  
Esta regla ha sido utilizada para mostrar que, en la materia de reparación de daños, el principio de 
congruencia en alguna medida resulta debilitado. Esto se dice en la literatura especializada: 
  
“3. ¿Está atado el juez a los límites de la congruencia de su fallo, para pronunciarse sobre el 
principio de reparación integral en los procesos de responsabilidad civil? 
En sentencia del 18 de diciembre de 2012, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia respondió negativamente el interrogante planteado indicando que para darle 
cumplimiento al principio de reparación integral del daño el juez no está atado a los límites 
rígidos de congruencia que establece nuestro ordenamiento procesal civil. ||Luego de 
recordar el contenido del artículo 16 de la ley 446 de 1998, norma que ordena al juez atender 
el principio de reparación integral y aplicar la equidad a la hora de indemnizar los perjuicios, 
(…) 
70. El anterior es el panorama procesal de los procesos de divorcio y de cesación de efectos civiles 
del matrimonio católico; a modo de recapitulación pueden extraerse las siguientes conclusiones: 
  
i) Tras la sentencia de divorcio en la que se dé por probada la causal de civil ultrajes, trato cruel y 
los maltratamientos de obra, la posibilidad de reclamar la reparación de los daños ocurridos con 
ocasión de dichos actos, no halla norma legal sustantiva expresa en el ordenamiento nacional que 
lo sustente. El bloque de constitucionalidad y el art 42-6° de la Constitución, sin embargo, sí lo 
consagran. 
  
ii) Existe un proceso ordinario, distinto de aquellos, en el que podría ventilarse la pretensión de 
declaratoria de responsabilidad civil, y la orden de su reparación económica. Ello acarrea no sólo un 
posible déficit en la satisfacción de la pretensión de reparación integral, sino además una clara 
revictimización de la mujer violentada y un desconocimiento del derecho a una decisión judicial 
dentro de plazos razonables. 
  
iii) Así las cosas, a una mujer, víctima de violencia intrafamiliar, y a quien por tanto se le declare 
como cónyuge inocente, a más de tener que exponer la totalidad de los maltratos que haya soportado 
en un proceso civil de cesación de efectos civiles de matrimonio católico o de divorcio, deberá, 
nuevamente, recordar y expresar ante otra instancia en un trámite judicial-civil, las mismas 
circunstancias que demuestren el daño y la respectiva pretensión reparadora. Todo ello va en 
contra de los parámetros del plazo razonable, propios del debido proceso y genera una 
evidente revictimización de la mujer violentada. 
  
71. Particularmente, en el caso concreto una mirada de la prueba que fue evacuada en el proceso 
ordinario, y que se estudió por el Tribunal al momento de emitir la decisión de segunda instancia 
que se ataca, deja ver cómo el señor Virgilio Albán Medina -demandado en el proceso ordinario- 
durante la relación marital ejecutó actos claros de violencia verbal y psicológica en contra de 
la accionante.(…) 
  
Dado lo anterior, resulta imperioso concluir que tanto el legislador como los operadores 
judiciales, deben aplicar en justicia las normas constitucionales e internacionales que 
permitieran a la actora ventilar su pretensión de “acceso al resarcimiento o reparación del 
daño u otros medios de compensación justos y eficaces” fundamento este que en últimas fue 
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el que soportó la solicitud de los “alimentos sancionatorios”[168] que fueron -al decir del 
apoderado de la demandante- el único mecanismo habilitado por la legislación pero que tenía 
como fuente postulados de tipo constitucional y convencional. 
  
73. Un estudio sistemático de los presupuestos superiores de la Constitución y de los tratados 
internacionales reconocidos por Colombia y que fueron descritos en esta sentencia, dan cuenta de 
que, en efecto, una mujer víctima de violencia intrafamiliar, en este caso psicológica, debe ser 
reparada, y pese a que podría pensarse que el escenario apto para ello sería en un proceso 
penal o de responsabilidad civil, lo cierto es que, como se dijo, con ello se desconocerían los 
mandatos del plazo razonable y de no Revictimización; pero además se trataría de 
reparaciones distintas, en tanto la fuente en el primer escenario lo sería el delito, y distinta a 
esta, al interior del divorcio, la fuente del daño se analizaría a partir de la terminación de la 
relación dada la culpabilidad del otro cónyuge. 
  
74. Aparece indiscutible que, al interior de las relaciones familiares, sí pueden 
presentarse daños, y que particularmente cuando se trata de procesos de cesación de 
efectos civiles del matrimonio, o divorcios en los que resulte probada la causal que se 
relaciona con la violencia intrafamiliar, es necesario que el juez habilite un análisis en punto de su 
reparación; esto obedece tal y como se plantea por la doctrina autorizada a una triple motivación: 
  
“La primera consolidar el principio según el cual no puede quedar impune el daño causado 
voluntariamente por el hecho de que se haya realizado durante el matrimonio. || La segunda, 
la convicción de que no debe convertirse la institución matrimonial en sitial donde si hiera y 
se injurie con absoluta gratuidad. || La tercera, el entendimiento de que las reparaciones 
deben ser otorgadas en el marco de los principios generales de la responsabilidad civil que 
rigen [el] ordenamiento.”[169] 
  
75. De manera conclusiva puede afirmarse que, tanto en las relaciones sociales, privadas, 
particulares como  familiares, todo daño puede ser reparado; pero además, es claro que al 
interior del núcleo fundamental de la sociedad que es la familia, cuando quiera que sea 
demostrada la violencia que un miembro ejerce sobre otro, se abre paso la posibilidad de 
debatir sobre daños reparables, entendiendo que dicho ámbito no es impermeable a las 
reglas del Estado de Derecho, y que en general no es un coto vedado para el ordenamiento 
civil en general[170]. (…)  
78. En efecto, el tema de los alimentos que de ordinario es un asunto de la ocupación del juez 
de familia en los procesos aquí tantas veces mencionados, a más de la decisión sobre la 
custodia de los hijos, entre otras, no es el tema puntual de esta tutela. Así, las discusiones respecto 
de la naturaleza de los alimentos y cuándo se deben, a quién, cuánto y por qué, no son objeto de 
los planteamientos que en este caso aborda la Corte. 

  
Ciertamente la iteración en su petición por el apoderado de la demandante, debe ser objeto de 
interpretación por el juez de tutela, con el fin de encontrar una mejor ruta de protección de los 
derechos fundamentales. Así entonces, cuando tanto insiste el abogado en esa petición –que 
se ordene el pago de alimentos como sanción—la Corte entiende que lo que se plantea, ante 
la claridad de la injusta y deplorable violencia ejercida contra la actora, es que se ordene una 
condigna reparación integral. 
  
La Corte quiere advertir de nuevo, que la acción de tutela resuelve un conflicto inter-partes, y que 
por ello el alcance de la presente acción, no extravasa lo que ha sido objeto del debate; con todo, 
es competencia del juez de familia decidir como de ordinario lo ha hecho, esto es, decretando 
o no el pago de alimentos según corresponda con las normas sustantivas aplicables al caso. 
Lo que sí constituye un plus frente a ello, es el poder adentrarse en el tema de la reparación 
del daño, si se ha establecido la existencia de violencia intrafamiliar.   
  
 (…)Déficit de protección  

81. Del desarrollo dogmático previamente expuesto y de la verificación de la ausencia de 
mecanismos judiciales claros, justos y eficaces que aseguren a la mujer víctima de violencia 
intrafamiliar, al interior de los procesos de cesación de efectos civiles de matrimonio católico 
o de divorcio, la posibilidad de tener acceso efectivo a una reparación del daño, la Corte 
advierte un déficit de protección[171] de su derecho humano y fundamental a la dignidad 
humana, a vivir libre de violencia, a ser reparada integralmente dentro de un trámite que 
respete el plazo razonable y a no ser revictimizada. 
  
(…)Segundo: CONCEDER la protección de los derechos fundamentales de la señora Stella Conto 

Díaz del Castillo a vivir libre de violencia intrafamiliar, a ser reparada y a no ser revictimizada 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn168
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn169
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn170
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn171
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y, por tanto, CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida el veinticinco (25) de junio de 

dos mil diecisiete (2017) por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en los 

términos de la presente decisión. 

  
Tercero: ORDENAR al Tribunal Superior de Bogotá –Sala de Familia– que, con fundamento en el 
reconocimiento de la causal 3ª contenida en el artículo 154 del Código Civil, esto es, los 
ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra, disponga la apertura de un incidente de 
reparación integral en el que se especifiquen y tasen los perjuicios sufridos por la señora 
Stella Conto Díaz del Castillo. 
 

 

3.2 Sentencia 9684 11 de septiembre de 2018 Darío Hernán Nanclares Vélez Magistrado 

sustanciador TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN SALA TERCERA DE DECISIÓN DE FAMILIA 

Medellín, once (11) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 

(…) se omitió advertir que, a las subjetivas, contenidas en el C Civil, canon 154, modificado por la 

Ley 25 de 1992, artículo 6, debe acudirse, dentro de un tiempo determinado, 

(…) vínculo familiar (C Civil, artículo 113), que apareja el surgimiento de precisas obligaciones 

para los contrayentes, como las de guardarse fe, respetarse, ayudarse recíprocamente en 

todas las circunstancias de la vida, socorrerse y subvenir a las ordinarias necesidades 

domésticas de la familia, en proporción a sus facultades,(…)  

(…) no declaró al accionante culpable de la cesación de los efectos civiles, por divorcio, de su 

matrimonio religioso, sino de la “ruptura de la unidad matrimonial”, resolución que encuentra 

armonía, no solo con el carácter objetivo del aludido motivo de divorcio, sino también con lo ordenado 

por la Corte Constitucional, en su sentencia C-985 de 2010, que declaró la exequibilidad 

condicionada del artículo 10 de la Ley 25 de 1992, en el sentido de que la caducidad allí establecida 

solamente se estipuló, no para la promoción de acciones, como la que ocupa la atención del 

Tribunal, sino para los efectos patrimoniales, derivados del acogimiento de pretensiones, 

como la mencionada, frente a quien originó el decaimiento definitivo del nexo nupcial. 

(…) en este evento no exonera al demandante de las consecuencias patrimoniales, producidas 

por su conducta, consistente en la separación voluntaria, de hecho, de la demandada, de 

acuerdo con el mencionado fallo de constitucionalidad, y con el C 746, de 5 de octubre de 21 2011, 

por medio del cual declaró exequible el referido numeral 8. De tal modo, se abrió la esclusa, en 

este litigio, para que la obligación alimentaria fuese impuesta al demandante, porque, 

justamente, fue quien, con su proceder, generó la separación de hecho, de la demandada, en 

la cual incursionó, y, consiguientemente, compelido se encuentra a afrontar las 

consecuencias jurídicas de ese comportamiento, a lo cual se adiciona que, en casos como el 

que concita la atención del Tribunal, no se requería que la accionada introdujese redemanda, 

para reclamar, a su favor y a cargo del accionante, la fijación de una cuota alimentaria, pues, 

con ese propósito bastaba pedirla, como lo hizo, al contestar, al libelo primigenio (fs 28 a 30, 

c 1), aspectos que impiden prohijar los reparos que, sobre el particular, le lanzó el recurrente al fallo 

del juzgado, ya que, igualmente, las anotadas pruebas, informan, de forma fehaciente y certera, 

no solo que la demandada necesita de los alimentos, sino también que el accionante cuenta 

con la suficiente capacidad, para suministrárselos, allende que la característica indemnizatoria 

de ese rubro es incontestable (C Civil, artículos 411 – 4, modificado por la Ley 1ª de 1976, 

artículo 23; 412, 413, 414, 419, 420, 422, 423, modificado por la Ley 1ª leída, artículo 24), 

(…) en el C G P, artículo 389, según el cual, en fallos, como el recurrido, se dispondrá, entre 

otras cosas, “3. El monto de la pensión alimentaria que uno de los cónyuges deba al otro, si 

fuere el caso”. Máxime si, en este caso, este ostenta la obligación de brindársela (…). 

3.3 LUIS ALONSO RICO PUERTA Magistrado Ponente STC442-2019 Radicación n° 11001-02-

03-000-2018-03777-00 (Aprobado en sesión del veintitrés de enero de dos mil diecinueve) Bogotá, 

D.C., veinticuatro (24) de enero de dos mil diecinueve (2019). Decide la Corte la acción de tutela 
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promovida por Carlos Eduardo Angarita Angarita contra la Sala de Familia del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín y el Juzgado Segundo de Familia de Envigado, trámite al cual fue 

vinculada Beatriz Elena Bolívar Orrego, demandada en el verbal nº 2017-00530. 

(…) la cual devela no solo la posibilidad sino el deber del juez que conoce de los procesos de 

divorcio, en particular de aquellos en los que se invoca una causal objetiva como la 

separación de cuerpos de hecho por más de dos años, de auscultar los motivos reales y 

concretos que dieron lugar a la ruptura del matrimonio, a efectos de imponer las 

consecuencias de orden patrimonial a cargo de quien provocó el rompimiento de la unidad 

familiar. Así, en sentencia C-1995/00, mediante la cual se declaró «EXEQUIBLE la expresión 

“o de hecho” contenida en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992 que reformó el 

artículo 154 del Código Civil», la Corte Constitucional advirtió que: «(…) el hecho de que uno 

de los cónyuges, en ejercicio de su derecho a la intimidad, invoque una causal objetiva para 

acceder al divorcio, no lo faculta para disponer de los efectos patrimoniales de la disolución, 

de tal manera que, cuando el demandado lo solicita, el juez debe evaluar la responsabilidad 

de las partes en el resquebrajamiento de la vida en común, con miras a establecer las 

consecuencias patrimoniales». Por tanto, «si la causa de divorcio tiene consecuencias 

patrimoniales, vinculadas con la culpabilidad de las partes, así el demandante opte por 

invocar una causal objetiva para acceder a la disolución del vínculo, el consorte demandado 

está en su derecho al exigir que se evalué la responsabilidad del demandante en la 

interrupción de la vida en común. Empero, al parecer de la Corte este derecho no lo desconoce 

la norma en comento, puesto que no por el hecho de establecer una causal objetiva el juez 

debe hacer caso omiso de la culpabilidad alegada por el demandado, cuando otras 

disposiciones lo obligan a establecer los efectos patrimoniales de la disolución acorde con la 

culpabilidad de las partes (…)». 

Esa postura fue reiterada recientemente por ese alto en fallo de tutela, señalando 

preliminarmente que «de conformidad con la ley y la jurisprudencia la obligación alimentaria 

requiere para su exigibilidad la concurrencia de tres requisitos a saber: (i) la necesidad del 

alimentario, esto es, que las circunstancias que legitimaron los alimentos permanezcan en el 

tiempo (ii) la capacidad económica del alimentante y (iii) un título a partir del cual pueda ser 

reclamada», y «mientras persistan las condiciones que dieron lugar al surgimiento de la 

obligación alimentaria, esta no puede entenderse extinta a pesar la cesación de efectos civiles 

del matrimonio o divorcio o del fallecimiento del alimentante». Enseguida criticó que se 

hubiera declarado la cesación de los efectos civiles «con fundamento en esa causal objetiva 

o remedio relacionada con el paso del tiempo, sin determinar la responsabilidad de cuál de 

los consortes ocasionó el divorcio por cuanto no era el objeto», ya que «esta Sala no debe 

perder de vista que si bien es cierto, en principio, en el tránsito del divorcio no hay lugar a 

analizar la culpabilidad de los cónyuges cuando se invoca una causal objetiva, no lo es menos 

que “en los asuntos de divorcio cuando media la separación de hecho por más de dos años, 

los jueces no se pronuncian respecto de la culpabilidad o inocencia de los cónyuges, estos 

estarían incumpliendo su obligación constitucional de administrar justicia, si dicho 

pronunciamiento se requiere para determinar los efectos patrimoniales de la decisión” (C-

1495-00)». 

 Y descendiendo al caso concreto, asimilable al que es objeto de la presente censura 

constitucional, dijo que: «el operador judicial en la sentencia que decretó el divorcio a pesar 

de relacionar ciertas pruebas que indicaban de la violencia intra familiar y las relaciones 

sexuales extramatrimoniales (el actor en vigencia de su matrimonio tuvo un hijo 

extramatrimonial), el juzgador de instancia guardó silencio y se limitó a decretar el divorcio 

con fundamento en “la separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por 

más de dos años”, pudiendo de manera oficiosa o ultra y extra petita establecer la 

responsabilidad (…) a efectos de establecer las consecuencias patrimoniales.  

En otras palabras, en esa oportunidad el Juez de Familia debió establecer quién fue el que dio 

lugar a la separación de hecho con el fin de precisar los deberes de socorro y ayuda mutua 

que se originan por el vínculo matrimonial, los cuales subsisten, incluso, después del divorcio 

(art.160 C. C.). En otras palabras, si bien es cierto quien haya dado lugar a la separación puede 
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invocar una causal objetiva para acceder al divorcio, ello no lo faculta para disponer de los 

efectos patrimoniales de la disolución ni para eximirse de sus obligaciones, toda vez que para 

el consorte que en principio haya dado lugar al rompimiento subsiste la obligación alimentaria 

a menos que probatoriamente demuestre su inocencia, es decir, se invierte la carga de la 

prueba, de manera que el señor (…) en sede de tutela debió demostrar que no era culpable» 

(CC T-559/17). 

3.3 SENTENCIA T-967/14. REFERENCIA: EXPEDIENTE T-4143116. Acción de tutela promovida 

por Diana Eugenia Roa Vargas, contra el Juzgado 4° de Familia de Bogotá. Procedencia: Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Asunto: Protección especial a mujeres víctimas 
de violencia. Violencia psicológica. Administración de justicia en perspectiva de género. 
Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 
Bogotá, D. C., quince (15) de diciembre de dos mil catorce (2014). 
La Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por el Magistrado Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub y las Magistradas Martha Victoria Sáchica Méndez y Gloria Stella Ortiz Delgado, quien 

la preside, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, ha proferido la siguiente 

SENTENCIA 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL. 

(…)Presentación del caso y planteamiento de los problemas jurídicos. 

2. Diana Eugenia Roa Vargas solicitó el divorcio civil a su esposo ante la jurisdicción de familia, por 

estimar que se configuró la causal 3ª del artículo 154 del Código Civil, referente a “ultrajes, 

tratos crueles y maltratamientos de obra”. Para probar su alegato, la accionante relacionó 

diversas situaciones en las que su esposo la agredió a partir de insultos, gritos, actitudes celosas y 

posesivas, agresiones verbales y físicas, entre otras. En dicho proceso la accionante presentó varias 

pruebas documentales y testimoniales que, a su juicio, no fueron valoradas debidamente.  

En dicho proceso se desestimaron las pretensiones, ya que el Juzgado 4º de Familia de Bogotá 

consideró que no se probaron agresiones físicas y psicológicas, que configuraran la causal alegada.  

Por tanto, la accionante presentó acción de tutela contra el referido Juzgado, al estimar que éste 

valoró indebidamente las pruebas y desconoció los episodios de violencia física y psicológica a 

la que fue sometida ella y sus dos hijas menores de edad, por parte de su marido. El Juzgado 

accionado no presentó alegatos de defensa. Las instancias declararon improcedente la acción de 

tutela debido a que la actora no propuso el recurso de apelación en el proceso civil de divorcio, como 

lo alegó la demandante. (…) 

(…)En el presente caso, la accionante explicó las razones por las cuales no le fue posible instaurar 

el recurso de apelación. Precisó que debido al abandono económico de su marido, ella asumió 

toda la carga de su sostenimiento y el de sus dos pequeñas hijas, por lo cual, no pudo pagarle 

al abogado quien se desinteresó del caso y no apeló. Esta Sala evalúa esas razones desde varias 

perspectivas:  

i) Es claro que el abandono económico del marido (violencia económica), hace parte de 
la violencia estructural que sufre la accionante, por tanto, hacer caso omiso de este 
aspecto, sería contribuir a la normalización e invisibilización de la violencia, como ya se 
explicó.  
ii) Negar el acceso a la administración de justicia en este caso, debido a una 

formalidad, contribuiría a perpetuar los niveles de impunidad y tolerancia social 
a los fenómenos de violencia y discriminación contra las mujeres, que fueron 
descritos en esta sentencia. Así mismo desestimularía aún más, la poca denuncia 
de este tipo de violencias en el país.(…) 

Desconocer la situación de vulnerabilidad en este caso y hacer prevalecer un argumento 

procesal sobre la protección sustancial de los derechos de la mujer violentada, configuraba una 

revictimización de la accionante y un caso de indiferencia estatal frente a la violencia estructural 

de género (…) 

(…)71. De lo expuesto hasta ahora, esta Sala puede identificar que la accionante fue víctima de 

algunos hechos objetivos, así:  
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a. La accionante vive en un contexto familiar que es conflictivo desde hace varios años.  
b. La accionante se ha restringido de los viajes laborales y de compartir tiempo con sus 

compañeros de oficina, para evitar problemas con su esposo. Es decir se aisló socialmente.  
c. La accionante presenta angustia, estrés, desconcentración en el trabajo, estado de 

tensión, entre otros.  
d. La señora Roa Vargas también se aisló familiarmente, debido a que su esposo la celaba 

con su cuñado.  
Estos hechos son indicativos de violencia psicológica contra la mujer, según lo explicado en 

las consideraciones de esta sentencia, por tanto, podría decirse que bastarían para configurar la 

causal alegada. Sin embargo, si en gracia de discusión, se admite que estos hechos pueden estar 

viciados de subjetividad por parte de la actora y de sus testigos, y en esa medida sólo serían 

considerados como indicios, esta Sala encuentra que se disipó toda duda de la ocurrencia de la 

violencia con el peritaje de Medicina Legal, que fue descartado débilmente por la Juez del caso.   

72. Por todo lo anterior, la Sala concluye que el Juzgado 4º de Familia de Bogotá incurrió en el 

defecto fáctico y en violación directa de la Constitución, al no declarar configurada la causal de 

divorcio invocada, a pesar de estar plenamente probada.  

Conclusión  

73. El Juzgado 4º de Familia incurrió en defecto fáctico y violación directa de la Constitución, al emitir 

la sentencia dentro del proceso de divorcio, bajo argumentos que en este caso contribuyen a 

perpetuar la violencia y la discriminación contra la mujer y a invisibilizar la violencia 

doméstica y psicológica que padecía Diana Eugenia Roa Vargas al interior de su hogar. (…). 

75. En su lugar, esta Corte tutelará los derechos fundamentales al debido proceso, a la 

igualdad, a la intimidad, a la libertad de movimiento y a la protección de la familia de Diana 

Eugenia Roa Vargas y, en consecuencia, dejará sin efecto la sentencia dictada, el 28 de mayo de 

2013, por el Juzgado 4º de Familia de Bogotá dentro del proceso de divorcio promovido en contra 

de Jorge Humberto Mesa Mesa, cónyuge de la accionante.  

76. A su vez la Sala de Revisión, ordenará al Juzgado 4º de Familia de Bogotá, dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la notificación de esta providencia, proferir un nuevo fallo en el que se tengan 

en cuenta todas las consideraciones de esta providencia referentes al principio de igualdad y 

no discriminación por razón del sexo y la especial protección que merece la mujer víctima de 

cualquier tipo de violencia.  

77. De acuerdo a las consideraciones expuestas en los fundamentos 47 a 50 de esta providencia, 

esta Sala exhortará al Congreso y al Presidente de la República para que, de acuerdo a sus 

respectivas funciones, emprendan las acciones pertinentes que permitan reconfigurar los 

patrones culturales discriminatorios y los estereotipos de género presentes aún en los 

operadores de justicia en Colombia.  

78. Así mismo, se instará al Consejo Superior de la Judicatura para que exija la asistencia 

obligatoria de todos los jueces del país de la jurisdicción de familia, a las capacitaciones 

sobre género que la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla ofrezca. Lo anterior, a fin de promover 

la creación de nuevos marcos interpretativos en perspectiva de género, que permitan la real 

y efectiva reconfiguración de patrones culturales y estereotipos de género discriminatorios.  

79. También se solicitará a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 

difundir por el medio más expedito posible esta sentencia, a todos los despachos judiciales 

de la Nación, para que, en adelante, apliquen un enfoque diferencial de género al momento de 

decidir cualquier asunto a su cargo.   (…) 

3.4 SENTENCIA C-344/17 Magistrado Ponente ALEJANDRO LINARES CANTILLO  

CONSECUENCIAS DE LA COMISIÓN DE CONDUCTA PUNIBLE-Daño público y 

daño privado 
  

En la sentencia C-277 de 1998 [la Corte] explicó que una conducta punible produce 
consecuencias en dos planos distintos: por un lado, ocasiona un daño público, relacionado 

https://www.google.com/url?q=http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm&sa=U&ved=0ahUKEwi-wpDh8YnfAhUNj1kKHfkbAyQQFggEMAA&client=internal-uds-cse&cx=partner-pub-9947470192399292:h29xyy-80om&usg=AOvVaw3CxDK3zj7ozgNtQX7X36tr
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con el incumplimiento de normas penales establecidas por el legislador, necesarias para la 
convivencia pacífica, a través del respeto de valores sensibles para la sociedad y, por otro 
lado, ocasiona un daño privado, relacionado con la afectación de derechos subjetivos de la víctima 
de la conducta punible […] sostuvo la Corte que del daño público se desprendía la obligación 
del Estado de investigar y juzgar la conducta punible, mientras que del daño privado nacía la 
acción civil para el pago de los perjuicios ocasionados con el delito. En estos términos la Corte 
sostuvo que ambas consecuencias de la conducta punible debían ser atendidas a través del derecho 
de acceso a la administración de justicia. (…) 

b) La norma no limitó la reparación integral  
(…)47.  A pesar del tenor literal de la norma bajo examen, el estudio de la jurisprudencia de la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, operador jurídico natural de la misma, 
permite identificar cómo ésta ha reconocido que la responsabilidad civil derivada del delito 
genera la obligación de reparar integralmente tanto los perjuicios materiales, como incluso 
perjuicios inmateriales, diferentes de los morales, sin que el artículo 94 de la Ley 599 de 2000, 
haya constituido un obstáculo para que los jueces ordenen la reparación integral de perjuicios. Para 
esto, la Corte Suprema ha considerado que la expresión perjuicios morales debía ser interpretada, 
en realidad, como haciendo referencia a los perjuicios inmateriales: 

“(…) es evidente que el nuevo Código Penal al igual que el derogado consagra dos 
clases de daños, los materiales y los morales; entendidos los primeros como aquellos 
que afectan el patrimonio del perjudicado, y los segundos, los que inciden en 
cualquiera de las esferas de la persona diferentes a la patrimonial” (negrillas no 
originales)[45].  

48.           También por momentos la Corte Suprema ha preferido no interpretar la expresión daños 
morales como relativa a los inmateriales, sino que ha acudido a diferenciar los daños morales 
subjetivos de los objetivados, ambos reparables: 

“La ley penal consagra dos clases de daños: i) los materiales que están integrados 
por el daño emergente y el lucro cesante y ii) los morales a su vez divididos en 
objetivados y subjetivados. Los primeros son de contenido patrimonial, mientras 
que los segundos afectan a la persona en esferas distintas a aquel”[46].  

49.           Así, en la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema se encuentra una 
interpretación según la cual las categorías del artículo 94 del Código Penal no excluyen la 
reparación integral de perjuicios no expresamente previstos por esa norma: 

“Es de anotar que el artículo 94 del estatuto punitivo contempla solamente el 
deber de reparar los daños materiales y morales. Sin embargo, de conformidad 
con lo visto, será imperativo también del juzgador penal reconocer aquellos que 
se producen a la vida de relación, siempre y cuando aparezcan demostrados en 
el proceso. Se trata, por lo demás, (…) de una obligación proveniente de las 
normas constitucionales y legales que establecen el derecho de las víctimas a 
obtener la reparación integral de los perjuicios causados con la conducta 
punible”[47].  

50.           Debe resaltarse que, en estricto sentido, el daño a la vida de relación[48] no cabría dentro 
de la categoría de los perjuicios morales, ni siquiera objetivados. Así, ese tribunal ha resaltado el 
carácter dinámico y evolutivo de las categorías de los perjuicios, lo que ha permitido que, a pesar 
de la literalidad de la norma examinada, se reconozcan perjuicios inmateriales diferentes al moral: 

“El derecho a la reparación del perjuicio ocasionado por quien ha sido declarado 
responsable por la comisión de un delito, ha evolucionado abandonando las 
tradicionales categorías de daño patrimonial (emergente y lucro cesante) e inmaterial 
(moral), para articular modernos conceptos que se vinculan al resarcimiento integral 
del perjuicio.  
 De esa manera, surge la necesidad de reconocer que la conducta ilícita, en ocasiones, 
además de producir afectación al patrimonio de la víctima, la salud, o la integridad 
psicológica, altera, en forma trascendental, el modo como el individuo se relaciona 
social, familiar, laboral y afectivamente, siendo ésta una categoría que continúa en 
construcción y que ha sido denominada: el daño a la vida de relación”[49]. 

51.           En cuanto a la especificidad del daño a la vida de relación, ese mismo tribunal ha indicado 
que: 

“(…) cuando se invoca el daño a la vida de relación, resulta necesario acreditar que 
el hecho lesivo produjo en el ser humano afectación en su ámbito interior, emocional, 
espiritual o afectivo que tiene repercusión en su forma de relacionarse con la 
sociedad, si en cuenta se tiene que esta forma de daño inmaterial alude a una 
modificación sustancial en las relaciones sociales y desenvolvimiento de la víctima en 
comunidad, comprometiendo su desarrollo personal, profesional o familiar”[50]. 

52.           De esta manera, la Corte Suprema de Justicia ha entendido que el artículo 94 de la Ley 
599 de 2000 no tiene por efecto el de limitar la reparación integral de los perjuicios derivados del 
delito. Se trata de una interpretación judicial consistente, ya que a pesar de existir diferentes 
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maneras de argumentación, la aceptación de la posibilidad de reparar perjuicios inmateriales, 
diferentes del daño moral, resulta un común denominador en la jurisprudencia actual. La 
interpretación se encuentra consolidada al no existir actualmente providencias que exceptúen 
esta interpretación y es relevante para darle sentido al artículo 94 de la Ley 906 de 2004 y, de esta 
manera, juzgar su constitucionalidad.  
53.           Dicha interpretación resulta conforme a la Constitución Política, al resultar de una 
lectura sistemática del ordenamiento jurídico en pro de materializar el derecho fundamental 
de las víctimas a la reparación integral de los perjuicios. Así, el artículo 250 de la 
Constitución Política atribuye a la Fiscalía la responsabilidad de tomar las medidas 
necesarias para garantizar la reparación integral de los perjuicios de las víctimas[51]. 
También el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 establece la reparación integral, al lado de la 
equidad, como los criterios que deben ser tomados en consideración para la valoración de 
los perjuicios en cualquier proceso que se adelante[52]. Dicho artículo fue interpretado por 
la Corte Constitucional teniendo en cuenta que su ámbito de aplicación no es restringido, 
sino que se convierte en un mandato para todas las jurisdicciones. Concluyó la Corte que 
“(…) independientemente de la jurisdicción encargada de establecer el cuantum de una 
indemnización de perjuicios, el operador jurídico deberá propender porque la reparación 
sea integral, es decir que cubra los daños materiales y morales causados, ya que a las 
autoridades judiciales les asiste el compromiso de investigar y juzgar los delitos, no sólo 
con el ánimo de protección de aquellos bienes jurídicamente tutelados de singular 
importancia  para la comunidad, sino también para administrar justicia en forma que mejor 
proteja los intereses del perjudicado, quien es concretamente, el titular del bien jurídico 
afectado”[53]. A pesar de que dicha sentencia sólo se refirió a los perjuicios morales, como forma 
de los daños inmateriales, se trató de una referencia meramente ejemplificativa, ya que la intención 
era la de indicar el carácter transversal y interorgáncio del deber de propender por la reparación 
integral de los perjuicios. 
 
RESPECTO DE LA PONDERACIÓN DEL DAÑO MORAL Y  CONDENAS POR PERJUICIOS 
INMATERIALES 

3.5  SENTENCIA 1995-01820 DE JUNIO 13 DE 2013. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. Consejero Ponente: 
DR. ENRIQUE GIL BOTERO. EXP.26.395.  

(…)De manera que, la Subsección aprovecha esta oportunidad para reiterar la jurisprudencia 

—acogida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, de la Sala Plena de la Sección 
Tercera y la posición mayoritaria de la Subsección C (28) — sobre la materia, según la cual el 
daño moral al hacer referencia a la órbita interna del sujeto, no puede ser tasado a partir de 
criterios objetivos o tablas de punto, razón por la que para su liquidación se ha optado por la 
aplicación del arbitrio juris, postulado que se integra a la nomoárquica jurídica, y que, lejos 
de reflejar parámetros de arbitrariedad, su existencia y validez normativa encuentra 
fundamento en la sana crítica y en la reglas de la experiencia de las que se vale legítimamente 
el operador judicial para reconocer vía compensación una afectación a un bien tan 
personalísimo como las lesiones a la esfera u órbita interna y afectiva de la persona. 

En esa línea de pensamiento, la Subsección con apoyo en los lineamientos conceptuales 
acogidos de manera sistemática por esta corporación, considera que el principio de 
proporcionalidad no constituye la herramienta o instrumento jurídico pertinente para la 
valoración y tasación del perjuicio moral, por las siguientes razones: 

Los perjuicios morales no pueden ser objeto de ponderación, toda vez que: i) en su 
liquidación no se trata de solucionar una tensión o conflicto entre principios, valores o 
derechos fundamentales que entran en pugna, ii) tampoco se pretende definir los deberes 
jurídicos impuestos al legislador desde la Carta Política en la determinación de la 
constitucionalidad de una ley, y iii) el daño moral constituye una lesión a la órbita individual 
e íntima del ser humano, razón por la cual no es susceptible o pasible de ser fijada a 
establecida a través de un criterio de proporcionalidad, puesto que, se insiste, el dolor o la 
aflicción no son conmensurables. 

Así las cosas, el uso del principio de proporcionalidad para definir el monto de la 
indemnización del perjuicio moral es inadecuado, por cuanto el objeto y la finalidad del 
instrumento mencionado no es útil para introducir objetividad en la reparación del daño 
moral, máxime si su objeto y finalidad está encaminada a que se solucionen tensiones entre 
derechos fundamentales y la consonancia de una norma en relación con los mismos. La 
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doctrina autorizada sobre la materia ha puesto de presente la función del principio de 
proporcionalidad, al precisar: 

“El principio de proporcionalidad es un concepto jurídico que aparece cada vez con mayor 
frecuencia en la motivación de las decisiones del Tribunal Constitucional. A este principio se 
alude sobre todo en las sentencias de control de constitucionalidad que versan sobre los 
actos de los poderes públicos que intervienen en el ámbito de los derechos 
fundamentales. En las alusiones jurisprudenciales más representativas, el principio de 
proporcionalidad aparece como un conjunto articulado de tres subprincipios: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Cada uno de estos subprincipios expresa 
una exigencia que toda intervención en los derechos fundamentales debe cumplir. Tales 
exigencias pueden ser enunciadas de la siguiente manera: 

“1. Según el subprincipio de idoneidad, toda intervención en los derechos fundamentales 
debe ser adecuada para contribuir a la obtención de un fin constitucionalmente legítimo. 

“2. De acuerdo con el subprincipio de necesidad, toda medida de intervención en los derechos 
fundamentales debe ser la más benigna con el derecho intervenido, entre todas aquellas que 
reviste por lo menos la misma idoneidad para contribuir a alcanzar el objetivo propuesto. 

“3. En fin, conforme al principio de proporcionalidad en sentido estricto, la importancia de los 
objetivos perseguidos por toda la intervención en los derechos fundamentales debe guardar 
una adecuada relación con el significado del derecho intervenido. En otros términos, las 
ventajas que se obtienen mediante la intervención en el derecho fundamental deben 
compensar los sacrificios que ésta implica para sus titulares y para la sociedad en general. 

“Si una medida de intervención en los derechos fundamentales no cumple las exigencias de 
estos tres subprincipios, vulnera el derecho fundamental intervenido y por esta razón debe 
ser declarada inconstitucional. 

“Los subprincipios de la proporcionalidad son invocados ordinariamente de forma conjunta 
y escalonada en los fundamentos jurídicos de las sentencias del tribunal constitucional. Por 
consiguiente, el principio de proporcionalidad debe ser considerado como un concepto 
unitario. Cuando el tribunal constitucional lo aplica, indaga si el acto que se controla persigue 
un propósito constitucionalmente legítimo y si es adecuado para alcanzarlo o por lo menos 
para promover su obtención. Posteriormente, el tribunal verifica si dicho acto adopta la 
medida más benigna con el derecho fundamental intervenido, entre todas aquéllas que 
revisten por lo menos la misma idoneidad para conseguir el objetivo propuesto. Por último, 
evalúa si las ventajas que se pretende obtener con la intervención estatal, compensan los 
sacrificios que se derivan para los titulares de los derechos fundamentales afectados y para 
la propia sociedad. 

“(...). El principio de proporcionalidad cumple la función de estructurar el procedimiento 
interpretativo para la determinación del contenido de los derechos fundamentales que resulta 
vinculante para el legislador y para la fundamentación de dicho contenido en las decisiones 
de control de constitucionalidad de las leyes. De este modo, este principio opera como un 
criterio metodológico, mediante el cual se pretende establecer qué deberes jurídicos imponen 
al legislador las disposiciones de los derechos fundamentales tipificadas en la 
Constitución. El significado de esta función sólo puede comprenderse cabalmente sobre la 
base del entendimiento previo de la estructura de los derechos fundamentales y de la 
estructura del control de constitucionalidad de las leyes, tal como observaremos a 
continuación” (29) . (se destaca). 

De lo transcrito se advierte que el principio de proporcionalidad es un criterio metodológico 
que permite establecer cuáles son los deberes jurídicos que imponen los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución. Su aplicación se realiza a través de los tres 
subprincipios mencionados —idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido—
, el primero de ellos, se relaciona con que la intervención en los derechos fundamentales debe 
ser “adecuada” para conseguir un fin constitucionalmente legítimo; el segundo, se refiere a 
que la medida de intervención debe ser la más “benigna” entre todas las que pueden ser 
aplicadas, y el tercer y último subprincipio, atañe a las ventajas de la intervención en los 
derechos fundamentales las cuales deben “compensar los sacrificios que ésta implica para 
sus titulares y para la sociedad”. 
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En el subprincipio de proporcionalidad se desarrolla el método de la ponderación (30) , como 
un tipo de juicio mediante el cual se determina cuál derecho o principio debe prevalecer en 
una colisión entre derechos fundamentales o principios. Esta técnica contiene tres elementos 
que la estructuran y desarrollan: la ley de la ponderación, la fórmula del peso y las cargas de 
argumentación (31) . El primero se explica así: “cuanto mayor es el grado de la no satisfacción 
o de afectación de uno de los principios, tanto mayor debe ser la importancia de la 
satisfacción del otro” (32) . El segundo elemento hace referencia a una fórmula matemática en 
la cual se les atribuye a unas variables un valor numérico que permite calcular el peso de los 
principios enfrentados. Finalmente, el tercer elemento consiste en las cargas argumentativas 
que los principios tienen “per se” y se utilizan si con la fórmula del peso existe un empate 
entre los principios enfrentados (33) . 

De otro lado, la jurisprudencia constitucional vernácula ha empleado el principio de 
proporcionalidad, principalmente, para definir la constitucionalidad de las intervenciones 
legislativas en la órbita de derechos fundamentales o para definir cuándo existe una 
vulneración al principio de igualdad. 

En efecto, sobre el particular la Corte Constitucional ha señalado: 

“Cabe recordar que en relación con el concepto de proporcionalidad a que hace referencia la 
jurisprudencia citada, la Corporación ha precisado que para que un trato desigual guarde 
armonía con el artículo 13 constitucional debe demostrarse que la norma analizada es 1. 
adecuada para el logro de un fin constitucionalmente válido; 2. necesaria, es decir, que no 
existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros principios 
constitucionales, para alcanzar el fin; y 3. proporcionada en sentido estricto, esto es, que el 
trato desigual no sacrifica valores y principios que tengan un mayor peso que el principio que 
se quiere satisfacer mediante dicho trato. De esta forma el principio de proporcionalidad 
busca que la medida sea aplicada de tal manera que los intereses jurídicos de otras personas 
o grupos no se vean afectados, o que ello suceda en grado mínimo. 

“Así mismo y sin que con ello la Corte renuncie a sus responsabilidades o permita la 
supervivencia en el ordenamiento de regulaciones inconstitucionales, ha buscado 
racionalizar el examen constitucional a fin de respetar la potestad de configuración de los 
órganos políticos, modulando la intensidad del juicio de proporcionalidad. En este sentido ha 
concluido que en aquellos campos en donde la Carta confiere a las mayorías políticas, 
representadas en el Congreso, una amplia potestad de apreciación y configuración el 
escrutinio judicial debe ser más dúctil, a fin de no afectar la discrecionalidad legislativa, que 
la propia Constitución protege. Por el contrario, en aquellos asuntos en que la Carta limita la 
discrecionalidad del Congreso, la intervención y control del juez constitucional debe ser 
mayor, a fin de respetar el diseño establecido por la Constitución. En esas situaciones, el 
escrutinio judicial debe entonces ser más estricto, por cuanto la Carta así lo exige” (34) . 

Como se aprecia, el principio de proporcionalidad sirve para solucionar colisiones 
nomoárquicas o de derechos fundamentales, comoquiera que la pugna entre preceptos 
jurídicos se resuelve a través de los métodos hermenéuticos tradicionales, específicamente 
con la validez y la concreción de la norma para el caso concreto, tales como que la disposición 
posterior prevalece sobre la anterior, la especial sobre la general, etc. 

Ahora bien, como desde la teoría jurídica y la filosofía del derecho, los principios y los 
derechos fundamentales tienen igual jerarquía constitucional, no es posible que uno derogue 
o afecte la validez del otro, motivo por el que es preciso acudir a instrumentos como la 
ponderación o la proporcionalidad para determinar cuál tiene un mayor peso y, por lo tanto, 
cuál debe ceder frente al otro en casos de tensión o en hipótesis de intervenciones o 
limitaciones contenidas en las leyes. 

La anterior circunstancia fue puesta de presente por el profesor Robert Alexy, en los 
siguientes términos: 

“Las colisiones de principios deben ser solucionadas de manera totalmente distintas. Cuando 
dos principios entran en colisión —tal como es el caso cuando según un principio algo está 
prohibido y, según otro principio, está permitido— uno de los dos principios tiene que ceder 
ante el otro. Pero, esto no significa declarar inválido al principio desplazado no que en el 
principio desplazado haya que introducir una cláusula de excepción. Más bien lo que sucede 
es que, bajo ciertas circunstancias uno de los principios precede al otro... Los conflictos de 
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reglas se llevan a cabo en la dimensión de la validez; la colisión de principios —como solo 
pueden entrar en colisión principios válidos— tiene lugar más allá de la dimensión de la 
validez, en la dimensión del peso” (35) . 

En ese orden de ideas, el manejo del principio de proporcionalidad en sede de la tasación del 
daño moral no está orientado a solucionar una tensión o colisión de principios o de derechos 
fundamentales, y menos a determinar la constitucionalidad y legitimidad de una intervención 
del legislador. 

Así las cosas, la defensa de la aplicación del principio de proporcionalidad para la 
determinación y cuantificación del daño moral parte de un argumento que confunde el arbitrio 
judicial con la noción de arbitrariedad. 

Y ello no es correcto, puesto que el arbitrio juris ha sido empleado desde la teoría del derecho 
de daños, de la mano con el principio de equidad, para solucionar problemas como el 
analizado, esto es, la liquidación del perjuicio moral debido a la imposibilidad de definir el 
grado de afectación interior o que produce el daño antijurídico.(…) 

 (…)Esta orientación jurisprudencial, es la misma que ha trazado la Corte Suprema de Justicia - Sala 
de Casación Civil, que por su importancia se trascribe, in extenso (38) : 

“2. El daño moral, configura una típica especie de daño no patrimonial consistente en quebranto de 
la interioridad subjetiva de la persona y, estricto sensu, de sus sentimientos y afectos, proyectándose 
en bienes de inmensurable valor, insustituibles e inherentes a la órbita más íntima del sujeto por 
virtud de su detrimento directo, ya por la afectación de otros bienes, derechos o intereses sean de 
contenido patrimonial o extrapatrimonial. 

“El ordenamiento jurídico en cuanto base estructural indisociable de un orden justo, la paz, la justicia 
y la armónica convivencia en la vida de relación, encuentra por centro motriz al sujeto de derecho, 
sea físico, ora jurídico, dotado de personificación normativa, derechos e intereses, libertades, 
garantías, y deberes. 

“El sujeto iuris, es summa de valores disímiles dignos de reconocimiento y tutela, cuya lesión entraña 
la responsabilidad de quien lo causa, o sea, el deber legal de repararlo. 

“De acuerdo con una opinión jurisprudencial bastante difundida, el daño podrá recaer sobre bienes 
susceptibles per se de evaluación pecuniaria inmediata u objetiva o respecto de “intereses que 
según la conciencia social no son susceptibles de valorización económica” (C. M. Bianca, Diritto 
civile, vol. 5, La responsabilità (1994), reimpresión, Milán, Giuffrè, 1999, pág. 166), esto es, afectar 
valores vitales, consustanciales, inmanentes e intrínsecos del sujeto, inherentes a su personalidad y 
esfera afectiva, ora extrínsecos y externos al mismo, es decir, ostentar naturaleza material 
(Dommages matériels), ora inmaterial (Dommages immatériels), bien patrimonial 
(Vermögensschaden), ya extrapatrimonial (nicht Vermörgensschaden). 

“(...) El aspecto de mayor relevancia para identificar la especie del daño, por consiguiente, atañe a 
la proyección de los efectos adversos de la lesión más que a la naturaleza jurídica del interés 
directamente quebrantado, o sea, el espectro en el cual repercute el hecho, ad exemplum, cuando 
atañen a la vida de relación, la integridad sicosomática, los bienes de la personalidad —verbi gratia, 
integridad física o mental, libertad, nombre, dignidad, intimidad, honor, imagen, reputación, fama, 
etc.—, o a la esfera sentimental y afectiva, ostenta naturaleza no patrimonial. 

“3. El daño moral, en sentido lato, está circunscrito a la lesión de la esfera sentimental y afectiva del 
sujeto, “que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo” (Cas. Civ. Sent. mayo 
13/2008, SC-035-2008, exp. 11001-3103-006-1997-09327-01), de ordinario explicitado material u 
objetivamente por el dolor, la pesadumbre, perturbación de ánimo, el sufrimiento espiritual, el pesar, 
la congoja, aflicción, sufrimiento, pena, angustia, zozobra, perturbación anímica, desolación, 
impotencia u otros signos expresivos, concretándose en el menoscabo “de los sentimientos, de los 
afectos de la víctima, y por lo tanto, en el sufrimiento moral, en el dolor que la persona tiene que 
soportar por cierto evento dañoso” (Renato Scognamiglio, voz Danno morale, en Novissimo Digesto 
italiano, vol. V, Turín, Utet, 1960, pág. 147; ID., Il danno morale, Milano, 1966; El daño moral- 
Contribución a la teoría del daño extracontractual, trad. esp. Fernando Hinestrosa, Universidad 
Externado de Colombia, Antares, Bogotá, 1962, pp.14 ss.), o sea, son daños pertenecientes al 
ámbito de los padecimientos del ánimo, las sensaciones, sentimientos, sensibilidad, aptitud de 
sufrimiento de la persona y por completo distintos de las otras especies de daño. 
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“En efecto, el daño moral, aún en la hipótesis de provenir de la lesión concurrente de otros intereses, 
por ejemplo, los derechos de la personalidad, la salud e integridad, es una entidad separada e 
independiente, cuyo resarcimiento es diferente, al tratarse recta y exclusivamente, del detrimento 
experimentado por el sujeto en su espectro interior, afectivo y sentimental, sin comprender su órbita 
exterior, proyecto, calidad de vida, actividad o desarrollo vivencial. 

“En sentido análogo, su reparación es singular e individual y no se contiene en la de otros daños, 
respecto de los cuales se distingue por su especificidad al recaer únicamente en los sentimentos y 
afectos, a consecuencia del quebranto de derechos, intereses o valores de naturaleza, ya 
patrimonial, bien no patrimonial, con los cuales no se confunde. 

“Un problema distinto se plantea a propósito de la reparación del daño no patrimonial, y en particular 
del moral. 

“La cuestión es que la lesión inferida a la interioridad del sujeto, es inasible e inconmesurable, concierne 

a las condiciones singulares de la persona, a su sensibilidad, sensaciones, sentimientos, capacidad de 

sufrimiento y no admite medición exacta e inflexible, desde luego que el sujeto experimenta un menoscabo 

no retribuible y el dolor deviene irreversible, cuya existencia se considera en ciertas hipótesis señaladas 

por la jurisprudencia in re ipsa y cuya valoración se efectúa ex post sin permitir la absoluta 

reconstrucción del status quo ante. 

“4. Las anotadas características relevantes del daño moral, evidencian la complejidad y delicadeza 

de su reparación. 

“Por ello, la Corte, partiendo del legítimo derecho a la reparación del daño moral causado, ante las 
vicisitudes que su apreciación económica apareja, al “no referirse al daño pecuniario en la hacienda 
y patrimonio del damnificado” (XXXI, pág. 83) y tratarse de valores “... económicamente 
inasibles”. (CXLVIII, pág. 252 y CLII, pág. 143, CXLVIII, pág. 252 y CLII, pág. 143), en cuanto “esta 
especie de daño se ubica en lo más íntimo del ser humano, por ende, como medida de relativa 
satisfacción, que no de compensación económica, desde luego que los sentimientos personalísimos 
son inconmensurables y jamás pueden ser íntegramente resarcidos, es dable establecer su quantum 
a través del llamado arbitrium judicis”, “tarea que, por lo demás, deberá desplegarse teniendo en 
cuenta que las vivencias internas causadas por el daño, varían de la misma forma como cambia la 
individualidad espiritual del hombre, de modo que ciertos incidentes que a una determinada persona 
pueden conllevar hondo sufrimiento, hasta el extremo de ocasionarle severos trastornos 
emocionales, a otras personas, en cambio, puede afectarlos en menor grado. “Aparte de estos 
factores de índole interna, dice la Corte, que pertenecen por completo al dominio de la psicología, y 
cuya comprobación exacta escapa a las reglas procesales, existen otros elementos de carácter 
externo, como son los que integran el hecho antijurídico que provoca la obligación de indemnizar, 
las circunstancias y el medio en que el acontecimiento se manifiesta, las condiciones sociales y 
económicas de los protagonistas y, en fin, todos los demás que se conjugan para darle una 
individualidad propia a la relación procesal y hacer más compleja y difícil la tarea de estimar con la 
exactitud que fuera de desearse la equivalencia entre el daño sufrido y la indemnización reclamada 
...’ (G. J. Tomo LX, pág. 290)” (Sent. mar. 10/94)” (Cas. Civ. Sents. mayo 5/99, exp. 4978; nov. 25/99, 
exp. 3382; dic. 13/2002, exp. 7692; oct. 15/2004, S-165-2004, exp. 6199). 

“5. Superadas algunas corrientes adversas y, admitida por esta Corte la reparación del daño moral sin 

más restricciones para fijar su cuantía que las impuestas por la equidad (ex bono et aequo) conforme al 

marco concreto de circunstancias fácticas (Cas. Civ. Sent. jul. 21/22, XXIX, 220; ago. 22/24, XXXI, 83), a 

partir de la sentencia de 27 de septiembre de 1974, es su criterio inalterado, la inaplicabilidad de las 

normas penales para su tasación, remitiéndose al arbitrium iudicis, naturalmente, ponderado, razonado 

y coherente según la singularidad, especificación, individuación y magnitud del impacto, por supuesto 

que las características del daño, su gravedad, incidencia en la persona, el grado de intensidad del golpe y 

dolor, la sensibilidad y capacidad de sufrir de cada sujeto, son variables y el quantum debeatur se remite 

a la valoración del juez. 

“(...). En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración 
del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el 
marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o 
posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción 
o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

“Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, 
cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la 
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víctima y en asuntos civiles, la determinación del montodel daño moral como un valor 
correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del 
juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción. 

“Por lo anterior, consultando la función de monofilaquia, hermenéutica y unificadora del 
ordenamiento que caracteriza a la jurisprudencia, la Sala periódicamente ha señalado al efecto unas 
sumas orientadoras del juzgador, no a título de imposición sino de referentes (Cas. Civ., Sent. feb. 
28/90, G.J. 2439, págs. 79 ss.; así en sentencia sustitutiva de 20 de enero de 2009, exp. 
170013103005 1993 00215 01, reconoció por daño moral, cuarenta millones de pesos). 

“Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el resarcimiento del daño moral 

no es un regalo u obsequio gracioso, tiene por causa el quebranto de intereses protegidos por el 

ordenamiento, debe repararse in casu con sujeción a los elementos de convicción y las particularidades 

de la situación litigiosa según el ponderado arbitrio iudicis, sin perjuicio de los criterios orientadores de 

la jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero 

y compromiso ineludible de todo juzgador. 

“(...) Por otra parte, no puede perderse de vista el principio de equidad, también previsto en 
la norma transcrita para ser tenido en cuenta en la labor de valoración del daño. Su 
importancia resulta mayor cuando se trata de la indemnización de un perjuicio que, por la 
naturaleza de éste, no puede ser restitutoria ni reparadora, sino simplemente compensatoria. 
En efecto, la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero 
buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia.Se impone al juez, 
entonces, el ejercicio de una cierta discrecionalidad, que, sin embargo, debe encontrarse 
suficientemente razonada y fundada en las probanzas que, en el proceso, obren sobre la 
existencia del perjuicio y su intensidad. 

“No se trata, en efecto, de una facultad arbitraria; por ello, en su desarrollo, debe buscarse también la 

garantía del principio de igualdad, lo que hace necesaria la comparación de la situación debatida con 

otras ya decididas, con fundamento en el análisis de los diferentes aspectos que determinan aquélla y 

éstas, dentro de los cuales deberá tomarse en cuenta, por supuesto, el valor real de la indemnización. 

“Ahora bien, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 es de obligatoria observancia para todas las 

jurisdicciones; así se desprende claramente de su texto... 

“Los tiempos han cambiado y es otra la ponderación que hoy asume el daño moral. De 

nada sirve formular la construcción doctrinaria más perfecta si, a la hora de su 

aplicación práctica, por temor, desconocimiento o por preconceptos, el quantum 

indemnizatorio se traduce en una suma inepta para repararlo. Insistimos en que una 

indemnización simbólica es una burla para el damnificado y un motivo de 

enriquecimiento indebido para el responsable que el derecho no puede consentir” (48) . 

 RESPECTO DE LA ASIGNACIÓN DE LA CUOTA ALIMENTARIA A UNO SOLO 

DE LOS PROGENITORES DADA SU CAPACIDAD ECONÓMICA Y EL STATUS 

DE DESEMPLEADO DE LA OTRA. 

3.6 STC15175-2019 Radicación n.° 05001-22-10-000-2019-00175-01 M.P. AROLDO 
WILSON QUIROZ MONSALVO (Aprobado en sesión de seis de noviembre de dos mil 
diecinueve) Bogotá, D. C., seis (6) de noviembre de dos mil diecinueve (2019).  

ANTECEDENTES 1. El promotor del amparo reclamó la protección de sus garantías esenciales 
al debido proceso, vida digna y mínimo vital, presuntamente conculcadas por la sede judicial 
acusada al dictar sentencia en el juicio de fijación de cuota alimentaria instaurado en su 
contra.  

3.1. En efecto, para adoptar su decisión el juzgador previamente señaló que los problemas 
jurídicos a resolver se circunscribían a «determinar cuál será la cuota alimentaria definitiva 
que habrá de fijarse a la niña... Vega Martínez a cargo de su progenitor Carlos Mario...», así 
como a «la necesidad de encauzar el análisis... a partir de perspectiva de género», 
procediendo, luego, a justificar que daría este enfoque a su pronunciamiento porque: ...el 
estudio y la decisión de la problemática familiar hoy en Colombia o en cualquier otro lugar, 
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no puede dejar de lado los problemas de género. Relacionado con la orientación de género 
aparentemente... resultan evidente[s] categoría[s] sospechosas de discriminación y violencia 
económica padecidos por un mujer en el entorno de una relación de subordinación respecto 
de su pareja. Teniendo en cuenta que en esta demanda se expuso conforme al acervo 
probatorio que milita en los audios, circunstancias de violencia intrafamiliar y, en todo caso, 
los problemas... de violencia que aduce la demandante padeció con el demandado para el 
tiempo en que convivieron (…) tales circunstancias ameritan por este Despacho encauzar el 
análisis del asunto desde las garantías especificas propias de la perspectiva de género, 
relacionadas con 1. La cláusula de igualdad y no discriminación, donde la condición de la 
mujer es un factor dudoso de exclusión; 2. El derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia.; y 3. El debido proceso con enfoque de género. Después, explicitó de forma general 
cada una de las tres garantías específicas que allí anunció, apoyándose para ello en la 
«Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos y los 
Deberes del Hombre, la Convención Belén Do Para y la Convención sobre la “Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la mujer” -CEDAW», así como en la Constitución 
Política, la Ley 1257 de 2008 y la jurisprudencia constitucional (CC T338/18), reiterando que 
«la decisión... a adoptar se emitirá con un perspectiva de género» porque: ...conforme a lo 
probado y acreditado dentro del proceso, aparece claro que la relación de pareja que existió 
entre... Martínez Jaramillo y... Vega Cuartas se dio en el marco de subordinación que tenía la 
demandante frente al actor,(…). Entonces, para este juzgador, es claro que Carlos Mario..., 
utilizando su predominio, su poder económico, no solo conquistó sino que hizo terminar la 
relación que tenía para ese momento Viviana... con otra persona(…) de que Carlos Mario... 
ejerció violencia psicológica sobre su compañera y madre de su pequeña hija..., al asegurarle 
que si lo dejaba y, en todo caso, no volvía con él, le haría la vida más difícil desde el punto de 
vista económico. Situaciones estas que conllevaron a que Deisy Viviana... presentara 
denuncia por violencia intrafamiliar y, finalmente, tuviera que acudir ante la autoridad 
administrativa, Comisaría de Familia, en procura de que se le fijará la cuota alimentaria; (…) 

Entonces, vuelvo y repito, para este Juzgador es evidente que esta decisión habrá de tomarse 
también con un enfoque diferencial o enfoque de género, teniendo en cuenta que aparece 
plenamente acreditado la violencia psicológica, el maltrato verbal, que ha ejercido, o que 
ejerció, Carlos Mario... sobre su... excompañera sentimental, Deisy Viviana... Zanjado ese 
aspecto, pasó a ocuparse de lo tocante «con la cuota alimentaria que se peticiona», para lo 
cual aludió, en general, a las garantías prevalentes esenciales de los menores de edad, acorde 
con los artículos 44 y 45 de la Constitución Política, y específicamente, en cuanto a su derecho 
a los alimentos, de conformidad con el canon 24 de la Ley 1098 de 2006, reseñando que «el 
deber de asistencia alimentaria se establece sobre dos requisitos fundamentales: la 
necesidad del beneficiario y la capacidad del deudor». Continuó diciendo que en el caso 
concreto se acreditó la «existencia de un vínculo jurídico que conforme a la ley autorice a 
quien está interesado en ser el acreedor de los alimentos a exigir[los]», comoquiera que 
«milita prueba documental, registro civil de nacimiento, que da cuenta del vínculo que une a 
la menor... con el progenitor demandado»; así mismo, se demostró el «estado de necesidad 
del alimentario», en tanto que «la niña..., de escasos 16-17 meses de nacida, demuestra 
circunstancias que la hacen necesaria de fijar una cuota alimentaria definitiva a cargo de su 
progenitor...,(…). Superado ese tema, «con relación a la capacidad económica del 
alimentante», (…) se tiene que dicha situación bien pudo obedecer a maniobras fraudulentas 
de Carlos Mario..., tendientes a defraudar los intereses de... Martínez Jaramillo para efectos 
de fijar la cuota alimentaria que por ley debe sufragar a la pequeña Valery... Con fundamento 
en todas esas disquisiciones, de manera categórica el sentenciador arribó a las siguientes 
conclusiones: ...la cuota alimentaria que pretende la progenitora demandante en favor de su 
menor hija..., se ajusta a la realidad económica del progenitor demandado, habida cuenta que 
la prueba documental adosada, el interrogatorio de parte y el testimonio allegado a instancia 
de la parte actora, cuentan de la amplia capacidad económica que ha ostentado Carlos 
Mario..., quien ha efectuado múltiples acciones tendientes a evadir su responsabilidad 
parental, tal como se escucha en el mensaje de datos que equivocadamente envió a Deisy 
Viviana, en el que se advierte, de manera diáfana, una actuación dolosa por parte del 
accionado, tendiente, única y exclusivamente, a menoscabar los derechos de su menor hija... 
Por tanto, asistido... este Juzgador de la facultad consagrada en el artículo 176 del Código 
General del Proceso, acerca de la valoración en conjunto del acervo probatorio, de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, con fundamento en las pruebas arrimadas en el escrito de 
demanda, contestación, intervención de la demandante y... la practicada en el transcurso de 
esta diligencia, se da por demostrado que la menor... acredita circunstancias que la hacen 
merecedora de fijarle una cuota alimentaria definitiva a cargo de su progenitor...,(…). Por lo 
tanto, se hace viable la fijación de la cuota alimentaria en beneficio de la infante...,(…).que 
será sufragada, en su totalidad, por Carlos Mario..., teniendo en cuenta que la progenitora... 
Martínez Jaramillo no se encuentra laborando y que, como adujo y probó dentro del proceso, 
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se dedica es a la manutención de su menor hija. Se advierte que dicha cuota alimentaria será 
adicional a lo que... corresponde a la educación o mensualidad en el colegio donde se halla 
en este momento estudiando la niña..., precisando que en el evento en que se saque a la niña 
de este colegio, será obligación también del progenitor, suministrar la mensualidad de esta 
institución donde ingrese la pequeña... Por consiguiente, repito, para este Juzgador resulta 
justo, equitativo y con fundamento en la facultad que le asiste para fallar extra y ultrapetita, 
conforme al artículo 121 (sic) del Código General del Proceso, que será el progenitor... quien 
asumirá en un 100% la cuota alimentaria que, aduce la demandante, debe sufragarse y, en 
todo caso, genera su pequeña hija... 

 3.2. Bajo ese contexto es evidente la improcedencia del amparo en el caso concreto, 
comoquiera que las consideraciones y fundamentos de la decisión censurada, al margen de 
que se compartan, no resultan arbitrarios o caprichosos, tanto más cuando, contrario a lo 
aducido por el gestor, el sentenciador acusado, con una interpretación plausible del 
ordenamiento legal vigente y bajo el análisis conjunto de todo el material suasorio 
recolectado, concluyó que aquél no desvirtuó el monto de la exigencia alimentaria entablada 
en su contra ni la holgada situación económica que se le endilgó, sumado a que se halló 
demostrada su intención de «evadir su responsabilidad parental», motivos todos por los 
cuales el juzgador acusado encontró adecuado imponerle el pago del 100% de la obligación 
alimentaria; por lo cual tales disquisiciones no pueden ser desaprobadas de plano, «máxime 
si... no resulta[n] contrari[as] a la razón, es decir[,] si no está demostrado el defecto apuntado 
en la demanda, ya que con ello [se] desconocerían normas de orden público... y entraría [el 
juez constitucional] a la relación procesal a usurpar las funciones asignadas válidamente al 
[fallador ordinario]... para definir el conflicto de intereses» (CSJ STC, 11 en. 2005, rad. 1451). 

4. INSTITUCIONALES: RÉGIMEN ESPECIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA. FUERZAS 

ARMADAS MILITARES Y DE POLICÍA.: Pertinente para dar claridad acerca de los 

ingresos y beneficios económicos percibidos por el acá demandado en reconvención 

y por ende los montos y porcentajes sobre los cuales debe condenarse a restituir el 

acá demandado en reconvención a la sociedad conyugal, en los aspectos que 

conciernen y forman parte del haber de la sociedad conyugal, al tenor de las normas 

que los rigen. 

4.1 DECRETO 1212 DE 1990. Por el cual se reforma el estatuto del personal y suboficiales 
de la Policía Nacional 
 ARTICULO 68. Prima de actividad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio 
activo, tendrán derecho a una prima mensual de actividad, que será equivalente al treinta y tres por 
ciento (33%) del respectivo sueldo básico.  

  ARTICULO 69. Prima de servicio anual. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en 

servicio activo, tendrán derecho al pago de una prima equivalente al cincuenta por ciento (50%) de 

la totalidad de los haberes devengados en el mes de junio del respectivo año, la cual se pagará 

dentro de los quince (15) primeros días del mes de julio de cada año.  

    ARTICULO 70. Prima de navidad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo, tendrán derecho a recibir anualmente del Tesoro Público una prima de navidad, equivalente 

a la totalidad de los haberes devengados en el mes de noviembre del respectivo año, de acuerdo 

con su grado o cargo.  

  ARTICULO 71. Prima de antigüedad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, a partir 

de la fecha en que cumplan quince (15) y diez (10) años de servicio, respectivamente, tendrán 

derecho a una prima mensual que se liquidará sobre el sueldo básico, así: .    

(…)b. Suboficiales:  

  A los diez (10) años, el diez por ciento (19%0 y por cada año que exceda de los diez (10), el uno 

por ciento (1%) más.  

  ARTICULO 72. Prima de orden público. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en lugares donde se desarrollen operaciones policiales para restablecer el 

orden público, tendrán derecho a una prima mensual de orden público equivalente al veinticinco por 

ciento (25%) del sueldo básico. El Ministerio de Defensa Nacional determinará las zonas y 

condiciones en que debe pagarse esta prima.  

ARTICULO 80. Prima de instalación. Los oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo que sean trasladados o destinados en comisión permanente dentro del país y tengan por ello 

que cambiar de lugar de residencia, tendrán derecho, si fueren casados o viudos con hijos a su 

cargo, a una prima de instalación equivalente a un (1) mes de los haberes correspondientes a su 

grado.    
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Esta prima se reconocerá cuando el Oficial o Suboficial lleva a su familia al sitio al que haya sido 

trasladado. En casos especiales cuando las exigencias del servicio impidan el traslado de la familia 

a la nueva sede, se reconocerá dicha prima aun cuando el Oficial o Suboficial no efectúa el traslado 

de aquélla.  

  ARTICULO 82. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto los Oficiales y 

Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho al pago de un subsidio familiar 

que se liquidará mensualmente sobre el sueldo básico, así:    

a. Casados el treinta por ciento (30%), más los porcentajes a que se tenga derecho conforme al 

literal c. de este artículo.    

b. Viudos, con hijos habidos dentro del matrimonio por los que exista el derecho a devengarlo, el 

treinta por ciento (30%), más los porcentajes de que trata el literal c. Del presente artículo.  

  c. Por el primer hijo el cinco por ciento (5%) y un cuatro por ciento (4%) por cada uno de los demás, 

sin que se sobrepase por este concepto del diecisiete por ciento (17%).  

ARTICULO 87. Partida de alimentación. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en áreas donde se desarrollen operaciones especiales para restablecer el 

orden público o en aquellas otras específicamente determinadas por el Ministro de Defensa, tendrán 

derecho a recibir una partida diaria de alimentación igual a la establecida para los miembros de las 

Fuerzas Militares.  

ARTICULO 136. Anticipo de cesantía. A los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional se les 

podrá conceder anticipos de cesantía hasta por la totalidad del tiempo de servicio que acrediten en 

la fecha de la respectiva solicitud, previa comprobación de que su valor será invertido en la 

adquisición de lote de terreno o vivienda, o en la construcción, reparación o liberación de ésta.  

   

4.2 DECRETO 41 DE 1994 (enero 10). Por el cual se modifican las normas de carrera 

del personal de oficiales y suboficiales de la Policía Nacional y se dictan otras 

disposiciones 

ARTICULO 3º. Jerarquía. La jerarquía de los oficiales, suboficiales y personal del nivel ejecutivo de 

la Policía Nacional, para efectos de mando, régimen disciplinario, justicia penal militar, lo mismo que 

para todos los derechos y obligaciones consagrados en este estatuto, comprende los siguientes 

grados:  

  1. OFICIALES a) Oficiales Generales: - General - Mayor General - Brigadier General  

  b) Oficiales Superiores: - Coronel - Teniente Coronel - Mayor  

  c) Oficiales Subalternos: - Capitán - Teniente - Subteniente  

  2. SUBOFICIALES a) Sargento Mayor b) Sargento Primero c) Sargento Viceprimero d) Sargento 

Segundo e) Cabo Primero f) Cabo Segundo  

  3. NIVEL EJECUTIVO a) Comisario b) Subcomisario c) Intendente d) Subintendente e) Patrullero, 

Carabinero, Investigador según su especialidad. 

 
4.3 DECRETO 4443/2004 (Diciembre 31) Por medio del cual se fija el régimen 

pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública 

 Artículo 12. Pérdida de la condición de beneficiario. Se entiende que falta el cónyuge o compañero 
(a) permanente y por lo tanto se pierde el derecho a la pensión de sobrevivientes o a la sustitución 
de la asignación de retiro o de la pensión de invalidez, en cualquiera de las siguientes circunstancias, 
según el caso:12.1 Muerte real o presunta.12.2 Nulidad del matrimonio 12.3 Divorcio o disolución 
de la sociedad de hecho.12.4 Separación legal de cuerpos.12.5 Cuando lleven cinco (5) o más 
años de separación de hecho. 

 Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la pensión de 
sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía Nacional, se 
liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 

23.1 Oficiales, Suboficiales y Agentes  23.1.1 Sueldo básico. 23.1 2 Prima de actividad. 23.1.3 Prima 
de antigüedad. 23.1.4 Prima de academia superior 23.1.7 Subsidio familiar en el porcentaje que se 
encuentre reconocido a la fecha de retiro.. 23.1.9 Duodécima parte de la Prima de Navidad liquidada 
con los últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 23.2.1 
Sueldo básico. 23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 23.2.3 Subsidio de alimentación. 23.2.4 
Duodécima parte de la prima de servicio. 23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 23.2.6 
Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes percibidos a 
la fecha fiscal de retiro. 
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COMPETENCIA: 

Es suya señor Juez, toda vez que el proceso por el cual se formula la presente demanda de 

reconvención cursa en su despacho, y está contenida en el Articulo 371 C.G.P., y en el Artículo 22 

Ibídem, numerales 1, 3, 16, 22. 

 

PRUEBAS 

Solicito se sirva tener y hacer valer como pruebas las siguientes: 

a) Documental: 

1. Copia Historia Clínica JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ, donde se resalta 
la necesidad de atención Psicológica. 

2. Copia solicitud de beneficio de subsidio familiar en nombre de JUAN 

MIGUEL MADERA GÓMEZ, dirigida a Talento Humano Policía Nacional. 

3. Copia poderes para adelantar procesos tendientes a adquirir vivienda 

y acceder a crédito hipotecario para el mismo fin, otorgados a mi 

prohijada por el acá demandado en reconvención, aportados como 
prueba de la compra de dicha vivienda,  la cual el último dolosamente 

oculta en escrito de demanda de divorcio contencioso.  

4. Copia Certificado de Tradición y libertad propiedad con Matrícula 
InmobiliariaNo.01N-5236221 del Circulo Registral de Medellín y de Licencia de 
Tránsito No. 10010053647 correspondiente a  motocicleta de placas JDZ11D. 

5. Copias Transferencias de dinero efectuadas por el Sr. JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA a cuenta de mí prohijada  desde fecha Octubre 27/2019 a Marzo 
28/2020. 

6. Copia de los contratos de arrendamiento de los inmuebles comprados y que 
hacen parte de los bienes sociales de la sociedad conyugal, dejando de 
antemano constancia que el que se aporta como correspondiente al tercer piso 
figura a nombre de un tercero, que era el arrendador al momento de adquirir los 
acá inmersos en la Litis la propiedad. 

7. Copias citaciones a audiencia de conciliación ante comisarías de familia y 
constancia de no acuerdo conciliatorio. 

8. Copia constancia crédito con COOPERATIVA FINANCIERA JOHN F 

KENNEDY a nombre de mi prohijada. 

9. Copia constancia deudas adquiridas para pagar el crédito con dicha 
cooperativa y complementar el sustento para mi prohijada y el hijo 

común de la pareja. 

10. Copias fotografías de la pareja a fecha Enero 1/2018, en compañía de 
la familia. 

11. Copias de fotografías de la propiedad adquirida por la pareja. 

12. Copia de derecho de petición a Policía Nacional solicitando información 
acerca de ingresos percibidos por el Sr. JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, y negativa de dicha institución a brindarla. 

b) Testimonial: En caso de oposición solicito se sirva citar y hacer comparecer a su 
despacho a las siguientes personas para que declaren sobre las condiciones de 
marginalidad y violencia psicológica y económica a las cuales el señor MADERA 
ORTEGA ha sometido a mi prohijada, a la señora MAIBY NATALIA GÓMEZ, quien 
se identifica con C.C. 43.976.643, ubicada en la Cra. 73B, No. 97-98 y Cel. 
3016282787; y el señor RUBÉN DARÍO GÓMEZ ARANGO, identificado con C.C. 
70.782.423, ubicado en la Cra. 26EE, No. 37-17 y cel. 3045598142, quienes por su 
grado de consanguinidad y cercanía afectiva con mi prohijada, han sido testigos de 
excepción y confidentes de dichas circunstancias, y proveedores de ayudas 
económicas y afectivas para ella. 
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          c) Interrogatorio de parte: Solicito se sirva citar y hacer comparecer a su despacho al 
demandante en el proceso de Divorcio de matrimonio civil, Sr. JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA para que conteste al interrogatorio que personalmente o por escrito le formularé, 
en fecha por su despacho fijada. 

 

 

SOLICITUD DE PRUEBAS:  

Toda vez que en fecha Febrero 07/2020, mi prohijada radicó Derecho de Petición 

ante la Policía Nacional solicitando se le brindara información y documentación 

sobre los ingresos de su esposo, a fin de poseer dicha información para ser 

presentada en audiencia de conciliación donde se pretendía  intentar llegar a 
acuerdo conciliatorio de alimentos para el menor JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ, 

hijo común de la pareja, y tras recibir contestación negativa de la entidad 

peticionada en fecha Febrero 13/2020, se solicita comedidamente al despacho 
se requiera a la Policía Nacional Seccional Antioquia  a quien funcionalmente 

corresponda brindar dicha información, para que aporte las pruebas solicitadas, 

a fin de poder establecer con claridad y exactitud los ingresos reales del acá 
demandado en reconvención, para poder así determinar los montos que al tenor 

de nuestra legislación el mismo deba aportar, tanto para la liquidación y 

disolución de la sociedad conyugal, como para permitir el debido acceso a los 

derechos del  hijo menor de edad de la pareja, acorde a las condenas 
peticionadas en la presente demanda de reconvención y que a bien tenga dentro 

de los lineamientos legales conceder su despacho. 

En igual sentido, y toda vez que en el BBVA no se le dispensó a mi prohijada 
información acerca de los montos del crédito hipotecario concedido en el año 

2018 al señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA para poder acceder a la compra 
del bien inmueble con Matrícula Inmobiliaria No.01N-5236221 del Circulo Registral de 
Medellín, Y que fuese adquirido en vigencia de la sociedad conyugal, se solicita al despacho 
se le ordene al señor MADERA ORTEGA aportar la constancia de dicho saldo, necesario 
para determinar los créditos que afectan a la sociedad conyugal, para efectos de su 
disolución y liquidación.. 

 

ANEXOS 

a) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
b) Copia de la demanda de reconvención para el archivo del juzgado. 
c) Copia de la demanda con los respectivos anexos para el traslado al demandado. 
d) Poder debidamente constituido. 
e) Copia de mi C.C 
f) Copia de mi T.P. 

 

NOTIFICACIONES: 

 

El Suscrito: Las recibirá en su despacho judicial,  y en la carrera 38. #67-101 de Medellín. 

Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandante en reconvención: En la carrera 38. #67-101 de Medellín. Cel. 3163047119. 

E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandado en reconvención: En la Carrera 51B, #88A 41. Edificio Cañaveral. Medellín. 

Cel. 3202350454. E-mail: juanmadera1682@gmail.com. 

 

 

 

 

mailto:jairo642004@hotmail.com
mailto:jairo642004@hotmail.com
mailto:juanmadera1682@gmail.com


                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 

48 

 

 

 

De Usted, 

Señor Juez, 

Atte. 

 

JHON JAIRO PATIÑO Z. 

C.C. 71.642.040 de Medellín. 

T.P. 303.562 C.S.J. 
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Señor 

JUEZ  DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  
E.         S.         D. 

 

               

REF. EXPEDIENTE RADICADO NO. 2020-00120-00. 

 

ASUNTO: DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

 
DEMANDANTE: JENNIFER GÓMEZ. 

 DEMANDADO: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

 

INVENTARIO DE BIENES Y AVALÚOS: 

 SOCIEDAD CONYUGAL CONSTITUIDA POR JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA Y JENNIFER GÓMEZ EN RAZÓN Y VIRTUD DE SU MATRIMONIO. 

ACTIVOS: 

1. Dos apartamentos ubicados en la Carrera 51B, No. 88 A-41 de la nomenclatura de 

la ciudad de Medellín,  identificados con Matrícula Inmobiliaria Nro. 01N-5236221, y 

protocolizada mediante Escritura Pública No. 654 de la Notaria Diecinueve del 

Círculo Registral de Medellín, de fecha 16/02/2018, con un costo a fecha de 

adquisición de  $130.000.000, del cual no se ha realizado avalúo que lo actualice 

al valor actual del mercado inmobiliario. 

TOTAL ACTIVO 1:                                                                              $130.000.000.    

2. Muebles y enseres de uso doméstico comprendidos por 1 Nevera, 1 

Televisor, 1 lavadora, 1 Cama, 1Juego de muebles de sala y Artículos 

varios                                                                                          $  2.300.000. 

3. Motocicleta marca AKT, CILINDRADA: 124 c.c., placa JDZ11D, Modelo 

2014, Licencia de tránsito No. 10010053647                            $ 2.400.000. 

PARCIAL ACTIVOS:                                                                $134.700.000.                                                                  

4. Los montos a compensar por parte del señor JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA por concepto de primas, vacaciones, ajustes de cuotas alimentarias, 

dineros recaudados por concepto de arriendo de apartamentos, frutos civiles de los 

mismos y porcentajes de pensiones y cesantías acumulados a fecha de decreto y 

sentencia de divorcio, multas, sanciones, y demás dineros que al mismo se condene 

al arriba citado a compensar a la sociedad conyugal mediante la sentencia que 

ponga fin al presente proceso, adicionadas por los montos que Ultra y 

EXTRAPETITA -.si se llegaren a decretar- su despacho se digne establecer. 

PASIVOS: 
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1. Crédito No. 007-002-0051344-7, contraída por mi prohijada con la COOPERATIVA 

FINANCIERA JHON F. KENNEDY, con monto de deuda actual de                   .                                                                                                             

$  5.207.228.               

2. Créditos adicionales con garantía en letras de cambio, por valor de                                                                                   

.                                                                                                              $  5.000.000. 

TOTAL PASIVOS:                                                                                 $10.207.228.   

 

NOTA: En razón que algunos de los activos son cifras al momento 

indeterminadas-toda vez que en ellos debe incluirse los montos a compensar 

al haber de la sociedad conyugal por parte del señor JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA en razón de los montos a que sea condenado a restituir a dicha 

sociedad por los diferentes rubros y cantidades que su excelencia se sirva 

determinar-, el quantum de activos no fue totalizado (aun cuando se ofrece el 

monto parcial de los mismos, según cálculos ponderados y que obedecen al 

estado de uso y conservación de los bienes inventariados, aportados por mi 

prohijada, sin que de ellos se pueda aportar una experticia pericial, avalada 

por profesional, que de ser solicitada por el despacho o la contraparte de la 

Litis deberá realizarse, y la valoración expresada respecto al bien inmueble 

corresponde al valor de su costo al momento de su adquisición por la pareja.), 

como si se hizo con los pasivos, de los que si se tiene un monto contable 

establecido.  En igual sentido y por idénticas razones, no se aporta ítems y 

forma de adjudicación de la liquidación del haber de la sociedad conyugal.    

Por tanto, y consecuencialmente con lo acá expresado, los montos definitivos 

del haber de la sociedad conyugal y las adjudicaciones que de los mismos se 

generen y ordenen mediante la Sentencia que ponga fin al presente proceso, 

han, necesariamente, que establecerse y definirse, acorde con los hechos 

probados, declaraciones, decisiones y condenas que en el mismo proceso se 

establezcan.     

 

NOTIFICACIONES: 

 

El Suscrito: Las recibirá en su despacho judicial,  y en la carrera 38. #67-101 de Medellín. 

Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandante en reconvención: En la carrera 38. #67-101 de Medellín. Cel. 3163047119. 

E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandado en reconvención: En la Carrera 51B, #88A 41. Edificio Cañaveral. Medellín. 
Cel. 3202350454. E-mail: juanmadera1682@gmail.com. 

 

 

De Usted, 

Señor Juez, 

Atte. 

 

JHON JAIRO PATIÑO Z. 

C.C. 71.642.040 de Medellín. 

mailto:jairo642004@hotmail.com
mailto:jairo642004@hotmail.com
mailto:juanmadera1682@gmail.com
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T.P. 303.562 C.S.J. 
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HISTORIA CLÍNICA

ID€TIf¡FICACIOII

llro. HC

1025899707

TP.IDE NñCA
REG. CIVIL

tlro, IDENTFICA

10258e9707

Í{OMBRES Y APELL¡DO8

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

SEXO FECHA NAC

MASCULINO ml 12105

}UAORO OE,SCRIT VALORACION POR

EVE IO 20

fccH^ co¡sutT^
2018^)8/30 07:42:01a.m.

Ílo, ttc F¡SICA

1025099707 PF 00

TIPO COXSULIA oRt6Et{ coi{sul.ta
INOEF¡NIOO

¡ltaBffo I c¡uoao
AMBrrLAToRro Cxvrcroo{nxl

I OOUIa)

E5t
ESPIM CLINICA REGIONAL VALLE DE
ABURRA

i{ro, tDE¡ÍF¡CAC¡Ot¡ iaol.aRE§ Y aPEtt¡rxr§

AÑA INES FAILACH
NAVARRO

E§PEC!AL¡DAD

PÉOIATRIA

SU'ESPECiALIDA¡I

PEDIATRIA

Évolrrcróf| 1 - car.A rúio. - rEcña EvolrrcrÓfl 2olstosl3o o7t4ztoLa,ñ.

I FORIiIACIOT DEL }IED¡CO
f¡po rltEñtlflcactot{

DtacNOSTlCOS

CEDULA CIUD. 22790902

¡r¡¡iÍ{Esls rioüyo co suLTA

C::: MADRE REFIERE OUE ASISTE A CONTROL -
AORE REFIERE OUE LE DIERON UNA CARTA OEL' COLEGIO' POR QUE NO LE PUEOEN DECIR OUE fuO' . QUE NO ACA INDICACIONES. PERO EN
\ CA§A, SE RELACIONA CON LOS OfROS N¡@S, QUE EN OCA§Oi|ES JUEGA BRUSCO. I

I

(.SISTEMAS::: NIEGA 
I

TiIAfIIIIESIS - EIIFER¡IEDAD ACTUAL I

PERSONALES::PATOLOGTCOS:;:N|EGA-ALERGIAS:::N|EGA-VACUNASCOMPTETASALAaOOOI-rO"",-'-*(-)-FXG)-ESCOLARTZADO

I
I

FAMIUARES::: NIEGA I

I

:SO:: 22 KG -TALLA:::119CM- FR23- FC S1- I
RL: NORMAL I

P:: BUENA ENTRAOA DE AIRE, NO SOPLOS I
IDOMEN::. BLANDO, NO MEGALIAS I
{c::: GLASGOW f5/f5 - NO ATTERACTONES DEL SENSORIO - FUERZA 5/5 - ACATA TNDTCACTONES, 

f.¡TERRELACTONA 
CON JUEGOS- NO E§TA

PERCTNEÍTCO 
I

{¡ !::: PEso/fAtLA +t oE §E DAN REcoMENoActoNEsoE ALtMENTActoN, pAUTAs DE 
"*,*rf. "o*r,oa*o 

coN pstcoloctA FoRfALEcER
\U!..j OE CR¡ANZA. ÍRABAJAR FRUSTACION. SIN EMBARGO NO HAY OAÍOS CLINICOS DE ASPEREER _

AiIAMNESIS I

F¡nal¡dad do ta consulta ALfERACIoNES MENOR DE lO A?OS 
I

Causa Elema ENFERMEoAD GENEMf, 
|

Prognma - |

ONDUCTAS ORDEI{ES DE MEDICAMEÍi¡TOS MEDICAMENTOS AMBULAÍ ORIA

Ooacripclón Ooal¡ G.nlidad Autor¡¿áció¡

ALBENDAZOLE 1 OOMGYsML X 20 ML
SUSPENSIOTV2GML DAR 5 CC CADA I2HORAS

POR2O|AS-VO
NO,REQ, ALTT,

RESPUE§TA IÍ'IIERCONSULTA

Eslrdo lrferconsulta CERRADA

EOAO ACTUAL



e.§
rECHA DE

IT.tPRESIó
20 Novaernbre 2019

Folio No. 29 da 52

DIRECCÉN DE SANIDAD

HISTORIA CLÍNICA

IDENTIFICACION

TP.IDE IFIGA
RE6. CIVIL

NO ARES Y APELLEOS
JUAN MIGUEL MADERÁ GOMEZ

E\rE ro 21

fccía col{su(la
201E/08/30 08:33:096.m.

llo. llc EISICA

1025899707 PF 00

f¡to coisul'¡a OR¡6EI{ COf,SULTA
INDEFINIDO

axlrro I c¡uo^D
AMBULATORTo fWeeOOleunI ooula)

E§P

ESPIM CL¡NICA REGIONAL VALLE DE
ABURRA

T¡FO tDGltr¡FtCAC¡Or

cEouLA ctuo.
TOI'I¡ES Y APELI:¡DOS

OIANA LUCIA PEREZ
GALLEGO

E'PECIAUDAD

SALUO MENIAL

SUBE§PEC¡ALIDAO

PSICOLOGIA43753509

CauÉe Extamá

Progr¡ma

DIAGI{O§nCOS

ENFERMEDAD GENERAL

FvoLUOó¡{ 1 - CA,IA rc. - rtCHA EVOLUCTpX 2018/08/30 O8:33:O9a.rn.

¡llFORi.lAcIOf{ DE¡- llEOtCO

fraHf{Es¡s iaoTrvo coNsuLTA 
I

I

/O DE CONSULTA: 1,/ALORACION' 
l

\crENTE QUE ASTSÍE EN COMPAQTA DE LA MADRE , LA SEOORA JENIFER GOMEZ, VIENE PARA VA+RACTON lNlClAL.

I

I{AHIIESIS . EÍ{FERMEDAD ACruAL

FORMACION GENERAL: ITASCUUNO OE 4 AOOS, ESTUDTANTE DE JARDIN: BUEN COM|ENZO. VIVE 4N EL BARRIO LA FLORESTA MEDEIIN CALLE
I BB N 95 - 40 APfo,l08 TEL: 5837025, CON tA i,lADRE, HUO UNICO. UN HERMANO MAYOR POR PARrE DEL PADRE.

\ORES SEPARADOS DESDE HACE VARIOS M€SES.

- I-AU¡IE I.^I'UIIA EI'{ U 
I

JENTE OE INFORMACION : QUIEN PROVEE DE INFORMACIOñ EN LA CONSULTA ES LA IVADRE oEL tACIENTE.
{TECEOENIE PERSOML : NO PRESENÍA ANTECEDENTE MEDICO Y/o OUIRURGICO O€ IMPORTANPIA

'IIEGALA MAORE SER VICTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO-
{tEcA LA MADRE SER V|CT|MAS DEL i

AI{AUNES|S i

Flnal¡dad de la conlulta

ondusta3 - lnterco¡sultaa / Remblonca

lndlcácionos

,ACIENTE ATENDIDO EN PSICOLOGIA:

'IORA DE INGRE§O: B:30AM

IORA DE SALIDA: 9:004M

)ACIENTE

RESPUESÍA INIERCONSULTA

E6tado lnterconsulta

ASISTE A CONSULTA DE PSICOLOGICA.

Nro. HC

1025899707

SEXO FECHA ¡IAC

MASCULTNO 2013t\2to5

EOAD ACTUAL
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DIRECGIÓN DE SAN¡DAD

HISTORI,A CÚNICA

FECHA DE
ITiPRESIóN

20 Novlembre 2019

Folio No. 33 de 52

tDEi{Í¡FICACIOII
]{ro. llo fP. tDEr{fFlcA t{ro. loEltfl FICA sExo FECHA NAC EOAD ACIUAL

5.¡.?os 11 Mes--s 15 O¡:s

NOMARES Y APELLIDOS

ftcB^aoisulta f¡¡ocoautTA
2018r'l 1ll3 0521:lsp.m

llor HC f¡¡¡CA
1025a89707 PF 00

E
¡IFO¡TACIOI' DEL }IEDICO

tlm rpElf¡r¡cactoll
CEDULA CIUD,

ANA T{ESIS

Finalidad de la consulta

Causa Extama

Programa

DIAGNO§TICOS

ORIGE¡ OOflSULfA
INDEFINIOO

,rre, IDEl{'¡F¡CAc]TOll llOii¡RES Y APEIL¡DOS

731W28 FERMNDO ENRIQUE
HOYOS CARDENAS

ALfERACIONES MENOR DE 10 A?OS

ofRA

At{EfTO CIUOAO ESP

AMBULATORTO STNCELEJO(SUC ESPABCOMANOOSUCRE
RE)

ESPECIAIIOAD

SAIUD MENfAL

.A Atrrc. **'***"* _ FEC¡I CVOLT C¡p¡t ZO:rA/,t¡l3 OS:21,1Sp.m,

SUBESPECIAL¡DAO

PSICOLOGIA

¡r|Arl¡{ES¡S HOIIVO CONSULTA

- JO ES MUY HTPERACTTVO Y NO SE COMO CONTROLARLG'ABUELA DEL NIQO.. 
I

NAT,INESIS - Ef{FEn TEDAD ACÍUAL 
I

\CIENTE OE EDAO ÍEMPRAM EN PROCESO ADAPTATIVO DE FORMACION, PROCLIVE AL DESARRdLLO DE APEGO AMBIVAIENTE. CoN
:CESIDADES AFECfIVAS APARENTEMENTE PRODUoIDAS PoR UNA SEPAMCION TRREGULAR ENTTE sus pADREs LOS cUALEs MANEJAN uNA
)NExloN olsFUNcloNAL coN BAS€S PAToLoGlcAs, QUE HAN GENERADo tA Fotlr«¡ActoN DE uil REpERToRto coNDUcTUAL oEFtNlDo poR
IAGRESION Y LA INSEGURIDAD, ACTUALMENTE EL NIQO VIVE EN COMPAQIA DE SU ABUELA PATEhNA OUIEN LE PROVEE DE AMPARo Y
ioTEcroN ESPERAN UN PROT.TTC r,rOLDEArilENrO EN LAS COi'IDUCTAS DE LOS PROGENTTCRES +RO NO SE r-¡t REGTSTRACO N['lcUN CAt,lBtO
fNSIDERABLE DESDE LA VENIDA DEL NIQOA SU HOGAR, SE CITA NUEVAMENTE A CONSULTA PO8 PSICOLOGIA PARA DESARROLLAR
\AILIOADES OE FORTALECIMIENTO EN FIGUR,AS SEUDOPARENTALES Y SE RECOMIENOA ESTAaLÉoER CANALES co¡.IUNIcAfIVoS
JNCIONAIES ENTRE LOS PADRES Y EL NIOO BAJO UN ENFOOUE DE INTERACCION SISfEMICA, SE hACEN INTENTOS PARA mMUNfcARSE coN
- PAORE DEL NIOO PERO RESULfA IMPOSIBLE,

FECITA COIiSULfA f¡PO CO|{SULT
2O1Ah1n7 10:06:l6e.m

io. itc FtsIC

1025899707 PF óO

oRl6Eti¡ coÍsuLTA
INDEFINIOO

A"B¡ÍO CIUOAO ESP
AMBULATORIO SINCELEJO(SUC ESPABCOMANDOSUCRE

RE)

EYt t UC¡ó 1 - at /t ¡b, "'***i*r - ¡¡¿¡¡ ¡y'gurqFó 207g111127 10:06:16r.8r.

INFOR,I¡IACIOIt DEL I'EDICO
TIPO IDE ¡¡FICACTO¡I

CEDULA CIUD.

iro. IDEt.flE¡cAqfOtl tlOHgRE§ Y APElLlrroS

1067888449 SANDRA VILLALOBOS
MESTRA

E§PAC¡AI¡DAO

SALUO MENTAL

§U'ESPIc¡ALIDAO

PStCOLOGTA

NA T.ESIS LOTTVO OONSULTA 
i

S MUY INOUIETO Y NO ME QUIERE HACER CASO" i

NAII ES¡S . E,{FERÍIIEDAD ACTUAL 
I
I

\CIENTE MASCULINO DE 4 AOOS DE EDAD QUE INGRESAA CONSULTA EN COMPAOMA OE SU ABÜELA PATERNA QUIEN REFIERE EL MofIVo DE
)NSULÍA. EL MENOR NO ACATA A LOS LLAMADOS OUE SE REALTZA, MUESTRA BAJA TOLERANCT4 A LA FRUSTRACTSN y POCO TIEMPO OE
¡PERA DURANTE LACONSULfA LLORA CONSTANTEMENTE LA ABUELA LE PEGA CON LA MANO Sq LE PIDE OUE RESPIRE PROfUNDO Y TRATAR
: EXPLICARLE AL MENOR OUE SE ENCUENTMN HACIENDO EN t.A. CONSULTA. EL MENOR GRITAf CONTINUA LLORANDO,
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DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLÍNICA

IDEI{TIFICACION

ll¡o. HC lP, tDE[fiFtcA ro. tDEt{ltFtca SEXO FECHA ACi{OI'IERES Y APELLIDOS

)6 PAORES DEL MENOR SE ENCUENTRA SEPARADO HACE 6 MESES LA MADRE DEL MENOR TRAB,A,fA EN MEOELLMN Y EL PADRE EN LA ZONA OE
,.ABA. NC SE EVIDENCIA PAUTAS ADECUAOAS Y RESPETUOSAS DE CRIANZA CON EL ME¡ICR. EL },,IENCR TIA I'N4DC CA.IJBIOS DE VIV¡ENDA Y DE
GURAS DE AUTORTDAD DESDE SU MADRES y SUS DOS ABUELA§. 

I

I
I

: LE ptDE A LA ABUETA DEL MENOR DIALOGAR CON LOS PAOR€S DeL MENOR Y OUE ESTOS PUEO+N ASTSTTR A CONSULTA PARA QUE
)NOzCAN EL ESIADO EN QUE SE ENCUENfM EL MENOR YA OUE ES DE RESPOÑSAAILIDAD OE LOS PADRES LA SALUD MENTAL Y FMSICA DE

IS MENORES, I

I

\ABUELA REFTERE'ES QUE yO A EL LE pEcO POROUE PARA OUE MAS O MENOS ME HAGA CASO YO SE OUE ÍOSO ESO DE OUE LOS PAORES
I LO TENGAN ESLó OUE LO ESTA AFECTANDO A rL'. 

I

I

_ MENOR CUANDO LA ABUELA LE VA A TOCAR EL ROSTRO SE ASUSTA Y LA RECHMA CON APARET1TE MIEOO, SE LE ORIENTAA LA ABUELA DE

;A REACCISN DEL MENOR OUE ES DADA A tA FORMA DE CORRECCTSN OE CONDUCTA QUE TMPARTE.

IOGRAMA CITA DE CONTROL i

ANAi¡INESIS

Finalldad do la conaulte

Cauaa Externa

Programa

DiAG OSflCOS

ATTERACIONES MENOR OE 10 A?OS

OTRA

FECHA COI{SULTA ÍIPO CONSULfA ORIGEN CONSUL'A AüAffO C¡UDAD ESP

I{O. H! TISTCA RE)

1025899707 PF OO

arollrc¡ó[ I - crIA,taro. *..¡,¡¡r,]*,r* - ¡tcxa Et ol-u+óil zolgtrzlLg 08r16!23a.m,

IñFORT'ACIOÍ{ DEL TiEDICO

T

TIiO tDliTlFIC¡'C¡Oll
CEDULA CIUD.

\LANCEADA

Ar{A t{EStS
Finalidad de la consulta

Causa Extema

Programa

¡ro. ¡DE ttF¡CAcloll lto¡tlRE§ Y arEl.¡Dos ESPEqIALIDAD

MEDICINA GENERAL

6UBE§'ICIAIIDAO

MEDICINAGENERAL85083532 WLLTAM JACI{TO
ANDMDE MEZA

NA¡rlI{Ests MoTIvo collsulTA 
I

)NTROL OE CRECTMTENfO y O€SARROLLO 
I

I

¡lA¡ttIlÉS¡li - EÍTFERI.IEDAD ACTUAL 
I

\crENTE ACUDE PARA CONTROL DE CRECTME|TNO Y OESARROLLO EN CONPAQIA OE SU ABUEL4 PATERNA

\NY ORfEGA RESIDENTE EN EL CORREGIMEINTO EL MA'ÚON OE COROZA TELEFONO 3123605378 CON VACUNAS P@RA LA EOAD ALIMENTACION

ALTEMGIONES MENOR DE 1O A?OS

OTRA

Eramen Flsico

[ 
üodid¡3 ^rtDpoÍ'*" ----l_]]l

EDAD ACfUAL

- co¡sanral Yr¡toel-*;J#fi'-:-t
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DIRECCIÓN DE SAN

HISTORIA CLÍNICA

SE)(O FECHA¡IAC EDAI' ACTUAI.

MA§CULINO 2O\A1ZOS 5 A?oa 11 M.61§ oÉs

- mmHg.

80 x.m¡n

17 x.min

- mfñHg.

37 "C

Perlñeto Cefál¡co - Cms,

Perlmeto Toiác¡co - Cms,

Pelmétro Abd o c¡nturE - Cms.

Polrnefooedera - Cm6.

Rdsdón Clnürá/Cad€re - Cms.

Superficis Corporsl ,91

Presión Arl€rial

Pr6§lón de Pulso

Teñperaturá

Tsrriperáturá

t¡ro. HC

1025499707

lP.lDE$nnCA xro. lDE {TlFlCA
REG, CIVIL 1025899707

iIOflBRES Y APELTDOS

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

P¡..íoñ Art rial

Ub¡cación

futémb.o Sup- Derccho

Mismbro Sup. lzquierdo

M¡€mbro lni lzquierdo

Exam6n Físico - Valioraclón

Estado General
Estado Hidratación
Esiado de Glasgow
Estado Respiratorio

Esiado de Concienc¡a

BUENO

HIDRAÍAOO

NORMAL: Glasgow 15/'15

SIN SDR

Al6rta

Gen¡tal
Pubarqu¡a
Telárquia

Examen Fís¡co . valor¿c¡ón

DIAGNOSTICOS

OITDUCTAS ORDENES DE MEDICAMENTOS . TiEDICAIIIENTOS AMBULATORB

OÉcrlpción

¡DE¡{?¡FICACIO

lndlc. ToblbrBráro

Poslción lsistoficá Diastóllcs

sontadol--mmHg.
Decúbito



N.o. HC

FECRA CONSUITA
20181 12120 U:24123p.m.

¡o. HC IlSIaA

1 025899707 PF O0

TIPIO IDENÍI¡¡CAC¡O

CEDULA CIUD.

IOE¡{fIFICACIOT{

TP. IDEI{TIñCA Nro. lDEt{flFlCA NOTIBRES Y APELLDOA

I]lFORllACIOI' DEL llEOICO

YIPO CO¡3ULIA oitcÉ¡r col{§ulfa
INDEFINIDO

AfBÍO
AMBULATORIO

ltatlro
AMBULATORIO

i|AI |ESIS ¡|OTM CO SULTA

. ¿AOA TTORA EXTRAOA A LOS PAORES

NAI,INESIS - E TERi,IEDAD ACTUAL

- MENOR DE EOAD ASISTE A LA CON§ULfA POR P'SICOLOGIA EN COMPAQIA DE SU ABUELA MA
CARGO DEL PACIENTE.

JS PAORES, SE LE BRINDAN LAS TECNICAS PARA EL I\¡ANEJO DE LAS PATALETAS. SE REALIZA LA
AS CERCA DE SUS PADRES. D€ ÍATFORMA OIjE EL PIIEDA COMPARÍIR CON ELLOS.

AI{AMNESIg
Final¡dad de la con$ultá

t¡Po oo¡tst rt o¡tcEa{ oo¡sulfa
INDEFINIDO

CIUDAD
SINcELEJO(SUC

ESP
ESPAB COMANDO SUCRE

SU¡E§PEC¡ALIDAD

PS¡COLOGIA

5U'ESPAC¡^f¡DAD

PSICOLOGIA

¡r¡r5-tDErfttF¡caq¡ot't ¡{oxlRE¡YAPELllDos
1102806489 ESPRIELLA MARTINEZ ANA

PAOLA DE LA

ENFERMEOAD GÉNERAL

OUIEN ES ALA PERSONA ACTUALMENTE

\ BAUETA REFIERE OUE EL MENOR VIVIA EN LA CIUDAD DE MEOELLIN CERCA DEL TRABAJO DE LA OEL MENOR CON SU ABUELA
\TERNA PERO OEBIDO A QUE LA ABUELA PATERNA FAILECIO, LKO ÍRASLAOARON AL EL MAI¡ON EN SUCRE, fENIENOO

\NTO SE LE ORIEfA SOBRE AL IMPORÍANCIA OE LAS DEMOSTRACIONES DE CARIOO OEAIOO A OUE SE ENCONTRA ALEJADO DE
DE MANTENERAL MENOR

Cau3a Extgma

Programa

DTAGXO§IlCO9

FECHA Cq¡í'LfA
20181 12121 O2149:45p.rn.

ii.r. iic ;¡S¡CÁ

1025899707 PF 00

INFORüACION DEI XEDICO

cEouLA ctuo.
ta.!r rDEl'al¡FtCACTOII

1102800489

iaoratÉli Y 
^PEf1rDo6

ESPRIELLA MARTINEZ ANA
PAOLÁ OE LA

CSPBqI T¡DAD

SALUD MENfAL

rlai¡llrEsls (,rl.vo c(,ltsu¡-l a
ASI§TENCIA

,IAIIÍ{E§¡§ . EI{FERIIEDAD ACTUAL

JISTENCIA

ANAIINESIS
Final¡dad dc la consulta

Causa Extema ENFERMEDAO GENERAL

FECHA DE
¡l.,lPREsróN

20 ¡loviembre 2019

Fol¡o No. 36 de 52

SEXO FECHA iIAC EOAD ACTUAL

ISPÉCIALIDAD

SALUD MENTAL



FECHA DE
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20 Noviemb.e 2019
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DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLINICA

a{ro- HC

1025899707

¡DE IIFICICIO
fP. IDENTIFICA

REG. CIVIL

I{OIIBRES Y APELUOOE

JUAN MIGUEL MAOERA GOMEZ

Estado General
Estado Hidratación
Estado de Glasgow
Estado Respiratorio
Estado de Conciencia

ACEPTASLE

HIDMfADO

stN soR

;fanner

Gen¡tal

I Pubarquia - |

I telarquia - I

Observac¡onos 
I

NO SE HALLAN ALTERACIONES AL MOMENTO DEL EXAMEN FISICO. I

REFTERE LA ABUELA QUE SE ENCUENTRA EN SEGUTMTENTO POR PSTCOLOGTA tOR SEPAMCTON RECTENTE DE
SUMAMA. i

DTAG OSTTCOS

onductar - Ord. d! Sorviclo

frpo de fr€ri
No. Ord€n

Prá§aclón:

D$cripción:

TABORAÍORIO

,901007802 Prioridad: NORMAL

fi??1o C.nri.ltrl f 
I

HEMOGRAMA ¡V IHEMOGLOB|NA, HEMATOCR|TO, RECUENTO DE ER|TEOC|TOS. tND|CES ER|ÍROC|TARTOS,
LEUCOGMMA, RECUENfO OE PLAQUETAS, INDICES PLAOUETARIGS YIMORFOLOGTA ELECTRONICA E

HrsrocRAMAl METoDo AUToMATtco+ f

Dáos Cl¡nicos de lmportánciar

Pdoridad: NORMAL

ONDUCTAS OROEI{ES DE MED¡CATIENTOS MED¡CAME'OS AIIIBULATORIA

FECHA COÍI§UITA TIPO COÑSUI-IA ORTGEN COITSULfA
?0191C1rC3 11 13r5k.m .= lllOEFll'JIDO

no. Hc Fls¡ca

1025899707 PF 0O

EVOIUCIóX 1 - OU¡A e*'.**.**r
IIIFORHACIO'I OEL MEOICO

axlrlo J c¡uoaD EsP

I RE)

CEDULA CIUD-

l{re, ¡DE Í¡FICACIOI{ iOiaERE§ Y ApElltDO§

1102806489 ESPRIELTA MARÍINEZ ANA
PAOLA DE LA

§SPIC¡AI¡DAD

SALUD MENTAL

§UEEs'ECIALIOAD

PSICOLOGI,A

NA!|[{ES¡S riOTM CO SULTA i
I

ATA C¡NTROL CON PSICOLOGI,A 
I
I

IIA}I'IESIS . EIIFERMEDAD A6UAL I

I

\clENTE ASTSTE EN COMPAOTA DE LA ABUELTTAQUIEN REFTERE MEJORTAS EN EL MENOR OE E+D OUTEN SE ENCUENTRA CONVTVTENDO CON
\ ABUELA !.IAÍERNA DEEIDO A OUE SUS PAORES SE ENCUEÑTRAN TRABA"'ANDO POR FUERA Oq LA CIUOAD.
L MENOR DE EDAD ASISTE A LA COI,TSULTA OEBUEN ESfAOO DEANIMO, ORTENTADO EN TTEMPq y ESPACTO.
: BRINOA PSICOORIENTACION A! MENOR SOBRE LO§ NUEVOS CAMBIOS A VENIR CON RELACIOfI¡ A LA EOUCACION, SE lNlClA LA
IPLEMENIACTON OE TERAPTA COGNTÍTVO CONDUCTUAL. 

I
AlrlA NEsls 

I

Finalldad ds la consulta - |

SEXO FECHA I{AC

MASCULTNO 2013/1205

EDAD ACTUAL



- TDCII?TFICAC¡O'I

il.o.Hc fP.lOEt{flFlCA
1025A99707 REG- CIVIL

Causa E)dema

Programa

DtaGirosflcos

Nro, IOE TIFICA

1025499707

ENFERMEDAD GENERAL

o¡¡GEt{ coisulfa
INOEFINIOO

ENFERMEDAD GENERAL

ot¡GE,l clrx§t Lfa
INDEFINIDO

O ARES Y APELLIOOS

JUAN MIGUEL MADERA GOMÉZ

ata¡r¡o
AMBULAfORIO

fEcHA CO¡SrrLl
2019/01/29 10:36:14a.m.

¡o. r.e F¡s¡ea
10258SS707 PF 00

rBcrú coltst Lfa
2019101 {29 1 1'.21'.31 a.ñ.

l{o, rC F¡s¡CA

1025499707 PF 00

CEDULAC|UO. 64919301

l fOR'IACIOI{ DEL }IED¡CO

f¡Po corsul¡a

r¡¡o @¡3ui'tl

ro?¡tlREs Y APElllDos

JULIA MARGARITA R€YES
EORJA

rsutE Ptct^llDáD
MEDICINA GENERAl-

¡i^l,tt{Esut ¡ioT¡vó eor{sulTA
fNTROL CON RESULTADOS

NAI,I¡{E§IS . ENFERi,IEDAD ACTUAL

IAE REPORTE DEL ,I7 DE ENERO OE 2OI9 OE TIEMOGRAMA
l: i2.8, H-rO:37.9.
:UCOS:13.7.
:UT:9.1
NF:3.3

: HALLA LEUCOCIfOSIS CON NEUÍROFILIA LEVE. REFIERE LA ABUELA ORINA TURBIA Y CON

ANA ESI§
F¡nalldad do la consulta ñO APLICA

DESAGRADABLE.

- Cauaa Extema

Programa

DIAGNOSTICOS

ONDUCTAS OROE].¡ES OE MEDICAITiENTOS - MED¡CAMENÍOS AMBULATORIA

Dercrlpclón

CEFALEXINA MONOIi|DRA.fO 50 MG/ML §USP

BEfAMETASONA*GENTAMICINA (0.05+0. 1 )O/O

axt¡to
AI.'BULATORIO

ctuoao
SINCELEJO(SUC

RE)

rsa
ESPAB COMANDO SUCRE

FECHA DE
TMPRESIóÍ{

20 Noviembre 2019

Folio No. 39 de 52

DIRECCIÓN DE SANIDAD

sExo FEcxa ilAc
MASCULTNO 2013112105

EDAD ACTUAL

- c la rrc. *¡É*¡*r*t -

ESPECTATIOAO

MEDICINA GENERAL

- (/¡I.l llror ********,i - 11:21:31a"ñ,



DIRECCION DE SANI

HISTORTA CLINICA

FECHA DE

rlt{PR"ESIó
20 Noviembre 2019

Folio No. 40 de 52

SEXO F€CHAIIAC EDAD ACIUAL

MASCULINO m13l12l05 5 A?61'r M€56r5oÉ6

- toExfltlc¡c¡oi
ilro.Hc fP.lDEt{TlFtCA

1025499707 REG. CtVtL

INF]ORHAC¡OII OEL 
"ED¡CO

tlro.lDEflIlrrcA NOilaRES Y APELLIDOS

1025898707 JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

ftPO ¡DEIIÍIF¡CAC¡OI'

CEDULA CIUO.

FEC}TA COiSULTA
2019102114 03.26. p.rr,.

¡o. íC ¡IS¡CA

1 025a99707 PF 00

T¡PiO tiDEifrFrclc¡o¡
CEOULA CIUO.

¡tPo coll§utfa

1102806489

oa¡GEx co¡sul.fa
INDEFINIDO

a lllo
AMBULATORIO

CIUDAD
StNCELEJO{SUC

RE)

E§P
ESPAB COMANDO S(rcRE

SU'ESPICIALIOAD

PSICOLOGIA

SUECSPECIAI¡OAD

PSICOLOGIA

l{ro, ¡DG¡üFICACIO¡ xOrBREs Y APELT¡OOS

1102806488 ESPRJELLAMARTI¡¡EZAÑA
PAOLA DE LA

All ESTS llOTM OOtaSULfA

TA CONTROL CON PSICOLOGIA

NAIiÍÍESIS - EI{FERHEDAD ACTUAL

\ PAC¡ENTE ASISTE A LA CONSULTA CONCIENTE. COHERENTE Y ORIENTADO EN TIEMPO Y
: ADAPTACION FREÑTE A LOS CAMBIOS EN LA DINAMICA FAMILIAR,
:fUALMENfE SE ENCUENTRA EN PSICOTERAPIA CON EL OBJETIVO DE FORTALECER ESfE
ENOR UN BUEN fRATO. CON ESPACIOS DE APRENDZAJE ESCOLAR DONDE SE LE PERMITA

ENFERÍiIEOAD GENERAL

, EL MENOR SE ENCUEÑTRA EN PROCESO

ES RECOI\¡ENOABLE BRINOMLE AL
CON OTROS NIOOS DE SU MISMA EDAÍ)

EN EL MENOR.I'1OS Y ACIIV¡DADES DE APRENDIZAJES, SE DEBEN FORTALECER LOS VALÓRES ETICOS Y

. ANAMNESIS

Flnalidad de la aonsulta

Causa Extema

Programa

ol,AC]{OSTTCOS

Ind¡cac¡onés

\L MENOR EN LO OUE RESPECTAA SU ENTORNO E§COLAR Y LA ESCUELA LE

Il{FORt'rACtOt{ OEL !¡iEDICO

lloarañEs Y aPEl¡.¡axr§

ESPRIELLA MARTINEZ ANA
PAOLA OE LA

EISPECI L¡DAD

SALUO MENTAL

Í{ArI{ESIS I'IOTIYO OO SULTA

TA CONTROL POR PSICO{-OGIA

fiAt¡tftÉsls - Ef{fEniaEDAo AcTuaL

- PACIENÍE ASISfE EN COMPAOIA DEL PADRE QUIEN REFIERE MEJORIAS EN EL MENOR DE EN EL PROCESO DE ADAPTACIOÑ EN
:PARTAMAMENHTO DE SUCRE SIN EMBARGO REFIERE DESOBEDIENCIA EN EL MENOR DE

A OUE NO CONVIVE CON SU MAMA Y PAPA.:NIENDO EN CUENTA EL PROCESO D€ ADAPTACION EN EL OUE SE ENCUENfRA EL MENOR
: BRINDA PSICOTERAPIAAT PADRE SOBRE PAUTAS DE CRINZA, SE SENSIBILIZA SOBRE LA

: PROGMMA CIÍA CONTROL POR PSICOLOGIA

At{Aitt{Esls
Flnalldad de la consulta

Cauaa Extema

Programa

ENFERM€DAD GENERAL

ANCIA DE INCULCARLE AL MENOR LOS

E§P!C¡AUDAD

SAIUO MENTAL



FECHA DE

¡f.IPRESIó
20 Noviembre 2019

Folio No. 42 de 52

DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLINICA

rDErafi;lcAcro?t
fP. toEllftFrcA

REC, CIVIL

TOTANES Y APELLIOOS

JUAN MIGUEL MADEM GOMEZ

Estado General
Estado Hidratac¡ón
Estado de Glasgow

Estado Resp¡ratorio
Estado de Conciencia

BUENO

HroMfAoo
NORMAL. G¡asgow 15/15

srN soR

Alori¿

-Tannsr -

I o"nu",
I Puberouia - |

I rarrqr¡, - |

Examsn Fís¡co - Valorac¡ón

DIAGNOSTICOS

ONDUCTAS oRDENES DE MEDIGAMETT¡TO§ TIEOICAMENTOS AMBULATORIA

:ECHA COi{SULÍA
Jlu¿J,Ó |l l4.Jéa-rl\.

¡o. HC EISICA

1025899707 PF 00

f¡Po c9f{suLla oR¡€Eia co §ut-ta aH6tfo c¡uo^o EsP

AME,I.JI.A I (,,I(I\J §INUTLtsJ!.'I§UU E§IAE' \,UMANUU §UU(E
RE)

2O19lO2.l2A 11 : 14:38a.m.

¡llFOR ,lACIOt{ DEL ¡¡lEDlCO

CEOULA CIUD
'{ro. 

¡DGiftFlcacton taoMBREs Y a¡Ett¡Do§
110280&189 ESPRIELLA MARTINEZ ANA

PAOLA DE LA

ENFERMEDAD GENERAL

E§?EC¡A!¡DAO

SALUD MENfAL

SUIESPICIALTDAO

PSICOLOGiA

It^¡tftls¡s HoTIvo co suLTA 
I
I

TAcoNTRoL PoR PsrcoLocrA I

II{AII ESIS . EI{FERI,IEDAD ACTUAL 
I

\crENTE AsrsrE A orA coNTRoL poR psrcoLocrA coñcrENTE, CoHERENTE y oRTENTADo e{ leueo v eselcto oE BUEN BUEN EsrADo DE
,¡lMO, CON FLUIOES VERBAL, SE PERCIBE MAS ADAPTADO Y OSEDIENTE CON SU ABUELA. I

E FoRTALEcEN coN ABUELA pAUrAs DE cRrANzA y pRocEsosDE ADAprActoN. I
: MANERA TNOTVTDUA! SE REAUZA PSTCOÍERAPTA CON EL MENOR CON ELOBJEIVO DE FORTA+ECER LOS PROCESOS DE OBEDIENCTA.

A A ESIS

Flnal¡dad de la consulta

Crusa Extema

l'4,o. HC

1025899707

SEXO FECITA l¡AC

MASCULTNO m13fi2105

EDAD ACTUAL

¡ clllA ir!¡ **..t*lr*t ¡



fECHA DE

ttIPRESIóN
20 Nov¡embre 2019

Folio No. 43 de 52

DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLÍNICA

Nro. HC

¡Of -ITFIGAGIO]'

rP- IDÉI'ITIFICA Nro. lDEt{TlFlCA s€xo FECHA NAC EDAD ACTUALNOiIBRES Y APELLIooS

Programa

DIAGNOSTICO§

FECHA COt\lSUttA ftPO COÍ{§UrfA
2O19n3/14 G5.O7t17p-m

üPO IDEIIT¡FICAC¡OI'

CEDULA CIUD.

ño. Hc FISICA

1025899707 PF 00

Evoluclér{ 1 - c^}ra I{!o. *

INFORüACION DEL t,IEOICO

oR¡GEi coti¡sutra
INDEFINIDO

Nro, ¡DEr¡lF¡CACtOll ¡loilBiEs Y APÉLLloOs

11O28OEta9 ESPRIELLA MARTINEZ ANA
PAOLA OE LA

ENFERMEDAD GENERAL

EVE¡aTq 36

AffrTO I CTUDAD RIP
A¡TTBULATORTO 

trXCer-TOSUC 
ESPABCOMANDOSUCRE

I

ESPEC¡ALIDAD

SALUD MENTAL

§UBEsPECIALIDAD

PS'COLOGIA

NAITII{ESIS l.lOlM COI{SULTA
I

ENOR DE EDAD ASTSTE A C|TA CONTROL POR PSTCOLOGIA EN COMPAOIA DE LAAEUELA PATERN4.

AU¡{ESrS - ENFERfiEDAD ACÍUAL I

I
paClENfE asrsTE A LA coNsuLTA CON BUENA APARTENGTA FtStCA, LA ABUELA PATERNA REFIEqE OUE EL MENOR LE CUESTA OBEDECER

- MENOR DE EOAD Eñ LA TNTERVENCTON tND|VIDUAL REFTERE QUE ES DESOBEDTENTE POR TAL ¡+OTTVO SE lNlClA PSTCOTERAPIA EN

:FERENC|A SE FORTALECEN LOS PROCESOS DE ATENCTON Y OBEOTENC|A, DUARANfE LA CONSUI-TA EL MENOR SE TORNA POCO

]LABORADOR CON LA CONSULTA A OIFERENCIAS DE LAS INTERVENCIONES ANTERIORES, 
I

. MENOR DE EDAD YA NO REFIERE COMENTARIOS RELACIONADOS CON LA LLEGADA DE SUS PADRES,
: PROGMMA CITA CONTROL POR PSICOLOGIA. i

ANAMI{ESIS
F¡nalidad de la consulta

Causa Extema

Programa

.. DIAGNOSTIGOS

facra eo¡suLTA
201904/1 I 10:29:3le.n.

Xo. alC rlt¡C
1025899707 PF 00

E

f¡Po co¡sutfA oRtGEt{ cot{sulfa
INDEFINIDO

AIiIB¡IO CTUD O
AMBULAfORIO SINCELEJO(SUC

RE)

ESP

ESPAB COMANOO SUCRE

T¡PIO IDEIITIÉICAC¡Oi'

CEDULA CIUD,

Nrc, TOENTIFICAC¡OnI

85083532

II¡OI'BRES Y APELLIOOS

WLIIAM JACINTO
ANDRADE MEZA

EVOLI CTóf| 1 - CAfr{A f{ro. ********* - FECHA wOLU+6i 2079l}4/11 1o:29:31a.m.

It{ FORI.iACIOf,' DEL HEDICO

NAiII{ESIS TI{OTIVO CONSULTA

)NTROL OE CRECTMTOENTO Y DESARROT-LO I

NAl,lI{ESrS - ENFERMEDAD ACTUAL i
I

\CIENTE ACUDE PARA CONTROL DE CRECIMEfTNOY DESARROLLO EN CONPAQIA OE SU ASUEL4 PATERNA

C§PECIAL¡DAD

MEDICINA GENERAL

SUEESPECIALIDAD

MEOICINA GENERAL

EVEñYO 37



FECHA DE
TMPRESIóN

20 Noviembre 2019

Folio No. 45 de 52

DIREGGIÓN DE SAN¡?AD

HISTORIA CLÍNICA 
I

I DEIITIEICACIO}I

t¡ro. HC

1025499707

fP. IDE}ITIF¡CA

REG, CIVIL

t{ro. IDENTIFICA

1025899707

I{OMBRES Y APELUOO§

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

SEXO FECHA NAC

MASCULTNO m13t12t05

ONDUCTAS ORDE¡IES DE ¡IEDICAMENTOS . ñ¡IEDICAMENTOS AMAULAÍORIA

ALBENDAZOLE IOOMG/sML X 20 ML

EVEf{TO 38

rECHA CO¡SULTA
20i01ü5116 05:43:43p-m.

r{o. ÍC FISICA

1025a39707 PF 00

rrro coftsulfa oi¡GC¡ co¡¡sutTA ...iT1r9_.^ .1...-q¡_u_D11^..-AMnuLArur{ru 

l'"".t=1","r"

E§P

ESFAE COMAÑDO SUCRE

r¡?o ¡9Eirrt;tcac¡o¡{
CEDULA CIUD,

raro. ¡OEñl¡elCACIOñ

1102806489

I.OIIIRES Y APEILTDOS

ESPRIELTA MARTINEZ ANA
PAOLA DE LA

ESPBc¡A!¡DAD

SALUD MENTAL

SUIES'ECTAL¡DAD

PSICOLOGIA

{NAUNESIS
,- F¡nalidad de la consulta

Causa Efgma ENFERMEDAD GENERAL

Programa

DI,AGNOSTICOS

EvoLUctó 1- cAr,ra nrc. ***t***:i* - FEcltA EvoLucrpn zorsToslre 05:43r43p.m.

IÍ.aFOn l.iACIOll D:L itEDICO

f{Ar Esrs t¡toT¡vo coNsuLTA 
I

rA coNrRoL PoR PsrcorocrA 
I

I
f{aüHEsrs - EI{FER}TEDAD ACTUAL 

I

\CIEÑTE ASISTE A CONTROL EN CO'I'IPAQIA DE LA 
'IAUELA 

PATERNA QUIEN REFIERE AVAt.rcCS IS$ruIT|CINVOS EN EL MEÑOR, BUEN

:NDIMIENTo ACADEMICO, MENOR DE EDAD CON UN LENGUAJE FLUIDO. 
I

JRANTE LA CONSULTA EL MENOR SE PERCIBE ATENTO, AÍIENDE ALAS INSTRUCCIONES, ATIENDE A SU NOMBRE, MIRA OIRECTAMENTE ALOS
ros. I

JRAñTE LA coNsuLTA sE REFUERAN fEcNrcAS oE pAurAs oE cRrANzA coN LA AEUELA or,r" f" * ra*"o*o ourEN Lo frENE A su cARGo
sE BRTNDA PSICOTERAPIA MOTTVACTONAL AL MENOR A TMVES 0E JUEGOS DE MESA A LOS OUEFE TORNA MUy ATENTO.
- FINAL DE LA CONSULTA EL MENOR EVOCA LOS COMPROMISOS A DESARROLLAR EN CASA CON fACILIDAD.
: PROGFÁMA CITA DE SEGUIMIENTO POR PSICOLOGIA. I

¡ECHA CO¡§ULÍA
2019/0d18 09i32:25a.m.

¡{o. ,|C FlSlc 
1025899707 PF 00

ftPlo coxst LTA OR¡GEI COÍI§ULTA
INOEFIÑIDO

AIIBÍÍO I CIUDAD
AMBULAToRTo 

lsrrcer-elotsuc

ESP
ESPAB COIVIANDO SUCRE

l¡Fo ¡DE¡ttFrcacroll
CEDULA CIUD.

EVoLUC¡ó 1- eAIilA tar-o. **,**'*,* - FEc¡rA EvOLUdIóat zolglo'l1a 09r32:25a,m.

INFORI'IACIOI{ DEL HEDICo

llru. ¡OEtr¡r¡CACtO¡

110280 89

iaoratcs Y 
^PÉtt¡o¡rs

ESPRIELLA MARfINEZ ANA
PAOLA DE LA

ESPECIAI¡DAD

SALUD MENTAL

SUIESPECIAIIOAD

PSICOLOGIA

¡TAiIIIESIS - ENFERMEDAD ACTUAL

EDAD ACTUAL

EVEI{TO 39



FECTIA DE
IlilPREsró

20 Noviembre 2019

Folio No. 46 de 52

DIRECCIÓN DE SANITDAD

HISTORIA CLÍNICA

Nro. HC

1025899107

¡oExllFtcacrota
TP, IDENfIFICA

REG, CIVIL

ttro. lDEt{TlFlCA

1025899707

ENFERUEDAD GENEML

NOTIBRES Y APELLIDOS

JUAN MIGUEL MAD€M GOMEZ

SEXO FECHA NAC

MASCULINO N13I|2JO5

. MENOR ASIS]E A LA CONSULTA EN COMPAQIA DE LA ABUELA MATERNA FANI{Y OEL CRISTO ORTETA (JUAN MAOERA ORTEGA).

. PACIENTE SE PERCIBE CONCIENTE, COHERENTE, ATENTO CON FLUIDEZVERAAL, COLABORADOR A LA CONSULTA. AT¡ENDE AL LLAMADO POR
J NOMBRE, BUEN RENOII\¡IENTO ACADEMICO, BUEN COMPORTAMIENTO. ]

: REALIZA CHARIA A TRAVES DE LA LECTUM DE CUENÍOS SOBRE EL VALOR DE LA FAMILIA Y EL RESPETO, EN EL EJERctcIo EL MENoR SE
UESTRA RECEPTIVO, I
: ESÍABLECEN COMPORMISOS Y SE PROGRAMA CITA CONTROL POR PSICOLOGIA. I

AI{AMNESIS
Final¡dad d9 la comufta

Causa Extoma

ProgÉma

D|AGI{OST|COS

EVOLUq¡ó 1 - CAfrtA rro. **r**.**!r - FECHA El¡OLUCrbf{ z}tglOUO3 11:15:36a.m.

85083532 W|LLIAM JAC¡NTO
ANDRADE MEZA

¡iÁf.iiiES¡S l.iÓfrüO e0ia5iilrA ,

I

)NTRoL DE cREcrNtENTo y DESARRoLT-o 
l
I

,IAi,IÍIESIS - ENFERMEOAD ACTUAL 
I

\crENTE AcuDE 
'ARA 

coNTRoL DE cREcrMErrNo y DESARR.LT-. EN coNpAorA DE su ABra* fora**
\r ( r E(,A KEsrúEN rE EN EL uuiiiiEGlüÉiñio EL MAi,iOii DE COROZÁL TELEFOiiO 3í23605373JCOñ VÁCUñAS PiARÁ LA EDAD ALIñ,iEñiÁCiOii
\LA*.:EAOA

ANAMNESIS

Finalidad de la consulta

INFOR.I'ACIOI{ DEL I,IEDICO

CEDULA CIUO,

Causa Externa orRA

Ptograma

Examen Flsico

FECI{A CO¡sULTA
2019/07103 11i15:36a.m.

i¡o. i¡C a¡SiaÁ

1025899707 PF 00

llFo coMUtTA o¡r¡cEra €o¡rsuLTA
INDEFTNIDO

a¡atrro I G¡UDAD
AMBULAfORTO 

I|NCELEJO(SUC

ESD

ESPAS COMANDO SUCRE

i.OiIERES Y APEILIDOS

ALIERACIONES MENOR DE 1O A?OS

§SPEC¡AI.]IDAD

I\¡EDICINA GENERAL

ST'IESPCCIAl:¡DAD

MEOICINA GENERAL

PrEsión Arieñef M€diá

rr"","ncia cal¿iaca

Frecr¡encia ReJo¡ratoria

Presión da Pult
temperatu.a I

re-peratura daat

Diastól¡ca

- mmHg.

- mmHg.

80

17

37

mmHo.

mmH0.

'c

P6so 25 Kg.

Talla 127 Cñs.

Perimotto Cofálico - Crns.

Perfmel¡o Torácico - Crns.

P€ñm€lro Cader¿ - Cms.

Rslación C¡nture/Cádore - Cms.

Superñcie Corpot-al ,94

lMc DESNUTRTCION 15,5000

const úosvirales

resión ArteriLl

EDAD ACTUAL

Sentado

Decüblto



DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLÍNICA

FECHA DE
fiiPRESXó¡{

20 ¡lov¡embre 2019

Folio No. 49 de 52

¡Dttrflltc G¡o¡
TP, IDEIITIFICA

REG. CWIL

Nro.IOE TIFICA

1025499707 '{OTIBRES 
Y APELLIDOS

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

SEXO FECHA NAC

MASCULTNO 2013t12,O5

onduolas lñtgrcorsultar / Romlsiongs

Tipo Acción dé Salud Oatos Cl¡nico3 de lmportancla

)ONSULfA DE PRIMERAVEZ POR OPTOMEfRIA
NCLUYE: OPTOMETRIA, TONOMEÍRIA Y VALORACION
)RTOPTICA LIMIÍAOA O INICIAL, PRESCRIPCION DE

TECNICAS Y/O AYUDAS OPTICAS VISUALES, REMISION
,ARA: EVALUACION ORfOPTICA, ADAPTACIoN Y
UUSTE DE PROTESIS YIO AYUDAS OPÍICA

PACIENfE CON DISINUCION DE AGUOEZ VISUAL,
SOLICIfO VALORACION POR OPTOMETRIA,

lndl6ciones 
I

r=r,
:ITA FN 3 MFSFS I I

RESPUBSTA II{TERCOI{SULTA 
I

Eslado lnterconsulla - |

FágÉa ooltsulia
2019/071a 11:55:02a.m.

t{o. HC Fl§lCA

1025899707 PF 00

t¡Po co¡soLTA oilcC¡ co[st l¡a
INDEFINIDO

/¡l|.l¡to I C¡UDAO
AMBULAToRTo 

lsncerelotsuc

ESP

ESPAB COMANDO SUCRE

,o ¡t c¡tftttcactoi
CEDULA CIUD.

taó. lDEf,frtrc cloft
11028(m489

¡ota3lls Y aPEtttaxrs

ESPRIELLA MARTINEZ ANA
PAOI..A DE LA

ESPEC¡AIIDAD

SALUD MENfAL

SUBESPECTAL¡DAD

PSICOLOGIA

Causa Extema

Programa

DIAGi¡OSnCOS

ENFER T EOAD GENERAI-

ayor¡cróx r - caria ¡{¡o. - tlcHA EvoLU46x 2aLgqltt} 11:55:o2a.m.

IT{FORHACIOT{ DEL XED¡CO

f{auf{Ests itoTlvo oo suLTA 
I

I*ONTROL OE SEGUIMIENTO POR PSICOLOGIA TENIENDO EÑ CUENTA QUE EL MENOR OE EOAD SE ENCUENTRA BAJO LOS CUIDAOOS OE LA

]IELAPA:TEBIIA I

I

r{Ati¡rEsrs - EÍ{FERTiEDAD aGTUAL 
I

I

. MENOR DE EOAO ASISTE A LA CONSULTA EN COMPAQIA DE LA BUELA PAfERNA, SE PERCIBE DE BUEN ASPECTO FISICO, CONCIENTE, AfENTO

- LTAMADO pOR SU NOMBRE, LA ABUELA REF¡ERE O|F|CULÍADES EN LOS PROCESAS DE AcArlfretrO Oe OAOEUES 'NO OUIERE HACER
IREAS', EN ESfE ORDEN DE IDEAS SE PSICOORIEÑTA A LA ABUELA SOARE LA IECNICA PSICOLqG|A PARA MOOIFICAR LA CONDUCTA

I

]R TAL MOfIVO SE ESTABLECEN COMPROMISOS CON EL MENOR RELACIONAOO CON LA OBEDIB{CIA Y SE PROGRAMA CITA CONTROL POR
;rcoloclA. 

I

ANAMNESI§ I

Finalidad do la consulia - i

l,¡ro. gC

1025E99707

EDAD AC1UAL

EVEÍ{TO 42



FECHA DE

¡HPRESTó
20 Novaembre 2019

Folio No. 50 de 52

DIREGCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CÚNICA

IO€ÍTt¡FICAGIO
TP.IOENNtrCA

REG- CWIL

I{OiIBRE§ Y AFELLIOOS

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

E\rE To 43

Flcxa coISuLTl
2019/OE/15 03:46:0op.m.

io. ltc FI!§ca

1025899707 PF 00

ffi
ITFOII| CIOf{ DEL

ItPrO tDE |flFICACIOX

CEOULA CIUD.

'lDO 
CO SULTA OR¡GEII COf,SULfA

INDEFINIDO
All9rIO CTUDAD

AMBULATORTO STNCELEJO(SUC
RE)

ESP

ESPAB COMANDO SUCRE

ESPECIALfOAD

SALUD MENTAL

SUBES'Eq!A!¡DAD

PSTCOLOGTA

NAü]TESIS ÍT{OTrvO COTISULTA

, ,TENTE

NA¡IIf{E§IS . ENFER!,IEDAD ACTUAL

ASJSTENTE

aNAtútrtEsls
Final¡dad de la consulta

Cau3a Extoma

Progfama

DTAGNOSnCOS

EvoLUc¡óx 1 - caLA f{m, *¡,.,***:*,i¡,r - FEcnA EvoLUc{óx 2019/08/tg 03:46:oop,m.

raEDt@
t{lo, ¡DE'l.l¡Flcactoi

1102804|89

EMFERMEDAD GENERAL

OHAREg Y APÉTL¡DOS

ESPRIELLA MARÍINEZ ANA
PAOLA DE LA

FECHA CONSULfA
2019/08116 05:09:(Xp.m-

a{o. tlc f¡s¡ca
102s899707 PF 00

fIP9 CO¡sUrfA OR¡GEI{ COllSULfA
INDEFINIDO

Ai{B¡fo I CIUDAD
AMBULATORTO ISTNCELEJO(SUC

I RE)

ESP
ESPAB COMANOO SUCRE

TIFO IOlti¡¡F¡C,^CtOtt

CEOULA CIUD.

Caura Extoma

Prcgrama

¡ousRet Y aPEtttDo§

ESPRIELLA MARTINEZ ANA
PAOLA DE LA

E5Plc¡At¡OAO

SALUO MENfAL

§(,BESFECIALtOAO

PSICOLOGIA1102806489

ENFER}'EDAD GENERAT

EYO¡.UC!óÍ{ 1 - CA}|A iaror **r'*****i - FECHA EVOLU+ó¡r 2019/08/16 05:09:040,rñ-

¡l.FORirlACIOfi DEL llED¡CO

nAfll ESIS l,lOTM COIISULÍA

TA coNTRoL poR psrcoLocrA DEBTDo A ouE EL MENoR sE ENcuENTRA BAJo EL curDADo DEbu ABUET.^ pATERNA-
\ ABEULA PATERM REFIERE 'I,A MADRE PASA DICIENDOLE QIJE VIENE PRONTO. CUE ESTA NCUfuIEHOO LOS P¡SE¡ES PARA VENIR"

l

f{A[r{Esrs - E¡{FERMEDAD ACTUAL 
I

i

\clENTE MENoR DE EDAD AstsrE A LA coNsuLTA coN FLUTDEz VERBAL, sE pERcrBE Muv lclrlrlo, lto lcete nonues.
: REALIZA PSICOT€RAPIA CON EL M€NOR DESDE UNA MEfODOLOGTCA PARftCtPAytVA EN LA C{EACTON OE UN JUGUETE DONOE SE PERCTBE
JE AL iNlClO DE tAACfIVIDADSE PERCTBE ATENfO. PoSTERToRMEñfE ENFocÁ SU AÍENCTON ¡iOTROS ESTTMULOS.
: ESTAB¡-ECEN COiIPBOMISOS CON LA ABUELA REUCION-AOO CON PAUTAS DE CRIA}IZA, DEBIgO A OUE SE PERCIBE UI.! CAMBIO EN LA
lNDucrA oEL MENoR. 

I

: PROGRAMA CITA CONTROL POR PSICOLOGIA. 
i

AXAm ESIS :

Final¡dad ds la comulta - i

l{ro. HC

1025899707

SEXO FECHA }{AC

MASCULTNO 2013t12JO5

EOAO ACTUAL

EvtrTO 44
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DIRECCIÓN DE SANIDAD

HISTORIA CLÍNICA

ro, HC

1025899707

ID€ IIFICTCIO¡{
TP. IDEI{ÍIFICA

REG, CIVIL

¡¡OiTBRES Y APELLIDOS

JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ

SEXO FECHA NAC

MASCULTNO 2013t1z0s

A DEL MENOR. LA
SUELA REFIERE " EL PASA LLAMAÑDO A SU MAMÑ. 

I

: PSICOORIENTA A LA ABUELA SOBRE LA ETAPA DE LA NrOEz EN LA oUE SE ENCUENTpé cAMcTfRrsTrcAs. coNoucTAS, ApRENotzAJ€.
: MOTIVA A LA ABUELA Al- RECONOCIMIENTOS OE LOS AVANCES OEL MENOR. ES IMPORTANTE LOb ELOGIOS EN LA MAoIDA OUE EL MENOR
UESTRE AVANCES EN SUS ETAPAS DEL DESARROLLO, 

I

! PSICOORIENTA A LA ABUELA SOBRE PAUTAS OE CRIANZA.
: PROGRAI4A CITA GONTROL POR PSICOLOGIA. I

ENFERMEDAD GENERAI

ANAMNESIS

Finalidad de la consulta

Causa Extema

Programa

DIAGNOSTICOS

'IGHAOOT5¡TLTA 
ft?OCO¡3UtrA

2019/,|0/11 01:0239p.m
f{.. rlc tl3¡C¡

1025890707 PF 00

E
tf,Fo¡xactox Dlt IEo¡Go

CEDULA CIUD,

Programa

DIAGNOSIICOS

o¡¡Gttl coigJtT^
INDEFINIDO

re
l¡alrfo I c¡uD,¡D

AMBULAToRTo 
lsrrucerelotsuc

I@

ESP
ESPAB COMANDO SUCRE

iffiffi@

IIOI'IBRES Y APEILIDOS ESPCC¡ALIDAD

MEDICINA GENERAL

SUEE9PEC¡AL¡OAD

MEDICINAGENERAL

,{Al,l ¡IESIS UOIIVO CO SULTA

]NfROL DE CRECII\,IIENTO Y DESARROLLO

¡IAftINESIS - ENFERMEDAD ACÍUAL

\( TE QUE NOASISTIO AL CONTROL DE CRECIMEINTO Y OESARROLLO

A]{AMNESIS
Finalidad dé le consulta

Cau3a Elema

85083532 WLUAM JACINTO
ANDMOE MEZA

ALTERACIONES MENOR DE 10A?OS

OfRA

FIN DE LA HISTORIA CLÍNXCA

EOAD ACTUAL

EVEf{tO 47



742

SOI,ICI
§I]BSI

BAtr[IL
FAVOB I}

IIIADE A
,

GOlrt

UD
IO

L



OEPARTATIENTO DE POLICIA

Mérlf¡llfn 1? .la ñiñi.ñh'a ¡a talt 2

Señor Mavor General
MIGUEL ANGEL BOJACA ROJAS
Director de Talento Humano Policfa Nacioñal
VOI IEIC .Jü ¡YU ¿O'Z I UA¡\
Bogotá D.C.

Asunto: solicitud subs¡dio

De manera respetuosa me permito solicitar a mi
reconociendo el subsidio familiar del nivel ejecutivo, tengo
por e¡ nacimiento de mi segundo hrjo, JUAN MIGUEL
día 05-12-2013 en Envigado Antioquia, el cual fue
i,:Jentifi4ada con cedula de c¡udadania N' 1'128415161 de
ded,ca a ias labores del hogar por tantc ño rec¡be subs¡d¡o

Agradezco a mr General l¿ atención que le puedá ser brindada

Ateolamente.

sub¡ntendé¡te, JUAN CA
CC No. 3838{.54 de C

1DS-OF-0001
Ver 0

MINISTERIO DE DEFENSA
Dnl lela

ordenar a qu¡en corresPonda me sea
de alta como palrullero de 10-'l l-2006,
GOMEZ NUIP 1025899707. Nac¡do el

con la señoÉ JENNIFER GOMEZ
Antioquia quien actualmente se

la presenle solicitud.

VIGIIANCIA DEANT
¡ E¡. O ¡UJr VC¿rC¿t

INTERNO

.mo6pao D
IPATAIOO§

eprobacón 05122008

,i--:-)

lrl;tlt,
1- -- _. ---,.1

Págrña 1 de 't

(-^------I --.:.t- ,.r.---cr - - _--.--
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Señores: Caja Honor

Medellín Antioqu¡a

Yo, JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, varón mayor de
3838tr54 de corozal (sucre), de estado civil casado,
poder especial, amplio y suficiente en cuanto a derecho
t¡tular de la cedula de ciudadania No. 1129415161
representación adelante diligencias en lo referente a la
p¿ra agil¡zai los desembolscs del subsidio de vivieÍ.ida.

ú1)-,,
ORTEGA

Acepto

GOMEZ
C. Na. L7284L5L61 de Medettín.

, titular de la cedula de ciudadanía No.
med¡o del presente escrito le confiero
requ¡ere a la señora JENNIFER 6OMEZ,
Medellín, para que en mi nombre y

de lcs d ifer entes documentos,



S-.ño, es Noi¿ rio(Al
¡]OTAR¡A

r 5.0

YO, IUAN CARLOS MADERA oR'iE6A, va,ón maYor de
número 38383154 de coroza¡ - sucre, de estaclo civil
confiero poder especial, amplio y suf¡ciente en cuanto ¡
goñez, t¡tlrlar de la cedula de ciuCadania ñLrmero 1.128.4

confiero, quien además esta facultada o autorizada para

renunc¡as, sustituir, interponer recursos, hacer aclarac¡ón s¡

facultades conferidas por e¡ articulo 70 del C. P.C

titular de lá cedula de ciudadania
por medio del presente escrito le

§e requiere a Ia señora leñnifer
de Medelliñ -.Antioquia, para que

en mi nombre y representación suscriba esaritur¿ publica de a mi favor Cel inmueble
ubicado en la clirección Carrera 5i.B f BB! - 41, Aranjuez Cayetano de la ciudad de Medellín

se encuentran consignadas en la

ctorgado mediante notaría; octava

Ant¡oqula, cuya rnedidas, linderos y demás
escritura públ¡ca de núme,o 709 de fecha 0B de mayo de
de Medellín, Registro de lnstrumentos Públicos de la de Medellín Norte; Matri.ula
lnmobiliaria número 01N-5236221, de propiedad de la
ciudadanía número 43,970,901 expedid¿ en Medellín.

MILDREY RUEDA SIERRA cédul¿ de

Sirvase señor notario tener a mi apoderéda, debida facultada con la personaría que le

recibit coñciliar, transigir, reasumir,
preciso y en fin con las mas amplias

lt/tl

JUAN CARt

'k
/titu,{"t \7u"¿
JtNNII-FK (.rUIvrt¿

c.c. r tis+rsror oe Medellin

a\ __--.- _ 1 .. :-t- r.a-._-ar __.--.
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DILIGTNCIA DE PRESENTACIÓN

A¡tículo 2.2.6.1.2.4.1 del Decteto I

En ia ciudad de Medellín, Departamento de Antioquia, Repúbl
de dos mil dieciocho (2018), en la Notaría Ve¡nt¡cuatro {24} del
JENNIFER GOMEZ , identificado con la cédula de ciudadanía
documento dirigido a NOTARTA y manifestó que la firma que
suya y acepta el contenido del mismo como cierto.

-l'^¡""o-"'

F¡rma autógrafa

IUAN CARLOS MADERA ORTEGA, identificado con la cédula
presentó ei documento dirigido a NOTARIA y manifestó que
documento es suya y acepta el contenido del mismo como

' .r a.

,_; /

Firma autógrafa

Conforme al Artículo 18 del Decreto-Ley 019 de 2012, los

mediante cotejo biométrico en línea de su huella dactilar con la
de la base de datos de la Registraduría Nacíonal del Estado civ¡1.

Acorde a la autor¡zacíón del usuario, se dio tratamiento legal

datos personales y lás polítícas de seguridad de la informaci

Nac,ona, oer tstaoo Lrv,r.

DORA ISABEL SIERRA

Notaria v€inticuatro (24) del Círculo de

ú,

El presente documento puede ser consukodo en lo póg¡na- 
Número lJnico de Tmnsocción: 53j)

7s

de 2015

de Colombia, el cinco (05) de enero
de Medellín, compareció:

/ NUIP #1128415161, presentó el
en el presente documento es

16:32i42:426

ciudadanía / NUIP
firma que aparece

#0003838154,
en el presente

B
E

fueron ident¡ficados
nformación biográfica y biométrica

acionado con la protección de sus
establecidas por la Registraduría

n - Encargada

www. n oto r ia seg u rd. com.co

Hffi
47690
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NOTARIA DIECINUEVE
CARI-OS .IAVIER PALAC

NOI Altlo
Nll li,t:!ti.'.i(, t. r\ .\ tit,.¡rL¡r,,rl i',\jIL|ll \,

( .\rilil ri\llI ,\.rl Iii\
r!tir'\ ,riL \, \rr)L,I','ii('I ,

frcrur¿c'ótt po. compurado. slsfEMA NoTARIaL. v 05 rt 0!. e¡ un

7r

I r,,lr.t r'\f .,i\'\'ll \r 1li rr!lt lti I.itr.r \r.i\.¡,llh.Ii,. .'irtiil(ri. Iri

i ,.r'lr.r ir,¡r(.i.r, ¡. ..¡lit ki, tri lrir¡¡., i\ri,
\:i\,s{\r t1al.lI.\i r,\r!t! ! tlrif\\\i!,rt,iirrit \L\ \iit .

Ltr'lLr,\r,'.¡ t\ l lltii \ ii{lt l'r\ Sti liti.\
\.(. -l.i\),.,f.)t\ t l!ii ,i I l!.. ,li) -\-'(r,. ll.05a;¡

I ¡\'lur,rs \ rnf.ls il-t,¡lrtr ti.l,l,tl

I A(lltfii¡\ tll \1ENI^ No

ESrlRll UR¡\ No

\7Al lrR iiÁCl UIIADO S

BASE DERECHOS

130,000.000

. SIN CUANTiA .

84450
654

1,761 ,478

VALOR DERECHOS

204.553

28,800

ACTO O COI,II RAIO

0 r.t5 vt:N t:\
0000 Iil:NUN(:l¡\ d l,\ ('rlNl)lal\rN lii S(rlt¡l ()til^

V,ALORES

iirnr.Cir(|s (ii.¡i':iir\s \iirrsrtl.ratrrii ill,i: (i...'i)lii 1\! .il Sflr.:)
(;$§l(rs scflor¡l!,s
- A - Lla\xfnofrlo llr¡1ll..

. 8. (:L,pi¡scooul¿t,rs

, C . Csp¡xs stnrlrles

' G - Auls¡rtlca.rcnr's nrr!:!¡!.'s

- G . ldoolrlicaciofl Elonlnkrc¡

- I . Folscop¡¡i§

, M - Dii¡go.icin§; Do¡lti¿¡iio§

' R - Aclas

- Z - C.rtrficrdos wúb

lnrpueslo olvalor agte0adg- lvA (10.00 9;)

Rgcaudos
- Fondo especislds l¡ SNR

- Supornol&riado y lo§istlo

Rst6ncionos

LISTA OE

233,353
143.267

1.r 400
61 200

28 800

r7.f00
3,000

1.617

1,150

l2.700
3.300

Subtolal derechos y gastos:

71 ,558
13,300

6,650
6.650

1,300,000

Subtolal impueslos y recaudos:

VALORES DISCRIMINADOS: $

lt'\
:r,\
2p \
lp\
lF \
l§ x

!t, *

1p \
1p \

S ll/u
17 hhr

8lr/Ú
19 hl{r

? lt/(l

35 h/r¡.

I h/u

2 h/u

2 h^r

Ef{TtoAo
MILDREY RUEOA SIERRA

ETAsORAOA POR

376.620

'1,s84,858

1,761 ,478

tDEt'lftFtcAcrÓt{ VALOR A PAGAR

1,761,478

1.761 ,478

ANCE¡"Sü*.
AÑO

FECHA RECEPCTÓN ----.

-/1

REGULADA POR EL DECREIO 960 DE 1970. NO EFECTUAR

Cr ^^--- - I ---:¿l- r-a_-_-C! _^_-- -__

qlb



rvlgoeuíNNOTARIA D!ECINUEVE
CARLOS JAVIER PALAC

NOTARIO
NIT 8398230-5 - IVA Rég'men Comtln

CARRERA 81 # 27 A31 . PBX:

Facturacióñ porcomplatlo, STSTEMA NOTAR¡A!, v 0614 01 enun

Fecha expedición: 2018.[eb/16 - Fecha vencimiento: 2018/feb/16

Féehá l¡quidación; 2}18fiebi16 - Turño:305

Asesorngtarial: oANIEtFERttANooUR|BEALVARE¿

Facturado a: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA

CC 3838154 - CLgl 46 30 - 3202350454 - tvledellin

Facturas y notas: 84450,84451

ACTO O COI.ITRATO

0,I25, VENTA

UUUU KENUNL,A A L,\ UU¡\{J¡\,ru¡t iaa§vLu ' 
Ú'i¡^

0203 - HIPOTECA (Crédito vivienda (70% - Ley 5461 - 70 o/ól

OOOO. PODER ESPECIAL

O3O4 . AFECTACION A VIVIENDA FAMILIAR

VALORES

Derechos nolar¡ales (Resolucion 858 de 2018/01/31 - SNR)

Gastos generales

- A - Docurnento matriz

, B - Copiá3 cofñplelas

- c - Copias smples

- G - Aulenticeciones normales

- G ldentif¡cacion 8¡omekrce

- M - Dilig€ncías /Doñjcilios

- R - Actás

- Z - Cerliticados w€b

lmpueslo al valor agregado - IVA (19.00 o/")

Recáudos

- Fondo especía,de la SNR

- Supernolariado y regisio

SUMA

L¡STA OE ENTIDADES

ipx
2p x

2P I
f P x
lpx
1p x

lpx
'l px
tp x

a, n¡u:

17 h/ul
8 h/u:

l9 h/u:

2 hh.t:

25 h/u:

t h/u:

2 hlu'.

2 h/U:

FACTURA DE VENTA NO,

ESCRIfURA No'

VALOR FACTURADO: S

BASE OERECHOS

130.000,000

" SIN CUANTIA -

40,000,000

. SIN CUANÍ IA .

. SIN CUANTIA .

445,925
143,266

61,200
28.800
17,100

3.000

1.616

1,150

12,700
3,300

Subtotal derechos y gastos:

111,947
13,300

6,650

impuestos y recaudos:

DISCRIMINADOS: §

84451
654

714,438

vllon oengcxos
204,552

28,800

97 ,373

57,600

57,600

589,191

125,24

714,438

VALOR A PAGAR

714,438

714,¿G

ElfNDAO
JUAN CARLOS MADERA ORTEGA

TIPO tDE ftFlcaoóN
cc 3834154

VALOR TOTAL A PAG.AR: 3

I$FEB 2018
otA. i,tE§: AÑo:

ELABOaADA POR RECIEIDA ANCE[-A

REGULADA POR EL OECREÍO 960 DE 1970, NO EFECTUAR



E MEDELL¡NNOTARIA DIECINUEVE
CARLOS JAVIER PALAC

NOTARIO
Nll 83q8230-5 - fJA negrn:cF ¿l )rari'r

al^llq::Hii r I .¡ -.; ,\ 31 ii il;r

-4P
/<)

LtrK I IFIUAI.JO IJt RL, IENUIUN EN LA
{LeY 55 de 1 985)

AÑo GRAVABLE

201 8/iebrerol'16
ESCRITURA - l'lo 654 .2C1B/feb,rercll6
0125 , VENTA
s i 10.00u,00ú
$ 1,300.00c
$ 0 (año adquisrción 20141
s 1,3oo,ooo

' r-rr.rE r.r ^ ñrl?a'lucll¡L rtv' v.-sws

ü 00 para 0C años)

% PARTIC.

100.0000
Meilos exenc¡ónr

REfENCIóN EN LA FUENTE

MILDREY RUEDA SIERRA
KR 43 52 49 - 3202350554 - Medettin

VALOR RETE¡iCIÓN

1.300.000
0

§

I
§

ENfRE6AOO POR

EL VALOR TOfAL RETENTDO FUE CONSIGNADO

faalu¡acróñ por comlllador. STSTEMA NOf RtAa, V C6 j 4 01 . e. Lr¡ ün,co

VALOR TOÍAL RE 
'ENlDO

1,300,000

AF,IA $IE*¡NUEVE
C]Ai]JI.O D€ N]FOELL¡ru

l6 FEB 2ü18

A$.JTHLANO

no rÉquigre llrma allografa,An 1O Dcto

(r . -.--_ . I --.:+1" r\^---c! _^,-,- -

RECINiDO POR



bü¿;,¡sñ; oFrclNA DE REGISTRO DE

DlREeClOr,¡ DEL INMUEBLE

Tipo Predio: URBANO

2) CARRERA 5j B # g8A- 41
- :ARRERA 51 B #88 A41

PERSONAS QUE NfERVIEI'|E¡| EH EL ACTO (X.Tltul,ar de detEcho real de

DE: CNAVERAL DE OSORNO MARIA ELVIA

DE: OSORNO CNAVEML GLAD,§ ELENA

DEi OSORNO CAJAVEML GUSTAVO ALONSO

DE: OSORNO C¡JAVEML JORGE LEON

GERTIFIGADO

mnTxiuiil-n
Certificado generado con el Pin No: 190912362323482559
Pagina I

Impreso el 12 de Septiembre de 201g a
E§TE 

'EEITIF¡TAN'T 
E¡EEI E !A t A CI?I IANIñN

HASTA LA FECHA Y HORA DE SU

No tiene validez sin la firma del reg¡strador en
CIRCULO REGISTRAL: 01N - MEDELLIN NORTE DEPTO; ANTIOOUIA MUNICIPIO:

FECHA APERTURA: O2.12-2OO4 RADICACIÓN: 200448690 CON] ESCRITURA DEI OI¡
c{rñrGo caTAsTaar - n4norni0l!¿r30023¡4r!9044.!99§6cDñ caTAqfeal aNT §rN

ESTADo DEL FoLlo: ACTIVO

UEi'Ct{tt,qtoN: GAutuA Y LtNutRos
Contenidos en ESCRITURA Nro 3446 de fecha 29-11-2004 en NOTAR¡A 18 de MEDELLIN 1

3U.13 'tó (AR r .1r DhL IJLU¡"<L rU 1 /11 ut JUL¡U bi 1SB4).

eOMPLEMENTACIONi

AUQUIH¡tRUN:
ALONSO OSORNO

AR¡AS SEGUN

MATRICULA OO1-

SEGUTi ESCRiTURA DE AGOSIO DE ,1S92 EN EL FOL¡O

A FRANCISCO MADRID

DE 1989 EN EL

FOLIO DE MATRICULA POR COMPRA A
SOF|A YEPES DE MADRID. COI{FORME A LA ESCRITURA # 1714 DEL .I7 DEL AGOSÍO DE DE LA NOTAR¡A7, DE MEDELLIN, REGISTRADA EL 11

DE SEPf lEiúBRE DEL l\,,llSMo tuO. EN EL FoLIO # 001-0212413.ADQUIRlO: SoFIA YEPES MADRID, EL LOTE POR COMPRA A ALEJO SANTAMARIA

REGISTRADA EL 24 DEL MISMO MES Y ¡JOS,

TITULO ANTERIOR A LOS VE¡NTE ¡VOS OUE

l-¿ Büd€7 ¡e 6té dotumentó Dodrá!érií.rBc én l¿ !áorná

JL
I

N-5236221

DE

PUBLICOS DE MEDELLIN NORTE

Nro Matrfcula: 01

12:24:04PM
lr rDrntaa ntrl rNitt ttrEr¡ E

ullima página

VEREDA: MEDELLIN

APIO * 88 A 41 con area de 61.53 MTRS2 con coefic¡enie

PANESSO

DE 2OO1 EN EL FOL¡O OE

ALICIA MADRID YEPES

DE MATRICULA

YEPES SEGUN

R . CONFORME A LA ESCRITÜM # 2036 DEL 19 DE JUNIO DE 1942 DE LA NÚTARJA 1. DE

ANTES EN EL LIBRO LIBRO ,1. CORRESPONDiENTE. HOY AL FOLIO # OO1-0214413, O SEA

COI\.IPRENOE EL FRESENTE CER-I¡FICADO-

ITAÍRICULA AAERTA CO¡¡ BASE EH LA(s) SIGUIENTE(§) {En caso de ¡ntegrác¡ón y otros)
01N - 352768

(DIRECCION CATASTRAL)

2 PISO APTO

ANOTACION: Nro 0O1 Fecha: 0'1-12-2004 Radicación: 2004-486e0

Doc: ESCRiTURA3446 del29-11-20M NOfARIA 18 de NTEDELLIN

LSPLOIFICACIONi UONS I II UCI{JN REGLAMEN IO IJE PROPILDAD HORIZON IAL: 031 /

ACTo: $

REGLAMEN IO DL PIiOPIEDAD HORIZON IAL

dorninio ¡ncompleto)

cc# 21600695

cc# ss16s985

cc# 7'10210e6

cc# 8459669

X

x

X

ANofAclO[: N.o 0o2 Fe.}1,á: l147-2014 Rad¡cación: 2014-30088

Doq ESCRTTURA 1875 dd 23-&+-2013 ñOTARIA DIECIOCHO de MEDELLIN

F§PFllFtl:Al:rrlN. C.lirpRA\,FNTA. ñi24 aari¡pPA\/FNTA 7e{rññn

VALOR ACTO: $14,000,000
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HASTA LA FECHA Y HORA DE SU

No tiens validez sin la firm€ del rogistrador on ultima página

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL AcTo (X-l ubr d€ derccho rea¡ de dominio,l-f¡tulár de doñinio ¡¡rcompléto)

DEi CfuAVERAL DE OSORNO MARIA ELVIA ] CC# 21600695

DEI OSORNO CAJAVEML GTADIS ELENA I CCd 39165985

DE: OSORNO CA'/AVERÁ'L GUSTAVO ALONSO CC#71021096
I

DE: OSORNO CA'/AVEML JORGE LEON I CC+ A¿SS66g

I
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ANOTACION: Nro 003 feúÉi 21-02-2018 Radlfjl¡f]ro 20l&7726 
I
I

Ooc: ESCRITURA654 d6l 16-02-201E NOTARIA OIECINUEVE de MEDELLIN VALOR ACTO: $130.000.000

ESPECTFTCAC¡ON: COMPRAVENTAT 0125 COMPRAVENTA CON SUBSTDIO DE LA CAJA 
'*O$OTO* 

Oa 
''uENDA 

MtLIfAR y DE POLTCTA DONDE EL
I

BENEFtctAR¡o DE oBLtGA A No ENAJENAR poR Dos Nos I
I

PERSoNAS OUE INTERVIENEII EN EL ACTO lx.T¡tulár dé deEcho ¡eal dé domln¡o,l-Tt tular {é domtn¡o ihcoñpleto}

DE: RUEDA SIERRA MILOREY I

I cc* 43970901
I_ - _l 91:i,:t:1"-"I . ""__ --
I

ANOTACION: Nro OIX Fed¡a: 2l-02-2018 Ra dicaoiin'.2018-7726 |
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I

ESPECIFICACIoN: AFECTACION A VIVIENDA FAMILIAR: 0304 AFECTACIoN A VIVIENoA FAI,IL¡AR
I

PERSOIIAS Ot E IÍ{TERVIEI{EN EN EL ACTO fx.fitular de derécho r.al de dom¡nio,l-Tltular q€ dom¡h¡o ¡ncomplélo)

l^^"^^^^.-.
I, aoMEzJENNtFER I CC* 112841516l

I

ANOTACIONi N.o 005 Fecha:21.02-2018 Radicació 2018-7726

Doc: ESCRITURA 654 del 16-02-20'18 NOTARIA DIECINUEVE de MEDEL-l-lN

ESPECIFICACION: HIPOTECA CON CUANTIA INDETERMINADA: 0205 HIPOfECA CON

$40.000.000

NRO TOTAL DE /dNOTAclol'úES: '5*

SALVEDADEST (lnformaclón Antedor o Co¡reglda)
Anotación Nroi 0 Nro conección: 1 Rad¡cación: C2014-309

Anolación Nro: 2 Nro conecciónr 1 Radicac¡ón : C201 4 -21 4 7

SE INCORPORA NUEVA NOMENCLATURA SUMINISTRADA POR LA SUBSECRETARIA DE CA

PROFERIDO POR ESA ENTIDAD. RES. N, 2337 DE 25-03-2011 DE LA SNR,

ACTO: $

INDETERMINADA CREDITO INICIAL APROBADO DE

NtT 860.0G¡.020.1

30-01 -20'1 .1

ASTRGMEDELLIN, SEGUN DOC. RESOL, 3 DE 2Of3

DE: N¡ADERA ORTEGA JUAN CARLOS

A: BANco BILBAo VIZCAYA ARGENTARI,A CoLoMBIA S¡ €BVA COLOIiBIA
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DILI6ENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FI A Y CONTENIDO DE

DOCUMENTO PRIV

Artículo 68 Decreto-Ley 960 de 1970 y 1069 de 2015

En la ciudad de Medellín, Departamento de Antioquia, de Colombia, el ocho (08) de marzo

de dos mil dieciocho (2018), en la Notaría Veintisiete {27) del

JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, identificado con Cédula de

lo de Mcdellín, compareció:

NUIP 110003838154 y declaró
que la firma qu€ apareca en el pi'esente dccu¡nento es su},a ), el enido es cierto.

Firma autógrafa

LUISA FERNANDA MESA LONDOÑO, ¡dent¡f¡cado con Cédula
declaró que la firma que aparece en el presente documento es

!-. ., t., ,

F.rn'ra autógrafa

c¡udadanía/N UIP {004399694 1

y el contenido es cierto.

vww3tBl
'09:12:35.403

fueron ¡dentificadqs
información biográfica y biométrica

con la protección de sus

establecidas por la Registraduría

, en el que aparecen como
l(EL\Jl\t,/Lllv¡rEt! r t_, uE i¡li¡viA

Conforme ai Aíiículo i8 del Decreto-Ley 019 de 2012, los

med¡ante coteio biométr¡co en línea de su huella dactilar con
de la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado C¡vil.

Acorde a la autorizac¡ón del usuario, se dio tratamiento legal

datos personales y las políticas de seguridad de la i

Nac¡onal del Estado C¡v¡1.

Este folio se asocia al documento de CONTRATO DE

partes LOs ARRIBA FIRMANTES y que contiene ia siguiente i

Y CONTENIDO.

Número Único de Tronsocción:

It\ \
\\Nü\

CARLOS EDUARDO VALENCIA

l¡otario ve¡niis¡eie i27) del círculo Medeliín

El presente documento puede ser consuitodo en io pógina www. noto r¡oseguro, com. co

r l\"\*Y* /.1"^rF'r>l-i2o-(¿
le- o' c"t"! :. ,+'
o= ¿ i: ,..:i *i .; .,

\ ca¡.!os EDU^n0o

ffileata¿;'.
i;óhl*i"

.varer¡cú d.

39rne!
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yv,

Medellin,0T de Mar¿o de 2018

LA DIRECCION ADMINISTRATIVA Y
LA EMPRESA PARA LA SEGURIDAD

CERTIFICA:

IERA OE
.ESU.

Oue el(la) seño(a) LUISA FERNANDA MESA L DOÑO, ¡dent¡ficado(a)
La Empresa para lacon cédula de c¡udadanía 43996941, labora

Seguridad Urbana -ESU-, desde el 22 de Diciembre de 2011 ,

desempeñándose como TECNICO ADMINISTRA GRADO 02, y con un
salarc básico mgnsual de Dos i'liiiioñes vernrsers Nlll
Cuatroc¡entos Cincuenta y Cuatro pesos M.L. ($ 2, 454\

TIPO DE CONTRATO: lndefin¡do.

Esta constancia se exp¡de a solicitud del (ta) i

Atentamente,

udd(trLof)
WENDY URIBE MUNOZ

Directora Administrat¡va v Financiera

Calle 16 ¡lo. 41-210 oliclrra 106
Fdrfrcio L¡ Cornpanla PPX: (5/) r4l.l¿¿13¡48
fulcdellin Lokiinbra

tr§rs

<! --..---l -- -:¿L 
^^---c!-------

lm
ffil

Alcsld¡a de Medellín@:r."r
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MEDELLIN,

Señor (a)

15 NOVIEMBRE de 20i7

JUAN CARLOS MADERA ORTEGA
uruoad

Ref. Sol¡citud crédiro No. 0013074S960O499Os7

Apreciádo(a) señor{a}:

De manera atenta nos permitimos man¡festarle(s) que
requer¡dos pcr cl Banco y íeai¡zádá ia 

"va¡raci¿ntereúne(n) las condiciones éxigidas por el BBVA COL(
CAJAHONOR OF-SUB TRAD NO VIS PESOS FVE
nombre(s), hasta por la suma de CUARENTA
moñedá legel colombiana, a un plazo de Z4O meses.

Les condiciones financieras de la operac¡ón se sujetarán
al momenlo del desembolso.

Es de anotar, que dicha suma no podrá superar el ZO .á,
técnieo del inmueble a adqu¡r¡r, el que resulle menor de

Así mismo, nos perm¡timos comun¡cerle que esta
dias contados a partir de la fecha de ta
perfecc¡onámiento del crédito y el gravamen hipotecario

Esla comunicac¡ón es estr¡ctamente comercial y pot lo
efectos juridicos de orden precontractual o contraclual a
destinatario de los requis¡tos que la Ley o los
manefti geneÉl en el Banco para lá línéa de crédito

PREVIO PAZ Y SALVO DE ENTREGA DE CUPO ROTA

Cord¡almente.

Cenlro Hipolecario

fa

5633

J¡'JÚ154

vez eslud¡ados los documentos
se estableció que usted(es)

para ser sujeto del crédito Hlp
adquisición de viy¡enda a su(s)

DE PESOS (/10.000.000)

las que tenga vigentes el Banco

valor comercial o de avalúo
dos.

in tiene una v¡gencia de (1BO)
oontando el t¡empo para el
lo ampara.

nñ ea ¡{acñ'añáa ¡a Á-.^..v eY YvvP.urtw ee Enl.l
del Banco, ni exime a su

que se tengan establecidos de
de viv¡enda a largo plazo.

NO INLCUIDO EN CUPOS

il)grqú-rrrrlir*¡¡!¡{trd,rC.i,l¡rr all{:§Gl8LÉ--_ "-...,
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ESfADO DE CUENfA

QUE EL(Á) sEñoR(a) ¡4ADEM oRTEGA JUAN c^Rtos IDENrrFtcarJú(a) cc
PERTÉNECIENTE A T4(6I )POL¡CIA NAC¡ONAL CATEGOR¡A SUEOFICIAI T][NE

cajaHonor

DE CfUDAOANTA No.
S¡GI]IENTEs AÉORTES :

CL¡OTAS APORTADAS: 168 IIASTA SEpTIEMBRE 30 uE 2017

AHOR¡i()5 OAIIGATORIOS

 lIORROS VOLUNTARIOS

cESANfiAs

AHORROS REÍROACTIVOS

cEsaNTiAs RErRoAcrrvos
FONDO SOLIDARIDAD

COMPENSACIONES

CONClLIACIONES

POR LEGALIZAR

t¡rrEREES cEsANir§
suBStoto
EXCEDENTES FINANCIEROS

RETROACNVOS FONDO SOLIDA§IDAD

TOT L A SU FAVOR

SONi CUARENTA Y NUEVE MILLONES DOSCIENTOS DIECINUE1úE MIL

\4. \79 .222,2n

i.903.05i.30
20-248.328,0{}

206.409,00

2r5.708,00

0,00

0,cJ

0,00

0,00

4.740.019,49

s.629.5n,12

0,00

.722,O0

49.219.037,67 \

NoTA: Eñ et eveñto en qoe cump¡¿ tos requrrlor,*",r¡nrl"ln,Jo.türu 
", '.otorga el Estádo ¿ través de la céJ+prorñotúra de Vryrénda M¡lltar y de policia,

viqentes del año 2Ol7 equrvalent(s ¿ 139,836,718.00,kuyo recono(rrniento y 
I

dispon¡bilidad presupuestal. 5e recir¡ieFda .lifi{iado h ve.if¡cación de la lñfor

y pago del subsidio para viviend¿ que
corresponde 54.0 salarios minimos legales

están suieto6 a la eisteñcia de la respecüva
aqui de$rita añtes de asumir cualquier

comprom¡so.

A fl de Octubre de 2m5, eñ cumd¡m¡ento a l¿ ley 973 del 23 de iu¡io del ¿ño, se rec¡b¡€ron del Fondo Rotator¡o de la
Poliaá Nacional, corr¡o aboco a rcñd¡mientos financiergs, la suma de

irc Lesruós quE sc e!
valor que se eñcrEntra induido en el co¡cepto

Nota :Sor afil¡ado, su (úenta se erEumtra en

l,¿s cesantias que figuran efl la prcslrte coostañ(É tietleñ des¡nac¡ón
vlvénda M¡lit r y de Polkia no av¿la péstarnos coo base en ellas.

Los aportes soo ¡nembargables de conformidad con el A¡t. 18 Parágrafo 4é de
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para soluaión de vivieñda; la Caja Promotora de

Ley 973 de 2005.
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Jennifer de lo que le envié
compra las pijamas al niño
se gasta ni 200 mil pesos e
por mes lo que yo envió es
para lo que necesite a si qu
poner lo a que me llame pa
me cosas que deje de ser a

Producto
destino
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Gracias
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que y le
ue el no
comida
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deja de
pedir
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Es que yo mantengo al niñ y la mitad

que rec¡bÍs
alcanza.

de lo qLie se gasta en el me
aportar ud

Y la escusa no es yo no est
trabajando

A demás ud ya convive con
que la tiene que mantener
pagarte servicios,mercate y
eosas oue vos necesites d- -I- -

ser concluida más bn.

Entiende que yo a vos no te
manienerte Dára Éso conse

men sua I ente no te

lo debe

go que
uiste
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MUNICPIO DE MEDEL
SECRETARIA DE S DAD

COMISARIA DE FAMILIA COMUNA E SAN AVIER
CALLE 39 C N. 109-24, TELEFONO 3855555

UA§A DE JUSTICIA 20 DE JULIO

crrRclóru

MEDELLIN, 09 De Octubre De 2019

LAS PERSONAS. JUAN cARLoS MADERA JENNIFER GOMEZ Deberá
presentarse a esta Comisaría de Familia. el día 21 DE 2019 A LAS 02:00
P.M con el fin de Realizar diligencia en materia 1, de FIJACION DE CUOTA
ALIMENTARI Y REGULACION DE VISITAS MIGUEL MADERA GOMEZ
DE 05 AÑOS DE EDAD

Secretario De Apoyo

EL CERTIF}CADO DE INGRESOS
MENSUALES.

(-. ^---- -.l --...1- a-..--<- ---"--^--
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Alcaldía de Medellin

MUNICIPIO DE MEDELLIN
qtraPE r Atrr^ ñE eÉa:r rñrñ^ñ

COMISARIA DE FAMILIA COMUNA TRECE SAN JAVIER
CALLE 39 C # 109 24 TELEFONO 34555555

CASA DE JUSTICIA 20 DE JULIO

MEDELLIN. 09 De Octut re ?019

r'¡ortrtctclÓ¡¡ PERSoNAL

En la fecha diecisiete (09) de Octubre de 2019. siendo las 010.02 A.M notifico
personainrente a LA SEÑORA JENNIFER GOMEZ ident¡f¡cada con cédu¡a de
crudadania 1.i28.415.161 de MEDELLIN del auto que crdena programar
audiencia de goncilÉóTón en materia de Ley 640i2006, para ei oia 2i OÉ
NOVIEMBRE A LAS 02:00 P.M deniro de diligenc¡as radicadas bajo el proceso
024799+19, Mesa 3 Se Ie entrega boleta de cilac¡ón a la señora antes
mencionada, par.l/ que not¡f¡que personalmente o por correo ceri¡f¡cado a el
señor JUAN qlláybs MADERA constancia se frrma,

JENNIFER GOMEZ
Solcitante

Scanned with CamScanner

@o@ oo





La Pintada Antioquia, 4 de febre[o de 2020

Señora
JENNIFER GOMEZ
Dirección: Bi Pueblo Nuevo carrera 33 N' 34-40 segundo piso
Teléfono: 3163047119
La Pintada Antioquia

crrActóN

Sírvase comparecer ante esta Comisaría de Familia ubicada en el Coliseo Cubierto Marco
Tulio Restrepo Múnera del Municipio de La Pintada Antioquia, teléfono 3148632091, el dia
martes 18 de febrero de 2020, hora 2:30 P.M. Para efectos de llevar a cabo aud¡enc¡a de
conciliación extrajuCi:ial, de acuerdo a lo consagrado en el trámite del artículo 100, de la
L.1098/2006, (Ley De lnfancia Y Adolescencia) y L.64012O01. En asuntos relacionados con:
FIJACION DE CUOTA ALIMENTARIA, en beneficio del menor JUAN MIGUEL MADEM
GOMEZ.

Para dicha audiencia deberá presentarse con el documento de identidad y aportar las
pruebas que tenga en su poder y que desee hacer valer en un eventual proceso judicial, de

conformidad con lo estipulado en el parágrafo segundo de la ley 640/01, modificada por la
ley 1395/'10 que textualmente dice:

Parágrafo 2". En /os asunfos civiles y defamilia, con la solicitud de conciliación el interesado

deberá acompañar copia informal de las pruebas documentales o anticipadas que tenga en

su poder y que pretenda hacer valer en el eventual proceso; el mismo deber tendrá el
convocado a la audiencia de conciliación. De fracasar la conciliación, en el proceso que se
promueva no serán admitidas las pruebas que tas pañes hayan omitido apo¡tar en et trámite

de la concil¡ac¡ón, estando en su poder.

Nota: FORMA DE CITAR: existen tres formas de c¡tar adecuadamente 1 . Personalmente y
que esfe firme el recibido de la citac¡ón, 2 Por medio de correo ceñificado, 3. Con la
presencia de un test¡go que firmara como constanc¡a (puede ser un agente de policía).

Cabe resaltar, que, de no asistir a la audiencia, entiende el Despacho oue rQnuncian a

e¡ercer su derecho de defensa v procederá a proferir el respectivo acto admin¡strativo.

rm[vtftr#
DE FAMILIA LA PINTADA

Avenida 30. No. 3'l - 09 -Teléfono 8454216 - Fax 8453562
Código Postal 055060 - Nit 81 100901 7-8

Yrrfr,íÍ*o
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Aparlado. 11 de febrero de 2019

Señora.
MARY LUZ U R RE--'1 CARVAJAI'

Comisana de lamilta
Pinteda Antioquie

[[il[Iüilflil
I

De maner¿; alenta y respetrlosa nie permrlo s¡licitar a ese despacho, estudie lá posibilidad de
reprogramnr ls citación de enq¡li?qign 0xiraluiJicjól pArA l0S primefos 5 diAs del mes dé ñarzo
del año en oJrsó, toda ve; que para e!:!a fedia me feeron autorizadas Ias vgc¿ciones. pafa
aiji(,.'-.iii,,j,,i- i.L ;L,dju ;;i:,. j r.-.,3-: a . ;.... ,l ia,;rf iirr¡ti), .Jtr,qLrD ñc í11c l!c avlJflZ.lOJ
el pemr¡so para s3¡¡r de la j.rrisd¡ccrófl de Ur¿c¿. I por ser una d¡ligencia de caráctnr personai la
cu¿l no trene reláC1ofi |In el serv,crcr poli¿¡al. gü cebe sol¡cilar vacac¡ones pára podcr cornparecer
a este ÜPo ce requerinrietl¡os.

Al€n lSrnerrlÉ,

,l
l*l

JUAN CAflLOs II
cc. 3838 r 14 DE cor,t//!/,,

ERA ORTEGA
zal - Suc.e

ros-oF-00cr
!'EA 3

Áoro!¿. o¡ ?7-Ol:Dt ¡



Teniendo en cuenta que no hay án¡mo concil¡ator¡o, LA SUSCRITA COMISARIA DE

FAMILIA DEL MUNICIPIO DE LA PINTADA, DEJA CONSTANCIA QUE UNA VEZ

PROPUESTAS DIFERENTES FÓRMULAS DE ARREGLO, LAS PARTES NO

LLEGA-POI¡ .4. .a.CUS!?DO CCHCILIATCRIC AI-GUNO. Se da por terminacia ia

diligencia y en constancia se firma por los que en ella intervinieron,

CARLOS

@tA(¿
EZ

JUAJ

E

MAEERA ORTEGA

ffi



ACTA DE CONCILIACION NRO. O21

4DEMARZO DE2O2O

"AUDIENCIA DE CONCILIACION EXTRAJUDICIAL PARA FIJACION DE
CUOTA ALIMENTARIA PROVISIONAL, EN FAVOR DEL MENOR JUAN

MIGUEL MADERA GOMEZ, CONFORME LAS NORMAS,
CONSTITUCIONAI.ES Y I-EGAI-ES, tEY 640 DE ?40'! ), ley '!098 Ce 20O-cL

En la fecha, se presenta al despacho, la señora JENNIFER GOMEZ con cedula de

ciudadanía ffo. 1.128.415.161, nacida el dia 27 de febrero de 1988, natural de itagui y

residente en la pintada barrio nuevo, teléfono 3163047119, hija de LUZ AMPARO, de 32

años de edad, ama de casa, estado civil casada, grado de escolaridad tecnóloga, y

el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA , ¡dentificado con cedula de ciudadania nro.

3.838.154, nacido el dia 16 de sept¡embre de 1982, natural de Corozal Sucre, y residente

el municipio de Apartado Antioquia, Comando del Departamento kilómetro 5 vía apartadó

Carepa corregimiento el reposo, teléfono 3202350454, hijo de FANNY Y LUCAS, estado

c¡vil casado, de ocupación policía nacional, de 37 años de edad, quien manifiesta que le

concede poder para que lo represente dentro de esta diligenc¡a al abogado LUIS ENRIQUE

CURCIO SALGUEDO, identificado con tarjeta profes¡onal 311922 del consejo Superior de

ia iuciicaiura y ceduia de ciudadania nro. 1.069.466.565, á quien se le reconoce personería

para actuar dentro de la presente diligencia.

ASUNTO A RESOLVER:

Audiencia de conciliación para tratar tema de FIJACION DE CUOTA ALIMENTARIA

PROVISIONAL en favor del MENOR JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ.

La conciliadora a cargo de esta audiencia es la Abogada MARY LUZ URREA CARVAJAL

en su calidad de Comisaria de Familia.

Una vez instruida a las partes acerca de los beneficios y límites de la conciliación y

motivarlos para que presenten fórmulas de arreglo con base en los hechos tratados, se le

concede el uso de la palabra a las partes:

La señora JENNIFER GOMEZ sol¡cita que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA'

sumin¡stre como cuota alimentarie para su hljo .'nenor JLlA.h! MIGUEL !t4.a.DERA. GOIVIEZ,

la suma de setecientos mll pesos ($700.000) mensuales aparte del subs¡dio, de estudio, de

primas y todo lo que devengue el señor JUAN CARLOS, petición a la que no accede el

señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, manifiesta que sum¡nistra la suma de

trescientos mil pesos ($300.000) mensuales para su hijo JUAN MIGUEL, en la m¡tad de año

le entregará cien mil pesos y en diciembre dosc¡entos mil pesos, asi mismo entregará los

subsidios familiares que recibe en favor del menor JUAN CARLOS. Todo esto teniendo en
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Coope rdtivd F¡ndnc¡era
Nlf. 890-907-489-0

MedeL11n, 13 de marzo de 202A

VaIor inlcial:
Linea de crédl to :

Fecha de aperlura:
Plazo en meses:
VaIor cuota fiensual:
Forma de pago:

Tiene como deudor sofidarío y/o aportante a:

Nombre:

JUAN CARLOS MADERA ORTEGA

TFK

Atentamente,

.'p9,!¡,^¡\s\HT
EVELIN NAIALIA HOYOS HOLGÜIN
D.i re c tor de Agencia

A0 6-230

CERTIFICAMOS

Que nuestra Cooperativa otorgó a fa señora JENNIFER GOMEZ/ identificada
con cédu1a de caudadanía No. 1128415161, el crédito No. 0 0 7 - 0 0 2 - 0 0 5 1 3 4 4 - 7 ,
con las siguientes especlficaciones I

s 13,800,000.00
Consumo
207',7 -06-29
46

§ 409¿ 773.00
Débito

No. Documento:

3838154

A 1a fecha, e1 saldo totaf de 1a deuda, por concepto de capital e
intereses, es de ci-nco millones doscientos siete mi1 doscientos
veintiocho pesos \§5,201 ,22B.OA) y se encuentra a1 dia en sus pagos. Los
intereses corrientes y de mora aumentan diariamente.

Se expide esta certificación a solicitud de.1a señor:a .TENNIEER GOMEZ, para
trámites personales.

Iúpoltante :
Con eI fin de atender su transacción pronta y satisfactoriamente. es
importante que .Ios pagos extras o cancelación de obligaciones sean
realizados en fo¡ma personaf por ef deudor o deudor solldario, o pox un
tercero autorizado por uno de ellos en forma escrita.

Ei pago de cuotas/ abonos o ia canceLacióñ iotai de ia óbl ig-ación con
cheque debe reafizarse por ef valor exacto y, si ef valor de] cheque es
inferior, debe compfetarse e1 paqo con efectivo.

ft[s-**&dq*\,u,,
fesor 

ae créd\r,o

corporativo@jfk.com.co wwwjfk.com.coD¡rección General: Cr. 51 N" 43-24 Tel.2ó2 64 44 Medellín
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Medellín, O7 febrero 2O20.

Señores: fa!4ato t!,!.m?!o
Departamento de Follcla Antloqula.

A:u¡rlo: Derecit¡.¡ de Fetició¡¡: Solicituti docunlentaciór¡.

f-loJo- oooé¡B 2
'*/. tt-? É¡ ,, ¿-

Yc Jenñ¡fer comez, identificado con cédula de ciudadania nrimero 112841s161 exped¡da eñ e!
ñuúi¿¡P¡ú üÉ iv¡ÉüÉ¡iiñ aui¡ úa,ilin ii¡ú Eil iá ¿c¡ i=¡ d 35 ii 34-4O dei rnunicipio La Piniaria, en caiiciaci
de esposa delseñor lntendénte luan Carlos Madera Ortega, idént¡f¡cádo con cédula de ciudadanía
n{imero 3839154 exped¡da eñ el municipio de Corozal.

en e¡ercicto oei cieaecno de petrcron que consagra et artrcuto 23 de la constitúc¡ón pol¡tica de
colomb¡a y las dispos¡ciones pertinentes del código de procedim¡ento Administratlvo y de lo
Coñteñcioso adrñin¡strativo, respctúosameñte sclícito lo rigu¡ente:

- Cópia de col¡lla de los ingresos del señor.,u¿n Carlos Ma.lerá o¡r.oa
- lngrcsos dcsde elmes de iun¡o del 2018 haste la fecha.
- lngresos de Pnmas: Del mes deJunto, drctembre, pnma cte anttgúedaci, pnma de orden

-,..t-h-^ ¡i.¡a ^t -6. 
¡^ rt!-i^ á-¡ a^ro !--+- ¡- a^¡r.-

- Prestac¡ones sociales y deducciones.
Subs¡dio que le brindon o mi hijc Juan Miguel Madero Gómez con regietro c¡v¡l
1025899707, desde el m€s de diciemb¡e del 2013 hasta la fecha,

La petición anterior está fundamentada en las s¡gu¡entes r¿zones:

La informac¡ón es con elfin de presentarla en la com¡sar¡a de fam¡lia del municipio dé La p¡ntada,
donde se va a reali¿¿r audienc¡a de conciiiac¡or¡ exira,iud¡c¡¿i de derecho en lá iecha i8 de lébre¡o
del2o2O.

Para los efectos pert¡nentes, anexo los siguientes soportes y documentos:

- cop¡a dé citación.
- Copla registro ov¡t y carnet de Juan Mtguel Madera Gome¿.
- Copia cedula y cámet de Jenn¡fer Gómez.
- Cop¡a Acta de matrimon¡o.

Por favor enviar respuesta a este derecho de petic¡ón e la d¡recc¡ón que aparece al pie de mi flrma.I
/ . ¡\¡, ittntl-o( bore¿,

r¡,lJa"r pJtuon",¡o t I ze4l S 16 /
-t,, _^-^.--.-Lg(¡ula: ¡.J.¿é+¿f¡oJ. ue ¡veue¡ n.
frlrecslón: Carrera 31 S 34-40 de la ciudad de La Pintada.
Ie¡eiono:i1bjo4 /t J.y - 56J¡/u¿5.
Correo $ectrónico: Jgomez161 @ m¡sena.edu-co

t

"#.-t*s§,
tt \,!'"1, ,I,í
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IUINISTERIO DE DEFEN§A NACIONAL
T'\JLIIJI'\ NAUIT.INAL

DEPARTAMENTO DE POLICIA ANTIOOUIA

No. s-2020-0 2 0 I 1 I r sueco.GUrAH-2e.25

¡r6.ta tF l.¡ '{á f6h@'^ /{6 2n.rn

Seftc¡e
JENNIFER GOMEZ
ai ,t lle,,aiaa.l .{6 ir6'{^ ¡ñ

¡oomezl 61 @mlsena.edu.co
Tcléfonc 3133¡47119 393?025
Medellfn - Anüoquia

Asunto: Respuesta petición de información

En etención a la comunicación sin nrlmero recibida por esta dependencia el dfa 1O-O2-ZOZO,
-^-:.:¡^ ,rñi^ -t --,,ri^-¡^ rá.^-á^ E a^an ñ^^ñoo rrE^ r\t-r ^^-Ji-t*^_¡A '.- ---+ia- iÉa-É-^-r^ _.,^ r^re¡r'i(,qE va,rv vi:, ii i I, i,iri úi..¡i¡ i iui iiu ¡iiu püiiT¡iiiJ i¡iu[ñlalie que ;a
Policfa Nec¡onal está presta para brindar toda la colaboración en el aporte de ¡nformación gue

F^.. t-- ^,,r-;¡-)r-,a^l ^fa-^ ¡..¡:^i^t - ^^Í+;^^ -?a-;-i^¡-wrreüPe'rvq t,orc¡,q§ avrvr¡uu ,ur¡'vror \,, pv'riri4-süri ¡iriiirri citirdijr ¡ii¿úii ijl,i i.i üijai 5e
deja clarided que no se n¡ega lá ¡nformación solicitada; sin embargo no es pos¡ble enviarte esta
!.1-!-tá^:4- ¡^¡^ rr^, -^-+--.7a- 4- r- | ^., 11EE A^t .^18 ^it^-¿^i{oL vu ur ¡ úú 'á Lv, -u r u, úraoi ¡úú ¡ú ¡ri úrrü,iJ i qUE
modifica el artlculo 24 de la Ley 1437 del 2011: " lnformaciones y documentos reservados. Solo
¿- - )..4 - -- -4 ^t^ - 4 -^ -'^ )^ | ^ ^ t -a^ 4 ^ ^i ^ - ^ - .' .'r^ ^.' 4^ ^r^ -tattviriii wcttéútét tii¡u¡iüüú ian 'i ii\ji ¡¡iaiaivi ¡íJ5 i UíiaüíneliiüS gÁ¡riE,f A¡-iiG¡-; íe Sü¡76iiüOS á feSeivA itüf
la Constituc¡ón Política o la ley, y en esryc¡al (...) 3. Los que involucren derechos a la privacidad e
:-t:4i"{-¿ té-t.'t¿^ó

pens¡onales y demás regislros de personal que obrcn en los a¡ch¡vos de las ¡nstltuc¡ones públ¡cas o
-;..^)-^ ^-¡ ---^ t- \té.-¿t^ ^t¡-r-- n
PltvaQao, oor wtttv t.t ttré¿wtré ettitte4-

t-r t E-!!, §cr rr¡ut
M¡guel Madera

-a^ ^L^ ^i r-Yu(, rs¡aurvr's ra |JlJ§ru¡s or(,erqe¡urr o rus uE¡Evr¡ú§ ugt tttc!¡tur rustt
del señor Juan Carlos Madera Ortega, qu¡en está v¡nculado a la

:.- ^r ---r- J-9rr Er Yrauu r¡E , ..¡^t- ^-¡ --^-^---t \¡ErJErs aesrucllor á r(' eulurrudu Juut(Jtá¡ t, á(¡rIllt 5Uduvd
(com¡sarfa, i defensorfa) que se restablezcan sus derechos y en caso dé que 6stas

uEr urrrv¡llrc¡rfu pata rrrs Etcttu! túgatEl tluÉ 5ut¡urt,r, §É
br¡ndará en el término de la de acuerdo a la premura del caso.

Atentamente,

C

lntendente JOSE CAICEDO BENAVIDES
ll¿\rt¡¡t(,cruu¡ ul,

€r.!.nd. a, lr Jos M.ú.1dú

/ /ó

arlle 71 €5-20 ireCellln El, Eir./cl3d.r
Teéfono: 5904930 ext 22ik1
CecE!.sru-Da@lslisicsgL@
www-Dglic,¡a. qov. co

1DS-OF- 00t,
VER: 3

d.,*L
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Asunto: solic¡tud subsdio

De rnanera resp€luosa rne pemilo sohcitár e m¡ GEneral. o.denar e qu€n corrssponda m€ 6Ba
recoño(iándo cl subsidio fam¡llar del n$§i e,ecut¡vo. tengo fécha de alta como patrulloro de '10-11-2006.

por el nácrm¡ento de mr §egundo hijo, JUA¡,¡ MIGUEL MADERA GOMEZ NUIP 102589$707. Nacido el
dia 05-12-2013 en Envigádo Añtoquia, Él cual lue concobldo, con la sellorá JENNIFER GOMEZ
i.iéntilicáda con cedula de ctudadanía N' 1128415161 de Medellin Antioquia quien actualmente se
Cedica a jas ¡abores del hoqar por tanlo nc recibe subs¡dio famil¡ar

Agi"adezco a mr General la atención que le puedá ser br¡ndáda a la presente §olicitud.

_t-,
ORTEGA

AñEXO: RagBtro §ivil d§

¡aa\m!.r tl ,¡,¡¡n É{itur i¡a.c &ra¡
É.r{!¡.r§lr¡r.án 1*1t¡&,
tJa.B¡n $r ¡jd<€er§, gHe¡hsr

10§"oÉ,c00,
Ver 0

¡pio§r§ióo O§1?2006

Aleñfámente.

Páer¡r 1 di I

Ír

Mñánll¡ñ

lvál¡Blrl Jg ltu ¿§'¡ I l,Al\¡
Éogotá 0,C

-jffi* ,ffi$ffi
tñTEn o -.-.":.-. ffi. j





Señor
JUEZ DEC¡MO DE FAMILIA DE ORALID

E.S.D.

JENNIFER GÓMEZ, mayor de edad,
residencia y domicilio en el Municipio
identificada con la cédula de ciud
respetuosamente manifiesto a Usted q
escrito otorgo poder especial, amplio y s
JAIRO PATIÑO ZAPATA, mayor de
domicilio en el Municipio de Medellín, i

la cedula de ciudadanía No. 71.642.040
portadora de la Tarjeta Profesional
Superior de la Judicatura, para que inici
terminación demanda de DIVORCIO DE

RECONVENCIÓN, en contra del
MADERA ORTEGA, mayor de edad y
Mi apoderado, además de las facu
mandato, queda ampliamente facultada
en toda clase de pruebas, interrogar,
las de transigir, desrstir, recibir, sustituir,
necesario aclaraciones y reasumir el
interponer y acumular las demás p
pertinentes y en el orden que considere
nombre escrituras, y en general ad
judíciales o civiles que mejor

SÍrvase Señor juez reconocer persone

ténninos y para los efectos

De Usted

Cordialmente,

Ju,*{", Q..t^^.a--
JENNIÉER GÓMEZ

por medio del presente
al Doctor JHON

ad, con residencia y
ntificado civilmente con
abogado en ejercicio y

. 303.562 del Consejo

, tramite y lleve hasta su

MATRIMONIO ClVlL, en

r, JUAN CARLOS
domiciliado en Medellín.

inherentes al presente
ra practicar e intervenir
trainterrogar, asÍ como
nciliar, efectuar si fuere

poder, así como
ones que considere

iente, firmar en mi

tar todas las acciones
n a mis intereses.

DE MEDEL

te capaz,
PTNTADA (ANT.),

No.1.128.415.161,

apoderada en los
presente poder.

Juez,

eLA
anía

aaml
del



Acepto el poder

s ll "Ú ftrú2 J,' /,'T!l ) Z
JHON JAIRO PATINO Z-

C.C.7 1.642.040 de Medellín.

T.P. 303.562 C.S.J.

t) tÍÍftll [c//ll ' tarc o i Üp ole I f¡,ttl", o* '



DILIGENCIA DE PRESENTACI PERSONAL

Artículo 2.2.6.1.2.4.1, del 1069 de 2015

de Medellín, República de Colombia, el d ocho (1"8) de marzo ¿" oor ,¡t llltnute
'prr la Notaría Cuatro (4) del Círculo de Medellín, pareció:
R GOMEZ , identificado con Cédula de c¡ud aníd/NUtP #112a415X-61t presentó el

AD MEDELLIN y manifestó que la firmamento d¡rigido a JUEZ DECIMO DE FAMILIA DE ORALI

que aparece en el presente documento es suya y acepta el ntenido del mismo como cierto.

y',^,¡- e"^^

Firma autógrafa

Conforme al Artículo 18 del Decreto-Ley 019 de 2012, el pareciente fue identif icado mediante
cotejo b¡ométr¡co en línea de su huella dactilar con la in

de datos de la Registraduría Nacionaldel Estado Civil.

ión biográfica y biométrica de la base

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento le lrclacionado con la protección de sus

por la Registrad uríadatos personales y las políticas de seguridad de la info acrú¡ csta b lec idas

Nacional del Estad o Civil.

FRANCISCO ALONSO GA

Notario cuatro (4) del Círculo

Consulte este documento en www. eguro.com.co
Número Único de Tronsocción:

ffi
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Juzgado Décimo de Familia en Oralidad de Medellín.  
Radicado 05001-31-10-009-2020-00120-00 

 

Informe Secretarial,  
Medellín, veinte de agosto de dos mil veinte 

 
Señor Juez,   
 
Me permito informarle que, según el acta adiada del 13 de marzo del corriente año (Fl. 14 C. 1), 
el término con el que contaba la parte demandada para pronunciarse feneció el pasado 19 de 
agosto y, en la oportunidad legal arrimó, como mensaje de datos, respuesta a la demanda 
principal y demanda de reconvención.  
 
 
Lo anterior, para lo de su entero conocimiento.  
 

 
 
YAMILE STELLA GIRALDO GIRALDO 
Secretaria 
 

  

REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Medellín, veinte de agosto de dos mil veinte 

j10famed@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN  

RADICADO No. 2020-00120 

 

Recibida la presente demanda de DIVORCIO DE MATRIMONIO CIVIL en reconvención 

como mensaje de datos, instaurada por la señora JENNIFER GÓMEZ, a través de 

apoderado judicial, y en contra del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, se observa 

dicha acción carece de algunos de los requisitos formales, previstos para este tipo de 

asuntos, los cuales se precisarán a continuación, a fin de que sean subsanados por la 

parte reconviniente.  

 

Consecuentes con lo anterior, dispone el titular del Despacho INADMITIR la demanda de 

reconvención, concediéndosele a la parte solicitante, el término legal de cinco (05) días, 

contados a partir del día siguiente a la notificación de esta providencia por estados, para 

que subsane los siguientes requisitos, so pena de rechazar la demanda de reconvención, 

conforme lo establece el artículo 90 del Estatuto Procesal citado. Tales requisitos 

faltantes son:  

 

1. Enlistará como pretensión principal el DIVORCIO del acto matrimonial que nos 

ocupa, como quiera que es, por antonomasia, el primordial mérito objeto de estas 

diligencias, y del cual dependen las demás pretensiones. Así mismo, indicará en 

esa oportunidad la causa o causales con fundamento en las cuales se pide el 

mailto:j10famed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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divorcio, independiente de lo advertido en los hechos de la demanda de 

reconvención. (C. G del P. Art. 82. Num. 4°).  

2. Excluirá el numeral segundo del acápite de las pretensiones de la demanda de 

reconvención, y en consecuencia la undécima, con arreglo en lo dispuesto en el 

artículo 389 del C. G del P. Esto, sin perjuicio del incidente que por reparación 

integral podrá instaurar la recoviniente, en caso de acreditar la ocurrencia la causal 

tercera del artículo 6° de la Ley 25 de 1992 como motivo del divorcio, esto es, los 

ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. (Sentencia SU 080 de 2020. 

Corte Constitucional).   

3. Así mismo, excluirá los numerales tercero, sexto, séptimo, noveno, décimo cuarta, 

décimo quinta y décimo sexta, por improcedentes. (C. G del P. Art. 389). 

4. En las pretensiones primera, octava, décima concertará el valor en que pretende 

sean fijadas las cuotas alimentarias a las que allí aspira, a voces del artículo 283 

del ritual civil.  

5. Advertirá los canales digitales en donde se citará a las personas enlistadas en el 

escrito de la demanda como testigos, a voces de lo ordenado en el inciso 1° del 

artículo 6° del D. L. 806 de 20201.   

 

Con todo, se reconoce personería judicial al Dr. JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA, quien 

se identifica con T. P Nro. 303.562 del C. S de la J., en los términos del poder a él 

conferido por la parte actora.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.  

 

 

  RAMÓN FRANCISCO DE ASÍS MENA GIL 

JUEZ 

Se suscribe con firma escaneada, por salubridad  
                                  pública. (Art. 11, Decreto 491 de 2020).                                       

 

 

cv 

 

 

 

 
1 ARTÍCULO 6°. INCISO 1°. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas las partes, 

sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba ser citado al proceso, 

so pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales 

corresponderán a los enunciados y enumerados en la demanda. (Subraya fuera del texto legal).  

 

CERTIFICO. Que la anterior providencia fue 
notificada en ESTADO No.____ fijados hoy    
________________ en la secretaría del Juzgado 
a las 8:00 a.m. 
________________________ 

La secretaría 
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REPUBLICA   DE  COLOMBIA
RAMA   JUDICIAL DEL PODER PUBLICO

LISTADO DE ESTADO 

Juez Decimo de Familia Oralidad
MEDELLIN (ANT)

Página: 1Fecha Estado:064ESTADO No. 31/08/2020

Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  
Fecha
Auto

Folio

NEDY LORENA ALVAREZ
MONTOYA

MARCOS SANTACOLOMA
CASTILLO

Liquidación de Socidad
Conyugal y Patrimonial

28/08/2020
A la parte actora con el fin que se sirva arrimar al correo
electrónico del Despacho, el escrito radicado el 13 de marzo de
2020 en la Oficina Judicial de Medellín, en un término no
mayor de tres (3) días. voc

Auto requiere
05001311001020190011900

CANDI YESSENIA ZAPATA
MARULANDA

JULIO LOPEZ MARTINEZVerbal 28/08/2020
A la Nueva EPS, a fin de que informe la dirección fisica y
electronica del demandado. Requiere al memorialista para que
aporte consulta del ADRES y el RUAF correspondiente al
demandado a fin de verificar su afiliación en el sistema de
seguridad social e intentar su notificación. voc

Auto ordena oficiar
05001311001020190064000

DIANA SHIRLEY ALVAREZ
GUTIERREZ

JUAN DIEGO ECHAVARRIA
OSORIO

Verbal 28/08/2020
Al apoderado de la parte actora, para que aporte la consulta en
ADRES y el RUAF correspondiente al demandado, a fin de
intentar su notificaión. 

Auto requiere
05001311001020190078800

MARTA LUCIA AVENDAÑO
JIMENEZ

MARIBEL GONZALEZ
AVENDAÑO

Verbal 28/08/2020
al doctor HEBERTO GIRALDO MANRIQUE, para representar
a los herederos indeterminados. voc

Auto que Nombra Curador
05001311001020190083600

JUAN CARLOS MADERA
ORTEGA

JENNIFER GOMEZVerbal 28/08/2020
Demanda de Reconvención. Concede termino de 5 días para
subsanar so pena de rechazo. reconoce personeria al Dr. JHON
JAIRO PATIÑO ZAPATA. voc

Auto inadmite demanda
05001311001020200012000

johana milena meneses jorge eliecer quirozProcesos Especiales 28/08/2020
Ordena arresto por el termino de 6 dias al señor Jorge Eliecer
Quiroz Aguirre, A la ejecutoria de la presente providencia
expídanse los oficios de rigor. Ordena devolver el expediente a
la Comisaria de Familia Comuna Uno.voc

Auto Confirmado
05001311001020200018301

BLANCA CECILIA
RESTREPO RESTREPO

FREDDY DE JESUS
ECHEVERRI PEREZ

Verbal 28/08/2020
Ordena notificar al demandado. Decreta embargo. Reconoce
personeria a Dras. ANGELICA MARIA TAMAYO BOTERO y
SAMARA DEL PILAR AGUDELO CASTAÑO. voc

Auto que admite demanda
05001311001020200018700



Página: 2Fecha Estado:064ESTADO No. 31/08/2020

Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  
Fecha
Auto

Folio

CARLOS ANTONIO SERNA
PEREZ

ALBA RUTH RESTREPO
GONZALEZ

Verbal 28/08/2020
Ordena notificar al demandado. No decreta medida.
RECONOCE personería judicial al Dr. JUAN MANUEL
ALVAREZ YEPES. voc

Auto que admite demanda
05001311001020200019400

JUAN CAMILO
COLMENARES ARBOLEDA

JHON JAIRO VASQUEZ
ESTRADA

Verbal 28/08/2020
Concede el termino de 5 días para subsanar. Reconoce
personeria a la dra LEIDY MARCELA ARIAS LAYOS. voc

Auto inadmite demanda
05001311001020200019600

ALBA LILIANA MADRID
LONDOOÑO

MANUEL JOSE SUAREZ
SUAREZ

Verbal 28/08/2020
A los Juzgados de Familia de Bello- Reparto, por competencia-
Por el factor territorial. voc

Auto que remite expediente
05001311001020200020200

JULIAN ANDRES
RESTREPO ARTUNDUAGA

FABIO ALBERTO
RESTREPO GIRALDO

Ejecutivo 28/08/2020
Concede el termino de 05 días para subsanar. Reconoce
personeria a la dra YVVEETH JULIANA VELEZ MORA. voc

Auto inadmite demanda
05001311001020200020400

LUIS MIGUEL RESTREPO
MARIN

FERNANDO ALIRIO MARIN
CARDONA

Verbal Sumario 28/08/2020
Concede el termino de cinco días para subsanar so pena de
rechazo. Reconoce personería judicial al Dr. FABIAN DE
JESÚS RESTREPO ESTRADA.voc

Auto inadmite demanda
05001311001020200021400

COMISARIA DE FAMILIA
11- FLORESTA

LUCIANO GAVIRIA
CARMONA

Procesos Especiales 28/08/2020
Declara competente a la Comisaria Comuna Once de Familia de
Medellín. Ordena remitir el expediente. voc

Auto resuelve conflicto de competencia
05001311001020200021701

SECRETARIO (A)

DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN EL ART. 295 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO Y PARA NOTIFICAR A LAS PARTES DE LAS ANTERIORES DECISIONES, EN
LA FECHA 31/08/2020 Y A LA HORA 8:00 A.M., SE FIJA EL PRESENTE ESTADO POR EL TÉRMINO LEGAL DE UN DIA SE DESFIJA EN LA MISMA A LAS 5:00 P.M.

YAMILE STELLA GIRALDO GIRALDO
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DR. 

RAMÓN FRANCISCO DE ASÍS MENA. 

 

JUEZ DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  

E.         S.         D. 

 

               

REF. EXPEDIENTE PROCESO CON RADICADO NO. 2020-00120-00. 

 

ASUNTO: SUBSANAR RECONVENCIÓN AUTO QUE INADMITE DEMANDA 

RECONVENCIÓN EN PROCESO RADICADO: 05001311001020200012000. 

 
DEMANDANTE: JENNIFER GÓMEZ. 

 DEMANDADO: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

  

JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA, abogado en ejercicio, identificado civilmente con 

C.C.71.642.040 de Medellín, y T.P. 303.562 del C.S.J., obrando en calidad de 

representante legal de la señora JENNIFER GÓMEZ, identificada civilmente con C.C. 

1.128.415.161 natural de Itagüí (ANT.), y residente en la Valparaíso (ANT.), con base en el 

poder especial a mi otorgado para el efecto, me permito presentar ESCRITO DE 

SUBSANACIÓN Y REFORMA A DEMANDA DE RECONVENCIÓN, con base en la 

posibilidad para dicho efecto conferida en el Artículo 93 del C.G.P. 

Para tal efecto, y conforme a lo por su despacho observado en el AUTO DE 

SUSTANCIACIÓN de fecha agosto 28/2020, me permito corregir y subsanar de la siguiente 

forma: 

• Respecto del numeral 1 DEL AUTO DE SUSTANCIACIÓN: Me permito solicitar la 

modificación de la PRETENSIÓN PRIMERA, a efecto de la cual está será 

presentada con sus debidas modificaciones en el nuevo y reformado ESCRITO DE 

DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

• Respecto de los numerales 2 y 3 DEL AUTO DE SUSTANCIACIÓN: Me permito 

solicitar el retiro de las PRETENSIONES SEGUNDA, TERCERA, SEXTA, 

SÉPTIMA, NOVENA, DÉCIMO CUARTA, DÉCIMO QUINTA Y DÉCIMO SEXTA, a 

efecto de lo cual, será presentada con sus debidas modificaciones nuevo y 

reformado ESCRITO DE DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

• Respecto del numeral 4 DEL AUTO DE SUSTANCIACIÓN: Me permito solicitar la 

modificación de las PRETENSIONES PRIMERA, OCTAVA Y DÉCIMA,  a efecto de 
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lo cual estás serán presentadas con sus debidas modificaciones en el nuevo y 

reformado ESCRITO DE DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

• Respecto del numeral 5 DEL AUTO DE SUSTANCIACIÓN: Me permito incluir en el 

nuevo y reformado ESCRITO DE DEMANDA DE RECONVENCIÓN, las 

direcciones, correos electrónicos, y teléfonos de las partes para la debida 

notificación. 

 

De Usted, señor Juez. 

Atte. 

 

JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA. 

 C.C.71.642.040 de Medellín. 

 T.P. 303.562 del C.S.J. 
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DR. 

RAMÓN FRANCISCO DE ASÍS MENA. 

 

JUEZ DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  
E.         S.         D. 

 

               

REF. EXPEDIENTE PROCESO CON RADICADO NO. 2020-00120-00. 

 

ASUNTO: DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

 
DEMANDANTE: JENNIFER GÓMEZ. 

 DEMANDADO: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

 

JHON JAIRO PATIÑO ZAPATA, abogado en ejercicio, identificado civilmente con 
C.C.71.642.040 de Medellín, y T.P. 303.562 del C.S.J., obrando en calidad de 
representante legal de la señora JENNIFER GÓMEZ, identificada civilmente con C.C. 
1.128.415.161 natural de Itagüí (ANT.), y residente en la Valparaíso (ANT.), con base en el 
poder especial a mi otorgado para el efecto, me permito presentar demanda de 
Reconvención dentro del proceso referenciado, con base en la existencia de los siguientes: 

 
HECHOS 

PRIMERO: El señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y mi prohijada JENNIFER 
GÓMEZ, contrajeron matrimonio Civil el día 11 de Diciembre del año 2009, en la Notaria 
Primera del Circulo Notarial de Inírida (Guainía), acto que fue protocolizado mediante la 
Escritura Publica No. 2009-260 de la misma fecha, e inscrita en la REGISTRADURÍA 
NACIONAL DEL ESTADO CIVIL bajo el Indicativo Serial No.03454086 en fecha Enero 
04/2.010. 

SEGUNDO: Los ahora cónyuges fijaron su domicilio y sitio de residencia en la ciudad de 
Medellín. 

TERCERO: La pareja procreó durante su vínculo marital al menor JUAN MIGUEL MADERA 
GÓMEZ, nacido en fecha Diciembre 05/2013 en la ciudad de Envigado (ANT.), quien fue 
inscrito en el Registro Civil en la Notaría Veinticinco del Círculo Registral de Medellín, en 
fecha Diciembre 11/2013, bajo el NIUP No.1025899707, y el Indicativo Serial No. 52982587. 

CUARTO: Relata mi mandante que su convivencia se extendió, por lo menos, hasta 
mediados del mes de junio del año 2.018,  su cónyuge dejo de retornar al hogar, fecha en 
la cual el acá demandado en reconvención decide instalarse en forma definitiva en el 
Municipio de Apartadó (Antioquia), lugar donde él mismo prestaba en ese momento sus 
servicios como suboficial de la Policía Nacional, Seccional Antioquia, razón por la cual en 
dicha fecha retiró de la vivienda común de la pareja sus efectos personales. 

QUINTO: Así las cosas, a partir de junio del año 2018, la pareja cesa su convivencia en 
común, sin que pueda predicarse que a partir de dicho momento sostengan vínculo afectivo, 
ni lazo de unión  diferente a ser padres del menor JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ. 
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SEXTO: Las causales de separación de la pareja las constituyeron básicamente los 
problemas sobrevinientes al parto mediante el cual mi prohijada dio a luz el hijo común de 
la pareja, tras el cual le sobrevinieron a ella traumas psicológicos relativos a una depresión 
post-parto, motivo por el cual el acá demandado en reconvención inicio en contra de mi 
mandante una paulatina y sistemática práctica de maltratos físicos, psicológicos y 
económicos, expresándole el acá demandado en reconvención a mi prohijada en forma 
constante: que no servía como mujer, que no servía para nada, que no era una mujer 
completa, y ocasionalmente infringiéndole maltrato físico, consistente en golpes en su 
espalda a fin de no dejar evidencia mayor en su rostro o partes visibles que hicieran 
evidente dicho maltrato físico (vale la pena resaltar que al ser el señor MADERA ORTEGA 
persona adscrita a la Policía, tiene por fuerza conocimiento acerca de las formas de 
evaluación y reconocimiento forense de maltrato físico y violencia intrafamiliar y la forma de 
eludirlas.). En forma adicional, mi mandante aduce que otra causal de distanciamiento y 
separación, y por consiguiente ruptura del vínculo marital y el vínculo afectivo, la constituyó 
el hecho de que el señor MADERA ORTEGA inició una relación extramarital con la señora 
LEYLA CRISTINA VÉLEZ, quien se desempeñaba como enfermera en el Hospital de 
Remedios (Antioquia), lugar donde el demandante prestó en algún tiempo su servicio como 
agente de Policía. Dicha relación extramatrimonial con la citada dama, se hizo evidente y 
adquirió para  mi prohijada un grado de plena certeza y conocimiento de existencia, en 
Enero de 2020, cuando tras pasar vacaciones decembrinas el menor JUAN MIGUEL con 
su padre, quien vino a entregarle el niño a su madre, fue la citada señora LEYLA CRISTINA 
VÉLEZ. El nacimiento de dicha relación extramatrimonial confluyó enormemente en el 
deterioro de la relación, a punto tal que el acá demandado en reconvención inició incluso 
actos constantes de maltrato físico, pero principalmente psicológico y económico, 
induciendo en mi prohijada ideas de rechazo y sumiéndola incluso en estados de depresión. 
Dicha infidelidad y los actos concurrentes desplegados por el acá demandado en 
reconvención, se encuentran inmersos y enmarcados dentro de las causales 1, 2 y 3 del 
Artículo 154 del Código Civil.  

 
SÉPTIMO:  En forma concomitante con el hecho SEXTO anteriormente reseñado, el hijo 

de la pareja también ha sufrido constantes afectaciones y traumas psicológicos, 

expresándole en múltiples ocasiones  a su madre- mi mandante- que su padre no lo quiere; 

que el ve que policías hay en todos lados, pero que su padre no quiere trabajar cerca de 

donde el niño se encuentra, lo que ha desencadenado en el menor episodios diversos de 

depresión y aislamiento, e incluso diciéndole a su madre que él recuerda que el papá 

maltrataba a la mamá, y que la tomaba con las manos a la espalda. Con dichos actos, el 

señor MADERA ORTEGA ha venido paulatina y sistemáticamente violentando los derechos 

prevalentes de su hijo, violando de contera con ello el mandato constitucional del artículo 

44 Superior; CON LO CUAL EL Estado se ve abocado a salir en  defensa de esos derechos 

fundamentales transgredidos del menor, en virtud de cuyas violaciones toda vez que: el 

Estado Social de Derecho asigna al aparato público el deber de adoptar acciones “que 

permitan a los menores de edad alcanzar un desarrollo armónico e integral, en los aspectos 

de orden biológico, físico, síquico, intelectual, familiar y social. La población infantil es 

vulnerable y la falta de estructuras sociales, económicas y familiares apropiadas para su 

crecimiento agravan  su indefensión” cuando quiera que el Estado identifique puntos 

de posible vulnerabilidad. 

OCTAVO: Mi prohijada, la señora JENNIFER GÓMEZ, ostenta la custodia, cuidado 
personal, atención y educación del hijo común de la pareja, quien es menor de edad. 

NOVENO: Tras la separación, mi mandante, en aras de evitar mayores traumatismos, y en 
procura de no infligir  mayores traumatismos psicológicos al hijo común de la pareja, y ante 
la precariedad de los ingresos económicos que el acá demandado en reconvención JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA les proveía,  mi mandante, tras quedarse cesante 
laboralmente en el mes de Mayo de 2019, decide en el mes de Agosto de 2019, trasladarse 
a vivir temporalmente al Municipio de Valparaíso (ANT.), a una finca propiedad de un tío de 
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ella, el señor BENJAMÍN ALIRIO GÓMEZ, y posteriormente en el mes de septiembre de la 
misma calenda, se instaló en un apartamento en arriendo en el mismo municipio,  a fin de 
procurarle a su hijo mejores posibilidades para que continuase sus estudios en la escuela 
del citado Municipio; y dado el hecho que el niño venía padeciendo déficit de atención y 
trauma psicológico que requirió incluso que su madre tuviese que hacerle acompañamiento 
constante en el Aula de estudio entre los meses de Septiembre y Noviembre de 2019, lo 
que le impedía a mi prohijada pensar siquiera en procurar ubicarse laboralmente. Dichos 
eventos constitutivos de violencia Intrafamiliar por parte del señor  JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, en contra de mi prohijada  y de su hijo, han dejado secuelas 
psicológicas en mi prohijada, que no tenía el deber de soportar y que deben ser resarcidos 
por el acá demandado en reconvención, el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

 
DÉCIMO: En virtud y como consecuencia jurídica de su matrimonio, la pareja estableció 
una sociedad conyugal, en vigencia de la cual, la pareja adquirió un bien inmueble, en fecha 
16 de Febrero de 2018, ubicado en el municipio de Medellín, en la Carrera 51B, #88A-41  
de la nomenclatura de ésta ciudad, consistente en una propiedad que si bien está registrada 
como un apartamento y fue adquirida como cuerpo cierto, en realidad consta de dos 
apartamentos o unidades habitacionales con acceso común, pero con independencia 
estructural y servicios independientes, que conforman en la realidad dos apartamentos- 
segundo y tercer piso- sin cumplir en la actualidad con el requisito legal de desenglobe ante 
planeación municipal (como puede evidenciarse en fotos que se adjuntan), identificado con 
Matrícula Inmobiliaria Nro. 01N-5236221, y protocolizada mediante Escritura Pública No. 
654 de la Notaria Diecinueve del Círculo Registral de Medellín, de fecha 16/02/2018, con 
un costo a fecha de adquisición de  $130.000.000, propiedad adquirida en parte con dineros 
provenientes del anticipo de cesantías y el ahorro forzoso que el acá demandado en 
reconvención poseía en el FONDO DE LA CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y 
DE POLICÍA, y parte con subsidio de la misma entidad, amén de un préstamo con garantía 
de Hipoteca con cuantía Indeterminada por un total inicial de $40.000.000 sobre el mismo 
bien Inmueble, otorgado por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-
BBVA COLOMBIA, según consta en las Anotaciones 3, 4 y 5 de la  Matrícula Inmobiliaria 
Nro. 01N-5236221 (copia de la cual se adjunta). Ambos apartamentos se encuentran al día 
de hoy bajo contrato de arrendamiento por montos de canon supuestos de $500.000 y 
$550.000 mensuales; el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA es quien está al 
momento cobrando y percibiendo los montos de dichos cánones de arrendamiento en un 
monto de al menos $1.050.000 mensuales, que contados desde el mes de marzo de 2018 
a marzo de 2020, serían 24 meses, lo cual arrojaría un monto recaudado por concepto de 
arriendos a fecha marzo de 2020 de al menos $25.200.000, más las sumas que se recauden 
hasta la fecha de declaratoria mediante sentencia del divorcio que se tramita mediante el 
presente proceso, que son parte de réditos y frutos civiles de la sociedad conyugal, al tenor 
de lo estipulado en el numeral 2 del Artículo 1781 del Código Civil Colombiano.  
Dicha propiedad está afectada a vivienda familiar, en virtud de la LEY 258 DE 1996 (Enero 
17), que en su Artículo 1 plasma: ¨Artículo 1.  Modificado por el art. 1, Ley 854 de 2003. 
Definición. Entiéndese afectado a vivienda familiar el bien inmueble adquirido en su 
totalidad por uno de los cónyuges, antes o después de la celebración del matrimonio 
destinado a la habitación de la familia¨, hecho que refuerza y evidencia que a Febrero 
de 2018, fecha para la cual fue adquirida, la pareja aún sostenía su convivencia y 
persistía el vínculo marital. Toda vez que dichos bienes fueron adquiridos en la 
vigencia de la sociedad conyugal, y no fueron fruto de herencia o donación, sino 
adquiridos a título oneroso, pertenecen a los haberes de la misma, según lo prescribe 
el Artículo 1781 del Código Civil Colombiano.  
 
UNDÉCIMO: Así las cosas, y toda vez que tanto demandante como apoderado 
incurrieron en la presentación de la demanda de divorcio con Radicado 2020-00120-
00 y objeto de Reconvención en la presente demanda, en sendas falsedades, por 
decir- sin ser cierto- que se había llegado a un acuerdo verbal sobre cuota 
alimentaria, y por el hecho de no incluir (al momento de solicitar la declaratoria de 
disolución y liquidación de la sociedad conyugal en la pretensión tercera de dicho 
proceso estos bienes inmuebles como parte del haber social de dicha sociedad 
conyugal, en un acto doloso tendiente a defraudar el haber social de la sociedad 
conyugal) información alguna acerca de la existencia de bienes inmuebles comunes 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=10793#1
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adquiridos en el curso de la sociedad conyugal, les son aplicables las sanciones 
establecidas en el Artículo 86 del C.G.P. que en su tenor literal plasma: ¨ARTÍCULO 
86. SANCIONES EN CASO DE INFORMACIONES FALSAS. Si se probare que el 
demandante o su apoderado, o ambos, faltaron a la verdad en la información suministrada, 
además de remitir las copias necesarias para las investigaciones penal y disciplinaria a 
que hubiere lugar, se impondrá a aquellos, mediante incidente, multa de diez (10) a 
cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y se les condenará a indemnizar los 
perjuicios que hayan podido ocasionar, sin perjuicio de las demás consecuencias 
previstas en este código¨. 
 
DUODÉCIMO: En forma concomitante, para poder acceder al crédito de hipoteca otorgado 
por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-BBVA COLOMBIA, y en 
razón a que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA tenía algunas deudas pendientes, 
mi prohijada acudió y accedió a un préstamo de consumo con la COOPERATIVA 
FINANCIERA JHON F. KENNEDY, del cual incluso el señor JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA fungió como deudor solidario y/o  aportante por un valor inicial de $13.800.000, y 
del cual aún se adeuda un monto por concepto de capital e intereses  de $5.207.228 
(verificable en constancia adjunta de fecha marzo 13/2020), deuda que igualmente hace 
parte como pasivo del haber social de la sociedad conyugal. 
 
DÉCIMO TERCERO: Para poder suplir los pagos de la deuda contraída por mi prohijada 
con la COOPERATIVA FINANCIERA JHON F. KENNEDY, y en razón a que ella se 
encuentra cesante laboralmente desde mayo de 2019, y los recursos que el señor MADERA 
ORTEGA aporta para el sostenimiento del hijo común de la pareja son insuficientes, y 
concurrentemente para procurarse el bienestar y manutención de ella y del hijo común de 
la pareja, y ante la precariedad de los dineros aportados por el acá demandado en 
reconvención, mi prohijada ha  debido acudir a préstamos sucesivos, desde el mes de julio 
de 2019, concedidos. El primero en fecha julio 18/2019 por un monto de $1.500.000, uno 
más en fecha septiembre 09/2019 por un monto de $1.500.000, un tercero en fecha 04 de 
enero de 2020 por un monto de $1.000.000, y un cuarto préstamo en fecha febrero 28 de 
2020 por un monto de $1.000.000,factores que sumados se elevan a un monto total  de 
$5.000.000, deuda que igualmente hace parte como pasivo del haber social de la sociedad 
conyugal, y el cual debe ser tenido en cuenta como  créditos que afectan el haber social de 
la sociedad conyugal al momento de iniciarse la disolución y liquidación de la misma.. 
El acá demandado en reconvención JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, en su demanda 
de divorcio no declaró ninguna deuda pendiente que de su parte o a su cargo afecte o deba 
ser incluida en la sociedad conyugal.  
No obstante mi prohijada reconoce que debe aún existir un saldo pendiente del crédito 
hipotecario otorgado por el BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA S.A.-
BBVA COLOMBIA, cuyo monto es desconocido por ella, dado que,  no obstante ella haber 
solicitado verbalmente al mismo banco en fecha marzo13/2020 dicha información, no fue 
posible obtenerla en razón de las leyes de privacidad de información y habeas data que 
rigen en nuestro país, por lo cual se solicita encarecidamente al señor Juez, solicitar dicha 
información al acá demandado en reconvención , o en su defecto, emitir Auto que ordene 
al banco compulsar copia de dicha información para ser tenida en cuenta dentro de los 
créditos o pasivos que afectan el haber social, para efectuar la debida disolución y 
liquidación de la sociedad conyugal. 
 

DÉCIMO CUARTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, ha estado percibiendo y quedándose para sí, en forma contraria a 
derecho, el subsidio familiar correspondiente y de pertenencia del hijo de la pareja. 
El monto de dicho subsidio, al tenor de lo estipulado en el Artículo 82 literal C del Decreto 

1212 DE 1990 (ARTICULO 82. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto los 

Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho al pago de un 

subsidio familiar que se liquidará mensualmente sobre el sueldo básico, así: a. Casados el treinta 

por ciento (30%), más los porcentajes a que se tenga derecho conforme al literal c. de este 

artículo.  

  b. Viudos, con hijos habidos dentro del matrimonio por los que exista el derecho a devengarlo, el 

treinta por ciento (30%), más los porcentajes de que trata el literal c. Del presente artículo.  
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  c. Por el primer hijo el cinco por ciento (5%) y un cuatro por ciento (4%) por cada uno de los demás, 

sin que se sobrepase por este concepto del diecisiete por ciento (17%).), que rige actualmente el 

estatuto y el régimen prestacional Especial del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional, 

asciende y que asciende en forma mensual, a un 34% del ingreso mensual que por concepto 

de sueldo percibe JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 
 

DÉCIMO QUINTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA, quien se desempeña como intendente de la Policía Nacional, por dicha calidad 
de suboficial ejecutivo, y por el hecho de prestar servicio en zona de orden público, percibe 
al año, al menos, las siguientes primas, establecidas en el Decreto 1212/1990 que rige su 
régimen prestacional: 
 ARTICULO 68. Prima de actividad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio 

activo, tendrán derecho a una prima mensual de actividad, que será equivalente al treinta y tres por 

ciento (33%) del respectivo sueldo básico.  

ARTICULO 69. Prima de servicio anual. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en 

servicio activo, tendrán derecho al pago de una prima equivalente al cincuenta por ciento (50%) 

de la totalidad de los haberes devengados en el mes de junio del respectivo año, la cual se 

pagará dentro de los quince (15) primeros días del mes de julio de cada año.  

  ARTICULO 70. Prima de navidad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo, tendrán derecho a recibir anualmente del Tesoro Público una prima de navidad, 

equivalente a la totalidad de los haberes devengados en el mes de noviembre del respectivo 

año, de acuerdo con su grado o cargo.  

  PARÁGRAFO 1o. Cuando los Oficiales y Suboficiales no hubieren servido el año completo, tendrán 

derecho al reconocimiento de la prima de navidad a razón de una duodécima (1/12) parte por cada 

mes completo de servicio, liquidada con base en los últimos haberes devengados.  

  ARTICULO 71. Prima de antigüedad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, a partir 

de la fecha en que cumplan quince (15) y diez (10) años de servicio, respectivamente, tendrán 

derecho a una prima mensual que se liquidará sobre el sueldo básico, así:  

  a. Oficiales:  

  A los quince (15) años, el (10%) y por cada año que exceda de los quince (15), el uno por ciento 

(1%) más.  

  b. Suboficiales:  

  A los diez (10) años, el diez por ciento (19%0 y por cada año que exceda de los diez (10), el 

uno por ciento (1%) más.  

  ARTICULO 72. Prima de orden público. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en lugares donde se desarrollen operaciones policiales para restablecer 

el orden público, tendrán derecho a una prima mensual de orden público equivalente al 

veinticinco por ciento (25%) del sueldo básico. El Ministerio de Defensa Nacional determinará las 

zonas y condiciones en que debe pagarse esta prima.  

   Dichas primas, por ser parte de los ingresos del acá demandado en reconvención 
constituyen parte del haber social de la sociedad conyugal, al tenor de lo estipulado en el 
numeral 1 del Artículo 1781 del Código Civil Colombiano. 

ARTICULO 80. Prima de instalación. Los oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo que sean trasladados o destinados en comisión permanente dentro del país y tengan 

por ello que cambiar de lugar de residencia, tendrán derecho, si fueren casados o viudos con 

hijos a su cargo, a una prima de instalación equivalente a un (1) mes de los haberes 

correspondientes a su grado.  

  Esta prima se reconocerá cuando el Oficial o Suboficial lleva a su familia al sitio al que haya sido 

trasladado. En casos especiales cuando las exigencias del servicio impidan el traslado de la 

familia a la nueva sede, se reconocerá dicha prima aun cuando el Oficial o Suboficial no 

efectúa el traslado de aquélla.  
   
DÉCIMO SEXTO: El acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, tiene acumulados unos montos por concepto de pensiones y cesantías por 
concepto del tiempo de servicio prestado a la Policía Nacional, de los cuales, al conformar 
los mismos parte del haber social de la sociedad conyugal que establecieron por efecto y 
como consecuencia del matrimonio contraído por él y mi poderdante en fecha Diciembre 
11/2009, conforme lo estipulado en el numeral 2 del Artículo 1781 del Código Civil 
Colombiano, deben ser tenidos como parte del haber social los montos correspondientes a 
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lo por el señor MADERA ORTEGA  percibidos por tales conceptos, hasta la fecha en que 
se decrete la cesación de los efectos civiles de Matrimonio Civil y la Disolución y Liquidación 
de la sociedad conyugal. 
 

DÉCIMO SÉPTIMO: Entre mi poderdante y el acá demandado en reconvención, JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA, no se han estipulado acuerdos o conciliaciones en torno a 
los montos a aportar por concepto de cuota alimentaria, ni respecto del hijo común de las 
partes de esta Litis, ni respecto de mi poderdante.  

Reconoce si mi poderdante que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA ha venido 
consignado a su arbitrio propio montos variables de dinero a mi prohijada, a fin de que ella 
brinde cuidados, educación y manutención al hijo de la pareja, no sin antes infringir  y ejercer 
mediante su coacción constante y sistemática y su accionar presiones psicológicas y 
económicas, aduciendo que mi poderdante no tiene derecho a nada; que debe conciliar con 
él en los términos y condiciones que él disponga; que él no va a mantenerla ni tiene por qué 
hacerlo, pues solo tiene obligación para con su hijo y esta se cumplirá en los términos, 
condiciones y momentos que él mismo disponga, dado que los jueces le darán la razón, 
puntualizándole que el mismo monto que él aporte lo debe aportar ella independientemente 
de que ella trabaje o no, que ella verá en que forma ella conseguirá esos recursos (actos 
constitutivos de violencia psicológica y económica acentuados por el hecho que mi 
poderdante se encuentra cesante laboralmente desde el mes de mayo de 2019, fecha 
desde la cual no ha logrado ubicarse laboralmente) consignaciones que se han realizado 
desde el mes de Octubre de 2019 a junio 30 de 2020, en las siguientes cantidades y fechas, 
resaltando que dichos montos se transfieren o consignan en fechas similares o cercanas a 
las fechas en que el acá demandado en reconvención percibe el pago de su sueldo por 
parte de la Policía Nacional: 

• $850.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 27/10/2019. 

• $800.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 28/11/2019. 

• $750.000 consignados a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 03/01/2020. 

• $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 30/01/2020. 

• $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 01/03/2020. 

• $350.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 28/03/2020. 

• $350.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 29/04/2020. 

• $400.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 29/05/2020. 

• $300.000 transferidos a la cuenta de ahorros de mi prohijada en fecha 30/06/2020. 

(Se anexa copias como pruebas de lo anterior). 

La violencia económica desplegada por el acá demandado en reconvención en contra de 
mi mandante, se exacerbó en el mes previo a la presentación de la demanda de divorcio 
por parte del acá demandado en reconvención, además de exacerbarse la violencia 
psicológica arguyendo que mi prohijada tenía que aceptar los términos y condiciones que 
el acá demandado en reconvención quisiese imponer. 

 

DÉCIMO OCTAVO: Durante el lapso de tiempo transcurrido desde el mes de Septiembre 
de 2019 al presente, el acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA, no ha cumplido con su obligación legal de proveer a su hijo con el vestuario y 
elementos necesarios para su estudio y educación, ni en subsidio ha proveído los recursos 
económicos necesarios a mi prohijada para dichas necesidades del menor. 

 

DÉCIMO NOVENO: La demandante en reconvención me ha otorgado Poder Especial para 
representarla en el presente proceso. 

 

Con base en la existencia de los hechos anteriormente enunciados, me permito 
solicitarle señor Juez, se conceda a mi prohijada las siguientes 
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PRETENSIONES: 

 

DECLARATIVAS: 

PRIMERA: Que se declare el divorcio del matrimonio Civil celebrado el día 11 de 
diciembre del año 2009, en la Notaria Primera del Circulo Notarial de Inírida (Guainía), entre 
JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y JENNIFER GÓMEZ, acto que fue protocolizado 
mediante la Escritura Publica No. 2009-260 de la misma fecha, e inscrita en la 
REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL bajo el Indicativo Serial No.03454086 
en fecha enero 04/2.010, con arreglo a en lo estipulado en los numerales 1 y 2 del  Artículo 
154 del Código Civil Colombiano, y Consecuencialmente con dicha declaración se ordene 
y condene al acá demandado en reconvención al pago de alimentos en beneficio de mi 
prohijada y su hijo en un valor equivalente al 50% del salario multifactorial (acepción que 

sobre los montos incluidos en el salario hace el Código Sustantivo del Trabajo en el Artículo 127) 
por él percibido en su calidad de empleado asalariado. 

SEGUNDA:  RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN DE PROVEER ALIMENTOS: Que se 
declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS MADERA ORTEGA es 
responsable de proveer alimentos por el hecho que es cónyuge responsable, por haber este 
aportado las causas de «culpabilidad en la ruptura de la unidad matrimonial», dado su 
abandono del hogar, concomitantemente con haber iniciado una relación extramatrimonial 
paralela a su matrimonio, con lo cual incurrió en lo estipulado en el numeral 1 y 2 del  Artículo 
154 del Código Civil Colombiano, de la que nace su obligación legal de proveer 
alimentos en favor y beneficio de su esposa, concordando con lo preceptuado en el 
numeral 3 del Artículo 389 del C.G.P. 
 

TERCERA:  Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA, conforme se ha expresado en el HECHO DÉCIMO 
de la presente demanda de reconvención, y toda vez que tanto demandante 
como apoderado incurrieron en la presentación de la demanda de divorcio 
con Radicado 2020-00120-00 y objeto de Reconvención en la presente 
demanda, en sendas falsedades, por decir- sin ser cierto- en el HECHO SEXTO 
de la demanda por ellos presentada con dicho radicado, que se había llegado 
a un acuerdo verbal sobre cuota alimentaria, deben ser sujetos de las 
sanciones establecidas en el ARTÍCULO 86 C.G.P. 
 
CUARTA: Que se declare que el  acá demandado en reconvención, JUAN CARLOS 
MADERA ORTEGA, al no aportar documentación ni declarar la existencia de bienes 
inmuebles comunes adquiridos en el curso de la sociedad conyugal, (por el hecho de 
no incluir al momento de solicitar la declaratoria de disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal en la pretensión tercera de demanda de divorcio con Radicado 
2020-00120-00 y objeto de Reconvención en la presente demanda, estos bienes 
inmuebles como parte del haber social de dicha sociedad conyugal) incurrió en 
ocultación de bienes de la sociedad conyugal, amén de ser sujeto de las sanciones 
establecidas en el ARTÍCULO 86 C.G.P. 
 
QUINTA: Que, toda vez que entre los cónyuges no se ha establecido convención, acuerdo 
o conciliación en torno a las obligaciones alimentarias del acá demandado en reconvención 
para con su hijo y para con su cónyuge, en observancia de las garantías prevalentes 
esenciales de los menores de edad, acorde con los artículos 44 y 45 de la 
Constitución Política, y específicamente, en cuanto a su derecho a los alimentos, de 
conformidad con el canon 24 de la Ley 1098 de 2006; y en igual sentido para mi 
prohijada, en consonancia con el Parágrafo 1 del Artículo 281 del C.G.P., y en razón a 
que el hijo común de ambos es menor de edad,  se declare la obligación del señor JUAN 
CARLOS MADERA ORTEGA de proveerle a su hijo alimentos, en la proporción que la ley 
establezca, acorde a los ingreso del mismo, como responsable del pago de aportes por 
concepto de obligaciones de alimentos para con su hijo hasta el tope máximo que estipula 
la ley, ello es, se ordene y condene al acá demandado en reconvención al pago de 



                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 

10 

alimentos en beneficio de mi prohijada y su hijo en un valor equivalente al 50% del salario 
multifactorial por él percibido en su calidad de empleado asalariado. acorde con los ingresos 
por el acá demandado en reconvención percibidos, y hasta el tiempo que la Ley obligue, 
acorde a los requerimientos para ello establecidos en nuestra legislación, cuyo monto mi 
prohijada solicita sea establecido por Su Excelencia en un 50% del salario multifactorial 
(acepción que sobre los montos incluidos en el salario hace el Código Sustantivo del Trabajo en el 

Artículo 127) por el reconvenido percibido en su calidad de empleado asalariado, declaración 
que se solicita sea ordenada dentro de la sentencia que ponga fin al presente litigio, y que 
adicionalmente solicita que su despacho ordene que el monto y porcentaje del mismo sea 
deducido directamente del pago nominal percibido por el señor MADERA ORTEGA, y 
puesto a disposición en la cuenta de depósito del juzgado, a fin de evitar hacer nugatorio el 
derecho prevalente del menor JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ en su calidad de 
beneficiario de dicho pago. 
 
  
DE CONDENA: 
 

SEXTA:  Que consecuencialmente con la declaratoria de las PRETENSIONES 
PRIMERA, SEGUNDA y OCTAVA de la presente demanda de reconvención, se 
declare y condene al pago de alimentos del acá demandado en reconvención, 
en favor del hijo menor de la pareja y de mi prohijada, en los montos que la 
Ley establece acorde a los ingresos del acá demandado en reconvención, 
teniendo en cuenta adicionalmente para ello que mi prohijada en la actualidad está 
desempleada  y dedicada al cuidado, atención y protección del hijo común de la 
pareja, y por tanto es evidente su necesidad de recibir cuota alimentaria y legal 
y jurisprudencialmente la imposición de alimentos se funda «en un estado de 
necesidad para su beneficiaria, en atención a los deberes de socorro y ayuda 
mutua que se originan por el vínculo matrimonial, se ordene y condene al acá 
demandado en reconvención al pago de alimentos en beneficio de mi prohijada y su hijo en 
un valor equivalente al 50% del salario multifactorial (acepción que sobre los montos incluidos 

en el salario hace el Código Sustantivo del Trabajo en el Artículo 127) por él percibido en su 

calidad de empleado asalariado, y dado el hecho adicional que acorde a los ingresos 
percibidos por el señor MADERA ORTEGA en su calidad actual de INTENDENTE 
DE POLICÍA, se hace evidente de forma fehaciente y certera, no solo que la 
demandada necesita de los alimentos sino también que el accionante cuenta 
con la suficiente capacidad para suministrárselos, allende que la 
característica indemnizatoria de ese rubro es incontestable, todo lo cual 
encuentra respaldado en el Código Civil artículos 411-4,  (modificado por la 
ley 1ª de 1976, artículo 23), 412, 413, 414, 419, 420 a 423 ibídem, y ha de 
ordenarse adicionalmente que el monto y porcentaje de los mismos, sea deducido 
directamente del pago nominal percibido por el señor MADERA ORTEGA, efecto 
para el cual se le solicita al despacho emitir la orden de embargo a la dirección de 
Tesorería- Coordinación de Nómina de la Policía Nacional Seccional Antioquia para 
que se cumpla con la debida deducción, y puesto a disposición en la cuenta de 
depósito del juzgado, a fin de evitar hacer nugatorio el derecho que a él tienen el 
hijo menor común de la pareja y mi prohijada en su calidad de beneficiarios de dicho 
pago 

SÉPTIMA: Que consecuencialmente con la  declaratoria de la PRETENSIÓN TERCERA 
de la presente demanda de reconvención, se ordene y condene al pago por parte del 
señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA y en favor de su hijo, de todas las sumas por 
el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA recaudadas por concepto de subsidio familiar, 
desde la fecha de su nacimiento hasta la fecha de promulgación de sentencia del presente 
proceso, al igual que todas las sumas futuras por el obligado recibidas por el mismo 
concepto, dinero que podrá ser destinado y consignado por el mismo obligado en un 
fideicomiso que sirva para sufragar en el futuro los estudios superiores del hoy menor y 
titular del derecho. 
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OCTAVA: Que consecuencialmente con la declaratoria de las PRETENSIONES 
CUARTA Y QUINTA de la presente demanda de reconvención SE CONDENE al señor 
JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, al pago de las sanciones establecidas en el C.G.P.: 
ARTÍCULO 86, las cuales deberán ingresarse como parte del haber social de la sociedad 
conyugal. 
 
NOVENA:  Que consecuencialmente con la declaratoria de la PRETENSIÓN QUINTA de 
la presente demanda de reconvención, SE ORDENE la declaratoria de culpabilidad 
por ocultación de bienes por parte del acá demandado en reconvención, con las 
penalidades que ello implica, acorde al art. 1824 del Código Civil Colombiano. 
 
DÉCIMA:  Todos los derechos que Ultra Y extra-petita sean legalmente aplicables 
conforme al artículo 121 (sic) del Código General del Proceso, y que su excelencia se 
digne otorgar, para con el hijo menor de la pareja JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ en 
observancia de las garantías prevalentes esenciales de los menores de edad, acorde 
con los artículos 44 y 45 de la Constitución Política, y específicamente, en cuanto a 
su derecho a los alimentos, de conformidad con el canon 24 de la Ley 1098 de 2006; 
y en igual sentido para mi prohijada, en consonancia con el Parágrafo 1 del Artículo 
281 del C.G.P. 
 
UNDÉCIMA: Que se condene al demandado en reconvención al pago de las costas y 
agencias en derecho emanadas del presente proceso. 
 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Constitucionales: Sentencia C-738/08: DERECHO PREVALENTE DEL 

MENOR. 

(…) Por último, en materia constitucional, esta Corte ha precisado que el Estado Social de Derecho 

asigna al aparato público el deber de adoptar acciones “que permitan a los menores de edad 

alcanzar un desarrollo armónico e integral, en los aspectos de orden biológico, físico, síquico, 

intelectual, familiar y social. La población infantil es vulnerable y la falta de estructuras sociales, 

económicas y familiares apropiadas para su crecimiento agravan  su indefensión”.[4] 

  

Según la Corte, dada su especial vulnerabilidad, los niños integran un grupo humano privilegiado 

porque el Estado tiene como fin expreso el diseño de políticas especiales de protección. Al respecto 

sostuvo: 

“Son considerados como grupo destinatario de una atención especial estatal que se 

traduce en un tratamiento jurídico proteccionista, respecto de sus derechos y de las 

garantías previstas para alcanzar su efectividad. Así, logran identificarse como seres 

reales, autónomos y en proceso de evolución personal, titulares de un interés 

jurídico superior que irradia todo el ordenamiento jurídico y que, en términos muy 

generales, consiste en lo siguiente: 

‘(...) se trata de un principio de naturaleza constitucional que reconoce a los menores 

con una caracterización jurídica específica fundada en sus derechos prevalentes y 

en darles un trato equivalente a esa prelación, en cuya virtud se los proteja de 

manera especial, se los defienda ante abusos y se les garantice el desarrollo normal 

y sano por los aspectos físico, sicológico, intelectual y moral, no menos que la 

correcta evolución de su personalidad (Cfr. sentencias T-408 del 14 de septiembre 

de 1995 y T-514 del 21 de septiembre de 1998).’.”  (Sentencia C-1064 de 2000 M.P. 

Álvaro Tafur Galvis) 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn4
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Estas consideraciones hacen concluir que en el panorama jurídico colombiano los niños merecen un 

trato especialmente protector, que debe reflejarse en todos los aspectos de la legislación, cuando 

quiera que el Estado identifique puntos de posible vulnerabilidad. Esta necesidad de considerar, en 

todos los aspectos de la realidad jurídica, que el derecho del menor tiene prevalencia sobre los 

demás, se conoce como el principio de interés superior del menor y constituye principio de 

interpretación de las normas y decisiones de autoridades que pueden afectar los intereses del niño. 

La Convención sobre los Derechos del Niño -Ley 12 de 1991- indica en su artículo 3º: 

“1.  En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 

o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 

interés superior del niño”. 

Según la jurisprudencia constitucional, este principio “condiciona el actuar de la totalidad del Estado, 

así como de las instituciones privadas de bienestar social, a la hora de tomar decisiones en las que 

se vean afectados niñas y niños; siempre se ha de considerar, primordialmente, el interés superior 

del niño.[5]”[6]  En otras palabras, el interés superior del menor “se revela como un principio, el cual 

implica una forma de comportamiento determinado, un deber ser, que delimita la actuación tanto 

estatal como particular en las materias que los involucra, el cual obtiene reconocimiento en el ámbito 

del ordenamiento jurídico internacional como en el nacional.”[7] 

Aunque el concepto puede interpretarse de diversas formas, es claro que el interés superior del 

menor constituye la finalidad de toda política pública en que se regulen aspectos vinculados con los 

menores de edad, por lo que es referente de toda decisión que implique la preservación de estas 

garantías. A este respecto dijo la jurisprudencia: 

“las autoridades administrativas y judiciales encargadas de determinar el contenido 

del interés superior de los niños en casos particulares cuentan con un margen de 

discrecionalidad importante para evaluar, en aplicación de las disposiciones 

jurídicas relevantes y en atención a las circunstancias fácticas de los menores 

implicados, cuál es la solución que mejor satisface dicho interés; lo cual implica 

también que dichas autoridades tienen altos deberes constitucionales y 

legales en relación con la preservación del bienestar integral de los menores 

que requieren su protección – deberes que obligan a los jueces y funcionarios 

administrativos en cuestión a aplicar un grado especial de diligencia, celo y 

cuidado al momento de adoptar sus decisiones, mucho más tratándose de 

niños de temprana edad, cuyo proceso de desarrollo puede verse afectado en 

forma definitiva e irremediable por cualquier decisión que no atienda a sus 

intereses y derechos.” (Sentencia T-397 de 2004 M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) 

En suma, es claro que los derechos y garantías de los niños son prevalentes en tanto que merecen 

un tratamiento prioritario respecto de los derechos de los demás y que las disposiciones en que se 

involucren dichos intereses deben interpretarse siempre a favor de los intereses del niño, que son 

intereses superiores del régimen jurídico.(…) 

1. LEGALES: 

* CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO: pertinente para determinar sanciones ante 

presentación y declaración de información falsa en demandas; en lo concerniente a 

demandas de reconvención, la posibilidad legal de instaurar dicho tipo de demandas; y en 

lo concerniente a declaración de cónyuge culpable de la ruptura de la unidad matrimonial, 

consecuencias jurídicas de la misma.. 

1.1 ARTÍCULO 86. SANCIONES EN CASO DE INFORMACIONES FALSAS 

Si se probare que el demandante o su apoderado, o ambos, faltaron a la verdad en la 

información suministrada, además de remitir las copias necesarias para las investigaciones 

penal y disciplinaria a que hubiere lugar, se impondrá a aquellos, mediante incidente, multa 

de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y se les condenará a indemnizar 

los perjuicios que hayan podido ocasionar, sin perjuicio de las demás consecuencias 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-738-08.htm#_ftn7
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previstas en este código. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/86.htm 

1.2 ARTÍCULO 371. RECONVENCIÓN: Durante el término del traslado de la demanda, el 

demandado podrá proponer la de reconvención contra el demandante si de formularse en 

proceso separado procedería la acumulación, siempre que sea de competencia del mismo juez 

y no esté sometida a trámite especial. Sin embargo, se podrá reconvenir sin consideración a la 

cuantía y al factor territorial. 

Vencido el término del traslado de la demanda inicial a todos los demandados, se correrá 

traslado de la reconvención al demandante en la forma prevista en el artículo 91, por el mismo 

término de la inicial. En lo sucesivo ambas se sustanciarán conjuntamente y se decidirán en la 

misma sentencia. 

Propuestas por el demandado excepciones previas y reconvención se dará traslado de aquellas 

una vez expirado el término de traslado de esta. Si el reconvenido propone a su vez excepciones 

previas contra la demanda, unas y otras se tramitarán y decidirán conjuntamente. 

El auto que admite la demanda de reconvención se notificará por estado y se dará aplicación al 

artículo 91 en lo relacionado con el retiro de las copias. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/371.htm. 

  
   1.3 “ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en consonancia con los 
hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este 
código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo 
exige la ley. […] 
PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y extrapetita, cuando 
sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, al niño, la niña o adolescente, 
a la persona con discapacidad mental o de la tercera edad, y prevenir controversias futuras de la 
misma índole. […]” (Se subraya por la Corte).(…) 
 

1.4 ARTÍCULO 389. CONTENIDO DE LA SENTENCIA DE NULIDAD O DE DIVORCIO 

La sentencia que decrete la nulidad del matrimonio civil, el divorcio o la cesación de efectos 

civiles de matrimonio católico dispondrá: 

1. A quién corresponde el cuidado de los hijos. 

2. La proporción en que los cónyuges deben contribuir a los gastos de crianza, educación y 

establecimiento de los hijos comunes, de acuerdo con lo dispuesto en los incisos segundo y 

tercero del artículo 257 del Código Civil. 

3. El monto de la pensión alimentaria que uno de los cónyuges deba al otro, si fuere el caso. 

4. A quién corresponde la patria potestad sobre los hijos no emancipados, cuando la causa del 

divorcio determine suspensión o pérdida de la misma, o si los hijos deben quedar bajo guarda. 

5. La condena al pago de los perjuicios a cargo del cónyuge que por su culpa hubiere dado 

lugar a la nulidad del vínculo, a favor del otro, si este lo hubiere solicitado. 

6. El envío de copia de las piezas conducentes del proceso a la autoridad competente, para que 

investigue los delitos que hayan podido cometerse por los cónyuges o por terceros al celebrarse el 

matrimonio, si antes no lo hubiere ordenado. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/389.htm.  

1.5  Artículo 523. Liquidación de sociedad conyugal o patrimonial a causa de 

sentencia judicial 

Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover la liquidación de la 

sociedad conyugal o patrimonial disuelta a causa de sentencia judicial, ante el juez que la 

profirió, para que se tramite en el mismo expediente. La demanda deberá contener una relación 

de activos y pasivos con indicación del valor estimado de los mismos. 

Cuando la disolución haya sido declarada por sentencia proferida por autoridad religiosa, a la 

demanda también se acompañará copia de la misma. 

El juez ordenará correr traslado de la demanda por diez (10) días al otro cónyuge o compañero 

permanente mediante auto que se notificará por estado si aquella ha sido formulada dentro de los 

treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia que causó la disolución; en caso contrario 

la notificación será personal. 

El demandado sólo podrá proponer las excepciones previas contempladas en los numerales 1, 4, 

5, 6 y 8 del artículo 100. También podrá alegar como excepciones la cosa juzgada, que el 

https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/86.htm
https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/371.htm
https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/389.htm
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matrimonio o unión marital de hecho no estuvo sujeto al régimen de comunidad de bienes o que la 

sociedad conyugal o patrimonial ya fue liquidada, las cuales se tramitarán como previas. 

Podrá también objetar el inventario de bienes y deudas en la forma prevista para el proceso de 

sucesión. 

Si el demandado no formula excepciones o si fracasan las propuestas, se observarán, en lo 

pertinente, las reglas establecidas para el emplazamiento, la diligencia de inventarios y avalúos, y 

la partición en el proceso de sucesión. 

Admitida la demanda, surtido el traslado o resueltas las excepciones previas desfavorablemente al 

demandado, según el caso, el juez ordenará el emplazamiento de los acreedores de la sociedad 

conyugal, para que hagan valer sus créditos. El emplazamiento se sujetará a las reglas previstas 

en este código. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/523.htm 

2. * CÓDIGO CIVIL: Pertinente para determinar las regulaciones legales en torno al 

divorcio, sus causales, los alimentos, separación de cuerpos, y la ocultación de 

bienes y sus consecuencias jurídicas en procesos de disolución y liquidación de 

sociedad conyugal. 

  2.1 Artículo 154. Causales de divorcio 

Son causales de divorcio: 

1. Las relaciones sexuales extramatrimoniales de uno de los cónyuges, salvo que el 

demandante las haya consentido, facilitado o perdonado. 

2. El grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes 

que la ley les impone como tales y como padres. 

3. Los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. 

4. La embriaguez habitual de uno de los cónyuges. 

5. El uso habitual de sustancias alucinógenas o estupefacientes, salvo prescripción médica. 

6. Toda enfermedad o anormalidad grave e incurable, física o síquica, de uno de los cónyuges, que 

ponga en peligro la salud mental o física del otro cónyuge e imposibilite la comunidad matrimonial. 

7. Toda conducta de uno de los cónyuges tendientes a corromper o pervertir al otro, a un 

descendiente, o a personas que estén a su cuidado y convivan bajo el mismo techo. 

8. La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años. 

9. El consentimiento de ambos cónyuges manifestado ante juez competente y reconocido por éste 

mediante sentencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/154.htm  

2.2 Artículo 156. Legitimación y oportunidad para presentar la demanda 

 El divorcio sólo podrá ser demandado por el cónyuge que no haya dado lugar a los hechos que lo 

motivan y dentro del término de un año, contado desde cuando tuvo conocimiento de ellos respecto 

de las causales 1a. y 7a. o desde cuando se sucedieron, respecto a las causales 2a., 3a., 4a. y 5a., 

en todo caso las causales 1a. y 7a. sólo podrán alegarse dentro de los dos años siguientes a su 

ocurrencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/156.htm. 

2.3 Artículo 160. Efectos del divorcio 

Ejecutoriada la sentencia que decreta el divorcio, queda disuelto el vínculo en el matrimonio civil y 

cesan los efectos civiles del matrimonio religioso, así mismo, se disuelve la sociedad conyugal, pero 

subsisten los deberes y derechos de las partes respecto de los hijos comunes y, según el caso, los 

derechos y deberes alimentarios de los cónyuges entre sí. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/160.htm. 

2.4 Artículo 161. Efectos del divorcio respecto a los hijos 

Sin perjuicio de lo que disponga el juez en la sentencia, respecto de la custodia y ejercicio de la patria 

potestad, los efectos del divorcio en cuanto a los hijos comunes de los divorciados se reglarán por 

las disposiciones contenidas en los títulos XII y XIV del libro I del Código Civil. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/161.htm. 

2.5 Artículo 165. Causales - separación de cuerpos 

Hay lugar a la separación de cuerpos en los siguientes casos: 

1o) En los contemplados en el artículo 154 de este Código. 

https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/523.htm
https://leyes.co/codigo_civil/154.htm
https://leyes.co/codigo_civil/156.htm
https://leyes.co/codigo_civil/160.htm
https://leyes.co/codigo_civil/161.htm
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2o) Por mutuo consentimiento de los cónyuges, manifestado ante el juez competente. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/165.htm. 

2.6 Artículo 166. Mutuo consentimiento - separación de cuerpos 

El juez para decretar la separación de cuerpos no estará sujeto a las restricciones del artículo 155 

de este código. Los cónyuges al expresar su mutuo consentimiento en la separación indicarán 

el estado en que queda la sociedad conyugal y si la separación es indefinida o temporal y en este 

caso la duración de la misma, que no puede exceder de un año. Expirado el término de la separación 

temporal se presumirá que ha habido reconciliación, pero los casados podrán declarar ante el juez 

que la tornan definitiva o que amplían su vigencia. 

Para que la separación de cuerpos pueda ser decretada por mutuo consenso de los cónyuges, 

es necesario que estos la soliciten por escrito al juez competente, determinando en la 

demanda la manera como atenderán en adelante el cuidado personal de los hijos comunes, la 

proporción en que contribuirán a los gastos de crianza, educación y establecimiento de los 

hijos y, si fuere el caso, al sostenimiento de cada cónyuge. En cuanto a los gastos de crianza, 

educación y establecimiento de los hijos comunes, responderán solidariamente ante terceros, y entre 

sí en la forma acordada por ellos. 

El juez podrá objetar el acuerdo de los cónyuges en interés de los hijos, previo concepto del ministerio 

público. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/166.htm. 

2.7 Artículo 176. Obligaciones entre cónyuges 

Los cónyuges están obligados a guardarse fe, a socorrerse y ayudarse mutuamente, en todas las 

circunstancias de la vida. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/176.htm. 

2.8 Artículo 179. Residencia del hogar 

El marido y la mujer fijarán la residencia del hogar. En caso de ausencia, incapacidad o privación 

de la libertad de uno de ellos, la fijará el otro. Si hubiere desacuerdo corresponderá al juez fijar la 

residencia teniendo en cuenta el interés de la familia. 

Los cónyuges deberán subvenir a las ordinarias necesidades domésticas, en proporción a 

sus facultades. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/179.htm. 

2.9 Artículo 180. Sociedad conyugal 

Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, según las 

reglas del título 22, libro IV del Código Civil. 

Los que se hayan casado en país extranjero y se domiciliaren en Colombia, se presumirán separados 

de bienes, a menos que de conformidad a las leyes bajo cuyo imperio se casaron se hallen sometidos 

a un régimen patrimonial diferente. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/180.htm.  

2.10 Artículo 411. Titulares del derecho de alimentos. Se deben alimentos: 

 

1o)   Al cónyuge. 

2o) A los descendientes legítimos. 

3o) A los ascendientes legítimos. 

4o) A cargo del cónyuge culpable, al cónyuge divorciado o separado de cuerpo sin su culpa.(…). 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/411.htm 

2.11 Artículo 412. Reglas de la prestación de alimentos 

Las reglas generales a que está sujeta la prestación de alimentos son las siguientes, sin perjuicio de 

las disposiciones especiales que contiene este Código respecto de ciertas personas. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/412.htm. 

2.12 Artículo 414. Alimentos congruos 

Se deben alimentos congruos a las personas designadas en los números 1o, 2o, 3o, 4o y 10 

del artículo 411, menos en los casos en que la Ley los limite expresamente a lo necesario para la 

subsistencia; y generalmente en los casos en que el alimentario se haya hecho culpable de injuria 

grave contra la persona que le debía alimentos. 

Se deben asimismo alimentos congruos en el caso del artículo 330. 

En el caso de injuria atroz cesará enteramente la obligación de prestar alimentos. 

Para los efectos de este artículo, constituyen injuria atroz los delitos graves y aquellos delitos leves 

https://leyes.co/codigo_civil/165.htm
https://leyes.co/codigo_civil/166.htm
https://leyes.co/codigo_civil/176.htm
https://leyes.co/codigo_civil/179.htm
https://leyes.co/codigo_civil/180.htm
https://leyes.co/codigo_civil/411.htm
https://leyes.co/codigo_civil/412.htm
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que entrañen ataque a la persona del que debe, alimentos. Constituyen injuria grave los demás 

delitos leves contra cualquiera de los derechos individuales de la misma persona que debe alimentos. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/414.htm. 

2.13 Artículo 416. Orden de prelación de derechos 

El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los expresados en el artículo 411, solo 

podrá hacer uso de uno de ellos, observando el siguiente orden de preferencia. 

En primer lugar, el que tenga según el inciso 10. 

En segundo, el que tenga según los incisos 1o. y 4o. 

En tercero, el que tenga según los incisos 2o. y 5o. 

En cuarto, el que tenga según los incisos 3o. y 6o. 

En quinto, el que tenga según los incisos 7o. y 8o. 

El del inciso 9o. no tendrá lugar sino a falta de todos los otros. 

 

Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. 

Sólo en el caso de insuficiencia del título preferente podrá recurrirse a otro. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/416.htm. 

2.14 Artículo 419. Tasación de alimentos 

En la tasación de los alimentos se deberán tomar siempre en consideración las facultades del 

deudor y sus circunstancias domésticas. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/419.htm. 

2.15 Artículo 420. Monto de la obligación alimentaria 

Los alimentos congruos o necesarios no se deben sino en la parte en que los medios de 

subsistencia del alimentario no le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a su 

posición social o para sustentar la vida. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/420.htm. 

2.16 Artículo 422. Duración de la obligación 

 Los alimentos que se deben por ley, se entienden concedidos para toda la vida del 

alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron la demanda. 

Con todo, ningún varón de aquéllos a quienes sólo se deben alimentos necesarios, podrá pedirlos 

después que haya cumplido veintiún años, salvo que por algún impedimento corporal o mental, se 

halle inhabilitado para subsistir de su trabajo; pero si posteriormente se inhabilitare, revivirá la 

obligación de alimentarle. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/422.htm. 

2.17 Artículo 423. Forma y cuantía de la prestación alimentaria 

El juez reglará la forma y cuantía en que hayan de prestarse los alimentos, y podrá disponer 

que se conviertan en los intereses de un capital que se consigne a este efecto en una caja de ahorros 

o en otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentante o a sus herederos luego que cese la 

obligación. 

Igualmente, el juez podrá ordenar que el cónyuge obligado a suministrar alimentos al otro, en 

razón de divorcio o de separación de cuerpos, preste garantía personal o real para asegurar 

su cumplimiento en el futuro. 

Son válidos los pactos de los cónyuges en los cuales, conforme a la ley, se determine por mutuo 

acuerdo la cuantía de las obligaciones económicas; pero a solicitud de parte podrá ser modificada 

por el mismo juez, si cambiaren las circunstancias que la motivaron, previos los trámites establecidos 

en el artículo 137 del Código de Procedimiento Civil. 

En el mismo evento y por el mismo procedimiento podrá cualquiera de los cónyuges solicitar la 

revisión judicial de la cuantía de las obligaciones fijadas en la sentencia. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/423.htm. 

2.18 Artículo 425. Improcedencia de compensación 

El que debe alimentos no puede oponer al demandante en compensación lo que el demandante le 

deba a él. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/425.htm. y demás normas concordantes. 

2.19 Artículo 426. Libre disposición de las pensiones atrasadas 

No obstante lo dispuesto en los dos artículos precedentes, las pensiones alimenticias atrasadas 

podrán renunciarse o compensarse; y el derecho de demandarlas, transmitirse por causa de 

https://leyes.co/codigo_civil/414.htm
https://leyes.co/codigo_civil/416.htm
https://leyes.co/codigo_civil/419.htm
https://leyes.co/codigo_civil/420.htm
https://leyes.co/codigo_civil/422.htm
https://leyes.co/codigo_civil/423.htm
https://leyes.co/codigo_civil/425.htm
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muerte, venderse y cederse; sin perjuicio de la prescripción que competa al deudor. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/426.htm. 

 

DEL HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL Y DE SUS CARGAS 

  2.20 ARTICULO 1781. <COMPOSICIÓN DE HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. El haber 

de la sociedad conyugal se compone:1. 

1.) De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante 

el matrimonio. 

2.) De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que 

provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges 

y que se devenguen durante el matrimonio. 

3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, 

obligándose la sociedad a la restitución de igual suma. 

4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al 

matrimonio, o durante él adquiere <sic>; quedando obligada la Sociedad a restituir su valor según el 

que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición. 

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, 

designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos domiciliados 

en el territorio. 

5.) De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título 

oneroso. 

6.) <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> De los bienes raíces que la mujer aporta al 

matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero. 

Se expresara así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al 

tiempo del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de venta 

de bienes raíces. 

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta, puede restituirse en dinero a elección de la 

misma mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas. 

2.21 Artículo 1824. Ocultamiento de bienes de la sociedad. Aquel de los dos cónyuges 
o sus herederos, que dolosamente hubiere ocultado o distraído alguna cosa de 
la sociedad, perderá su porción en la misma cosa, y será obligado a restituirla doblada. 

2.22 Artículo 1820. Causales de disolución de la sociedad conyugal 

La sociedad conyugal se disuelve: 
 
1.) Por la disolución del matrimonio. 
 
2.) Por la separación judicial de cuerpos, salvo que fundándose en el mutuo consentimiento de los 
cónyuges y siendo temporal, ellos manifiesten su voluntad de mantenerla. 
 
3.) Por la sentencia de separación de bienes. 
 
4.) Por la declaración de nulidad del matrimonio, salvo en el caso de que la nulidad haya sido 
declarada con fundamento en lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 140 de este Código. En 
este evento, no se forma sociedad conyugal, y 
5.) Por mutuo acuerdo de los cónyuges capaces, elevado a escritura pública, en cuyo cuerpo se 
incorporará el inventario de bienes y deudas sociales y su liquidación. 
No obstante, los cónyuges responderán solidariamente ante los acreedores con título anterior al 
registro de la escritura de disolución y liquidación de la sociedad conyugal. 
Para ser oponible a terceros, la escritura en mención deberá registrarse conforme a la ley. 
Lo dispuesto en este numeral es aplicable a la liquidación de la sociedad conyugal disuelta por 
divorcio o separación de cuerpos judicialmente decretados. 
Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1820.htm 

2.23 Artículo 1804. Recompensa por perjuicios a la sociedad conyugal 

Cada cónyuge deberá así mismo recompensa a la sociedad por los perjuicios que le hubiere causado 

con dolo o culpa grave, y por el pago que ella hiciere de las multas y reparaciones pecuniarias a que 

fuere condenado por algún delito. Leamás: https://leyes.co/codigo_civil/1804.htm 

2.24 Artículo 1796. Deudas de la sociedad conyugal 

La sociedad es obligada al pago: 

1o.) De todas las pensiones e intereses que corra, sea contra la sociedad, sea contra 

https://leyes.co/codigo_civil/426.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1820.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1804.htm
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr055.html#top
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cualquiera de los cónyuges y que se devenguen durante la sociedad. 

2o.)2. De las deudas y obligaciones contraídas durante su existencia por el marido o la mujer, y que 

no fueren personales de aquél o ésta, como lo serían las que se contrayeren por el establecimiento 

de los hijos de un matrimonio anterior. 

La sociedad, por consiguiente, es obligada con la misma limitación, al gasto de toda fianza, 

hipoteca o prenda* constituida por cualquiera de los cónyuges". 

3o.) De todas las deudas personales de cada uno de los cónyuges, quedando el deudor 

obligado a compensar a la sociedad lo que ésta invierta en ello. 

4o.) De todas las cargas y reparaciones usufructuarias de los bienes sociales de cada cónyuge. 

5o.) Del mantenimiento de los cónyuges; del mantenimiento, educación y establecimiento de 

los descendientes comunes, y de toda otra carga de familia. 

Se mirarán como carga de familia los alimentos que uno de los cónyuges esté por ley obligado 

a dar a sus descendientes o ascendientes, aunque no lo sean de ambos cónyuges; pero podrá el 

juez o prefecto moderar este gasto, si le pareciere excesivo, imputando el exceso al haber del 

cónyuge. 

Si la mujer se reserva en las capitulaciones matrimoniales el derecho de que se le entregue por una 

vez o periódicamente una cantidad de dinero de que pueda disponer a su arbitrio, será de cargo de 

la sociedad este pago, siempre que en las capitulaciones matrimoniales no se haya impuesto 

expresamente al marido. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1796.htm 

2.25 Artículo 1795. Presunción de dominio de la sociedad conyugal 

Toda cantidad de dinero y de cosas fungibles, todas las especies, créditos, derechos y 

acciones que existieren en poder de cualquiera de los cónyuges al tiempo de disolverse la 

sociedad, se presumirán pertenecer a ella, a menos que aparezca o se pruebe lo contrario. 

Ni la declaración de uno de los cónyuges que afirme ser suya o debérsele una cosa, ni la confesión 

del otro, ni ambas juntas, se estimarán suficiente prueba, aunque se hagan bajo juramento. 

La confesión, no obstante, se mirará como una donación revocable, que confirmada por la muerte 

del donante, se ejecutará, en su parte de gananciales o en sus bienes propios, en lo que hubiere 

lugar. 

Sin embargo, se mirarán como pertenecientes a la mujer sus vestidos, y todos los muebles de su 

uso personal necesario. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1795.htm 

2.26 Artículo 1783. Bienes excluidos del haber social 

No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, no entraran a componer el haber social: 

1.) El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los cónyuges. 

 

2.) Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las 

capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio. 

3.) Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges, 

formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1783.htm 

2.27 Artículo 1825. Acumulación imaginaria de deudas con el haber social 

Se acumulará imaginariamente al haber social todo aquello de que los cónyuges sean 

respectivamente deudores a la sociedad, por vía de recompensa o indemnización, según las 

reglas arriba dadas. Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1825.htm 

2.28 Artículo 1835. Acciones de reintegro contra el cónyuge 

Aquel de los cónyuges que, por el efecto de una hipoteca o prenda* constituida sobre una 

especie que le ha cabido en la división de la masa social, paga una deuda de la sociedad, 

tendrá acción contra el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de lo que pagare; y pagando 

una deuda del otro cónyuge, tendrá acción contra él para el reintegro de todo lo que pagare. 

Lea más: https://leyes.co/codigo_civil/1835.htm 

3. Articulo 130 de la Ley 1098/2.006. 

ARTÍCULO 130. MEDIDAS ESPECIALES PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN 

ALIMENTARIA. Sin perjuicio de las garantías de cumplimiento de cualquier clase que convengan las 

https://leyes.co/codigo_civil/1796.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1795.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1783.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1825.htm
https://leyes.co/codigo_civil/1835.htm
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partes o establezcan las leyes, el juez tomará las siguientes medidas durante el proceso o en la sentencia, 

tendientes a asegurar la oportuna satisfacción de la obligación alimentaria: 

1. Cuando el obligado a suministrar alimentos fuere asalariado, el Juez podrá ordenar al respectivo 

pagador o al patrono descontar y consignar a órdenes del juzgado, hasta el cincuenta por ciento 

(50%) de lo que legalmente compone el salario mensual del demandado, y hasta el mismo 

porcentaje de sus prestaciones sociales, luego de las deducciones de ley. El incumplimiento de la 

orden anterior, hace al empleador o al pagador en su caso, responsable solidario de las cantidades no 

descontadas. Para estos efectos, previo incidente dentro del mismo proceso, en contra de aquél o de 

este se extenderá la orden de pago. 

2. Cuando no sea posible el embargo del salario y de las prestaciones, pero se demuestre el derecho de 

dominio sobre bienes muebles o inmuebles, o la titularidad sobre bienes o derechos patrimoniales de 

cualquier otra naturaleza, en cabeza del demandado, el Juez podrá decretar medidas cautelares sobre 

ellos, en cantidad suficiente para garantizar el pago de la obligación y hasta el cincuenta por ciento (50%) 

de los frutos que produzcan. Del embargo y secuestro quedarán excluidos los útiles e implementos de 

trabajo de la persona llamada a cumplir con la obligación alimentaria. 

 

4. JURISPRUDENCIALES: Pertinentes para determinar la forma en que 

al mismo respecto se han dirimido en las cortes de cierre litigios 

similares, y la forma como se solicita y espera por parte del demandante 

sea dirimido el proceso en curso en el cual se enuncian como 

precedente jurisprudencial, pretendiendo el respeto y el acceso 

efectivo y real al derecho a la igualdad preconizado por el artículo 13 

Superior de nuestro ordenamiento jurídico. 

RESPECTO DE LAS CAUSALES DE DIVORCIO Y CÓNYUGE CULPABLE E 

IMPLICACIONES JURÍDICAS DE SU DECLARACIÓN. DERECHO A INDEMNIZACIÓN 

ECONÓMICA Y DERECHOS ALIMENTARIOS  POR VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. 

VIOLENCIA PSICOLÓGICA Y DISCRIMINACIÓN DE GÉNERO. (Resaltados y negrillas 

fuera de texto) 

DE LA DECLARATORIA DE CÓNYUGE CULPABLE DE LA RUPTURA DE LA UNIDAD MARITAL 

Y DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Y CONCORDANTE CON ELLO EL DERECHO A EXIGIR POR 

ELLO REPARACIÓN INTEGRAL Y ALIMENTOS PARA EL CÓNYUGE INOCENTE. 

4.1 SENTENCIA SU080/20. Referencia: Expediente T-6.506.361. Acción de tutela instaurada por 

la señora Stella Conto Díaz del Castillo en contra del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

– Sala de Familia. Magistrado ponente: JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS. Bogotá D.C., 

veinticinco (25) de febrero de dos mil veinte (2020). 

Hechos relevantes[1] 

1. La accionante, quien actúa a través de apoderado, interpuso acción de tutela[2] contra la decisión 
que emitió la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el 14 de febrero 
de 2017, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 
emitida dentro del proceso de cesación de efectos civiles de matrimonio católico adelantado 
por el Juzgado Once de Familia de la ciudad de Bogotá. 
Consideró la actora que dicha providencia incurrió en los defectos sustantivo y fáctico, lo que a su 
vez materializó la vulneración de sus derechos fundamentales “…a no ser discriminada por 
razones de género, ni víctima de violencia contra la mujer e intrafamiliar… y ser resarcida, 
reparada y/o compensada por el daño que se le causó con el desconocimiento de su derecho 
fundamental a vivir libre de violencia y discriminación de género y de violencia 
intrafamiliar”.[3] 
 2. Indicó que el 16 de mayo de 2013 presentó demanda de cesación de efectos civiles del 
matrimonio católico en contra de Virgilio Albán Medina, pretendiendo se decretara la disolución 
y liquidación de la sociedad conyugal, la fijación de la cuota alimentaria a favor de su hija 
menor de edad y la condena “...al demandado como cónyuge culpable al pago de alimentos 
con destino a la señora STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO, por la cuantía mínima de TRES 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn1
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn2
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn3
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MILLONES DE PESOS ($3.000.000)”.[4] Para esos efectos invocó las causales 2ª, 3ª y 8ª del 
artículo 154 del Código Civil[5]. 
3. Mediante sentencia del 15 de septiembre de 2016, el Juzgado Once de Familia de Bogotá, 
decretó la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico y la disolución y liquidación 
de la sociedad conyugal, al haber encontrado probadas las causales 2ª y 8ª del artículo 
154[6] del Código Civil, determinando como cónyuge culpable al demandado[7].   
 Pese a ello, el Juzgado en mención, respecto de los alimentos, concluyó lo siguiente: “Por 
último y teniendo en cuenta que la demandante, pese a que logró probar la culpabilidad del 
demandado al demostrarse la causal 2°, es profesional y percibe ingresos mensuales al 
trabajar como Consejera de Estado, especialista en derecho y cuyos ingresos ascienden 
alrededor de los $25.000.000, de lo que se desprende que no se encuentra acreditada la 
NECESIDAD, elemento esencial para la fijación de la cuota alimentaria a favor de la 
cónyuge…”[8]   
 4. Contra la anterior decisión, la accionante interpuso el recurso de apelación en procura de lograr 
que, de un lado, se declarara probada la causal 3ª del artículo 154 del Código Civil[9] y, de 
otro, según el escrito de tutela, “…se condene a la reparación prevista en el Código Civil para 
el cónyuge inocente, bajo la modalidad de alimentos periódicos”[10]. 
 5. Mediante decisión del 14 de febrero de 2017 la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bogotá accedió a adicionar “el ordinal primero de la sentencia apelada, en el 
sentido de precisar que la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico contraído 
entre Stella Conto Díaz del Castillo… se decrete igualmente con base en la causal de divorcio 
que prevé el numeral 3° del artículo 154 del Código Civil”[11]; sin embargo, el Tribunal confirmó 
la decisión de primera instancia de “abstenerse de fijar una cuota alimentaria a favor del 
demandante y a cargo del demandado”[12] como consecuencia de haberse probado que la 
actora cuenta con “ingresos suficientes para subsistir y también para proveerle alimentos a 
sus hijos en lo que corresponde”[13]. 
 6.  Consideró la accionante que en la mencionada decisión el Tribunal incurrió en un defecto 
sustantivo al “…trazar una distinción discriminatoria que carece de todo sustento…”, pues 
en sus palabras el hecho de que la cónyuge inocente haya logrado superarse al punto 
de “haber conseguido la posición que hoy ocupa… no resulta un criterio admisible para 
privarla de su derecho fundamental a ser resarcida por la violación de sus –sic- derecho 
fundamental a vivir libre de violencia y discriminación de género y violencia 
intrafamiliar”[14]. Dado lo anterior, se aseguró que la postura de la decisión que se 
ataca “…prescinde de elementos imperativos para interpretar la legislación aplicable y llega 
a un resultado abiertamente contrario a los mandatos constitucionales…”[15]. 
 7. Con relación al defecto fáctico,  se indicó que el mismo se concreta dada la omisión de valoración 
de elementos de convicción que corroboran el maltrato que debió soportar la accionante, por lo que 
en su criterio una adecuada valoración de las pruebas habría demostrado además que la 
capacidad económica de quien fue declarado cónyuge culpable siempre fue mayor y que a 
efectos de determinar el “acceso al resarcimiento o reparación del daño u otros medios de 
compensación justos y eficaces”[16] no se deben valorar los ingresos del cónyuge inocente. 
 8. De esta forma, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales “…a no ser 
discriminada por razones de género, ni víctima de violencia contra la mujer ni 
intrafamiliar…”, y así se “…[ampare] su derecho fundamental a ser resarcida en los términos 
del literal g) del artículo 7 de la Convención de Belem do Pará…”[17] y, en consecuencia “se 
disponga la reparación de perjuicios prevista en el numeral 4ª del artículo 411 del Código 
Civil, bajo la forma de prestación alimentaria periódica…”[18] 

(…)III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

(…)Presentación de caso 
  
2. La accionante asegura que en la sentencia de segunda instancia (Sala de Familia del Tribunal 
Superior de Bogotá) en el trámite de la cesación de efectos civiles de matrimonio católico, se 
concretaron los defectos sustantivo y fáctico. Ello al confirmar la decisión de primera instancia, en 
el sentido de no condenar al demandado al pago de la obligación alimentaria de que trata el 
artículo 411.4 del Código Civil[41], pese a que se le encontró culpable en esa sede de la causal 
contenida en el numeral 3º del artículo 145 del mismo Código, esto es, “ultrajes, el trato cruel 
y los maltratamientos de obra”. Todo lo anterior bajo el argumento de que la accionante cuenta 
con capacidad económica para cubrir su subsistencia, lo que permite evidenciar que aquella 
no requiere la mencionada cuota alimentaria. 
 La apelación de la demandante en el proceso ordinario se dirigió a atacar dos puntos específicos a 
saber: el primero, la negativa de la Juez que en esa oportunidad no reconoció la materialización de 
la causal 3ª  de divorcio, al encontrar que era posible que en la relación marital este tipo de actos se 
hayan presentado por parte de ambos cónyuges[42] y, el segundo, la negativa contenida en esa 
primigenia decisión de tasar la cuota alimentaria en favor de la demandante, mecanismo que 
usó el apoderado de la accionante tanto en el proceso ordinario[43] como en el trámite de tutela, para 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn4
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn7
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn8
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn10
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn12
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn13
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn14
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn15
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn16
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn17
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn18
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn41
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn43
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aproximarse al fundamento de su pretensión, esto es, que su representada sea resarcida, reparada 
y/o compensada, con independencia de que se trate de una “profesional [que] percibe ingresos 
mensuales al trabajar como Consejera de Estado”, y ello por cuanto, de la ausencia de necesidad 
de una cuota alimentaria no puede seguirse la inexistencia de medidas de reparación, resarcimiento 
y/o compensación en su favor. 
 Una vez se emitió oralmente la sentencia de segunda instancia la Sala de Familia del Tribunal 
Superior de Bogotá encontró sobre el primero de los reparos: 
  “…que el testimonio de los hijos de las partes, ofrece serios motivos de credibilidad en el sentido 
que el demandado ha ocasionado agresiones verbales que aunque fueron episódicas, 
comportan necesariamente violencia psicológica hacia la cónyuge demandante, por parte del 
demandado, lo que constituye un obrar peyorativo que lleva a una desvalorización del ser 
humano y contiene un trato discriminatorio de género hacia la mujer; plantea una relación de 
inferioridad por esa causa y lesiona la autoestima de la cónyuge... situación que cobra mayor 
veracidad con el dictamen pericial emitido por el Instituto de Medicina legal que concluyó que el 
demandado, tras una “conyugalidad larga y fría de 7 últimos años de ruptura afectiva, se posicionó 
como hombre rígido, replegado emocionalmente…así las cosas, es indudable que, con las 
pruebas del proceso, se permite establecer que…incurrió en agresiones verbales de 
naturaleza grave hacia Stella Conto Díaz del Castillo al dirigirse a ella de manera despectiva 
sobre su apariencia a través de palabras que la degradan y acusándola sin sentido de 
aspectos conductuales reprochables para generarle inseguridad sobre sus propios 
pensamientos, emociones o acciones por lo que, como se advirtió precedentemente este primer 
reparo está llamado a prosperar al encontrarse suficientemente probada la causal tercera de 
divorcio, invocada en la demanda””. (55:40:00 y siguientes del audio de la audiencia) (…) 

Planteamiento de los problemas jurídicos 
  
4. La Sala Plena deberá determinar i) si en el presente asunto se cumplen los parámetros que 
habilitan la procedencia excepcional de la acción de tutela contra una providencia judicial. Y,  ii) de 
resolverse de manera afirmativa el anterior cuestionamiento, la Corte esclarecerá si en un proceso 
de cesación de efectos civiles de matrimonio católico -o en un divorcio-, cuando se da por 
demostrada la causal de ultrajes, trato cruel y los maltratamientos de obra -esto es, violencia 
intrafamiliar- debe el juez de familia pronunciarse sobre la posibilidad de ordenar la 
reparación efectiva, dado que conforme a la Convención de Belém Do Pará[46], “la mujer objeto 
de violencia debe tener  acceso efectivo al resarcimiento, reparación del daño u otros medios 
de compensación justos y eficaces” en concordancia con el art. 42-6 de la Constitución que 
prescribe que “[c]ualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su 
armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley”. 

(…)La protección de la mujer contra cualquier tipo de violencia y particularmente contra la 

violencia intrafamiliar. Fundamentos constitucionales y del bloque de constitucionalidad 

   12. Las discusiones contemporáneas se han esforzado en demostrar cómo es posible 

encontrar una serie de estereotipos que asignan roles preferentemente domésticos a la 

mujer, lo que a su vez ha servido para explicar la generación de variados tipos de violencia 

y discriminación al interior de la organización familiar. Ello precisamente ha sido reconocido 

por el derecho internacional al destacar, entre otras cosas que los fundamentos de protección 

de los Estados, parten de reconocer las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre hombres y mujeres[96]. 

    13. Así, la mujer tradicionalmente se concibió como un sujeto sobre el cual el hombre 

podía ejercer posesión. Igualmente, estas potestades del hombre sobre la mujer lo 

habilitaban para ejercer contra aquella, todo tipo de actos de agresión física o psicológica 

para lograr su obediencia[97]. 

  

        14. La violencia de género sobre la mujer se define entonces como “…aquella violencia 

ejercida contra las mujeres por el hecho de ser mujeres. Pero no por el hecho de ser mujeres 

desde una concepción biológica, sino de los roles y la posición que se asigna a las mujeres 

desde una concepción social y cultural.”[98] Este tipo de violencia se sustenta en las 

concepciones culturales que han determinado y aceptado la asignación de papeles 

delimitados en el desarrollo de la vida de hombres y mujeres, lo que ha llevado a la creación 

y permanencia de los denominados estereotipos de género que pueden tener tanto enfoques 

hacia lo femenino, como hacia lo masculino. Según la Organización de Naciones Unidas “un 

estereotipo de género es una opinión o un prejuicio generalizado acerca de atributos o 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn96
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn97
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn98
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características que hombres y mujeres poseen o deberían poseer o de las funciones sociales 

que ambos desempeñan o deberían desempeñar”[99]. 

       15. Sobre la definición de la violencia de género contra la mujer, se puede precisar que esta 

implica la existencia de las siguientes tres características básicas: “a) El sexo de quien sufre 

la violencia y de quien la ejerce: la ejercen los hombres sobre las mujeres. b) La causa de esta 

violencia: se basa en la desigualdad histórica y universal, que ha situado en una posición de 

subordinación a las mujeres respecto a los hombres. c) La generalidad de los ámbitos en que 

se ejerce: todos los ámbitos de la vida, ya que la desigualdad se cristaliza en la pareja, familia, 

trabajo, economía, cultura política, religión, etc.”[100] 

     16. Adicionalmente, esta clase de violencia se puede presentar en múltiples escenarios. 

Específicamente en las relaciones de pareja se puede manifestar a través de actos de 

violencia física, bajo los cuales se pretende la sumisión de la mujer a través de la imposición 

de la mayor fuerza o capacidad corporal como elemento coercitivo.[101] De igual forma, se 

puede expresar con actos de violencia psicológica que implican “control, aislamiento, celos 

patológicos, acoso, denigración, humillaciones, intimidación, indiferencia ante las demandas 

afectivas y amenazas.”[102] 

       17. Particularmente la violencia domestica[103] contra la mujer, puede definirse como 

aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo familiar, con independencia 

del lugar en el que se materialice, que dañe la dignidad, la integridad física, psicológica, 

sexual, económica o patrimonial, la libertad y el pleno desarrollo.  

Así entonces, pueden ocurrir actos de violencia contra la mujer en el ámbito familiar cuando 

se ejerce contra mujeres miembros del grupo familiar como consecuencia de los vínculos 

que la unen con la institución.[104]  

(…)   Fundamentos constitucionales de la protección 
  
20. Todo lo anterior fue evidenciado además en las discusiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente, cuando se visibilizó la problemática que histórica y culturalmente ha arremetido 
contra los derechos de las mujeres[110] y destacó el impacto que los “factores de 
violencia” generan en las mujeres, reconociéndolas como un grupo históricamente 
violentado y discriminado[111]. 
  
Fruto del debate, la Constitución en su artículo 43 dispuso que “[l]a mujer y el hombre tienen 
iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación (…)”, pero además reafirmando que la familia es el núcleo fundamental de la 
sociedad, en donde, sin embargo, implícitamente se reconoce que en tal célula no es extraña 
la existencia de actos violentos por lo cual preceptúa conclusivamente (en el inciso 6° del art. 
42) que “Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y 
unidad, y será sancionada conforme a la ley”. 
  
21. Desde el preámbulo, la Constitución de 1991 establece la obligación del Estado de garantizar 
efectivamente a la totalidad de los integrantes de la nación, “la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático 
y participativo que garantice un orden político, económico y social justo”.  En particular, el mandato 
de igualdad se regla en el art 13 de la misma Carta, como un corolario necesario del modelo 
del Estado social. 
  
22. El modelo del Estado social de derecho[112] es una forma de tomarse en serio la 
igualdad, no sólo porque proscribe toda discriminación infundada, sino porque además 
potencia la realización de acciones como una forma de lograr que la igualdad no sea apenas 
un postulado teórico y simplemente programático, sino el camino del alcance de cotas de 
igualdad material, auténticas y reales. En tal norte de entendimiento, el Estado social y la 
igualdad de cara a la problemática relativa a la violencia contra la mujer y a su consecuente 
discriminación, también significa la necesidad de que se implementen políticas públicas que 
contrarresten tan arraigado fenómeno. La idea de intervención necesaria, como fundante del 
dicho modelo de Estado, también se ha de manifestar en la temática que nos ocupa, esto es, en la 
erradicación de todas las formas de violencia contra la mujer, a través de acciones efectivas 
que demuestren una preocupación real y seria sobre tal fenómeno. (…) 

La jurisprudencia constitucional y la protección de la mujer 
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25. La jurisprudencia constitucional ha entendido que históricamente las mujeres han sido 

víctimas de procesos estructurales de discriminación y violencia. Así, en la sentencia C-101 

de 2005 frente a los actos negativos de diferenciación, refirió que “no es para nadie desconocida 

la histórica discriminación que ha padecido la mujer en la mayoría de las sociedades 

anteriores y contemporáneas, en donde el paradigma de lo humano, ha sido construido 

alrededor del varón”. 

26. En cumplimiento de las obligaciones que la Carta Política le ordena, la Corte Constitucional ha 

adoptado diversas medidas encaminadas a eliminar las normas y costumbres sociales que han 

proyectado las posturas que tradicionalmente han visto a las mujeres como inferiores y, en ese 

sentido, han propiciado diferentes escenarios de violencia. Esta Corporación ha visibilizado una 

multiplicidad de nichos de discriminación, que limitan el desarrollo pleno de la vida de la 

mujer en los ámbitos público y privado; y precisamente, una de las formas de discriminación 

contra la mujer más gravemente representativa, es aquella causada a través de actos de 

violencia al interior de la familia[113].   

  

Sobre el particular la Corte ha dicho que esta clase de violencia: “(…) es un fenómeno que suele 

estar relacionado con diversas causas “sociales, culturales, económicas, religiosas, étnicas, 

históricas y políticas, que opera en conjunto o aisladamente en desmedro de la dignidad” 

humana, y que afecta los derechos de un número gravemente significativo de seres 

humanos. Así, se ha identificado que la violencia contra la mujer es “una manifestación de 

las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que conduce a 

perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo.”[114] 

27. Asimismo, ha resaltado que trágicamente uno de los espacios en los que más se presenta 

la violencia contra la mujer, reitérese, es en el seno de la familia. Allí, la violencia encuentra 

un escenario favorable para su ocurrencia, como consecuencia del manto de reserva que 

socialmente cobija a las relaciones familiares. Sobre este tipo de agresiones, esta Corporación 

ha sido especialmente incisiva y ha señalado: 

  

“las mujeres están también sometidas a una violencia, si se quiere, más silenciosa y oculta, 

pero no por ello menos grave: las agresiones en el ámbito doméstico y en las relaciones de 

pareja, las cuales son no sólo formas prohibidas de discriminación por razón del sexo (CP 

art. 13) sino que pueden llegar a ser de tal intensidad y generar tal dolor y sufrimiento, que 

configuran verdaderas torturas o, al menos, tratos crueles, prohibidos por la Constitución 

(CP arts. 12, y 42) y por el derecho internacional de los derechos humanos.”[115] 

De igual manera, se ha descrito que, la violencia de género que se produce al interior de la 

familia puede adoptar distintas formas, entre las que se puede resaltar: 

“- La violencia física es toda acción voluntariamente realizada que provoque o pueda 

provocar daño o lesiones físicas. Al constituir una forma de humillación, también configuran 

un maltrato psicológico; || - La violencia psicológica se refiere a conductas que producen 

depreciación o sufrimiento, que pueden ser más difícil de soportar. ||- La violencia sexual es 

cualquier actividad sexual no deseada y forzada en contra de la voluntad de la mujer, 

mediante fuerza física o bajo amenaza directa o indirecta, ante el temor a represalias. Su 

repercusión incluye tanto daños físicos como psicológicos de gravedad variable. ||- La 

violencia económica se vincula a las circunstancias en las que los hombres limitan la 

capacidad de producir de las mujeres, de trabajar, de recibir un salario o de administrar sus 

bienes y dinero, situándolas en una posición de inferioridad y desigualdad social.”[116] 

28. En efecto, es un imperativo del Estado Constitucional repudiar la  violencia física contra 

la mujer, pero no apenas esto, sino en general todas las formas de ejercer violencia contra 

ella; no puede dejarse de lado que hay formas silenciosas y sin secuelas visibles, en el 

mundo naturalístico, como lo es la violencia psicológica.  Aunque para muchos hoy sea apenas 

una anécdota no sobra recordar que en tiempos pasados, la violación sexual conyugal era impune; 

la redacción del tipo penal de adulterio tenía como sujeto activo a la mujer[117] y el 

uxoricidio[118] honoris causa, estaba relevado de pena[119]. Siendo añosa la cuestión, lo sorprendente 

es que aun hoy día alguien pretenda mantener esas formas de pensar[120].  
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29. Lo anterior se menciona para mostrar que son múltiples y variadas las formas de violencia contra 

la mujer. La sentencia T-967 de 2014 señaló que por violencia han de entenderse todas 

las “acciones u omisiones dirigidas intencionalmente a producir en una persona 

sentimientos de desvalorización e inferioridad sobre sí misma, que le generan baja de 

autoestima”. Y que impactan en “su integridad moral y psicológica, su autonomía y 

desarrollo personal y se materializa a partir de constantes y sistemáticas conductas de 

intimidación, desprecio, chantaje, humillación, insultos y/o amenazas de todo tipo.”  Recalcó 

esa sentencia  que su existencia  no depende de su materialización exterior concreta pues 

también son violencia las “pautas sistemáticas, sutiles y, en algunas ocasiones, 

imperceptibles para terceros, que amenazan la madurez psicológica de una persona y su 

capacidad de autogestión y desarrollo personal” y que se reflejan en “humillación, culpa, ira, 

ansiedad, depresión, aislamiento familiar y social, baja autoestima, pérdida de la 

concentración, alteraciones en el sueño, disfunción sexual, limitación para la toma 

decisiones, entre otros”[121]. 

 La Convención de Belem do Pará y los instrumentos internacionales de protección en 

materia de violencia contra la mujer 

 30. La violencia cometida contra la mujer y la necesidad de su erradicación ha estado en el foco del 

derecho internacional bajo el entendido de que “la violencia contra la mujer es una ofensa a la 

dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre mujeres y hombres.”[122]  De esta forma se puede resaltar el surgimiento de instrumentos 

jurídicos internacionales encaminados a sancionar y eliminar toda forma de discriminación y 

violencia contra la mujer, gracias al trabajo que han desarrollado, entre otras, la Comisión de la 

Condición Jurídica y Social de la Mujer como ente de la Organización de Naciones Unidas[123].  

31. La Convención de Belém do Pará se ratificó por Colombia por medio de la Ley 248 de 

1995. En su preámbulo, los Estados parte, hicieron una serie de manifestaciones todas ellas de 

absoluta relevancia para comprender el contexto, el propósito y el contenido de la convención. Allí 

se entiende que la violencia contra mujer comprende “cualquier acción o conducta, basada 

en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, 

tanto en el ámbito público como en el privado.”[124]y describe tres tipos de violencia[125], la 

violencia física, la violencia sexual y la violencia psicológica; y visibiliza tres ámbitos donde 

se manifiesta esta violencia así: i) en la vida privada cuando la violencia se ejerce dentro de 

la familia, la unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, aun cuando el 

agresor ya no viva con la víctima; ii) en la vida pública cuando la violencia es ejercida por cualquier 

persona, ya sea que esta se lleve a cabo en la comunidad, en el lugar de trabajo, en instituciones 

educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar y finalmente, iii) la violencia perpetrada 

o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra. 

En el artículo 7º de dicha Convención se consagran las obligaciones a las que los Estados Parte se 

comprometieron. En lo que ahora más importa: 

 a) (…) 

c) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de 

otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 

d) (…) 

g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 

mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 

medios de compensación justos y eficaces, y (…) 

32. Sobre la aplicación de éste y los demás instrumentos internacionales que vinculan a Colombia 

sobre la materia[126], la Corte IDH ha recordado en términos generales que la efectividad de los 

instrumentos judiciales “significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del 

derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida”[ 

(…)La reparación integral de las víctimas como un imperativo para la protección efectiva de 

sus derecho  

35. Diversas instancias internacionales se han pronunciado sobre las medidas de reparación 
integral en el marco de la violencia de género contra la mujer. En este sentido, la Organización 
de las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos y el Mecanismo de Seguimiento 
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de la Convención de Belem do Pará, han producido documentos para interpretar este concepto. 
Por ejemplo, en el Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias de las Naciones Unidas en 2010 se sostuvo que: 
  
“Dado el impacto dispar y diferenciado que la violencia tiene sobre las mujeres y diferentes 
grupos de mujeres, existe la necesidad de medidas de compensación específicas para 
atender sus necesidades y prioridades particulares. Ya que la violencia perpetrada en contra 
de mujeres individuales generalmente se alimenta de patrones preexistentes y a menudo 
subordinación estructural transversal y marginación sistemática, las medidas de 
compensación requieren conectar la reparación individual y la transformación estructural.”[132] 

  
36. Es por ello que deben buscarse soluciones en dos niveles para las medidas de reparación 
a las mujeres víctimas de violencia de género. En primer lugar, i) la reparación concreta a la 
víctima por los daños recibidos con ocasión de la violencia ejercida en su contra, y, ii) en 
segundo lugar, el hacerlo con un enfoque estructural y transformador para atacar las causas 
sistemáticas de la violencia de género contra la mujer. Esto se sostuvo por la Relatora Especial 
de Naciones Unidas sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, al 
afirmar que las reparaciones deben orientarse, en lo posible, a subvertir, en vez de reforzar, 
los patrones preexistentes de subordinación estructural, jerarquías basadas en el género, 
marginación sistémica y desigualdades estructurales que pueden ser causas profundas de 
la violencia que padecen las mujeres.[133] 
  
Adicionalmente, la Comisión IDH ha establecido que el concepto de reparaciones, desde una 
perspectiva de género, debe ser abordado desde una doble mirada: 
  
“a. Desde la perspectiva del Estado, la reparación es la oportunidad de brindar seguridad y 
justicia a la víctima para que esta recupere la credibilidad en el sistema y la sociedad. Además, 
debe adoptar medidas con el fin de lograr la no repetición de los hechos.     

  
b. Desde la perspectiva de la víctima, la reparación se refleja en los esfuerzos que desarrolle 
el Estado y la sociedad para remediar el daño que ha sufrido.  Siempre existirá una 
subjetividad en la valoración de las medidas de reparación para la víctima y es una obligación 
del Estado respetar y valorar esta subjetividad para asegurar la reparación. Es por ello 
fundamental la participación de la víctima. De esta manera se conoce cuáles son las 
necesidades y percepciones de la víctima en relación a la reparación que esperan.”[134] 
  
37. En sentido similar, en la guía para la aplicación de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la violencia contra la mujer de la OEA y el Mecanismo de Seguimiento 
de la Convención de Belem do Pará, al estudiar el literal g) del artículo 7º del referido 
instrumento, se reconoce que no es suficiente el acceso a la justicia que castigue al agresor, 
sino que la reparación integral es un mecanismo necesario para el restablecimiento de los 
derechos de las mujeres víctimas de violencia. 
  
38. En efecto, “[e]l acceso efectivo a la justicia que lleve a la sanción del agresor, cuando 
corresponda, ya es en sí un medio de reparación para la víctima, pero la compensación a la 
víctima por el daño causado es necesario para el restablecimiento de sus 
derechos.”[135]  Dicho de otro modo, poder visibilizar cada caso de violencia y obtener la atención y 
trámite de una autoridad pública,  para luego  obtener una sentencia,  es ya un fragmento de la 
reparación, pues, la decisión reafirma el pacto constitucional, resignifica a la mujer víctima como 
ciudadana igual en dignidad y derechos, pero además le abre paso para ser reparada de 
muchas otras formas -entre ellas, la económica-. 
  
39. Nótese como los instrumentos internacionales y particularmente la Convención de Belém do 
Pará, exigen de los Estados Parte, la obligación de garantizar el derecho humano de las 
mujeres a vivir libres de todo tipo de violencia y a erradicarla en todos sus contextos, 
reconociendo que como ya se dijera en esta decisión, la violencia contra la mujer es una 
ofensa a su dignidad y es una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre hombres y mujeres. 
  
De allí que se reconozca como una obligación el establecimiento de las herramientas necesarias 
para dicha erradicación, debiendo los Estado parte, establecer mecanismos que permitan a las 
mujeres víctimas de violencia, tener acceso efectivo a la reparación del daño, debiéndose 
adoptar además las medidas legislativas para hacer efectiva la totalidad de los contenidos de la 
convención mencionada. 
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40. Finalmente, debe destacarse que, existen diversas formas de reparar el daño;  la doctrina 
ha avalado las reparaciones pecuniarias, pero también se han planteado diversas formas 
novedosas de reparación unidas a estas, como  las reparaciones simbólicas, las disculpas públicas, 
las medidas de satisfacción,  de rehabilitación y de garantía de no repetición; todas las cuales deben 
analizarse a partir del tipo de daño padecido. A más de ello, dicha reparación debe ser integral, 
en la medida que ello sea posible y necesario, con lo cual se busca el pleno restablecimiento 
de quien ha sufrido el daño y por tanto lograr una justa reparación, en todas las dimensiones 
que fuere menester, sea física, psíquica, moral, social, material y/o pecuniaria, compensatoria 
y de restablecimiento.   
  

La responsabilidad civil al interior de las relaciones familiares 
  
41. La responsabilidad civil, surge como respuesta a la existencia de un daño, definido este 
como “…toda afrenta a los intereses lícitos de una persona, trátese de derechos pecuniarios, 
de derechos individuales o de colectivos, que se presenta como lesión definitiva de un 
derecho o como alteración de su goce pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar 
jurídicamente, es objeto de reparación si los otros requisitos de responsabilidad civil –
imputación y fundamento del deber de reparar- se encuentran reunidos”[136].  
  
Ahora bien, la aplicación del denominado derecho de daños al interior de las relaciones 
familiares, es un tema que la doctrina no ha abordado de forma unánime. Dos posturas se han 
planteado, la primera denominada “doctrina negatoria”[137] que no reconoce dicha posibilidad bajo el 
argumento de que la declaratoria de responsabilidad civil y la consecuente reparación o 
compensación, genera en la familia, contrario a la búsqueda de su unidad, una ruptura o 
distanciamiento de lazos, siendo por éste un escenario libre de intervención del Estado. 
  
42. Precisamente, la doctrina negatoria afirma que, la responsabilidad civil y sus consecuentes 
mecanismos de reparación, resarcimiento o compensación, no es plausible en las relaciones 
familiares dado que, “…la aplicación de las normas referidas a la responsabilidad civil contradicen 
los principios básicos que han de regular las relaciones de familia atentando contra su interés y 
estructura, que no corresponde a la intervención del Estado al habilitar la reparación de daños entre 
miembros de una familia y, básicamente, que en el derecho de familia rige el principio de 
especialidad que importa, por ende, que al no existir normas particulares respecto de la reparación 
de daños, sólo en aquellos supuestos en que el legislador lo normare específicamente (ver por ej., 
reparación de esponsales, nulidad, etc) será admisible el resarcimiento”[138], todo ello además bajo 
el argumento de la imposibilidad de “hiper-judicializar” las relaciones familiares, dado que se alientan 
los derechos individuales y no los de solidaridad, sacrificio y unidad familiar. 
  
43. La segunda postura, no solo reconoce que  la familia es un escenario posible de la 
ocurrencia de toda suerte de daños, sino que, de forma especial, ataca el hecho de impedir a 
uno o a algunos de sus miembros, el derecho a ser reparados, resarcidos o compensados, 
por otro, cuando se cumplen los presupuestos de la responsabilidad civil en términos 
generales, pues ello haría de la familia un escenario impermeable a las reglas de  Derecho y 
por lo tanto, propiciando así un terreno apto para la tiranía y el desconocimiento de los 
derechos fundamentales de sus integrantes. 
  
En consecuencia, es totalmente factible la aplicación de las reglas de la responsabilidad civil 
a este tipo de relaciones[139]; así, se ha dicho que “…es evidente que la protección que 
proporcionan las reglas de responsabilidad civil no pueden negarse porque la víctima y la 
persona responsable sean vinculados por lazos familiares. Encaja perfectamente la reflexión 
anterior acerca de la superación actual de un concepto de familia-comunidad y la transición hacia 
otro, en el que la familia asegura el desarrollo armónico de la personalidad de sus miembros 
y en los que estos ejercitan sus derechos fundamentales y defienden sus intereses frente, 
incluso, a un interés del grupo familiar. Es más, la familia es el ámbito de mayor 
vulnerabilidad de la persona al exponerse en su seno a los intereses más básicos y 
personales de la víctima”[140]. 
  
44. Por ello, de forma conclusiva se ha explicado por la doctrina que “…al hacerse de lado un 
el modelo histórico de familia patriarcal no puede pensarse que las relaciones familiares sean 
inmunes a las normas de responsabilidad civil. La acentuación de la autonomía individual e 
igualdad de los miembros de una familia, relaciones de coordinación en lugar de subordinación y 
atenuación de los poderes que han dado paso a los deberes en la responsabilidad en este marco 
cobre nueva vida. Kemelmajer de Carlicci, en este sentido, han indicado que “la familia de nuestros 
días no es centro de producción sino de consumo; si se trabaja comunitariamente, se organiza en 
forma de empresa. El principio de autoridad ha sido reemplazado, en la órbita de las relaciones 
conyugales, por el de igualdad…”[141] (negrillas fuera del texto original). 
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Finalmente, también se tiene planteado por algunos doctrinantes que, dichas reglas no pueden ser 
absolutas, pero, cuando se trata de daños que tienen origen en actos de violencia 
intrafamiliar “mucho más allá de las acciones de prevención que incumbe al Estado desplegar o de 
las sanciones que también en el derecho penal pueden, la imputación de daños no contaría los 
principios del derecho de familia sino más bien, tienen a otorgar en su justa medida una 
reparación ante un deber antijurídico, el de no dañar aunque, huelga aclarar, no todo conflicto 
familiar puede, claro está, genera un daño indemnizable”[142]. (Negrillas fuera del texto original).   
  
(…)47. Entiende entonces la Sala Plena que el resarcimiento, reparación o compensación de 

un daño, no se encuentra ocluido, limitado o incluso negado, porque la fuente del daño 

comparta con el afectado, un espacio geográfico determinado -el hogar- o porque existan 

lazos familiares. Al contrario, es posible asentar con firmeza, que los daños que al interior 

del núcleo familiar se concreten, originados en la violencia intrafamiliar, obligan la actuación 

firme del Estado para su sanción y prevención, y en lo que dice relación con el derecho de 

familia, es imperativo el consagrar acciones judiciales que posibiliten su efectiva reparación, 

pues, de nada sirve que normas superiores (para el caso, la Convención de Bélem do Pará y 

el art. 42-6° C. Pol.) abran paso a la posibilidad de tasar reparaciones con ocasión de los 

daños que la violencia intrafamiliar genere, si a su vez no se consagran las soluciones que 

posibiliten su materialización. De allí que hoy ya sea lugar común el citar a N. Bobbio y su famosa 

frase “el problema de fondo relativo a los derechos humanos no es hoy tanto el justificarlos, como 

el de protegerlos”[145] 

  
48. A más de ello, los daños que tienen origen en comportamientos de violencia 
intrafamiliar[146], sí merecen un especial entendimiento, no solo por parte del legislador, sino, 
de los operadores jurídicos; todo esto en razón de i) la aplicación del parámetro 
constitucional, ii) la exigencia del derecho internacional y iii) el alcance que posee retirar el 
velo de “impermeabilidad” o “inmunidad familiar.(…) 

  
         Caso concreto 
  
(…)Proceso de cesación de efectos civiles de matrimonio católico -o de divorcio- y su 

ausencia de un mecanismo justo y eficaz para procurar la reparación de daños generados 

por materialización de la causal de los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra. 

- art. 42.6 Constitucional y artículo 7 literal g de la Convención Belén Do Pará- 

  
64.  Pero a más de lo anterior, en el escenario constitucional el apoderado destacó que la cuota 
alimentaria se constituye en una medida reparatoria, planteamiento que se encontraba 
limitado para hacer en el proceso de cesación de efectos civiles del matrimonio católico, 
según anotamos párrafos tras.  
  
65. Como se dejó sentado, la Sala Plena entiende por las razones antes descritas, que tanto el 
artículo 42.6 de la Constitución como el artículo 7° literal g) de la Convención de Belém Do 
Pará, obligan al Estado, y en esa misma perspectiva al legislador y a los operadores jurídicos, 
a diseñar, establecer, regular y aplicar mecanismos dúctiles, ágiles y expeditos, con el fin 
de  asegurar que la mujer objeto de violencia intrafamiliar[160] tenga acceso efectivo a la 
reparación integral del daño, de manera justa y eficaz. 
  
66. En Colombia, en los procesos de la jurisdicción de familia antes mencionados, en la vigencia del 
Código de Procedimiento Civil -estatuto procesal aplicable al caso que se estudia- no se tenía 
establecido por el legislador un momento especial dentro del trámite que habilitara al juez o las 
partes, para que, seguida de la declaratoria de la causal de ultrajes, trato cruel y los 
maltratamientos de obra, se pudiera solicitar una medida de reparación integral del daño sufrido. 
Con todo, se reitera, las normas del bloque de constitucionalidad y el art. 42 constitucional sí se 
hallaban vigentes como soportes sustantivos de una eventual condena por violencia doméstica. 

  
67. Hoy día, en vigencia del artículo 281 del Código General del Proceso, puede vislumbrarse 
la existencia de una vía procesal para ello, pero el tono de la norma no es imperativo sino 
apenas dispositivo; ciertamente es una puerta que se abre para posibilitar la reparación de 
la víctima ultrajada, tratada de manera cruel, en fin, que haya sido objeto de maltratamiento 
síquico o material. Con todo, el art. 7°, g) de la Convención de Belem do Pará, y en general 
los instrumentos internacionales tantas veces aquí citados, obligan -no apenas autorizan o 
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permiten- la reparación de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, cuando quiera que 
exista daño. Esto dice la norma aludida del CGP: 

  
“ARTÍCULO 281. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos 
y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código 
contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige 
la ley. […] 

  
PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y extrapetita, cuando 
sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, al niño, la niña o adolescente, 
a la persona con discapacidad mental o de la tercera edad, y prevenir controversias futuras de la 
misma índole. […]” (Se subraya por la Corte).(…) 

   
69. De otro lado, debe destacarse que, la reparación integral es un tema que ya el legislador 
colombiano consagró por lo menos desde el año 1998, en la Ley 446, artículo 16. Tal norma dispone: 
  
ARTICULO 16. VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 
atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 
actuariales. 

  
Esta regla ha sido utilizada para mostrar que, en la materia de reparación de daños, el principio de 
congruencia en alguna medida resulta debilitado. Esto se dice en la literatura especializada: 
  
“3. ¿Está atado el juez a los límites de la congruencia de su fallo, para pronunciarse sobre el 
principio de reparación integral en los procesos de responsabilidad civil? 
En sentencia del 18 de diciembre de 2012, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia respondió negativamente el interrogante planteado indicando que para darle 
cumplimiento al principio de reparación integral del daño el juez no está atado a los límites 
rígidos de congruencia que establece nuestro ordenamiento procesal civil. ||Luego de 
recordar el contenido del artículo 16 de la ley 446 de 1998, norma que ordena al juez atender 
el principio de reparación integral y aplicar la equidad a la hora de indemnizar los perjuicios, 
(…) 
70. El anterior es el panorama procesal de los procesos de divorcio y de cesación de efectos civiles 
del matrimonio católico; a modo de recapitulación pueden extraerse las siguientes conclusiones: 
  
i) Tras la sentencia de divorcio en la que se dé por probada la causal de civil ultrajes, trato cruel y 
los maltratamientos de obra, la posibilidad de reclamar la reparación de los daños ocurridos con 
ocasión de dichos actos, no halla norma legal sustantiva expresa en el ordenamiento nacional que 
lo sustente. El bloque de constitucionalidad y el art 42-6° de la Constitución, sin embargo, sí lo 
consagran. 
  
ii) Existe un proceso ordinario, distinto de aquellos, en el que podría ventilarse la pretensión de 
declaratoria de responsabilidad civil, y la orden de su reparación económica. Ello acarrea no sólo un 
posible déficit en la satisfacción de la pretensión de reparación integral, sino además una clara 
revictimización de la mujer violentada y un desconocimiento del derecho a una decisión judicial 
dentro de plazos razonables. 
  
iii) Así las cosas, a una mujer, víctima de violencia intrafamiliar, y a quien por tanto se le declare 
como cónyuge inocente, a más de tener que exponer la totalidad de los maltratos que haya soportado 
en un proceso civil de cesación de efectos civiles de matrimonio católico o de divorcio, deberá, 
nuevamente, recordar y expresar ante otra instancia en un trámite judicial-civil, las mismas 
circunstancias que demuestren el daño y la respectiva pretensión reparadora. Todo ello va en 
contra de los parámetros del plazo razonable, propios del debido proceso y genera una 
evidente revictimización de la mujer violentada. 
  
71. Particularmente, en el caso concreto una mirada de la prueba que fue evacuada en el proceso 
ordinario, y que se estudió por el Tribunal al momento de emitir la decisión de segunda instancia 
que se ataca, deja ver cómo el señor Virgilio Albán Medina -demandado en el proceso ordinario- 
durante la relación marital ejecutó actos claros de violencia verbal y psicológica en contra de 
la accionante.(…) 
  
Dado lo anterior, resulta imperioso concluir que tanto el legislador como los operadores 
judiciales, deben aplicar en justicia las normas constitucionales e internacionales que 
permitieran a la actora ventilar su pretensión de “acceso al resarcimiento o reparación del 
daño u otros medios de compensación justos y eficaces” fundamento este que en últimas fue 
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el que soportó la solicitud de los “alimentos sancionatorios”[168] que fueron -al decir del 
apoderado de la demandante- el único mecanismo habilitado por la legislación pero que tenía 
como fuente postulados de tipo constitucional y convencional. 
  
73. Un estudio sistemático de los presupuestos superiores de la Constitución y de los tratados 
internacionales reconocidos por Colombia y que fueron descritos en esta sentencia, dan cuenta de 
que, en efecto, una mujer víctima de violencia intrafamiliar, en este caso psicológica, debe ser 
reparada, y pese a que podría pensarse que el escenario apto para ello sería en un proceso 
penal o de responsabilidad civil, lo cierto es que, como se dijo, con ello se desconocerían los 
mandatos del plazo razonable y de no Revictimización; pero además se trataría de 
reparaciones distintas, en tanto la fuente en el primer escenario lo sería el delito, y distinta a 
esta, al interior del divorcio, la fuente del daño se analizaría a partir de la terminación de la 
relación dada la culpabilidad del otro cónyuge. 
  
74. Aparece indiscutible que, al interior de las relaciones familiares, sí pueden 
presentarse daños, y que particularmente cuando se trata de procesos de cesación de 
efectos civiles del matrimonio, o divorcios en los que resulte probada la causal que se 
relaciona con la violencia intrafamiliar, es necesario que el juez habilite un análisis en punto de su 
reparación; esto obedece tal y como se plantea por la doctrina autorizada a una triple motivación: 
  
“La primera consolidar el principio según el cual no puede quedar impune el daño causado 
voluntariamente por el hecho de que se haya realizado durante el matrimonio. || La segunda, 
la convicción de que no debe convertirse la institución matrimonial en sitial donde si hiera y 
se injurie con absoluta gratuidad. || La tercera, el entendimiento de que las reparaciones 
deben ser otorgadas en el marco de los principios generales de la responsabilidad civil que 
rigen [el] ordenamiento.”[169] 
  
75. De manera conclusiva puede afirmarse que, tanto en las relaciones sociales, privadas, 
particulares como  familiares, todo daño puede ser reparado; pero además, es claro que al 
interior del núcleo fundamental de la sociedad que es la familia, cuando quiera que sea 
demostrada la violencia que un miembro ejerce sobre otro, se abre paso la posibilidad de 
debatir sobre daños reparables, entendiendo que dicho ámbito no es impermeable a las 
reglas del Estado de Derecho, y que en general no es un coto vedado para el ordenamiento 
civil en general[170]. (…)  
78. En efecto, el tema de los alimentos que de ordinario es un asunto de la ocupación del juez 
de familia en los procesos aquí tantas veces mencionados, a más de la decisión sobre la 
custodia de los hijos, entre otras, no es el tema puntual de esta tutela. Así, las discusiones respecto 
de la naturaleza de los alimentos y cuándo se deben, a quién, cuánto y por qué, no son objeto de 
los planteamientos que en este caso aborda la Corte. 

  
Ciertamente la iteración en su petición por el apoderado de la demandante, debe ser objeto de 
interpretación por el juez de tutela, con el fin de encontrar una mejor ruta de protección de los 
derechos fundamentales. Así entonces, cuando tanto insiste el abogado en esa petición –que 
se ordene el pago de alimentos como sanción—la Corte entiende que lo que se plantea, ante 
la claridad de la injusta y deplorable violencia ejercida contra la actora, es que se ordene una 
condigna reparación integral. 
  
La Corte quiere advertir de nuevo, que la acción de tutela resuelve un conflicto inter-partes, y que 
por ello el alcance de la presente acción, no extravasa lo que ha sido objeto del debate; con todo, 
es competencia del juez de familia decidir como de ordinario lo ha hecho, esto es, decretando 
o no el pago de alimentos según corresponda con las normas sustantivas aplicables al caso. 
Lo que sí constituye un plus frente a ello, es el poder adentrarse en el tema de la reparación 
del daño, si se ha establecido la existencia de violencia intrafamiliar.   
  
 (…)Déficit de protección  

81. Del desarrollo dogmático previamente expuesto y de la verificación de la ausencia de 
mecanismos judiciales claros, justos y eficaces que aseguren a la mujer víctima de violencia 
intrafamiliar, al interior de los procesos de cesación de efectos civiles de matrimonio católico 
o de divorcio, la posibilidad de tener acceso efectivo a una reparación del daño, la Corte 
advierte un déficit de protección[171] de su derecho humano y fundamental a la dignidad 
humana, a vivir libre de violencia, a ser reparada integralmente dentro de un trámite que 
respete el plazo razonable y a no ser revictimizada. 
  
(…)Segundo: CONCEDER la protección de los derechos fundamentales de la señora Stella Conto 

Díaz del Castillo a vivir libre de violencia intrafamiliar, a ser reparada y a no ser revictimizada 
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y, por tanto, CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida el veinticinco (25) de junio de 

dos mil diecisiete (2017) por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en los 

términos de la presente decisión. 

  
Tercero: ORDENAR al Tribunal Superior de Bogotá –Sala de Familia– que, con fundamento en el 
reconocimiento de la causal 3ª contenida en el artículo 154 del Código Civil, esto es, los 
ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra, disponga la apertura de un incidente de 
reparación integral en el que se especifiquen y tasen los perjuicios sufridos por la señora 
Stella Conto Díaz del Castillo. 
 

 

4.2 Sentencia 9684 11 de septiembre de 2018 Darío Hernán Nanclares Vélez Magistrado 

sustanciador TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN SALA TERCERA DE DECISIÓN DE FAMILIA 

Medellín, once (11) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 

(…) se omitió advertir que, a las subjetivas, contenidas en el C Civil, canon 154, modificado por la 

Ley 25 de 1992, artículo 6, debe acudirse, dentro de un tiempo determinado, 

(…) vínculo familiar (C Civil, artículo 113), que apareja el surgimiento de precisas obligaciones 

para los contrayentes, como las de guardarse fe, respetarse, ayudarse recíprocamente en 

todas las circunstancias de la vida, socorrerse y subvenir a las ordinarias necesidades 

domésticas de la familia, en proporción a sus facultades,(…)  

(…) no declaró al accionante culpable de la cesación de los efectos civiles, por divorcio, de su 

matrimonio religioso, sino de la “ruptura de la unidad matrimonial”, resolución que encuentra 

armonía, no solo con el carácter objetivo del aludido motivo de divorcio, sino también con lo ordenado 

por la Corte Constitucional, en su sentencia C-985 de 2010, que declaró la exequibilidad 

condicionada del artículo 10 de la Ley 25 de 1992, en el sentido de que la caducidad allí establecida 

solamente se estipuló, no para la promoción de acciones, como la que ocupa la atención del 

Tribunal, sino para los efectos patrimoniales, derivados del acogimiento de pretensiones, 

como la mencionada, frente a quien originó el decaimiento definitivo del nexo nupcial. 

(…) en este evento no exonera al demandante de las consecuencias patrimoniales, producidas 

por su conducta, consistente en la separación voluntaria, de hecho, de la demandada, de 

acuerdo con el mencionado fallo de constitucionalidad, y con el C 746, de 5 de octubre de 21 2011, 

por medio del cual declaró exequible el referido numeral 8. De tal modo, se abrió la esclusa, en 

este litigio, para que la obligación alimentaria fuese impuesta al demandante, porque, 

justamente, fue quien, con su proceder, generó la separación de hecho, de la demandada, en 

la cual incursionó, y, consiguientemente, compelido se encuentra a afrontar las 

consecuencias jurídicas de ese comportamiento, a lo cual se adiciona que, en casos como el 

que concita la atención del Tribunal, no se requería que la accionada introdujese redemanda, 

para reclamar, a su favor y a cargo del accionante, la fijación de una cuota alimentaria, pues, 

con ese propósito bastaba pedirla, como lo hizo, al contestar, al libelo primigenio (fs 28 a 30, 

c 1), aspectos que impiden prohijar los reparos que, sobre el particular, le lanzó el recurrente al fallo 

del juzgado, ya que, igualmente, las anotadas pruebas, informan, de forma fehaciente y certera, 

no solo que la demandada necesita de los alimentos, sino también que el accionante cuenta 

con la suficiente capacidad, para suministrárselos, allende que la característica indemnizatoria 

de ese rubro es incontestable (C Civil, artículos 411 – 4, modificado por la Ley 1ª de 1976, 

artículo 23; 412, 413, 414, 419, 420, 422, 423, modificado por la Ley 1ª leída, artículo 24), 

(…) en el C G P, artículo 389, según el cual, en fallos, como el recurrido, se dispondrá, entre 

otras cosas, “3. El monto de la pensión alimentaria que uno de los cónyuges deba al otro, si 

fuere el caso”. Máxime si, en este caso, este ostenta la obligación de brindársela (…). 

4.3 LUIS ALONSO RICO PUERTA Magistrado Ponente STC442-2019 Radicación n° 11001-02-

03-000-2018-03777-00 (Aprobado en sesión del veintitrés de enero de dos mil diecinueve) Bogotá, 

D.C., veinticuatro (24) de enero de dos mil diecinueve (2019). Decide la Corte la acción de tutela 



                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 

31 

promovida por Carlos Eduardo Angarita Angarita contra la Sala de Familia del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín y el Juzgado Segundo de Familia de Envigado, trámite al cual fue 

vinculada Beatriz Elena Bolívar Orrego, demandada en el verbal nº 2017-00530. 

(…) la cual devela no solo la posibilidad sino el deber del juez que conoce de los procesos de 

divorcio, en particular de aquellos en los que se invoca una causal objetiva como la 

separación de cuerpos de hecho por más de dos años, de auscultar los motivos reales y 

concretos que dieron lugar a la ruptura del matrimonio, a efectos de imponer las 

consecuencias de orden patrimonial a cargo de quien provocó el rompimiento de la unidad 

familiar. Así, en sentencia C-1995/00, mediante la cual se declaró «EXEQUIBLE la expresión 

“o de hecho” contenida en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992 que reformó el 

artículo 154 del Código Civil», la Corte Constitucional advirtió que: «(…) el hecho de que uno 

de los cónyuges, en ejercicio de su derecho a la intimidad, invoque una causal objetiva para 

acceder al divorcio, no lo faculta para disponer de los efectos patrimoniales de la disolución, 

de tal manera que, cuando el demandado lo solicita, el juez debe evaluar la responsabilidad 

de las partes en el resquebrajamiento de la vida en común, con miras a establecer las 

consecuencias patrimoniales». Por tanto, «si la causa de divorcio tiene consecuencias 

patrimoniales, vinculadas con la culpabilidad de las partes, así el demandante opte por 

invocar una causal objetiva para acceder a la disolución del vínculo, el consorte demandado 

está en su derecho al exigir que se evalué la responsabilidad del demandante en la 

interrupción de la vida en común. Empero, al parecer de la Corte este derecho no lo desconoce 

la norma en comento, puesto que no por el hecho de establecer una causal objetiva el juez 

debe hacer caso omiso de la culpabilidad alegada por el demandado, cuando otras 

disposiciones lo obligan a establecer los efectos patrimoniales de la disolución acorde con la 

culpabilidad de las partes (…)». 

Esa postura fue reiterada recientemente por ese alto en fallo de tutela, señalando 

preliminarmente que «de conformidad con la ley y la jurisprudencia la obligación alimentaria 

requiere para su exigibilidad la concurrencia de tres requisitos a saber: (i) la necesidad del 

alimentario, esto es, que las circunstancias que legitimaron los alimentos permanezcan en el 

tiempo (ii) la capacidad económica del alimentante y (iii) un título a partir del cual pueda ser 

reclamada», y «mientras persistan las condiciones que dieron lugar al surgimiento de la 

obligación alimentaria, esta no puede entenderse extinta a pesar la cesación de efectos civiles 

del matrimonio o divorcio o del fallecimiento del alimentante». Enseguida criticó que se 

hubiera declarado la cesación de los efectos civiles «con fundamento en esa causal objetiva 

o remedio relacionada con el paso del tiempo, sin determinar la responsabilidad de cuál de 

los consortes ocasionó el divorcio por cuanto no era el objeto», ya que «esta Sala no debe 

perder de vista que si bien es cierto, en principio, en el tránsito del divorcio no hay lugar a 

analizar la culpabilidad de los cónyuges cuando se invoca una causal objetiva, no lo es menos 

que “en los asuntos de divorcio cuando media la separación de hecho por más de dos años, 

los jueces no se pronuncian respecto de la culpabilidad o inocencia de los cónyuges, estos 

estarían incumpliendo su obligación constitucional de administrar justicia, si dicho 

pronunciamiento se requiere para determinar los efectos patrimoniales de la decisión” (C-

1495-00)». 

 Y descendiendo al caso concreto, asimilable al que es objeto de la presente censura 

constitucional, dijo que: «el operador judicial en la sentencia que decretó el divorcio a pesar 

de relacionar ciertas pruebas que indicaban de la violencia intra familiar y las relaciones 

sexuales extramatrimoniales (el actor en vigencia de su matrimonio tuvo un hijo 

extramatrimonial), el juzgador de instancia guardó silencio y se limitó a decretar el divorcio 

con fundamento en “la separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por 

más de dos años”, pudiendo de manera oficiosa o ultra y extra petita establecer la 

responsabilidad (…) a efectos de establecer las consecuencias patrimoniales.  

En otras palabras, en esa oportunidad el Juez de Familia debió establecer quién fue el que dio 

lugar a la separación de hecho con el fin de precisar los deberes de socorro y ayuda mutua 

que se originan por el vínculo matrimonial, los cuales subsisten, incluso, después del divorcio 

(art.160 C. C.). En otras palabras, si bien es cierto quien haya dado lugar a la separación puede 
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invocar una causal objetiva para acceder al divorcio, ello no lo faculta para disponer de los 

efectos patrimoniales de la disolución ni para eximirse de sus obligaciones, toda vez que para 

el consorte que en principio haya dado lugar al rompimiento subsiste la obligación alimentaria 

a menos que probatoriamente demuestre su inocencia, es decir, se invierte la carga de la 

prueba, de manera que el señor (…) en sede de tutela debió demostrar que no era culpable» 

(CC T-559/17). 

4.4 SENTENCIA T-967/14. REFERENCIA: EXPEDIENTE T-4143116. Acción de tutela promovida 

por Diana Eugenia Roa Vargas, contra el Juzgado 4° de Familia de Bogotá. Procedencia: Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Asunto: Protección especial a mujeres víctimas 
de violencia. Violencia psicológica. Administración de justicia en perspectiva de género. 
Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 
Bogotá, D. C., quince (15) de diciembre de dos mil catorce (2014). 
La Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por el Magistrado Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub y las Magistradas Martha Victoria Sáchica Méndez y Gloria Stella Ortiz Delgado, quien 

la preside, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, ha proferido la siguiente 

SENTENCIA 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL. 

(…)Presentación del caso y planteamiento de los problemas jurídicos. 

2. Diana Eugenia Roa Vargas solicitó el divorcio civil a su esposo ante la jurisdicción de familia, por 

estimar que se configuró la causal 3ª del artículo 154 del Código Civil, referente a “ultrajes, 

tratos crueles y maltratamientos de obra”. Para probar su alegato, la accionante relacionó 

diversas situaciones en las que su esposo la agredió a partir de insultos, gritos, actitudes celosas y 

posesivas, agresiones verbales y físicas, entre otras. En dicho proceso la accionante presentó varias 

pruebas documentales y testimoniales que, a su juicio, no fueron valoradas debidamente.  

En dicho proceso se desestimaron las pretensiones, ya que el Juzgado 4º de Familia de Bogotá 

consideró que no se probaron agresiones físicas y psicológicas, que configuraran la causal alegada.  

Por tanto, la accionante presentó acción de tutela contra el referido Juzgado, al estimar que éste 

valoró indebidamente las pruebas y desconoció los episodios de violencia física y psicológica a 

la que fue sometida ella y sus dos hijas menores de edad, por parte de su marido. El Juzgado 

accionado no presentó alegatos de defensa. Las instancias declararon improcedente la acción de 

tutela debido a que la actora no propuso el recurso de apelación en el proceso civil de divorcio, como 

lo alegó la demandante. (…) 

(…)En el presente caso, la accionante explicó las razones por las cuales no le fue posible instaurar 

el recurso de apelación. Precisó que debido al abandono económico de su marido, ella asumió 

toda la carga de su sostenimiento y el de sus dos pequeñas hijas, por lo cual, no pudo pagarle 

al abogado quien se desinteresó del caso y no apeló. Esta Sala evalúa esas razones desde varias 

perspectivas:  

i) Es claro que el abandono económico del marido (violencia económica), hace parte de 
la violencia estructural que sufre la accionante, por tanto, hacer caso omiso de este 
aspecto, sería contribuir a la normalización e invisibilización de la violencia, como ya se 
explicó.  
ii) Negar el acceso a la administración de justicia en este caso, debido a una 

formalidad, contribuiría a perpetuar los niveles de impunidad y tolerancia social 
a los fenómenos de violencia y discriminación contra las mujeres, que fueron 
descritos en esta sentencia. Así mismo desestimularía aún más, la poca denuncia 
de este tipo de violencias en el país.(…) 

Desconocer la situación de vulnerabilidad en este caso y hacer prevalecer un argumento 

procesal sobre la protección sustancial de los derechos de la mujer violentada, configuraba una 

revictimización de la accionante y un caso de indiferencia estatal frente a la violencia estructural 

de género (…) 

(…)71. De lo expuesto hasta ahora, esta Sala puede identificar que la accionante fue víctima de 

algunos hechos objetivos, así:  
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a. La accionante vive en un contexto familiar que es conflictivo desde hace varios años.  
b. La accionante se ha restringido de los viajes laborales y de compartir tiempo con sus 

compañeros de oficina, para evitar problemas con su esposo. Es decir se aisló socialmente.  
c. La accionante presenta angustia, estrés, desconcentración en el trabajo, estado de 

tensión, entre otros.  
d. La señora Roa Vargas también se aisló familiarmente, debido a que su esposo la celaba 

con su cuñado.  
Estos hechos son indicativos de violencia psicológica contra la mujer, según lo explicado en 

las consideraciones de esta sentencia, por tanto, podría decirse que bastarían para configurar la 

causal alegada. Sin embargo, si en gracia de discusión, se admite que estos hechos pueden estar 

viciados de subjetividad por parte de la actora y de sus testigos, y en esa medida sólo serían 

considerados como indicios, esta Sala encuentra que se disipó toda duda de la ocurrencia de la 

violencia con el peritaje de Medicina Legal, que fue descartado débilmente por la Juez del caso.   

72. Por todo lo anterior, la Sala concluye que el Juzgado 4º de Familia de Bogotá incurrió en el 

defecto fáctico y en violación directa de la Constitución, al no declarar configurada la causal de 

divorcio invocada, a pesar de estar plenamente probada.  

Conclusión  

73. El Juzgado 4º de Familia incurrió en defecto fáctico y violación directa de la Constitución, al emitir 

la sentencia dentro del proceso de divorcio, bajo argumentos que en este caso contribuyen a 

perpetuar la violencia y la discriminación contra la mujer y a invisibilizar la violencia 

doméstica y psicológica que padecía Diana Eugenia Roa Vargas al interior de su hogar. (…). 

75. En su lugar, esta Corte tutelará los derechos fundamentales al debido proceso, a la 

igualdad, a la intimidad, a la libertad de movimiento y a la protección de la familia de Diana 

Eugenia Roa Vargas y, en consecuencia, dejará sin efecto la sentencia dictada, el 28 de mayo de 

2013, por el Juzgado 4º de Familia de Bogotá dentro del proceso de divorcio promovido en contra 

de Jorge Humberto Mesa Mesa, cónyuge de la accionante.  

76. A su vez la Sala de Revisión, ordenará al Juzgado 4º de Familia de Bogotá, dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la notificación de esta providencia, proferir un nuevo fallo en el que se tengan 

en cuenta todas las consideraciones de esta providencia referentes al principio de igualdad y 

no discriminación por razón del sexo y la especial protección que merece la mujer víctima de 

cualquier tipo de violencia.  

77. De acuerdo a las consideraciones expuestas en los fundamentos 47 a 50 de esta providencia, 

esta Sala exhortará al Congreso y al Presidente de la República para que, de acuerdo a sus 

respectivas funciones, emprendan las acciones pertinentes que permitan reconfigurar los 

patrones culturales discriminatorios y los estereotipos de género presentes aún en los 

operadores de justicia en Colombia.  

78. Así mismo, se instará al Consejo Superior de la Judicatura para que exija la asistencia 

obligatoria de todos los jueces del país de la jurisdicción de familia, a las capacitaciones 

sobre género que la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla ofrezca. Lo anterior, a fin de promover 

la creación de nuevos marcos interpretativos en perspectiva de género, que permitan la real 

y efectiva reconfiguración de patrones culturales y estereotipos de género discriminatorios.  

79. También se solicitará a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 

difundir por el medio más expedito posible esta sentencia, a todos los despachos judiciales 

de la Nación, para que, en adelante, apliquen un enfoque diferencial de género al momento de 

decidir cualquier asunto a su cargo.   (…) 

4.5 SENTENCIA C-344/17 Magistrado Ponente ALEJANDRO LINARES CANTILLO  

CONSECUENCIAS DE LA COMISIÓN DE CONDUCTA PUNIBLE-Daño público y 
daño privado 
  

En la sentencia C-277 de 1998 [la Corte] explicó que una conducta punible produce 
consecuencias en dos planos distintos: por un lado, ocasiona un daño público, relacionado 

https://www.google.com/url?q=http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm&sa=U&ved=0ahUKEwi-wpDh8YnfAhUNj1kKHfkbAyQQFggEMAA&client=internal-uds-cse&cx=partner-pub-9947470192399292:h29xyy-80om&usg=AOvVaw3CxDK3zj7ozgNtQX7X36tr
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con el incumplimiento de normas penales establecidas por el legislador, necesarias para la 
convivencia pacífica, a través del respeto de valores sensibles para la sociedad y, por otro 
lado, ocasiona un daño privado, relacionado con la afectación de derechos subjetivos de la víctima 
de la conducta punible […] sostuvo la Corte que del daño público se desprendía la obligación 
del Estado de investigar y juzgar la conducta punible, mientras que del daño privado nacía la 
acción civil para el pago de los perjuicios ocasionados con el delito. En estos términos la Corte 
sostuvo que ambas consecuencias de la conducta punible debían ser atendidas a través del derecho 
de acceso a la administración de justicia. (…) 

b) La norma no limitó la reparación integral  
(…)47.  A pesar del tenor literal de la norma bajo examen, el estudio de la jurisprudencia de la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, operador jurídico natural de la misma, 
permite identificar cómo ésta ha reconocido que la responsabilidad civil derivada del delito 
genera la obligación de reparar integralmente tanto los perjuicios materiales, como incluso 
perjuicios inmateriales, diferentes de los morales, sin que el artículo 94 de la Ley 599 de 2000, 
haya constituido un obstáculo para que los jueces ordenen la reparación integral de perjuicios. Para 
esto, la Corte Suprema ha considerado que la expresión perjuicios morales debía ser interpretada, 
en realidad, como haciendo referencia a los perjuicios inmateriales: 

“(…) es evidente que el nuevo Código Penal al igual que el derogado consagra dos 
clases de daños, los materiales y los morales; entendidos los primeros como aquellos 
que afectan el patrimonio del perjudicado, y los segundos, los que inciden en 
cualquiera de las esferas de la persona diferentes a la patrimonial” (negrillas no 
originales)[45].  

48.           También por momentos la Corte Suprema ha preferido no interpretar la expresión daños 
morales como relativa a los inmateriales, sino que ha acudido a diferenciar los daños morales 
subjetivos de los objetivados, ambos reparables: 

“La ley penal consagra dos clases de daños: i) los materiales que están integrados 
por el daño emergente y el lucro cesante y ii) los morales a su vez divididos en 
objetivados y subjetivados. Los primeros son de contenido patrimonial, mientras 
que los segundos afectan a la persona en esferas distintas a aquel”[46].  

49.           Así, en la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema se encuentra una 
interpretación según la cual las categorías del artículo 94 del Código Penal no excluyen la 
reparación integral de perjuicios no expresamente previstos por esa norma: 

“Es de anotar que el artículo 94 del estatuto punitivo contempla solamente el 
deber de reparar los daños materiales y morales. Sin embargo, de conformidad 
con lo visto, será imperativo también del juzgador penal reconocer aquellos que 
se producen a la vida de relación, siempre y cuando aparezcan demostrados en 
el proceso. Se trata, por lo demás, (…) de una obligación proveniente de las 
normas constitucionales y legales que establecen el derecho de las víctimas a 
obtener la reparación integral de los perjuicios causados con la conducta 
punible”[47].  

50.           Debe resaltarse que, en estricto sentido, el daño a la vida de relación[48] no cabría dentro 
de la categoría de los perjuicios morales, ni siquiera objetivados. Así, ese tribunal ha resaltado el 
carácter dinámico y evolutivo de las categorías de los perjuicios, lo que ha permitido que, a pesar 
de la literalidad de la norma examinada, se reconozcan perjuicios inmateriales diferentes al moral: 

“El derecho a la reparación del perjuicio ocasionado por quien ha sido declarado 
responsable por la comisión de un delito, ha evolucionado abandonando las 
tradicionales categorías de daño patrimonial (emergente y lucro cesante) e inmaterial 
(moral), para articular modernos conceptos que se vinculan al resarcimiento integral 
del perjuicio.  
 De esa manera, surge la necesidad de reconocer que la conducta ilícita, en ocasiones, 
además de producir afectación al patrimonio de la víctima, la salud, o la integridad 
psicológica, altera, en forma trascendental, el modo como el individuo se relaciona 
social, familiar, laboral y afectivamente, siendo ésta una categoría que continúa en 
construcción y que ha sido denominada: el daño a la vida de relación”[49]. 

51.           En cuanto a la especificidad del daño a la vida de relación, ese mismo tribunal ha indicado 
que: 

“(…) cuando se invoca el daño a la vida de relación, resulta necesario acreditar que 
el hecho lesivo produjo en el ser humano afectación en su ámbito interior, emocional, 
espiritual o afectivo que tiene repercusión en su forma de relacionarse con la 
sociedad, si en cuenta se tiene que esta forma de daño inmaterial alude a una 
modificación sustancial en las relaciones sociales y desenvolvimiento de la víctima en 
comunidad, comprometiendo su desarrollo personal, profesional o familiar”[50]. 

52.           De esta manera, la Corte Suprema de Justicia ha entendido que el artículo 94 de la Ley 
599 de 2000 no tiene por efecto el de limitar la reparación integral de los perjuicios derivados del 
delito. Se trata de una interpretación judicial consistente, ya que a pesar de existir diferentes 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn45
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn46
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn47
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn48
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn49
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn50
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maneras de argumentación, la aceptación de la posibilidad de reparar perjuicios inmateriales, 
diferentes del daño moral, resulta un común denominador en la jurisprudencia actual. La 
interpretación se encuentra consolidada al no existir actualmente providencias que exceptúen 
esta interpretación y es relevante para darle sentido al artículo 94 de la Ley 906 de 2004 y, de esta 
manera, juzgar su constitucionalidad.  
53.           Dicha interpretación resulta conforme a la Constitución Política, al resultar de una 
lectura sistemática del ordenamiento jurídico en pro de materializar el derecho fundamental 
de las víctimas a la reparación integral de los perjuicios. Así, el artículo 250 de la 
Constitución Política atribuye a la Fiscalía la responsabilidad de tomar las medidas 
necesarias para garantizar la reparación integral de los perjuicios de las víctimas[51]. 
También el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 establece la reparación integral, al lado de la 
equidad, como los criterios que deben ser tomados en consideración para la valoración de 
los perjuicios en cualquier proceso que se adelante[52]. Dicho artículo fue interpretado por 
la Corte Constitucional teniendo en cuenta que su ámbito de aplicación no es restringido, 
sino que se convierte en un mandato para todas las jurisdicciones. Concluyó la Corte que 
“(…) independientemente de la jurisdicción encargada de establecer el cuantum de una 
indemnización de perjuicios, el operador jurídico deberá propender porque la reparación 
sea integral, es decir que cubra los daños materiales y morales causados, ya que a las 
autoridades judiciales les asiste el compromiso de investigar y juzgar los delitos, no sólo 
con el ánimo de protección de aquellos bienes jurídicamente tutelados de singular 
importancia  para la comunidad, sino también para administrar justicia en forma que mejor 
proteja los intereses del perjudicado, quien es concretamente, el titular del bien jurídico 
afectado”[53]. A pesar de que dicha sentencia sólo se refirió a los perjuicios morales, como forma 
de los daños inmateriales, se trató de una referencia meramente ejemplificativa, ya que la intención 
era la de indicar el carácter transversal y interorgáncio del deber de propender por la reparación 
integral de los perjuicios. 
 
RESPECTO DE LA PONDERACIÓN DEL DAÑO MORAL Y  CONDENAS POR PERJUICIOS 
INMATERIALES 

4.6  SENTENCIA 1995-01820 DE JUNIO 13 DE 2013. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. Consejero Ponente: 
DR. ENRIQUE GIL BOTERO. EXP.26.395.  

(…)De manera que, la Subsección aprovecha esta oportunidad para reiterar la jurisprudencia 

—acogida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, de la Sala Plena de la Sección 
Tercera y la posición mayoritaria de la Subsección C (28) — sobre la materia, según la cual el 
daño moral al hacer referencia a la órbita interna del sujeto, no puede ser tasado a partir de 
criterios objetivos o tablas de punto, razón por la que para su liquidación se ha optado por la 
aplicación del arbitrio juris, postulado que se integra a la nomoárquica jurídica, y que, lejos 
de reflejar parámetros de arbitrariedad, su existencia y validez normativa encuentra 
fundamento en la sana crítica y en la reglas de la experiencia de las que se vale legítimamente 
el operador judicial para reconocer vía compensación una afectación a un bien tan 
personalísimo como las lesiones a la esfera u órbita interna y afectiva de la persona. 

En esa línea de pensamiento, la Subsección con apoyo en los lineamientos conceptuales 
acogidos de manera sistemática por esta corporación, considera que el principio de 
proporcionalidad no constituye la herramienta o instrumento jurídico pertinente para la 
valoración y tasación del perjuicio moral, por las siguientes razones: 

Los perjuicios morales no pueden ser objeto de ponderación, toda vez que: i) en su 
liquidación no se trata de solucionar una tensión o conflicto entre principios, valores o 
derechos fundamentales que entran en pugna, ii) tampoco se pretende definir los deberes 
jurídicos impuestos al legislador desde la Carta Política en la determinación de la 
constitucionalidad de una ley, y iii) el daño moral constituye una lesión a la órbita individual 
e íntima del ser humano, razón por la cual no es susceptible o pasible de ser fijada a 
establecida a través de un criterio de proporcionalidad, puesto que, se insiste, el dolor o la 
aflicción no son conmensurables. 

Así las cosas, el uso del principio de proporcionalidad para definir el monto de la 
indemnización del perjuicio moral es inadecuado, por cuanto el objeto y la finalidad del 
instrumento mencionado no es útil para introducir objetividad en la reparación del daño 
moral, máxime si su objeto y finalidad está encaminada a que se solucionen tensiones entre 
derechos fundamentales y la consonancia de una norma en relación con los mismos. La 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn51
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn52
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-344-17.htm#_ftn53
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doctrina autorizada sobre la materia ha puesto de presente la función del principio de 
proporcionalidad, al precisar: 

“El principio de proporcionalidad es un concepto jurídico que aparece cada vez con mayor 
frecuencia en la motivación de las decisiones del Tribunal Constitucional. A este principio se 
alude sobre todo en las sentencias de control de constitucionalidad que versan sobre los 
actos de los poderes públicos que intervienen en el ámbito de los derechos 
fundamentales. En las alusiones jurisprudenciales más representativas, el principio de 
proporcionalidad aparece como un conjunto articulado de tres subprincipios: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Cada uno de estos subprincipios expresa 
una exigencia que toda intervención en los derechos fundamentales debe cumplir. Tales 
exigencias pueden ser enunciadas de la siguiente manera: 

“1. Según el subprincipio de idoneidad, toda intervención en los derechos fundamentales 
debe ser adecuada para contribuir a la obtención de un fin constitucionalmente legítimo. 

“2. De acuerdo con el subprincipio de necesidad, toda medida de intervención en los derechos 
fundamentales debe ser la más benigna con el derecho intervenido, entre todas aquellas que 
reviste por lo menos la misma idoneidad para contribuir a alcanzar el objetivo propuesto. 

“3. En fin, conforme al principio de proporcionalidad en sentido estricto, la importancia de los 
objetivos perseguidos por toda la intervención en los derechos fundamentales debe guardar 
una adecuada relación con el significado del derecho intervenido. En otros términos, las 
ventajas que se obtienen mediante la intervención en el derecho fundamental deben 
compensar los sacrificios que ésta implica para sus titulares y para la sociedad en general. 

“Si una medida de intervención en los derechos fundamentales no cumple las exigencias de 
estos tres subprincipios, vulnera el derecho fundamental intervenido y por esta razón debe 
ser declarada inconstitucional. 

“Los subprincipios de la proporcionalidad son invocados ordinariamente de forma conjunta 
y escalonada en los fundamentos jurídicos de las sentencias del tribunal constitucional. Por 
consiguiente, el principio de proporcionalidad debe ser considerado como un concepto 
unitario. Cuando el tribunal constitucional lo aplica, indaga si el acto que se controla persigue 
un propósito constitucionalmente legítimo y si es adecuado para alcanzarlo o por lo menos 
para promover su obtención. Posteriormente, el tribunal verifica si dicho acto adopta la 
medida más benigna con el derecho fundamental intervenido, entre todas aquéllas que 
revisten por lo menos la misma idoneidad para conseguir el objetivo propuesto. Por último, 
evalúa si las ventajas que se pretende obtener con la intervención estatal, compensan los 
sacrificios que se derivan para los titulares de los derechos fundamentales afectados y para 
la propia sociedad. 

“(...). El principio de proporcionalidad cumple la función de estructurar el procedimiento 
interpretativo para la determinación del contenido de los derechos fundamentales que resulta 
vinculante para el legislador y para la fundamentación de dicho contenido en las decisiones 
de control de constitucionalidad de las leyes. De este modo, este principio opera como un 
criterio metodológico, mediante el cual se pretende establecer qué deberes jurídicos imponen 
al legislador las disposiciones de los derechos fundamentales tipificadas en la 
Constitución. El significado de esta función sólo puede comprenderse cabalmente sobre la 
base del entendimiento previo de la estructura de los derechos fundamentales y de la 
estructura del control de constitucionalidad de las leyes, tal como observaremos a 
continuación” (29) . (se destaca). 

De lo transcrito se advierte que el principio de proporcionalidad es un criterio metodológico 
que permite establecer cuáles son los deberes jurídicos que imponen los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución. Su aplicación se realiza a través de los tres 
subprincipios mencionados —idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido—
, el primero de ellos, se relaciona con que la intervención en los derechos fundamentales debe 
ser “adecuada” para conseguir un fin constitucionalmente legítimo; el segundo, se refiere a 
que la medida de intervención debe ser la más “benigna” entre todas las que pueden ser 
aplicadas, y el tercer y último subprincipio, atañe a las ventajas de la intervención en los 
derechos fundamentales las cuales deben “compensar los sacrificios que ésta implica para 
sus titulares y para la sociedad”. 
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En el subprincipio de proporcionalidad se desarrolla el método de la ponderación (30) , como 
un tipo de juicio mediante el cual se determina cuál derecho o principio debe prevalecer en 
una colisión entre derechos fundamentales o principios. Esta técnica contiene tres elementos 
que la estructuran y desarrollan: la ley de la ponderación, la fórmula del peso y las cargas de 
argumentación (31) . El primero se explica así: “cuanto mayor es el grado de la no satisfacción 
o de afectación de uno de los principios, tanto mayor debe ser la importancia de la 
satisfacción del otro” (32) . El segundo elemento hace referencia a una fórmula matemática en 
la cual se les atribuye a unas variables un valor numérico que permite calcular el peso de los 
principios enfrentados. Finalmente, el tercer elemento consiste en las cargas argumentativas 
que los principios tienen “per se” y se utilizan si con la fórmula del peso existe un empate 
entre los principios enfrentados (33) . 

De otro lado, la jurisprudencia constitucional vernácula ha empleado el principio de 
proporcionalidad, principalmente, para definir la constitucionalidad de las intervenciones 
legislativas en la órbita de derechos fundamentales o para definir cuándo existe una 
vulneración al principio de igualdad. 

En efecto, sobre el particular la Corte Constitucional ha señalado: 

“Cabe recordar que en relación con el concepto de proporcionalidad a que hace referencia la 
jurisprudencia citada, la Corporación ha precisado que para que un trato desigual guarde 
armonía con el artículo 13 constitucional debe demostrarse que la norma analizada es 1. 
adecuada para el logro de un fin constitucionalmente válido; 2. necesaria, es decir, que no 
existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros principios 
constitucionales, para alcanzar el fin; y 3. proporcionada en sentido estricto, esto es, que el 
trato desigual no sacrifica valores y principios que tengan un mayor peso que el principio que 
se quiere satisfacer mediante dicho trato. De esta forma el principio de proporcionalidad 
busca que la medida sea aplicada de tal manera que los intereses jurídicos de otras personas 
o grupos no se vean afectados, o que ello suceda en grado mínimo. 

“Así mismo y sin que con ello la Corte renuncie a sus responsabilidades o permita la 
supervivencia en el ordenamiento de regulaciones inconstitucionales, ha buscado 
racionalizar el examen constitucional a fin de respetar la potestad de configuración de los 
órganos políticos, modulando la intensidad del juicio de proporcionalidad. En este sentido ha 
concluido que en aquellos campos en donde la Carta confiere a las mayorías políticas, 
representadas en el Congreso, una amplia potestad de apreciación y configuración el 
escrutinio judicial debe ser más dúctil, a fin de no afectar la discrecionalidad legislativa, que 
la propia Constitución protege. Por el contrario, en aquellos asuntos en que la Carta limita la 
discrecionalidad del Congreso, la intervención y control del juez constitucional debe ser 
mayor, a fin de respetar el diseño establecido por la Constitución. En esas situaciones, el 
escrutinio judicial debe entonces ser más estricto, por cuanto la Carta así lo exige” (34) . 

Como se aprecia, el principio de proporcionalidad sirve para solucionar colisiones 
nomoárquicas o de derechos fundamentales, comoquiera que la pugna entre preceptos 
jurídicos se resuelve a través de los métodos hermenéuticos tradicionales, específicamente 
con la validez y la concreción de la norma para el caso concreto, tales como que la disposición 
posterior prevalece sobre la anterior, la especial sobre la general, etc. 

Ahora bien, como desde la teoría jurídica y la filosofía del derecho, los principios y los 
derechos fundamentales tienen igual jerarquía constitucional, no es posible que uno derogue 
o afecte la validez del otro, motivo por el que es preciso acudir a instrumentos como la 
ponderación o la proporcionalidad para determinar cuál tiene un mayor peso y, por lo tanto, 
cuál debe ceder frente al otro en casos de tensión o en hipótesis de intervenciones o 
limitaciones contenidas en las leyes. 

La anterior circunstancia fue puesta de presente por el profesor Robert Alexy, en los 
siguientes términos: 

“Las colisiones de principios deben ser solucionadas de manera totalmente distintas. Cuando 
dos principios entran en colisión —tal como es el caso cuando según un principio algo está 
prohibido y, según otro principio, está permitido— uno de los dos principios tiene que ceder 
ante el otro. Pero, esto no significa declarar inválido al principio desplazado no que en el 
principio desplazado haya que introducir una cláusula de excepción. Más bien lo que sucede 
es que, bajo ciertas circunstancias uno de los principios precede al otro... Los conflictos de 
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reglas se llevan a cabo en la dimensión de la validez; la colisión de principios —como solo 
pueden entrar en colisión principios válidos— tiene lugar más allá de la dimensión de la 
validez, en la dimensión del peso” (35) . 

En ese orden de ideas, el manejo del principio de proporcionalidad en sede de la tasación del 
daño moral no está orientado a solucionar una tensión o colisión de principios o de derechos 
fundamentales, y menos a determinar la constitucionalidad y legitimidad de una intervención 
del legislador. 

Así las cosas, la defensa de la aplicación del principio de proporcionalidad para la 
determinación y cuantificación del daño moral parte de un argumento que confunde el arbitrio 
judicial con la noción de arbitrariedad. 

Y ello no es correcto, puesto que el arbitrio juris ha sido empleado desde la teoría del derecho 
de daños, de la mano con el principio de equidad, para solucionar problemas como el 
analizado, esto es, la liquidación del perjuicio moral debido a la imposibilidad de definir el 
grado de afectación interior o que produce el daño antijurídico.(…) 

 (…)Esta orientación jurisprudencial, es la misma que ha trazado la Corte Suprema de Justicia - Sala 
de Casación Civil, que por su importancia se trascribe, in extenso (38) : 

“2. El daño moral, configura una típica especie de daño no patrimonial consistente en quebranto de 
la interioridad subjetiva de la persona y, estricto sensu, de sus sentimientos y afectos, proyectándose 
en bienes de inmensurable valor, insustituibles e inherentes a la órbita más íntima del sujeto por 
virtud de su detrimento directo, ya por la afectación de otros bienes, derechos o intereses sean de 
contenido patrimonial o extrapatrimonial. 

“El ordenamiento jurídico en cuanto base estructural indisociable de un orden justo, la paz, la justicia 
y la armónica convivencia en la vida de relación, encuentra por centro motriz al sujeto de derecho, 
sea físico, ora jurídico, dotado de personificación normativa, derechos e intereses, libertades, 
garantías, y deberes. 

“El sujeto iuris, es summa de valores disímiles dignos de reconocimiento y tutela, cuya lesión entraña 
la responsabilidad de quien lo causa, o sea, el deber legal de repararlo. 

“De acuerdo con una opinión jurisprudencial bastante difundida, el daño podrá recaer sobre bienes 
susceptibles per se de evaluación pecuniaria inmediata u objetiva o respecto de “intereses que 
según la conciencia social no son susceptibles de valorización económica” (C. M. Bianca, Diritto 
civile, vol. 5, La responsabilità (1994), reimpresión, Milán, Giuffrè, 1999, pág. 166), esto es, afectar 
valores vitales, consustanciales, inmanentes e intrínsecos del sujeto, inherentes a su personalidad y 
esfera afectiva, ora extrínsecos y externos al mismo, es decir, ostentar naturaleza material 
(Dommages matériels), ora inmaterial (Dommages immatériels), bien patrimonial 
(Vermögensschaden), ya extrapatrimonial (nicht Vermörgensschaden). 

“(...) El aspecto de mayor relevancia para identificar la especie del daño, por consiguiente, atañe a 
la proyección de los efectos adversos de la lesión más que a la naturaleza jurídica del interés 
directamente quebrantado, o sea, el espectro en el cual repercute el hecho, ad exemplum, cuando 
atañen a la vida de relación, la integridad sicosomática, los bienes de la personalidad —verbi gratia, 
integridad física o mental, libertad, nombre, dignidad, intimidad, honor, imagen, reputación, fama, 
etc.—, o a la esfera sentimental y afectiva, ostenta naturaleza no patrimonial. 

“3. El daño moral, en sentido lato, está circunscrito a la lesión de la esfera sentimental y afectiva del 
sujeto, “que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo” (Cas. Civ. Sent. mayo 
13/2008, SC-035-2008, exp. 11001-3103-006-1997-09327-01), de ordinario explicitado material u 
objetivamente por el dolor, la pesadumbre, perturbación de ánimo, el sufrimiento espiritual, el pesar, 
la congoja, aflicción, sufrimiento, pena, angustia, zozobra, perturbación anímica, desolación, 
impotencia u otros signos expresivos, concretándose en el menoscabo “de los sentimientos, de los 
afectos de la víctima, y por lo tanto, en el sufrimiento moral, en el dolor que la persona tiene que 
soportar por cierto evento dañoso” (Renato Scognamiglio, voz Danno morale, en Novissimo Digesto 
italiano, vol. V, Turín, Utet, 1960, pág. 147; ID., Il danno morale, Milano, 1966; El daño moral- 
Contribución a la teoría del daño extracontractual, trad. esp. Fernando Hinestrosa, Universidad 
Externado de Colombia, Antares, Bogotá, 1962, pp.14 ss.), o sea, son daños pertenecientes al 
ámbito de los padecimientos del ánimo, las sensaciones, sentimientos, sensibilidad, aptitud de 
sufrimiento de la persona y por completo distintos de las otras especies de daño. 
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“En efecto, el daño moral, aún en la hipótesis de provenir de la lesión concurrente de otros intereses, 
por ejemplo, los derechos de la personalidad, la salud e integridad, es una entidad separada e 
independiente, cuyo resarcimiento es diferente, al tratarse recta y exclusivamente, del detrimento 
experimentado por el sujeto en su espectro interior, afectivo y sentimental, sin comprender su órbita 
exterior, proyecto, calidad de vida, actividad o desarrollo vivencial. 

“En sentido análogo, su reparación es singular e individual y no se contiene en la de otros daños, 
respecto de los cuales se distingue por su especificidad al recaer únicamente en los sentimentos y 
afectos, a consecuencia del quebranto de derechos, intereses o valores de naturaleza, ya 
patrimonial, bien no patrimonial, con los cuales no se confunde. 

“Un problema distinto se plantea a propósito de la reparación del daño no patrimonial, y en particular 
del moral. 

“La cuestión es que la lesión inferida a la interioridad del sujeto, es inasible e inconmesurable, concierne 

a las condiciones singulares de la persona, a su sensibilidad, sensaciones, sentimientos, capacidad de 

sufrimiento y no admite medición exacta e inflexible, desde luego que el sujeto experimenta un menoscabo 

no retribuible y el dolor deviene irreversible, cuya existencia se considera en ciertas hipótesis señaladas 

por la jurisprudencia in re ipsa y cuya valoración se efectúa ex post sin permitir la absoluta 

reconstrucción del status quo ante. 

“4. Las anotadas características relevantes del daño moral, evidencian la complejidad y delicadeza 

de su reparación. 

“Por ello, la Corte, partiendo del legítimo derecho a la reparación del daño moral causado, ante las 
vicisitudes que su apreciación económica apareja, al “no referirse al daño pecuniario en la hacienda 
y patrimonio del damnificado” (XXXI, pág. 83) y tratarse de valores “... económicamente 
inasibles”. (CXLVIII, pág. 252 y CLII, pág. 143, CXLVIII, pág. 252 y CLII, pág. 143), en cuanto “esta 
especie de daño se ubica en lo más íntimo del ser humano, por ende, como medida de relativa 
satisfacción, que no de compensación económica, desde luego que los sentimientos personalísimos 
son inconmensurables y jamás pueden ser íntegramente resarcidos, es dable establecer su quantum 
a través del llamado arbitrium judicis”, “tarea que, por lo demás, deberá desplegarse teniendo en 
cuenta que las vivencias internas causadas por el daño, varían de la misma forma como cambia la 
individualidad espiritual del hombre, de modo que ciertos incidentes que a una determinada persona 
pueden conllevar hondo sufrimiento, hasta el extremo de ocasionarle severos trastornos 
emocionales, a otras personas, en cambio, puede afectarlos en menor grado. “Aparte de estos 
factores de índole interna, dice la Corte, que pertenecen por completo al dominio de la psicología, y 
cuya comprobación exacta escapa a las reglas procesales, existen otros elementos de carácter 
externo, como son los que integran el hecho antijurídico que provoca la obligación de indemnizar, 
las circunstancias y el medio en que el acontecimiento se manifiesta, las condiciones sociales y 
económicas de los protagonistas y, en fin, todos los demás que se conjugan para darle una 
individualidad propia a la relación procesal y hacer más compleja y difícil la tarea de estimar con la 
exactitud que fuera de desearse la equivalencia entre el daño sufrido y la indemnización reclamada 
...’ (G. J. Tomo LX, pág. 290)” (Sent. mar. 10/94)” (Cas. Civ. Sents. mayo 5/99, exp. 4978; nov. 25/99, 
exp. 3382; dic. 13/2002, exp. 7692; oct. 15/2004, S-165-2004, exp. 6199). 

“5. Superadas algunas corrientes adversas y, admitida por esta Corte la reparación del daño moral sin 

más restricciones para fijar su cuantía que las impuestas por la equidad (ex bono et aequo) conforme al 

marco concreto de circunstancias fácticas (Cas. Civ. Sent. jul. 21/22, XXIX, 220; ago. 22/24, XXXI, 83), a 

partir de la sentencia de 27 de septiembre de 1974, es su criterio inalterado, la inaplicabilidad de las 

normas penales para su tasación, remitiéndose al arbitrium iudicis, naturalmente, ponderado, razonado 

y coherente según la singularidad, especificación, individuación y magnitud del impacto, por supuesto 

que las características del daño, su gravedad, incidencia en la persona, el grado de intensidad del golpe y 

dolor, la sensibilidad y capacidad de sufrir de cada sujeto, son variables y el quantum debeatur se remite 

a la valoración del juez. 

“(...). En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración 
del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el 
marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o 
posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción 
o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

“Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, 
cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la 
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víctima y en asuntos civiles, la determinación del montodel daño moral como un valor 
correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del 
juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción. 

“Por lo anterior, consultando la función de monofilaquia, hermenéutica y unificadora del 
ordenamiento que caracteriza a la jurisprudencia, la Sala periódicamente ha señalado al efecto unas 
sumas orientadoras del juzgador, no a título de imposición sino de referentes (Cas. Civ., Sent. feb. 
28/90, G.J. 2439, págs. 79 ss.; así en sentencia sustitutiva de 20 de enero de 2009, exp. 
170013103005 1993 00215 01, reconoció por daño moral, cuarenta millones de pesos). 

“Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el resarcimiento del daño moral 

no es un regalo u obsequio gracioso, tiene por causa el quebranto de intereses protegidos por el 

ordenamiento, debe repararse in casu con sujeción a los elementos de convicción y las particularidades 

de la situación litigiosa según el ponderado arbitrio iudicis, sin perjuicio de los criterios orientadores de 

la jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero 

y compromiso ineludible de todo juzgador. 

“(...) Por otra parte, no puede perderse de vista el principio de equidad, también previsto en 
la norma transcrita para ser tenido en cuenta en la labor de valoración del daño. Su 
importancia resulta mayor cuando se trata de la indemnización de un perjuicio que, por la 
naturaleza de éste, no puede ser restitutoria ni reparadora, sino simplemente compensatoria. 
En efecto, la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero 
buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia.Se impone al juez, 
entonces, el ejercicio de una cierta discrecionalidad, que, sin embargo, debe encontrarse 
suficientemente razonada y fundada en las probanzas que, en el proceso, obren sobre la 
existencia del perjuicio y su intensidad. 

“No se trata, en efecto, de una facultad arbitraria; por ello, en su desarrollo, debe buscarse también la 

garantía del principio de igualdad, lo que hace necesaria la comparación de la situación debatida con 

otras ya decididas, con fundamento en el análisis de los diferentes aspectos que determinan aquélla y 

éstas, dentro de los cuales deberá tomarse en cuenta, por supuesto, el valor real de la indemnización. 

“Ahora bien, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 es de obligatoria observancia para todas las 

jurisdicciones; así se desprende claramente de su texto... 

“Los tiempos han cambiado y es otra la ponderación que hoy asume el daño moral. De 

nada sirve formular la construcción doctrinaria más perfecta si, a la hora de su 

aplicación práctica, por temor, desconocimiento o por preconceptos, el quantum 

indemnizatorio se traduce en una suma inepta para repararlo. Insistimos en que una 

indemnización simbólica es una burla para el damnificado y un motivo de 

enriquecimiento indebido para el responsable que el derecho no puede consentir” (48) . 

 RESPECTO DE LA ASIGNACIÓN DE LA CUOTA ALIMENTARIA A UNO SOLO 

DE LOS PROGENITORES DADA SU CAPACIDAD ECONÓMICA Y EL STATUS 

DE DESEMPLEADO DE LA OTRA. 

4.7 STC15175-2019 Radicación n.° 05001-22-10-000-2019-00175-01 M.P. AROLDO 
WILSON QUIROZ MONSALVO (Aprobado en sesión de seis de noviembre de dos mil 
diecinueve) Bogotá, D. C., seis (6) de noviembre de dos mil diecinueve (2019).  

ANTECEDENTES 1. El promotor del amparo reclamó la protección de sus garantías esenciales 
al debido proceso, vida digna y mínimo vital, presuntamente conculcadas por la sede judicial 
acusada al dictar sentencia en el juicio de fijación de cuota alimentaria instaurado en su 
contra.  

3.1. En efecto, para adoptar su decisión el juzgador previamente señaló que los problemas 
jurídicos a resolver se circunscribían a «determinar cuál será la cuota alimentaria definitiva 
que habrá de fijarse a la niña... Vega Martínez a cargo de su progenitor Carlos Mario...», así 
como a «la necesidad de encauzar el análisis... a partir de perspectiva de género», 
procediendo, luego, a justificar que daría este enfoque a su pronunciamiento porque: ...el 
estudio y la decisión de la problemática familiar hoy en Colombia o en cualquier otro lugar, 
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no puede dejar de lado los problemas de género. Relacionado con la orientación de género 
aparentemente... resultan evidente[s] categoría[s] sospechosas de discriminación y violencia 
económica padecidos por un mujer en el entorno de una relación de subordinación respecto 
de su pareja. Teniendo en cuenta que en esta demanda se expuso conforme al acervo 
probatorio que milita en los audios, circunstancias de violencia intrafamiliar y, en todo caso, 
los problemas... de violencia que aduce la demandante padeció con el demandado para el 
tiempo en que convivieron (…) tales circunstancias ameritan por este Despacho encauzar el 
análisis del asunto desde las garantías especificas propias de la perspectiva de género, 
relacionadas con 1. La cláusula de igualdad y no discriminación, donde la condición de la 
mujer es un factor dudoso de exclusión; 2. El derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia.; y 3. El debido proceso con enfoque de género. Después, explicitó de forma general 
cada una de las tres garantías específicas que allí anunció, apoyándose para ello en la 
«Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos y los 
Deberes del Hombre, la Convención Belén Do Para y la Convención sobre la “Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la mujer” -CEDAW», así como en la Constitución 
Política, la Ley 1257 de 2008 y la jurisprudencia constitucional (CC T338/18), reiterando que 
«la decisión... a adoptar se emitirá con un perspectiva de género» porque: ...conforme a lo 
probado y acreditado dentro del proceso, aparece claro que la relación de pareja que existió 
entre... Martínez Jaramillo y... Vega Cuartas se dio en el marco de subordinación que tenía la 
demandante frente al actor,(…). Entonces, para este juzgador, es claro que Carlos Mario..., 
utilizando su predominio, su poder económico, no solo conquistó sino que hizo terminar la 
relación que tenía para ese momento Viviana... con otra persona(…) de que Carlos Mario... 
ejerció violencia psicológica sobre su compañera y madre de su pequeña hija..., al asegurarle 
que si lo dejaba y, en todo caso, no volvía con él, le haría la vida más difícil desde el punto de 
vista económico. Situaciones estas que conllevaron a que Deisy Viviana... presentara 
denuncia por violencia intrafamiliar y, finalmente, tuviera que acudir ante la autoridad 
administrativa, Comisaría de Familia, en procura de que se le fijará la cuota alimentaria; (…) 

Entonces, vuelvo y repito, para este Juzgador es evidente que esta decisión habrá de tomarse 
también con un enfoque diferencial o enfoque de género, teniendo en cuenta que aparece 
plenamente acreditado la violencia psicológica, el maltrato verbal, que ha ejercido, o que 
ejerció, Carlos Mario... sobre su... excompañera sentimental, Deisy Viviana... Zanjado ese 
aspecto, pasó a ocuparse de lo tocante «con la cuota alimentaria que se peticiona», para lo 
cual aludió, en general, a las garantías prevalentes esenciales de los menores de edad, acorde 
con los artículos 44 y 45 de la Constitución Política, y específicamente, en cuanto a su derecho 
a los alimentos, de conformidad con el canon 24 de la Ley 1098 de 2006, reseñando que «el 
deber de asistencia alimentaria se establece sobre dos requisitos fundamentales: la 
necesidad del beneficiario y la capacidad del deudor». Continuó diciendo que en el caso 
concreto se acreditó la «existencia de un vínculo jurídico que conforme a la ley autorice a 
quien está interesado en ser el acreedor de los alimentos a exigir[los]», comoquiera que 
«milita prueba documental, registro civil de nacimiento, que da cuenta del vínculo que une a 
la menor... con el progenitor demandado»; así mismo, se demostró el «estado de necesidad 
del alimentario», en tanto que «la niña..., de escasos 16-17 meses de nacida, demuestra 
circunstancias que la hacen necesaria de fijar una cuota alimentaria definitiva a cargo de su 
progenitor...,(…). Superado ese tema, «con relación a la capacidad económica del 
alimentante», (…) se tiene que dicha situación bien pudo obedecer a maniobras fraudulentas 
de Carlos Mario..., tendientes a defraudar los intereses de... Martínez Jaramillo para efectos 
de fijar la cuota alimentaria que por ley debe sufragar a la pequeña Valery... Con fundamento 
en todas esas disquisiciones, de manera categórica el sentenciador arribó a las siguientes 
conclusiones: ...la cuota alimentaria que pretende la progenitora demandante en favor de su 
menor hija..., se ajusta a la realidad económica del progenitor demandado, habida cuenta que 
la prueba documental adosada, el interrogatorio de parte y el testimonio allegado a instancia 
de la parte actora, cuentan de la amplia capacidad económica que ha ostentado Carlos 
Mario..., quien ha efectuado múltiples acciones tendientes a evadir su responsabilidad 
parental, tal como se escucha en el mensaje de datos que equivocadamente envió a Deisy 
Viviana, en el que se advierte, de manera diáfana, una actuación dolosa por parte del 
accionado, tendiente, única y exclusivamente, a menoscabar los derechos de su menor hija... 
Por tanto, asistido... este Juzgador de la facultad consagrada en el artículo 176 del Código 
General del Proceso, acerca de la valoración en conjunto del acervo probatorio, de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, con fundamento en las pruebas arrimadas en el escrito de 
demanda, contestación, intervención de la demandante y... la practicada en el transcurso de 
esta diligencia, se da por demostrado que la menor... acredita circunstancias que la hacen 
merecedora de fijarle una cuota alimentaria definitiva a cargo de su progenitor...,(…). Por lo 
tanto, se hace viable la fijación de la cuota alimentaria en beneficio de la infante...,(…).que 
será sufragada, en su totalidad, por Carlos Mario..., teniendo en cuenta que la progenitora... 
Martínez Jaramillo no se encuentra laborando y que, como adujo y probó dentro del proceso, 
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se dedica es a la manutención de su menor hija. Se advierte que dicha cuota alimentaria será 
adicional a lo que... corresponde a la educación o mensualidad en el colegio donde se halla 
en este momento estudiando la niña..., precisando que en el evento en que se saque a la niña 
de este colegio, será obligación también del progenitor, suministrar la mensualidad de esta 
institución donde ingrese la pequeña... Por consiguiente, repito, para este Juzgador resulta 
justo, equitativo y con fundamento en la facultad que le asiste para fallar extra y ultrapetita, 
conforme al artículo 121 (sic) del Código General del Proceso, que será el progenitor... quien 
asumirá en un 100% la cuota alimentaria que, aduce la demandante, debe sufragarse y, en 
todo caso, genera su pequeña hija... 

 3.2. Bajo ese contexto es evidente la improcedencia del amparo en el caso concreto, 
comoquiera que las consideraciones y fundamentos de la decisión censurada, al margen de 
que se compartan, no resultan arbitrarios o caprichosos, tanto más cuando, contrario a lo 
aducido por el gestor, el sentenciador acusado, con una interpretación plausible del 
ordenamiento legal vigente y bajo el análisis conjunto de todo el material suasorio 
recolectado, concluyó que aquél no desvirtuó el monto de la exigencia alimentaria entablada 
en su contra ni la holgada situación económica que se le endilgó, sumado a que se halló 
demostrada su intención de «evadir su responsabilidad parental», motivos todos por los 
cuales el juzgador acusado encontró adecuado imponerle el pago del 100% de la obligación 
alimentaria; por lo cual tales disquisiciones no pueden ser desaprobadas de plano, «máxime 
si... no resulta[n] contrari[as] a la razón, es decir[,] si no está demostrado el defecto apuntado 
en la demanda, ya que con ello [se] desconocerían normas de orden público... y entraría [el 
juez constitucional] a la relación procesal a usurpar las funciones asignadas válidamente al 
[fallador ordinario]... para definir el conflicto de intereses» (CSJ STC, 11 en. 2005, rad. 1451). 

5. INSTITUCIONALES: RÉGIMEN ESPECIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA. FUERZAS 

ARMADAS MILITARES Y DE POLICÍA.: Pertinente para dar claridad acerca de los 

ingresos y beneficios económicos percibidos por el acá demandado en reconvención 

y por ende los montos y porcentajes sobre los cuales debe condenarse a restituir el 

acá demandado en reconvención a la sociedad conyugal, en los aspectos que 

conciernen y forman parte del haber de la sociedad conyugal, al tenor de las normas 

que los rigen. 

5.1 DECRETO 1212 DE 1990. Por el cual se reforma el estatuto del personal y suboficiales 
de la Policía Nacional 
 ARTICULO 68. Prima de actividad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio 
activo, tendrán derecho a una prima mensual de actividad, que será equivalente al treinta y tres por 
ciento (33%) del respectivo sueldo básico.  

  ARTICULO 69. Prima de servicio anual. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en 

servicio activo, tendrán derecho al pago de una prima equivalente al cincuenta por ciento (50%) de 

la totalidad de los haberes devengados en el mes de junio del respectivo año, la cual se pagará 

dentro de los quince (15) primeros días del mes de julio de cada año.  

    ARTICULO 70. Prima de navidad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo, tendrán derecho a recibir anualmente del Tesoro Público una prima de navidad, equivalente 

a la totalidad de los haberes devengados en el mes de noviembre del respectivo año, de acuerdo 

con su grado o cargo.  

  ARTICULO 71. Prima de antigüedad. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, a partir 

de la fecha en que cumplan quince (15) y diez (10) años de servicio, respectivamente, tendrán 

derecho a una prima mensual que se liquidará sobre el sueldo básico, así: .    

(…)b. Suboficiales:  

  A los diez (10) años, el diez por ciento (19%0 y por cada año que exceda de los diez (10), el uno 

por ciento (1%) más.  

  ARTICULO 72. Prima de orden público. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en lugares donde se desarrollen operaciones policiales para restablecer el 

orden público, tendrán derecho a una prima mensual de orden público equivalente al veinticinco por 

ciento (25%) del sueldo básico. El Ministerio de Defensa Nacional determinará las zonas y 

condiciones en que debe pagarse esta prima.  

ARTICULO 80. Prima de instalación. Los oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional en servicio 

activo que sean trasladados o destinados en comisión permanente dentro del país y tengan por ello 

que cambiar de lugar de residencia, tendrán derecho, si fueren casados o viudos con hijos a su 

cargo, a una prima de instalación equivalente a un (1) mes de los haberes correspondientes a su 

grado.    
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Esta prima se reconocerá cuando el Oficial o Suboficial lleva a su familia al sitio al que haya sido 

trasladado. En casos especiales cuando las exigencias del servicio impidan el traslado de la familia 

a la nueva sede, se reconocerá dicha prima aun cuando el Oficial o Suboficial no efectúa el traslado 

de aquélla.  

  ARTICULO 82. Subsidio familiar. A partir de la vigencia del presente Decreto los Oficiales y 

Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio activo, tendrán derecho al pago de un subsidio familiar 

que se liquidará mensualmente sobre el sueldo básico, así:    

a. Casados el treinta por ciento (30%), más los porcentajes a que se tenga derecho conforme al 

literal c. de este artículo.    

b. Viudos, con hijos habidos dentro del matrimonio por los que exista el derecho a devengarlo, el 

treinta por ciento (30%), más los porcentajes de que trata el literal c. Del presente artículo.  

  c. Por el primer hijo el cinco por ciento (5%) y un cuatro por ciento (4%) por cada uno de los demás, 

sin que se sobrepase por este concepto del diecisiete por ciento (17%).  

ARTICULO 87. Partida de alimentación. Los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que 

presten sus servicios en áreas donde se desarrollen operaciones especiales para restablecer el 

orden público o en aquellas otras específicamente determinadas por el Ministro de Defensa, tendrán 

derecho a recibir una partida diaria de alimentación igual a la establecida para los miembros de las 

Fuerzas Militares.  

ARTICULO 136. Anticipo de cesantía. A los Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional se les 

podrá conceder anticipos de cesantía hasta por la totalidad del tiempo de servicio que acrediten en 

la fecha de la respectiva solicitud, previa comprobación de que su valor será invertido en la 

adquisición de lote de terreno o vivienda, o en la construcción, reparación o liberación de ésta.  

   

5.2 DECRETO 41 DE 1994 (enero 10). Por el cual se modifican las normas de carrera 

del personal de oficiales y suboficiales de la Policía Nacional y se dictan otras 

disposiciones 

ARTICULO 3º. Jerarquía. La jerarquía de los oficiales, suboficiales y personal del nivel ejecutivo de 

la Policía Nacional, para efectos de mando, régimen disciplinario, justicia penal militar, lo mismo que 

para todos los derechos y obligaciones consagrados en este estatuto, comprende los siguientes 

grados:  

  1. OFICIALES a) Oficiales Generales: - General - Mayor General - Brigadier General  

  b) Oficiales Superiores: - Coronel - Teniente Coronel - Mayor  

  c) Oficiales Subalternos: - Capitán - Teniente - Subteniente  

  2. SUBOFICIALES a) Sargento Mayor b) Sargento Primero c) Sargento Viceprimero d) Sargento 

Segundo e) Cabo Primero f) Cabo Segundo  

  3. NIVEL EJECUTIVO a) Comisario b) Subcomisario c) Intendente d) Subintendente e) Patrullero, 

Carabinero, Investigador según su especialidad. 

 
5.3 DECRETO 4443/2004 (Diciembre 31) Por medio del cual se fija el régimen 
pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública 

 Artículo 12. Pérdida de la condición de beneficiario. Se entiende que falta el cónyuge o compañero 
(a) permanente y por lo tanto se pierde el derecho a la pensión de sobrevivientes o a la sustitución 
de la asignación de retiro o de la pensión de invalidez, en cualquiera de las siguientes circunstancias, 
según el caso:12.1 Muerte real o presunta.12.2 Nulidad del matrimonio 12.3 Divorcio o disolución 
de la sociedad de hecho.12.4 Separación legal de cuerpos.12.5 Cuando lleven cinco (5) o más 
años de separación de hecho. 

 Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la pensión de 
sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía Nacional, se 
liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 

23.1 Oficiales, Suboficiales y Agentes  23.1.1 Sueldo básico. 23.1 2 Prima de actividad. 23.1.3 Prima 
de antigüedad. 23.1.4 Prima de academia superior 23.1.7 Subsidio familiar en el porcentaje que se 
encuentre reconocido a la fecha de retiro.. 23.1.9 Duodécima parte de la Prima de Navidad liquidada 
con los últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 23.2.1 
Sueldo básico. 23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 23.2.3 Subsidio de alimentación. 23.2.4 
Duodécima parte de la prima de servicio. 23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 23.2.6 
Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos haberes percibidos a 
la fecha fiscal de retiro. 
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COMPETENCIA: 

Es suya señor Juez, toda vez que el proceso por el cual se formula la presente demanda de 

reconvención cursa en su despacho, y está contenida en el Articulo 371 C.G.P., y en el Artículo 22 

Ibídem, numerales 1, 3, 16, 22. 

 

PRUEBAS 

Solicito se sirva tener y hacer valer como pruebas las siguientes: 

a) Documental: 

1. Copia Historia Clínica JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ, donde se resalta la 

necesidad de atención Psicológica. 

2. Copia solicitud de beneficio de subsidio familiar en nombre de JUAN MIGUEL 

MADERA GÓMEZ, dirigida a Talento Humano Policía Nacional. 

3. Copia poderes para adelantar procesos tendientes a adquirir vivienda y acceder 

a crédito hipotecario para el mismo fin, otorgados a mi prohijada por el acá 

demandado en reconvención, aportados como prueba de la compra de dicha 

vivienda,  la cual el último dolosamente oculta en escrito de demanda de divorcio 

contencioso.  

4. Copia Certificado de Tradición y libertad propiedad con Matrícula 
InmobiliariaNo.01N-5236221 del Circulo Registral de Medellín y de Licencia de 
Tránsito No. 10010053647 correspondiente a  motocicleta de placas JDZ11D. 

5. Copias Transferencias de dinero efectuadas por el Sr. JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA a cuenta de mí prohijada  desde fecha Octubre 27/2019 a Marzo 
28/2020. 

6. Copia de los contratos de arrendamiento de los inmuebles comprados y que 
hacen parte de los bienes sociales de la sociedad conyugal, dejando de 
antemano constancia que el que se aporta como correspondiente al tercer piso 
figura a nombre de un tercero, que era el arrendador al momento de adquirir los 
acá inmersos en la Litis la propiedad. 

7. Copias citaciones a audiencia de conciliación ante comisarías de familia y 
constancia de no acuerdo conciliatorio. 

8. Copia constancia crédito con COOPERATIVA FINANCIERA JOHN F KENNEDY a 

nombre de mi prohijada. 

9. Copia constancia deudas adquiridas para pagar el crédito con dicha cooperativa 

y complementar el sustento para mi prohijada y el hijo común de la pareja. 

10. Copias fotografías de la pareja a fecha Enero 1/2018, en compañía de la familia. 

11. Copias de fotografías de la propiedad adquirida por la pareja. 

12. Copia de derecho de petición a Policía Nacional solicitando información acerca 

de ingresos percibidos por el Sr. JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, y negativa 

de dicha institución a brindarla. 

b) Testimonial: En caso de oposición solicito se sirva citar y hacer comparecer a su 
despacho a las siguientes personas para que declaren sobre las condiciones de 
marginalidad y violencia psicológica y económica a las cuales el señor MADERA 
ORTEGA ha sometido a mi prohijada, a la señora MAIBY NATALIA GÓMEZ, quien 
se identifica con C.C. 43.976.643, ubicada en la Cra. 73B, No. 97-98 y Cel. 
3016282787; y el señor RUBÉN DARÍO GÓMEZ ARANGO, identificado con C.C. 
70.782.423, ubicado en la Cra. 26EE, No. 37-17 y cel. 3045598142, quienes por su 
grado de consanguinidad y cercanía afectiva con mi prohijada, han sido testigos de 
excepción y confidentes de dichas circunstancias, y proveedores de ayudas 
económicas y afectivas para ella. 
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          c) Interrogatorio de parte: Solicito se sirva citar y hacer comparecer a su despacho al 
demandante en el proceso de Divorcio de matrimonio civil, Sr. JUAN CARLOS MADERA 
ORTEGA para que conteste al interrogatorio que personalmente o por escrito le formularé, 
en fecha por su despacho fijada. 

 

 

SOLICITUD DE PRUEBAS:  

Toda vez que en fecha Febrero 07/2020, mi prohijada radicó Derecho de Petición ante la 

Policía Nacional solicitando se le brindara información y documentación sobre los ingresos 

de su esposo, a fin de poseer dicha información para ser presentada en audiencia de 

conciliación donde se pretendía  intentar llegar a acuerdo conciliatorio de alimentos para el 

menor JUAN MIGUEL MADERA GÓMEZ, hijo común de la pareja, y tras recibir contestación 

negativa de la entidad peticionada en fecha Febrero 13/2020, se solicita comedidamente al 

despacho se requiera a la Policía Nacional Seccional Antioquia  a quien funcionalmente 

corresponda brindar dicha información, para que aporte las pruebas solicitadas, a fin de 

poder establecer con claridad y exactitud los ingresos reales del acá demandado en 

reconvención, para poder así determinar los montos que al tenor de nuestra legislación el 

mismo deba aportar, tanto para la liquidación y disolución de la sociedad conyugal, como 

para permitir el debido acceso a los derechos del  hijo menor de edad de la pareja, acorde 

a las condenas peticionadas en la presente demanda de reconvención y que a bien tenga 

dentro de los lineamientos legales conceder su despacho. 

En igual sentido, y toda vez que en el BBVA no se le dispensó a mi prohijada información 

acerca de los montos del crédito hipotecario concedido en el año 2018 al señor JUAN 

CARLOS MADERA ORTEGA para poder acceder a la compra del bien inmueble con Matrícula 

Inmobiliaria No.01N-5236221 del Circulo Registral de Medellín, Y que fuese adquirido en 
vigencia de la sociedad conyugal, se solicita al despacho se le ordene al señor MADERA 
ORTEGA aportar la constancia de dicho saldo, necesario para determinar los créditos que 
afectan a la sociedad conyugal, para efectos de su disolución y liquidación.. 

 

ANEXOS 

a) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
b) Copia de la demanda de reconvención para el archivo del juzgado. 
c) Copia de la demanda con los respectivos anexos para el traslado al demandado. 
d) Poder debidamente constituido. 
e) Copia de mi C.C 
f) Copia de mi T.P. 

 

NOTIFICACIONES: 

 

El Suscrito: Las recibirá en su despacho judicial,  y en la carrera 38. #67-101 de Medellín. 
Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandante en reconvención: En la Calle 10. Bolívar. #12-24. Apto.102. Valparaíso 
(Antioquia). Cel. 3163047119. E-mail: jgomez161@misena.edu.co.  

Demandado en reconvención: En la Carrera 51B, #88A 41. Edificio Cañaveral. Medellín. 
Cel. 3202350454. E-mail: juanmadera1682@gmail.com. 

TESTIGOS: 

RUBÉN DARÍO GÓMEZ ARANGO: En la Cra. 26EE. #37-17 Medellín. Cel.:3045598142.  
e-mail: sgomezv5@gmail.com. 

MAIBY NATALIA GÓMEZ: E n la Cra. 73. #97-98 Medellín. Cel.: 3016282787. E-
mail. natygomez23@hotmail.com.  

 

mailto:jairo642004@hotmail.com
mailto:jgomez161@misena.edu.co
mailto:juanmadera1682@gmail.com
mailto:sgomezv5@gmail.com
mailto:natygomez23@hotmail.com
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De Usted, 

Señor Juez, 

Atte. 

 

JHON JAIRO PATIÑO Z. 

C.C. 71.642.040 de Medellín. 

T.P. 303.562 C.S.J. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Señor 

JUEZ  DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE MEDELLÍN  
E.         S.         D. 
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REF. EXPEDIENTE RADICADO NO. 2020-00120-00. 

 

ASUNTO: DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

 
DEMANDANTE: JENNIFER GÓMEZ. 

 DEMANDADO: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

RADICADO: 2020-00120-00. 

 

INVENTARIO DE BIENES Y AVALÚOS: 

 SOCIEDAD CONYUGAL CONSTITUIDA POR JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA Y JENNIFER GÓMEZ EN RAZÓN Y VIRTUD DE SU MATRIMONIO. 

ACTIVOS: 

1. Dos apartamentos ubicados en la Carrera 51B, No. 88 A-41 de la nomenclatura de 

la ciudad de Medellín,  identificados con Matrícula Inmobiliaria Nro. 01N-5236221, y 

protocolizada mediante Escritura Pública No. 654 de la Notaria Diecinueve del 

Círculo Registral de Medellín, de fecha 16/02/2018, con un costo a fecha de 

adquisición de  $130.000.000, del cual no se ha realizado avalúo que lo actualice 

al valor actual del mercado inmobiliario. 

TOTAL ACTIVO 1:                                                                              $130.000.000.    

2. Muebles y enseres de uso doméstico comprendidos por 1 Nevera, 1 

Televisor, 1 lavadora, 1 Cama, 1Juego de muebles de sala y Artículos 

varios                                                                                          $  2.300.000. 

3. Motocicleta marca AKT, CILINDRADA: 124 c.c., placa JDZ11D, Modelo 

2014, Licencia de tránsito No. 10010053647                            $ 2.400.000. 

PARCIAL ACTIVOS:                                                                $134.700.000.                                                                  

4. Los montos a compensar por parte del señor JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA por concepto de primas, vacaciones, ajustes de cuotas alimentarias, 

dineros recaudados por concepto de arriendo de apartamentos, frutos civiles de los 

mismos y porcentajes de pensiones y cesantías acumulados a fecha de decreto y 

sentencia de divorcio, multas, sanciones, y demás dineros que al mismo se condene 

al arriba citado a compensar a la sociedad conyugal mediante la sentencia que 

ponga fin al presente proceso, adicionadas por los montos que Ultra y 

EXTRAPETITA -.si se llegaren a decretar- su despacho se digne establecer. 

PASIVOS: 

1. Crédito No. 007-002-0051344-7, contraída por mi prohijada con la COOPERATIVA 

FINANCIERA JHON F. KENNEDY, con monto de deuda actual de                   .                                                                                                             

$  5.207.228.               

2. Créditos adicionales con garantía en letras de cambio, por valor de                                                                                   

.                                                                                                              $  5.000.000. 

TOTAL PASIVOS:                                                                                 $10.207.228.   

 



                                                       JHON JAIRO PATIÑO Z. 

                                                                            ABOGADO. 
          Dirección: Cra. 38. No. 67-101 Medellín. Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 
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NOTA: En razón que algunos de los activos son cifras al momento 

indeterminadas-toda vez que en ellos debe incluirse los montos a compensar 

al haber de la sociedad conyugal por parte del señor JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA en razón de los montos a que sea condenado a restituir a dicha 

sociedad por los diferentes rubros y cantidades que su excelencia se sirva 

determinar-, el quantum de activos no fue totalizado (aun cuando se ofrece el 

monto parcial de los mismos, según cálculos ponderados y que obedecen al 

estado de uso y conservación de los bienes inventariados, aportados por mi 

prohijada, sin que de ellos se pueda aportar una experticia pericial, avalada 

por profesional, que de ser solicitada por el despacho o la contraparte de la 

Litis deberá realizarse, y la valoración expresada respecto al bien inmueble 

corresponde al valor de su costo al momento de su adquisición por la pareja.), 

como si se hizo con los pasivos, de los que si se tiene un monto contable 

establecido.  En igual sentido y por idénticas razones, no se aporta ítems y 

forma de adjudicación de la liquidación del haber de la sociedad conyugal.    

Por tanto, y consecuencialmente con lo acá expresado, los montos definitivos 

del haber de la sociedad conyugal y las adjudicaciones que de los mismos se 

generen y ordenen mediante la Sentencia que ponga fin al presente proceso, 

han, necesariamente, que establecerse y definirse, acorde con los hechos 

probados, declaraciones, decisiones y condenas que en el mismo proceso se 

establezcan.     

 

NOTIFICACIONES: 

 

El Suscrito: Las recibirá en su despacho judicial,  y en la carrera 38. #67-101 de Medellín. 
Cel. 3137040241. E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandante en reconvención: En la carrera 38. #67-101 de Medellín. Cel. 3163047119. 
E-mail: jairo642004@hotmail.com. 

 

Demandado en reconvención: En la Carrera 51B, #88A 41. Edificio Cañaveral. Medellín. 
Cel. 3202350454. E-mail: juanmadera1682@gmail.com. 

 

 

De Usted, 

Señor Juez, 

Atte. 

 

JHON JAIRO PATIÑO Z. 

C.C. 71.642.040 de Medellín. 

T.P. 303.562 C.S.J. 
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Informe Secretarial,  
Medellín, diez de septiembre de dos mil veinte 

 
Señor Juez,   
 
Me permito informarle que, el término con el que contaba la parte demandada – 
reconviniente para subsanar la demanda de reconvención feneció el pasado 7 de 
septiembre y, en la oportunidad legal arrimó un escrito en tal sentido. Lo anterior, para lo 
de su entero conocimiento.  

 
 
YAMILE STELLA GIRALDO GIRALDO 
Secretaria 

 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Medellín, diez de septiembre de dos mil veinte 

j10famed@cendoj.ramajudicial.gov.co  

  

Estudiado el libelo gestor que antecede como el escrito al que refiere el informe 

secretarial visible supra se observa que la demandante en reconvención, a través 

de su apoderado, cumplió con los requisitos generales del artículo 82 del Código 

General del Proceso, y los específicos para esta clase de asuntos, por consiguiente, 

se admitirá la demanda en cuestión.   

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA EN ORALIDAD DE 

MEDELLIN – ANTIOQUIA, 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMITIR la demanda de DIVORCIO DE MATRIMONIO CIVIL EN 

RECONVENCIÓN, instaurada a través de apoderado judicial por la señora 

JENNIFER GÓMEZ en contra del señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA, por 

las causales 1° y 2° del artículo 6º de la Ley 25 de 1992.  

 

SEGUNDO: ADMITIR la demanda de SANCIÓN POR OCULTAMIENTO O 

DISTRACCIÓN DE BIENES SOCIALES, instaurada a través de apoderado judicial 

PROCESO                  Verbal – Divorcio Matrimonio Civil en Reconvención.  

RECONVINIENTE  Jennifer Gómez C.C. 1.128.415.161 

RECONVENIDO Juan Carlos Madera Ortega C.C. 3.838.154 

RADICADO              050013110010 2020 - 00120- 00 

DECISIÓN  Admite demanda 

mailto:j10famed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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por la señora JENNIFER GÓMEZ en contra del señor JUAN CARLOS MADERA 

ORTEGA, con arreglo en lo dispuesto en el artículo 1824 del Código Civil.  

 

TERCERO: Imprímasele a la presente demanda, el trámite del proceso VERBAL, 

previsto en el artículo 368 y siguientes normas concordantes del citado Estatuto 

Procesal General Civil. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta providencia al demandado en reconvención señor 

JUAN CARLOS MADERA ORTEGA por ESTADOS, el cual cuenta con el término 

de veinte (20) días para manifestarse acerca de los hechos endilgados en su contra, 

contados a partir de la ejecutoria de esta providencia, de conformidad como lo 

dispone el inciso 2º y 4º del artículo 371 del Código General del Proceso, en 

concordancia con el artículo 91 de la misma obra adjetiva. 

 

QUINTO: NOTIFÍQUESE lo acá dispuesto al Procurador Judicial y al Defensor de 

Familia adscritos a este Despacho, con el fin que se manifiesten sobre los hechos 

en que se fundamentó la acción, si a bien lo tienen, a prevención. Por la secretaría 

del Juzgado procédase de conformidad, por el medio más expedito. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.  

 

 

RAMÓN FRANCISCO DE ASÍS MENA GIL 

JUEZ  

Se suscribe con firma escaneada, por salubridad  

pública. (Art. 11, Decreto 491 de 2020).  

 

 

 

 

 

 

CV 

 

 

 

CERTIFICO. Que la anterior providencia fue 

notificada en ESTADO No.____ fijados hoy    

________________ en la secretaría del Juzgado 

a las 8:00 a.m. 

________________________ 

La secretaría 
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JUZGADO DÉCIMO (10) DE FAMILIA DE ORALIDAD- MEDELLÍN  

E.    S.     D. 
 

 

PROCESO:               VERBAL (DIVORCIO) 

DEMANDANTE:      JUAN CARLOS MADERA ORTEGA 

DEMANDADO:        JENNIFER GÓMEZ  

RADICADO:             10-2020-00120-00 

ASUNTO:               CONTESTACIÓN DEMANDA DE RECONVENCIÓN   

 
 

LUIS ENRIQUE CURCIO SALGUEDO, mayor de edad, identificado como se evidencia 

al final del presente escrito, y actuando en calidad de apoderado judicial del señor JUAN 

CARLOS MADERA ORTEGA, dentro del término legal me permito darle 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE RECONVENCIÓN incoada por la señora 

JENNIFER GOMEZ mediante apoderado judicial, lo cual comenzaré de la siguiente manera: 

A LOS HECHOS: 

 

AL HECHO PRIMERO: Es cierto 

AL HECHO SEGUNDO: Es cierto 

AL HECHO TERCERO: Es cierto  

AL HECHO CUARTO:  NO ES CIERTO, toda vez, que narra mi mandante sostuvo vínculo 

afectivo con la señora JENNIFER hasta el mes de diciembre del año 2017, y para el mes de 

febrero de 2018 fue trasladado para el Municipio de Apartado Antioquia. 

AL HECHO QUINTO: NO ES CIERTO, toda vez que la pareja sostuvo vínculo afectivo 

solo hasta el mes de diciembre del año 2017; sin embargo, y en razón de su relación como 

padres del menor JUAN MIGUEL el señor JUAN CARLOS MADERA varias veces ha 

visitado la casa donde reside actualmente el menor con su madre, incluso compartiendo 

escenarios familiares.  

AL HECHO SEXTO: En principio manifiesta mi mandante JUAN CRALOS MADERA 

ORTEGA que lo relatado en el hecho NO ES CIERTO, no obstante, en el hecho se relatan 

varias circunstancias queriendo encausar tres (3) causales de divorcio que no son claras ni 

probadas por la parte demandante en reconvención, en razón a ello se contestara de manera 

ordenada los puntos que se puede observar son para la parte demandante en reconvención 

causales de divorcio.  

 inicia el escrito del hecho SEXTO indicando que la señora JENNIFER GOMEZ sufrió una 

depresión post-parto, luego de dar a luz al menor JUAN MIGUEL hijo en común de los 

cónyuges, es CIERTO que la señora JENNIFER sufrió tal depresión, misma que duro un 

lapso muy corto de tiempo.  

Continúa el escrito diciendo que el motivo de los supuestos maltratos por parte de mi 

poderdante hacia su cónyuge fue la depresión post-parto, HECHO TOTALMENTE FALSO, 

pues mi poderdante manifiesta jamás haber agredido física ni verbalmente a su cónyuge, no 

obstante, están haciendo valoraciones emocionales que claramente no se prueban.  

Sigue el escrito y en esta parte del hecho, el señor abogado realiza una apreciación 

completamente falsa sobre mi poderdante cuando dice (…) “vale la pena resaltar que al ser 

el señor MADERA ORTEGA persona adscrita a la Policía, tiene por fuerza conocimiento 

acerca de las formas de evaluación y reconocimiento forense de maltrato físico y violencia 

intrafamiliar y la forma de eludirlas” (…) es completamente equivocado pensar que el hecho 

de tener una profesión en este caso ser miembro de la POLICÍA NACIONAL convierta a la 

persona en delincuente, puntalmente para el abogado en agresor y peor aún afirmar que 

conocen las formas de eludir un maltrato; es importante darle claridad al abogado indicando 

que al interior de las fuerzas militares (POLICÍA NACIONAL) existente diversas 
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especialidades que permiten que los uniformados se conviertan en expertos en las áreas 

asignadas, no queriendo esto decir que lo utilicen para delinquir, ahora el señor MADERA 

ORTEGA presta sus servicios a la institución en el área de vigilancia, especialidad 

enormemente diferente al reconocimiento forense de maltrato físico y violencia intrafamiliar 

como lo afirma el señor abogado.  

Seguidamente, señala el hecho que “otra causal de distanciamiento y separación, y por 

consiguiente ruptura del vínculo marital y el vínculo afectivo, la constituyó el hecho de que 

el señor MADERA ORTEGA inicio una relación extramarital con la señora LEYLA 

CRISTINA VÉLEZ” frente a esta parte del hecho, reitera mi cliente que es NO ES CIERTO, 

por otra parte, dentro la demanda de reconvención no se aporta prueba que soporte este hecho 

por lo tanto no se hará un pronunciamiento extenso sobre el mismo.  

 

AL HECHO SÉPTIMO: Cuenta mi poderdante que este hecho NO ES CIERTO, no 

obstante el menor JUAN MIGUEL sí estuvo en un proceso de valoración psicológica, el cual 

se llevó a cabo mediante la SANIDAD de la POLICÍA NACIONAL, y fue por 

recomendación realizada el día 17 de junio del año 2018 por la profesional GLORIA DIAZ 

JIMENEZ, psicóloga del centro infantil santa rosa de lima (jardín al cual asistía el menor 

Juan Miguel) quien alerto por un comportamiento inadecuado del menor y consideró (…) 

pertinente que el niño acceda a un apoyo profesional más individualizado con un diagnostico 

que permita realizar acciones que mejore la calidad de vida del niño (…)”, fue esta la razón 

por la que Juan Miguel inicia una valoración por parte de profesionales en la salud mental, 

es importante entonces hacer una lectura minuciosa de la historia clínica que la parte 

demandante en reconvención aporta, pues en dicha documentación se puede apreciar en el 

folio N° 29, la consulta de valoración inicial en psicología se realizó el día 30/08/2018 y fue 

por el motivo anteriormente expuesto. En la lectura de la historia clínica, en los conceptos 

que dan los profesionales en cada consulta no se evidencia en ninguna parte que hagan 

precisión en que la alteración en el comportamiento del menor se deba a maltratos físicos que 

haya presenciado en su hogar. 

 

Posteriormente, y de acuerdo con la historia clínica Juan Miguel si sufre eventos en su vida 

que, si ponen en riesgo su salud mental y es la pérdida de su abuela materna con quien tuvo 

una estrecha relación, también el hecho de tener que distanciarse de sus padres, por motivos 

laborales de éstos y radicarse en el Municipio de Corozal Sucre con su familia paterna, donde 

su abuela paterna continúo asistiendo a las terapias que le fueron asignadas al menor en la 

especialidad de salud mental.  

Por otra parte, causa extrañeza las valoraciones que se encuentran en el escrito de demanda 

de reconvención, al afirmar supuestas expresiones hechas por Juan Miguel, habría que 

determinar con un profesional en la especialidad de psicología si es cierto que el menor 

“recuerda que el papá maltrataba a la mamá, y que la tomaba con las manos a la espalda” 

pues a la fecha Juan Miguel cuenta con 6 años, y la fecha de las supuestas agresiones 

deprecadas por la contraparte en el hecho anterior se dieron cuando el menor estaba recién 

nacido.  

 

AL HECHO OCTAVO: Es cierto, la señora Jennifer ostenta los cuidados personales del 

menor Juan Miguel, sin embargo, se aclara que la custodia es compartida y está a cargo de 

ambos padres.  

 

AL HECHO NOVENO: De acuerdo a lo indicado por mi mandante este hecho es 

PARCIALMENTE CIERTO, toda vez que, si es cierto que el menor se radico en el municipio 

de Valparaíso en el año 2019,  girando mi poderdante el valor de 800.000 mil pesos 

mensuales a la señora JENNIFER, los cuales constaban de 300.000 por concepto de cuota de 

alimentos para el menor y 500.000 del canon de arrendamiento que correspondía a la señora 

JENNIFER GOMEZ por el arriendo de uno de los apartamentos de propiedad de la pareja, 

esto, tal como consta en las consignaciones que la parte demandante en reconvención allego 

como pruebas.  
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Por otra parte, dentro del escrito del hecho noveno se afirma que el menor JUAN MIGUEL 

“venía padeciendo déficit de atención y trauma psicológico” hecho que es FALSO, por 

cuanto, se aclara que no hay un diagnóstico médico realizado al menor Juan Miguel que 

soporte esta afirmación, en segundo lugar, las valoraciones que ha recibido el menor han sido 

desde la especialidad de psicología en SANIDAD de la PONAL ahora bien, se debe tener en 

cuenta que el diagnóstico para determinar que un menor padece el Trastorno por Déficit de 

Atención e Hiperactividad TDAH, lo debe realizar un profesional especialista en neurología 

infantil. 

 

Respecto lo indicado de hechos constitutivos de violencia intrafamiliar reitera mi poderdante 

que nunca hubo lugar a ellos.  

 

AL HECHO DÉCIMO: Indica mi poderdante que este hecho es PARCIALMENTE 

CIERTO, dado que, dentro de la sociedad conyugal si fue adquirido el bien inmueble descrito 

en el hecho, no obstante, ES FALSO lo manifestado en el escrito de demanda de 

reconvención respecto los cánones de arrendamiento, pues el dinero recaudado por dicho 

concepto era depositado a la señora JENNIFER GOMEZ, consignaciones por el valor de 

QUINIENTOS MIL PESOS ($500.000) consignaciones que las venía haciendo mes a mes 

mi poderdante, tal como se relacionó en el hecho anterior; depósitos que dejo de efectuar mi 

prohijado a la señora JENNIFER en el mes de febrero del presente año, cuando decidió 

aportar todos los dineros por concepto de cánones para pagar las cuotas del crédito 

hipotecario, pues la carga la tiene solo él.   

 

AL HECHO DÉCIMO PRIMERO: Se torna difícil pronunciarse frente a las apreciaciones 

del abogado, pues mi poderdante aporta esa información de haber llegado a un acuerdo verbal 

con la madre de su hijo y hasta la fecha ese acuerdo no ha perdido vigencia, la contribución 

sigue siendo de TRESCIENTOS MIL PESOS MENSUAL $300.000 (incluso con 

variaciones tendientes a incrementar ese monto) por concepto de cuota de alimentos para el 

menor Juan Miguel, ahora bien, el hecho de que la señora JENNIFER GOMEZ pretenda 

suma distinta no hace que al acuerdo verbal sea falso.  

 

Seguidamente, indica el apoderado de la señora JENNIFER GOMEZ que tanto el señor 

JUAN CARLOS MADERA como Yo en calidad de apoderado, omitimos incluir:  
 

“al momento de solicitar la declaratoria de disolución y liquidación de la sociedad 

conyugal en la pretensión tercera de dicho proceso estos bienes inmuebles como parte del 

haber social de dicha sociedad conyugal, es un acto doloso tendiente a defraudar el haber 

social de la sociedad conyugal”  

Lo anterior no es cierto, pues en el escrito de demanda lo que se solicitó fue: “Que se declare 

disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal”; no queriendo esto significar que 

estemos ante un proceso liquidatario, ello, por cuanto  la disolución se da por efecto del 

divorcio y la liquidación de la sociedad conyugal se debe tramitar en proceso separado, es 

por eso, que el suscrito no hizo enunciación de los bienes que conforman la sociedad 

conyugal y como el presente es un proceso netamente de divorcio, no es obligatorio hacer 

relación de los bienes, puesto que la sentencia de divorcio no hace alusión al tema de sociedad 

conyugal, esto, conforme lo establece el artículo 389 del Código General del Proceso.  

 

Al respecto se ha pronunciado la Corte Constitucional en sentencia C-700/201, haciendo una 

distinción entre los términos disolución y liquidación de la sociedad conyugal así: 
 

“Las acciones de “disolver” y “liquidar”, corresponden a dos fenómenos distintos. Por 

un lado, la “disolución” es aquel hecho que extingue una relación jurídica de ejecución 

sucesiva, cuya consecuencia es la generación de un patrimonio liquidable. Los hechos de 

los que se desprende la “disolución” de la sociedad conyugal, se recogen en las causales 

del artículo 1820 del Código Civil. Por otro lado, la liquidación es el fenómeno mediante 

el cual se cuantifica una masa partible (se liquida un patrimonio) y se distribuye para 

satisfacer los derechos de quienes en ella participaron (adjudicación).” 
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AL HECHO DÉCIMO SEGUNDO: ES CIERTO, pues de los créditos no se hizo 

referencia, toda vez que no hace parte del tema que se discute en un proceso de divorcio.  

 

AL HECHO DÉCIMO TERCERO: manifiesta mi mandante que NO LE CONSTA los 

préstamos que indica la demandada, además los títulos valores (letras de cambio) aportadas 

no son claras.  

 

AL HECHO DÉCIMO CUARTO: indica mi mandante QUE ES CIERTO que recibe 

subsidio familiar por su menor hijo JUAN MIGUEL, no obstante, teniendo en cuenta que la 

finalidad de recibir dicho subsidio es aliviar las cargas económicas que representa el 

sostenimiento de la familia, se tiene que, los valores recibidos por tal concepto se encuentran 

contenidos en todo lo que el padre señor JUAN CARLOS MADERA aporta para el sustento 

de su hijo JUAN MIGUEL. Lo anterior, conforme lo estipulado en la ley 21 de 1982 en su 

artículo 1°:  

El subsidio familiar es una prestación social pagada en dinero, especie y servicio a los 

trabajadores de mediano y menores ingresos, en proporción al número de personas a 

cargo, y su objetivo fundamental consiste en el alivio de las cargas económicas que 

representa el sostenimiento de la familia, como núcleo básico de la sociedad. (subrayado 

fuera del texto)  

En igual sentido lo define el decreto reglamentario 1091 de 1995 en su artículo 15. “Del 

Subsidio Familiar. Artículo 15. Definición. El subsidio familiar es una prestación social 

pagadera en dinero, especie y servicios al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional 

en servicio activo, en proporción al número de personas a cargo y de acuerdo a su 

remuneración mensual, con el fin de disminuir las cargas económicas que representa el 

sostenimiento de la familia. Esta prestación estará a cargo del Instituto para la Seguridad 

Social y Bienestar de la Policía Nacional.  Parágrafo. El subsidio familiar no es salario, ni 

se computa como factor del mismo en ningún caso”. 

 

AL HECHO DÉCIMO QUINTO: En este hecho el señor abogado en sus argumentaciones 

no es claro y remitiéndonos al caso que no ocupa lo dicho no hace parte de un proceso de 

divorcio.  

 

AL HECHO DÉCIMO SEXTO: Como se ha venido indicando en hechos anteriores, lo 

afirmado por el togado en reconvención no hace parte del proceso de divorcio. Ahora, a modo 

de información se hace saber que las cesantías y subsidio del señor JUAN CARLOS 

MADERA fueron invertidas en la compra del bien inmueble del cual se hará referencia en el 

proceso de liquidación de sociedad conyugal.   

 

AL HECHO DÉCIMO SÉPTIMO:  NO ES CIERTO, lo expresado en este hecho son 

simples conclusiones subjetivas que no logran tener soporte probatorio; no obstante, lo único 

cierto en este hecho es el compromiso que mi poderdante ha tenido con su hijo JUAN 

MIGUEL aportando mes a mes la cuota por concepto de alimentos.  

 

AL HECHO DÉCIMO OCTAVO: NO ES CIERTO, y prueba de ello son las 

consignaciones que la parte actora en reconvención relaciona, así mismo el reconocimiento 

expresado por parte de la señora JENNIFER en el hecho anterior, textualmente, “(…) reconoce 

si mi poderdante que el señor JUAN CARLOS MADERA ORTEGA ha venido consignando a su 

arbitrio propio montos variables de dinero a mi prohijada, a fin de que ella brinde cuidados, 

educación y manutención al hijo de la pareja. (…)” 

 

De igual modo, se indica que mi mandante ha estado presto a conciliar entendiendo que lo 

más importante es el bienestar de su hijo, sin embargo, la señora JENNIFER ha sido renuente 

a la conciliación.  

 

AL HECHO DÉCIMO NOVENO: Es cierto.  
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EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

de conformidad con las respuestas a los hechos de la demanda en reconvención y obrando en 

el carácter ya indicado esta defensa se pronuncia, así: 
 

PRIMERA: Mi mandante manifiesta que no se opone al decreto del divorcio de matrimonio 

civil, siempre que sea decretado por la causal invocada en la demanda principal, es decir, la 

causal octava del artículo 154 de código civil modificada por la ley 25 de 1992, partiendo del 

cumplimiento de los postulados de dicha causal, además en palabras de la corte constitucional 

no se puede coaccionar a un cónyuge a permanecer con el vínculo matrimonial cuando en la 

relación surgen diferencias, desavenencias o conflictos entre los cónyuges y ya no se persigue 

el fin del matrimonio, por el contrario se genera  una ruptura de la relación que solo propicia 

un ambiente hostil y afecta considerablemente la estabilidad familiar; en este sentido se ha 

pronunciado la Corte Constitucional, en sentencia C-600 DE 2000 (M.P. Álvaro Tafur 

Galvis), afirmando:  
 

“Por lo demás, el reconocimiento que hace la Constitución Nacional de la familia como 

fundamento de la nacionalidad por su natural tendencia a la unidad, afinidad, coherencia 

y estabilidad, no permite, antes, por el contrario, proscribe, la utilización de mecanismos 

coactivos para imponer la permanencia de la pareja. En efecto, según los principios, reglas 

y orientaciones de la Carta Política, es la estabilidad del grupo familiar, más no la 

duración del matrimonio, la que permite la realización humana de sus integrantes y por 

ende la que persigue el orden superior. De ahí que el propio artículo 42 de la Constitución 

Política prevea que los efectos civiles de todo matrimonio cesen ‘por divorcio, con arreglo 

a la ley civil” 
 

En igual sentido, la Corte Constitucional en sentencia C-985-2010, que al tenor dice:  

“Las causales del divorcio han sido clasificadas por la jurisprudencia y la doctrina en 

objetivas y subjetivas: Las causales objetivas se relacionan con la ruptura de los lazos 

afectivos que motivan el matrimonio, lo que conduce al divorcio “(…) como mejor remedio 

para las situaciones vividas”. Por ello al divorcio que surge de esta causales suele 

denominársele “divorcio remedio”. Las causales pueden ser invocadas en cualquier 

tiempo por cualquiera de los cónyuges, y el juez que conoce de la demanda no requiere 

valorar la conducta alegada; debe respetar el deseo de uno o los dos cónyuges de disolver 

el vínculo matrimonial.  A este grupo pertenecen las causales de los numerales 6, 8 y 9 

ibídem.” 
 

Por otra parte, las causales invocadas por la parte demandante en reconvención no tienen 

soporte probatorio. 
 

Respecto al pago de alimentos del menor JUAN MIGUEL, mi poderdante nunca se ha negado 

a proveerlos, como se puede evidenciar en las consignaciones realizadas a la cuenta bancaria 

de la madre del menor señora JENNIFER GOMEZ.  
 

Con relación a los alimentos que solicita el abogado en favor de la señora JENNIFER 

GOMEZ, se opone mi mandante, toda vez, que no tiene la capacidad económica para 

sufragarlos. A continuación, se detalla la relación de gastos mensuales del señor JUAN 

CARLOS MADERA: 
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SEGUNDA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, teniendo en cuenta que el señor 

abogado en el escrito de demanda de reconvención no aporta pruebas que permitan sustentar 

lo esbozado con relación a las causales que invoca. 
 

Respecto la causal PRIMERA del artículo 154 del código civil “las relaciones sexuales 

extramatrimoniales de uno de los cónyuges” indica mi mandante que no existió ningún tipo 

de relación con la señora que menciona el abogado en el relato del hecho N° SEXTO de la 

demanda, además de no aportar ningún soporte probatorio que acredite ese hecho, 

quedándose en meras especulaciones y emocionalidades.  

 

Seguidamente, invoca la causal SEGUNDA del artículo 154 del código civil “El grave e 

injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes que la ley 

les impone como tales y como padres” en primer lugar, reitera mi mandante lo dicho en la 

contestación de la presente demanda de jamás haber agredido física ni verbalmente a su 

cónyuge, en segundo lugar dentro lo plasmado en la demanda de reconvención se puede 

evidenciar que los hechos no se logran probar, pues no se aporta prueba que acredite lo 

relatado (denuncia, dictamen pericial o examen médico).  

 

Por todo lo anterior, no asiste razón alguna para que mi prohijado se vea en la obligación de 

proveer alimentos en favor de la señora JENNIFER GOMEZ. 

 

TERCERA: Me opongo de manera rotunda a esta pretensión, ello, por cuanto el hecho de 

que la demandante en reconvención pretenda suma distinta no hace que el acuerdo verbal sea 

falso; ahora bien, desde la separación física de los padres el señor JUAN CARLOS ha venido 

aportando mensualmente a la manutención de su hijo JUAN MIGUEL, prueba de ese acuerdo 

son las consignaciones realizadas a la madre del menor JENNIFER GOMEZ.  

 

Por otra parte, el señor abogado aquí demandante en reconvención al momento de hablar de 

falsedades tuvo que demostrarlo tal como lo exige el artículo 86 del CGP y no como lo hizo 

ver de manera escueta en esta pretensión.  

 

CUARTA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión dado que carece de sustento 

sustancial y probatorio, iniciemos indicando que para la configuración del ocultamiento o 

distracción de bienes sociales contemplado en el artículo 1824 del Código civil se debe 

obligatoriamente probar la existencia del dolo, tal como lo indicó el TRIBUNAL SUPERIOR 

DE MEDELLÍN – SALA DE FAMILIA en sentencia del 26 de febrero de 2018,  
  

“(…) OCULTAMIENTO DE BIENES. Requisitos para su configuración/ Existencia de 

dolo en el ocultamiento del bien social. La prosperidad de la pretensión encaminada a la 

imposición de la sanción por distracción u ocultamiento de bienes de la sociedad conyugal 

prevista en el artículo 1824 del Código Civil, está supeditada que se acredite “no sólo de 

la calidad jurídica del sujeto del bien social y de la ocultación o distracción, sino el dolo 

o sea el designio de defraudar, perjudicar o causar daño y este igualmente de probarse, 

porque sólo se presume en los casos expresamente disciplinados, por el ordenamiento, 

artículo 1516 del Código Civil, es decir que debe verificarse lo siguiente: a) la calidad de 

cónyuge del sujeto demandante; b) que el bien respecto del cual se endilga el ocultamiento, 

sea un bien social; c) conducta tendente a ocultar o distraer dolosamente bienes de la 

sociedad conyugal atribuible al cónyuge demandado. En tal orden, es necesaria la 

confluencia de la totalidad de requisitos especificados, pues de lo contrario, sobrevendrá 

la improsperidad de la acción formulada. (…)” 

 

Por su parte la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC 12469 del 17 de mayo del 2016, 

radicado 4701310300199900301 Magistrado Ponente Dr. Álvaro Fernando García Restrepo. 

Reconoció en los siguientes términos:   

 

“(…) la disposición cuya ratio legis se orienta a preservar y tutelar la plenitud, 

igualdad e integridad de los cónyuges en lo atañedero a sus derechos en la sociedad 

conyugal formada por el vínculo matrimonial, sanciona el acto doloso de 

ocultamiento, distracción de los bienes sociales celebrado o ejecutado por uno de 

ellos o por sus herederos (…)”  
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De lo anterior, se extrae que es requisito sine qua non, la existencia del dolo en la 

configuración del ocultamiento o distracción de bienes sociales, en el caso concreto y 

teniendo en cuenta la definición del artículo 1516 del Código Civil “el dolo no se presume”, 

por tanto, deberá probarse la confluencia total de los requisitos que hizo mención el 

Tribunal Superior de Medellín- Sala de Familia, relacionados así: 

 

 La calidad de cónyuge del sujeto demandante 

 Que el bien respecto del cual se endilga el ocultamiento, sea un bien social.  

 Conducta tendente a ocultar o distraer dolosamente bienes de la sociedad 

conyugal atribuible al cónyuge demandado. 
 

Corolario de lo anterior y en el caso que nos ocupa, el abogado accionante en reconvención 

no demostró de manera diáfana la supuesta conducta dolosa tendiente a ocultar o distraer 

bienes de la sociedad conyugal. Por lo tanto, reitero que nos encontramos en un proceso 

netamente de divorcio y no es obligatorio hacer relación de los bienes, puesto que la sentencia 

de divorcio no hace alusión al tema de sociedad conyugal; así mismo no puede existir 

ocultamiento de un bien donde el sujeto tiene calidad de propietario más la acreditación en 

un documento (certificado de tradición y libertad) el cual avala el derecho real de dominio.  

 

QUINTA: Manifiesta mi poderdante que no se opone a llegar a un acuerdo conciliatorio que 

conste por escrito de fijación de cuota alimentaria respecto su hijo JUAN MIGUEL, 

igualmente ha venido aportado a la manutención del menor, pues reconoce que lo más 

importante es el bienestar de su hijo.  

 

Por otro lado, se opone a la solicitud de dar alimentos a la señora Jennifer Gómez, esto, de 

acuerdo a lo ya explicado en la pretensión PRIMERA del presente escrito. 

 

SEXTA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, de acuerdo a lo ya manifestado en 

el escrito de las pretensiones PRIMERA, SEGUNDA y QUINTA.  
 

SÉPTIMA: De conformidad con lo solicitado por el abogado en la pretensión TERCERA 

de la demanda, esta no guarda relación con lo acá solicitado, por lo anterior no me 

pronunciare al respecto.  

 

OCTAVA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, de conformidad con lo ya 

expuesto en el pronunciamiento que el suscrito realizó a la pretensión CUARTA, ahora bien, 

se aclara que la pretensión QUINTA no guarda relación con lo acá solicitado por el apoderado 

de la parte demandante en reconvención.  

 

NOVENA: Me opongo a la pretensión, teniendo en cuenta que la pretensión QUINTA no 

guarda relación con el tema de ocultación de bienes.  

 

DÉCIMA: Me opongo a lo relatado en la pretensión, debido que en ningún momento el señor 

JUAN CARLOS MADERA ha dejado de responder con los alimentos necesarios del menos 

JUAN MIGUEL y ha sido la señora JENNIFER GOMEZ quien ha sido renuente a encontrar 

una solución conciliatoria y de esta manera de entrar en disputas jurídicas innecesarias.  

 

UNDÉCIMA: Me opongo a lo solicitado en esta pretensión, ello, por cuanto será usted señor 

juez quien determine a quien le corresponderá el pago de las costas y agencias en derecho.  

 

ANEXOS 

 

 Certificado de nómina del mes de septiembre de 2020  

 Consignaciones por concepto de pago de alimentos de los menores JUAN MIGUEL 

y LUKAS MADERA.  

 Constancia de pago del canon de arrendamiento de JUAN CARLOS MADERA    
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 Extracto informativo crédito libranza Banco de Bogotá  

 Extracto informativo crédito Hipotecario Banco BBVA 

 Copia recibo de caja pago de crédito con la Cooperativa JFK 

 Relación de afiliados al sistema de salud de la Policía Nacional   

NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré personalmente en la dirección calle 51 #49-11, Edificio Fabricato- Oficina 

606-B Medellín- Antioquia. 

Cel.: 3016665757 

E- mail: profesionaldelderecho2015@hotmail.com 

 

Demandado en reconvención: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA en la dirección 

Carrera 51B N°88ª-41 Edificio Cañaveral- Medellín 

Cel.: 3202350454 

E-mail: juan.madera1682@gmail.com  

 

Demandante en reconvención: JENNIFER GOMEZ en la dirección Carrera 93 Calle 49 

BB 47. Int. 130 B/Santa Rosa de Lima- Medellín 

Cel.: 3163047119 

E-mail: conejademasapan@hotmail.com  

 

Apoderado demandante: JHON JAIRO PATIÑO en la dirección carrera 38 # 67-101 

Medellín.  

Cel. 3137040241 

E-mail: jairo642004@hotmail.com  

 

 

 

Respetuosamente, 

 

 

 

 

___________________________________ 

LUIS ENRIQUE CURCIO SALGUEDO 

CC. 1.069.466.565 de Sahagún Córdoba 

TP. 311.922 del C.S de la Judicatura  

mailto:profesionaldelderecho2015@hotmail.com
mailto:juan.madera1682@gmail.com
mailto:conejademasapan@hotmail.com
mailto:jairo642004@hotmail.com


 

 

 

 

 

 

 

DOCUMENTOS SOPORTE DE RELACIÓN DE GASTOS MENSUALES DEL 

SEÑOR JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

Consignación de cuota alimentaria del menor JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ  

 

 

 

 

 

Consignación de cuota alimentaria del menor LUKAS MADERA MEJIA  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 Consignación de cuota alimentaria del menor JUAN MIGUEL MADERA GOMEZ  

 



 

 

 

 

 

 

 

Consignación de cuota alimentaria del menor LUKAS MADERA MEJIA   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Canon de arrendamiento. 



 

 

 

 

 

 

 

 

Canon de arrendamiento  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

Descuento de nómina- crédito de libranza BANCO DE BOGOTA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

Crédito Hipotecario Banco BBVA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cooperativa Financiera John F. Kennedy 



 

 

 

 

 

 

 

 

Pago dos (2) cuotas en mora Cooperativa John F. Kennedy.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





MEDELLÍN, NOVIEMBRE 03/2.020. 

SR. 

JUEZ DECIMO DE FAMILIA ORALIDAD. 

E.S.D. 

 

ASUNTO: SOLICITUD TRASLADO CONTESTACIÓN DEMANDA DE RECONVENCIÓN. 

DEMANDANTE: JUAN CARLOS MADERA ORTEGA. 

DEMANDADA: JENNIFER GÓMEZ. 

RADICADO: 05001311001020200012000. 
 
 
Por el presente, come3didamente me permito solicitar se me de traslado de 
contestación de DEMANDA DE RECONVENCIÓN dentro del presente proceso, surtida 
y notificada en estados el 27/10/2020, al e-mail: jairo642004@hotmail.com. 
 
De Usted. 
 
Atte. 
 
 
JHON JAIRO PATIÑO Z. 
C.C. 71.642.040 MED. 
T.P.303.562 C.S.J. 
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